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La promoción de la autonomía 
y atención a las situaciones 
de dependencia como nueva 
rama de la protección social
Este número de Economistas está dedicado al análisis de la nueva rama 
de protección social que se implanta en España en enero de 2007. De este
modo nuestro país se incorpora al grupo de países de la Unión Europea que
cuentan con sistemas de protección social para apoyar la autonomía en la vida
cotidiana de las personas que sufren algún tipo de discapacidad que limita
funcionalmente el ejercicio de la actividad diaria.
Los países que han adoptado esta última rama de protección social 
han diseñado modelos variados desde el punto de vista institucional, de la
financiación y de la gestión. En general los sistemas de dependencia no tienen
como objetivo sustituir a la familia o formas informales de ayuda, excepto en los
casos de total desvalimiento, sino complementar la acción familiar e informal
con mecanismos de solidaridad basados bien en el aseguramiento, bien en
formas globales de solidaridad o, lo que suele ser lo más común, formas
combinadas de protección. Desde el punto de vista práctico las prestaciones
económicas y los servicios sociales son los dos mecanismos de apoyo a las
situaciones de dependencia. En relación con los anteriores la acción protectora
se complementa con la financiación de la seguridad social del cuidador no
profesional o familiar, ayudas técnicas para el hogar, licencias o permiso 
para el cuidador informal, desgravaciones fiscales, entre otros.
El modelo de nuestro país adopta la filosofía del Modelo Social Europeo 
de construcción de un sistema de protección social a la dependencia 
o de cuidados de larga duración que sea universal en cuanto a cobertura, 
de calidad en cuanto a asistencia y sostenible financieramente a largo plazo.
La acción protectora en nuestro país viene de una tradición asistencial (servicios
sociales) combinada con prestaciones contributivas y no contributivas de la
Seguridad Social, además de la ayuda familiar, y desde 2007 está construyendo
un sistema público de cobertura universal, basado en la protección de un
derecho subjetivo, de financiación mixta (impuestos sobre todo, cotizaciones 
y copago) y gestión de servicios mixta. El gobierno del sistema es el resultado
de una combinación de competencias de la Administración General del Estado
y de las comunidades autónomas que se traduce en compromisos financieros
variados, además del papel central de la Administración local. Todo ello
completado con un sistema consultivo de los agentes sociales y económicos 
y de participación de las entidades sociales que refuerza la legitimidad 
del nuevo sistema protector y canalizan la voz de la sociedad civil.
El análisis de este nuevo sistema no puede ser sino interdisciplinar ya que 
el derecho, la ciencia política, la sociología y la economía vienen a coincidir 
en el análisis del mismo objeto. Sin la visión complementaria de estas ramas 
del saber no sería posible analizar y comprender la naturaleza, desarrollo e
impacto del nuevo sistema de protección que conocemos bajo el acrónimo 
de SAAD (sistema de autonomía y dependencia).
Pues bien, en este número de Economistas y sin pretender en modo alguno
agotar las posibilidades del análisis económico de la dependencia y abiertos 
a una comprensión necesariamente interdisciplinar de la misma, se analizan
algunos de los problemas más relevantes de la misma, de suerte que la mirada
que ofrecen los distintos trabajos es dual: cómo construir un sistema protector
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de calidad y que sea sostenible financieramente a largo plazo. En efecto, 
la economía de la dependencia es justamente el análisis y la contribución a 
un círculo virtuoso compuesto de accesibilidad universal, calidad, sostenibilidad.
Con el fin de ofrecer al lector una visión del sistema español de autonomía 
y dependencia, su desarrollo y aspectos concretos de evaluación se aporta un
trabajo general sobre dicho modelo y sus pilares fundamentales: accesibilidad,
prestaciones, financiación, gobierno del sistema y sistema de información,
calidad y formación, escrito por Rodríguez Cabrero.
En este contexto general Economistas aborda aquellas cuestiones cuya
solución o mejora puedan contribuir a ese círculo virtuoso de la protección
social. De manera general tres cuestiones ligadas con la sostenibilidad
financiera han sido objeto de análisis. En primer lugar, el análisis de la
coordinación sociosanitaria y la prestación de servicios en el hogar. 
En efecto, el enfoque asistencial subyacente en los distintos trabajos es 
que la atención comunitaria, sociosanitaria, es preferible en general y salvo
excepciones a la residencial por razones de calidad e incluso, aunque no
siempre, de sostenibilidad. El análisis de la profesora Tarricone desde la
economía y del doctor Ruipérez desde la geriatría así tratan de demostrarlo 
al referirse a la ayuda a domicilio y a la coordinación sociosanitaria. En segundo
lugar, el empleo ocupa una parte central en este número con dos trabajos 
—el del grupo de expertos de la OCDE que encabeza Pearson y el de los
profesores Herce y Sosvilla de la Universidad Complutense—, ya que estamos
ante un sistema intensivo en mano de obra y de cuya calidad depende la
calidad asistencial y mejoras organizativas y de gestión de los recursos
humanos. Las oportunidades de generación de empleo en este campo, así
como para garantizar un flujo sostenido de recursos humanos de calidad, 
son elementos que guían ambos trabajos. Finalmente, el análisis del copago
que aborda Julia Montserrat, sobre el impacto del patrimonio en el copago 
y sus efectos redistributivos, se completa con dos trabajos sobre los seguros
privados complementarios que contempla la ley de autonomía y dependencia
tanto desde la óptica del regulador —Lozano y Duque (Dirección General de
Seguros)—, como desde la oferta privada de seguros —Esquivias (Unespa)—.
Concluye el número con un trabajo especialmente relevante, desarrollado por 
el economista Ernesto Cabello, que tiene como objetivo destacar el papel de 
la Administración local en el desarrollo del nuevo sistema, en el que ocupa un
lugar institucional subordinado. Puerta de entrada en el sistema de dependencia
a la vez que pilar de su financiación el sector local debe lograr la visibilidad y
fuerza institucional que realmente le corresponde en el SAAD.
Para terminar debemos señalar que con este número los coordinadores
pretenden promover el debate y el análisis del nuevo sistema de protección
social. Su despliegue finaliza en el año 2014 y su importancia futura es
innegable a tenor de los cambios sociodemográficos de la sociedad española. 
El análisis socioeconómico tiene como objetivo no sólo el análisis y 
comprensión del presente, sino también y hasta donde sea posible anticipar 
el futuro creando las condiciones favorables para el desarrollo de un sistema 
de calidad asistencial y sostenible financieramente.

7

E  D  I  T  O  R  I  A  L

Economistas Num 122.qxd  18/11/09  16:26  Página 7



E  N    P  O  R  T  A  D  A

8

Gregorio Rodríguez Cabrero
Universidad de Alcalá

El Sistema de
Autonomía Personal 
y Atención a la
Dependencia en
España (SAAD):
desarrollo y ámbitos
de evaluación

1. Introducción

La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Pro-
moción de la Autonomía Personal y Atención a las
personas en situación de dependencia (LAPAD a
partir de ahora) se extiende de manera efectiva
entre el otoño de 2007 y la actualidad, dos años
de desarrollo exactamente, lo que supone un corto
período de tiempo para el despliegue de la ley y
de su potencialidad como desarrollo de un nuevo
derecho subjetivo, el derecho a ser protegido en
situaciones en las que la discapacidad o limita-
ciones físicas y cognitivas demandan la acción
protectora para facilitar la autonomía personal en
la vida diaria.

Se trata de un sistema protector complejo tanto
en el ámbito competencial como en su aplicación
práctica. Desde el punto de vista competencial
porque en el Sistema de Autonomía Personal y
Atención a la Dependencia (a partir de ahora SAAD)
confluyen las competencias de la Administración
General del Estado (AGE), que garantiza las con-
diciones para el ejercicio de la igualdad del dere-
cho subjetivo a la acción protectora (vía financia-
ción y normativa básica en cuanto a la valoración
de la situación de dependencia, garantía de un
mínimo protector, seguridad social de los cuida-
dores informales y sistema de información) con las
competencias de las comunidades autónomas en
materia de servicios sociales (de carácter exclusi-
vo si bien no excluyente), lo que supone la plena
competencia en cuanto a planificación y gestión
del SAAD. Desde el punto de vista práctico el
desarrollo del SAAD supone la construcción de un
sistema de gobierno con distintas Administracio-
nes (del que queda al margen la Administración
local) para la coordinación del sistema, la articu-
lación entre las prestaciones económicas, en ser-
vicios y técnicas, la coordinación entre los servi-
cios sociales y el sistema sanitario; la coordinación
entre el sector público y el sector privado (tercer
sector y sector mercantil) en la provisión de servi-
cios y, finalmente, un sistema de financiación com-
plejo del que forma parte también el copago de
los usuarios según distintas circunstancias. Al final
el SAAD no tiene otro objetivo que garantizar un
derecho subjetivo universal para todos los ciuda-
danos en situación de dependencia que sean 
calificados como tales mediante un baremo único
aplicado en todo el Estado y que esta acción pro-
tectora debe basarse en un programa individual
de atención que garantice la libertad de elección
de la persona en relación con la situación concre-
ta de su entorno familiar y social y una atención
de calidad basada en la óptima asignación de una
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prestación o en la combinación entre varias si ello
fuera necesario (por ejemplo, entre el servicio de
ayuda a domicilio y un centro de día).

Teniendo en cuenta esto trataremos de dibujar
el marco general de desarrollo del SAAD desta-
cando sus pilares fundamentales; después anali-
zaremos los hitos fundamentales de su desarrollo
y líneas de evaluación necesarias; por último, des-
tacaremos en las conclusiones la importancia de
los factores institucionales como vía para lograr la
mayor efectividad del sistema protector.

2. Desarrollo reciente del Sistema 
de Autonomía y Atención 
a la Dependencia (SAAD)

El modelo español de protección a la depen-
dencia o de cuidados de larga duración (long-term
care en la terminología europea) forma parte de la
corriente general del Modelo Social Europeo de
extensión de la acción protectora a las situacio-
nes de dependencia al conjunto de la población.
Si bien esta protección siempre ha existido mar-
ginalmente, ligada a los accidentes laborales muy
graves o a situaciones de desvalimiento intenso
de personas mayores en situación de dependen-
cia y sin recursos, ya que la familia o, en concre-
to, las mujeres asumían y siguen asumiendo en
gran medida la carga no remunerada y apenas
reconocida de cuidados personales, ha sucedido
que en los últimos años los sistemas europeos de
protección social están extendiendo, de hecho o
de derecho, la acción protectora a las situaciones
de dependencia como consecuencia del enveje-
cimiento de la población (en torno al 80% de las
personas protegidas son mayores de 65 años y
más de la mitad de todo el colectivo protegido son
mayores de 80 años), la incorporación de la mujer
al mercado de trabajo y una creciente demanda
social de protección social y de calidad de vida
en la vida cotidiana.

En general, y sin entrar ahora en un análisis par-
ticularizado de modelos nacionales (Rodríguez
Cabrero, 2004), el modelo social europeo en la
materia se caracteriza por el reconocimiento de
un derecho subjetivo a ser protegido en situacio-
nes de dependencia funcional en relación con las
actividades de la vida diaria, mediante un siste-
ma de prestaciones económicas o servicios según
los casos y en función de la elección de la per-
sona afectada o su tutor, gestionada de manera
descentralizada bajo un sistema de regulación
estatal y financiación pública y también privada
(copago), con una participación desigual del sis-

tema sanitario y una presencia importante del sec-
tor privado, mercantil y no lucrativo en la gestión
de servicios.

El SAAD español refleja todos estos rasgos de
manera singular ya que puede ser caracterizado
como un sistema público, de cobertura universal,
de atención personal integral e integrada, trans-
versal, accesible para todos en condiciones de
igualdad en todo el territorio y basado en la parti-
cipación de las personas afectadas, sus familias
y quienes les representen. Como todo sistema pro-
tector pude ser analizado en sus facetas funda-
mentales: condiciones de acceso al SAAD, tipo-
logía de prestaciones, financiación, gobierno del
sistema y sistema de información, calidad y for-
mación, que de manera esquemática hemos resu-
mido en el cuadro 1 y que a continuación analiza-
mos de manera sucinta.

El nuevo sistema se basa en el derecho subjeti-
vo a la protección de la dependencia que supera el
sistema anterior de naturaleza asistencial, frag-
mentado institucionalmente y de muy baja eficacia
protectora. El acceso al sistema tiene lugar una vez
la persona solicitante es calificada en un grado y
nivel de dependencia (es un sistema de tres grados
de mayor a menor severidad con dos niveles de
intensidad por grado) mediante la aplicación de un
baremo o escala de valoración única por el sector
público en todo el territorio del Estado, lo que ase-
gura el principio de igualdad. Realizado un dicta-
men de grado y nivel se define, junto con la perso-
na afectada o su tutor, un programa individual de
atención (PIA) mediante el cual se definen una pres-
tación o conjunto de prestaciones económicas o
servicios que den respuesta a la necesidad.

Son las comunidades autónomas las respon-
sables de aplicar el baremo, definir el PIA y asig-
nar las prestaciones sociales correspondientes.
Éstas son financiadas en principio al 50% entre la
AGE y las comunidades autónomas mediante la
protección mínima garantizada por la AGE y la pro-
tección convenida entre ambas Administraciones,
existiendo una financiación adicional libre por parte
de las comunidades autónomas. A la espera de
disponer de un análisis de costes realista del actual
sistema, inicialmente orientado a los servicios y
en la práctica sesgado hacia las prestaciones eco-
nómicas, queda por conocer la aportación real de
cada una de las Administraciones públicas tanto
en el conjunto del sistema como desde el arran-
que de la LAPAD.

En el sistema español las prestaciones econó-
micas se consideran excepcionales frente a las
prestaciones en servicios. El legislador trató de
promover el desarrollo de un sistema de servicios
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sociales de baja cobertura en comparación con
países de nuestro entorno (sobre todo países nór-
dicos y continentales de la UE), a pesar de su
intenso crecimiento durante los últimos años. La
realidad ha sido el predominio de las prestaciones
económicas que ha hecho de la excepción la regla
y con ello obligado a un debate para explicar esta
realidad no prevista inicialmente y que será obje-
to de evaluación institucional en 2010. Por otra
parte, el SAAD ha creado otras prestaciones nue-
vas como son la prestación de asistente personal,

de baja incidencia hasta el momento, y la presta-
ción vinculada al servicio cuando no existe un ser-
vicio dentro de la red pública. En este sentido hay
que señalar que un elemento de racionalidad del
SAAD y de contribución a la materialización de un
sistema coherente es la creación de una red de
utilización pública que integra centros y servicios
públicos y privados, todos ellos bajo un régimen
común de acreditación. Lograr una red articulada
y efectiva es un objetivo central a medio y largo
plazo que medirá la eficacia protectora del SAAD.

CUADRO 1
NIVELES DE PROTECCIÓN, SISTEMA DE PRESTACIONES Y APOYO A LA AUTONOMÍA, FINANCIACIÓN,

ÓRGANOS CONSULTIVOS Y SISTEMA DE CALIDAD, INFORMACIÓN Y FORMACIÓN
Y DEPENDENCIA DE LA LEY 39/2006

Niveles de protección Sistema de prestaciones Financiación del sistema Órganos de gobierno Calidad, información
(art. 7) (capítulo II) (capítulo V) y consultivos y formación

Protección mínima Servicios sociales Impuestos generales Gobierno del SAAD: Criterios comunes 
garantizada por según catálogo de la AGE y CC.AA. Consejo Territorial de acreditación de 
la AGE (art. 15) (art. 32). También como instrumento centros y planes de 

Disposición Adicional de cooperación entre calidad del SAAD 
Primera (compromiso la AGE y las CC.AA. por el Consejo 
de la AGE entre el que fija el baremo, Territorial (art. 34)
1/1/2007 y el la intensidad
31/12/2015) protectora, la cuantía

de las prestaciones,
planes conjuntos
y evaluación. Podrán
participar los entes
locales (art. 8 y 12)

Protección Prestación económica Copago en función de Órganos consultivos: Sistema de información 
conveniada entre la vinculada a un servicio capacidad económica a) Comité Consultivo del SAAD (art. 37)
AGE y las CC.AA. (art. 17) del beneficiario (art. 33) mixto por AGE, CC.AA.,

diferenciando servicios entes locales y 
asistenciales y de organizaciones 
manutención sindicales
y hoteleros y empresariales

b) A otro nivel: Consejo
Estatal de Personas
Mayores, Consejo
Nacional para la
Discapacidad
y Consejo Estatal
de ONG de Acción
Social

Protección adicional Prestación económica Fiscalidad de Formación y cualificación 
libre por parte de excepcional para instrumentos privados de profesionales 
las CC.AA. cuidadores no para facilitar la y cuidadores (art. 36)

profesionales (art. 18) cofinanciación de los
servicios (Disposición
Adicional Séptima)

Prestación económica
de asistencia personal
(art. 19)

Fuente: Elaboración propia en base a la Ley 39/2006.
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La financiación del sistema y su sostenibilidad
a largo plazo es crucial en el nuevo sistema, máxi-
me en un contexto de incertidumbre económica
y financiera con el que ha coincidido el desplie-
gue del SAAD. Este sistema, así como el de pen-
siones y el sistema sanitario, forma parte de las
recomendaciones de la Comisión Europea para
garantizar la universalidad, calidad y sostenibili-
dad futura de dichos sistemas. Sobre la impor-
tancia de este pilar no disponemos de muchos
trabajos hasta el presente (son excepción los de
Julia Montserrat, 2007, 2009). Este sistema de
corresponsabilidad entre la Administración Gene-
ral del Estado y las comunidades autónomas es
el que debe garantizar la sostenibilidad a largo
plazo. Condición previa de la misma son la trans-
parencia en el gasto, un conocimiento comparti-
do de la estructura de costes y un reparto del
mismo entre Administraciones que asegure la uni-
versalidad y la calidad de las prestaciones.

En el análisis económico los factores institucio-
nales son algo más que un dato y en ningún caso
un factor externo a la realidad económica. No nos
referimos precisamente a los problemas de ges-
tión y organización, de importancia indudable, sino
a los factores institucionales o gobierno del siste-
ma —lo que hoy se denomina como gobernan-
za—, que en un modelo competencial complejo y
compartido hacen del mismo la esencia del siste-
ma ya que requiere no sólo un estilo de gobierno
en el que la confianza institucional y la transpa-
rencia son clave, sino también una participación
activa de los agentes sociales y económicos y
organizaciones sociales en el gobierno del siste-
ma. Cooperación entre Administraciones y con-
sulta a los agentes y organizaciones sociales y
económicas son dos pilares fundamentales del
buen gobierno del SAAD. Además, el nuevo sis-
tema está condenado a coordinarse progresiva-
mente con el sistema sanitario por razones de efi-
cacia en la intervención social y a integrar en el
gobierno del sistema a los entes locales (ayunta-
mientos, diputaciones y cabildos) ya que son la
puerta de entrada en el sistema protector. Una vez
que la opción política no fue la adopción de una
ley básica en el marco de la Seguridad Social, caso
del modelo alemán, sino un sistema cooperativo
en el que la AGE y las CCAA comparten compe-
tencias en la materia, de suerte que la primera ase-
gura las condiciones de igualdad en el ejercicio del
derecho, pero no del derecho en sí mismo, cuya
materialización corresponde a las segundas, el
SAAD no tiene otra alternativa que desarrollar un
modelo de gobernanza en el que el éxito del sis-
tema se basa en la confianza institucional y en la

cooperación ejercida a través del Consejo Territo-
rial, órgano central de gobierno, y de sus órganos
delegados y comisiones técnicas. Estamos, por
tanto, ante una gobernanza que debe asegurar la
construcción de un sistema coherente, no nece-
sariamente igualitario entre comunidades autóno-
mas, y evitar asimetrías y desequilibrios que rom-
pan el principio de unidad del SAAD en cuanto a
su arquitectura básica y desarrollo.

El SAAD se dota de un sistema de calidad e
información, así como regula la formación de los
recursos humanos que asegure la efectividad del
sistema, prestaciones de calidad a personas afec-
tadas, flujos de información compartida entre todas
las Administraciones y modelos de formación de
recursos humanos en un sistema altamente inten-
sivo en fuerza de trabajo.

3. Los ámbitos de evaluación del SAAD

La LAPAD contempla la evaluación del SAAD
por parte de cada comunidad autónoma en el
ámbito competencial de su territorio, pero igual-
mente la evaluación del conjunto del sistema en
2010 de sus tres primeros años de actividad con
el fin de ajustar las previsiones de la ley a la reali-
dad desde la lógica de contribuir a la racionalidad
social del sistema, que no es sino garantizar a largo
plazo un sistema universal, coherente, de calidad
y sostenible (disposición adicional 1.ª 3).

Las evaluaciones y dictámenes hasta ahora
realizados (entre ellos la evaluación del papel de
la AGE en el SAAD realizado por la Agencia Esta-
tal de Evaluación de Políticas Públicas en 2008
(Agencia de Evaluación y Calidad, 2009), el infor-
me de la Comisión de Expertos Independientes
para el Congreso de los Diputados en 2009
(Comisión de expertos, 2009), o los informes de
la asociación de directores de servicios sociales
a lo largo de los años 2008 y 2009) (1), indican
con cierta claridad cuáles son los ámbitos de
desarrollo del SAAD a evaluar.

Después de dos años efectivos de aplicación
del sistema el esfuerzo realizado ha sido notable
medido por indicadores tales, a fecha 1 de octu-
bre de 2009, como el número de personas a las
que se ha aplicado el baremo de dependencia
(979.008 personas), el volumen de personas con
derecho a prestación (754.449 personas) o el
número total de beneficiarios de prestaciones
(416.568 personas). Obviamente, el esfuerzo rea-
lizado en un contexto de despliegue de un siste-
ma competencialmente complejo y técnicamente
profuso desde el punto de vista de la gestión del
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sistema, no podía ser ni sencillo ni siempre coor-
dinado. La concurrencia de distintas Administra-
ciones públicas, variedad de proveedores públi-
cos y privados y diversidad de situaciones de
dependencia no permiten simplificar cualquier diag-
nóstico de la realidad. En todo caso y con el apoyo
del cuadro 2 hemos tratado de sintetizar el punto
de partida del SAAD, su desarrollo, algunos de los
problemas de su aplicación y los ámbitos de eva-
luación del mismo. Sin pretender aquí una exhaus-
tividad analítica que supera el objetivo de este texto
podemos hacer una aproximación a la problemá-
tica general del desarrollo del SAAD y con ello des-
tacar las fortalezas y debilidades del nuevo siste-

ma de protección social, enfatizando en que de
acuerdo con la experiencia histórica la consolida-
ción de cualquier sistema de derechos sociales
requiere de décadas de esfuerzos en diseños orga-
nizativos, mejoras de la gestión y sistemas de
gobierno (Rodríguez Cabrero, 2009).

— El análisis de la entrada en el SAAD nos
plantea dos problemas técnico-organizativos con-
cretos y otro de tipo general, en parte resultado
de los anteriores. La aplicación del baremo de valo-
ración ha puesto de manifiesto tanto las limitacio-
nes en incorporar ciertos grupos de población (en
general discapacidades cognitivas) como la pro-
pia composición de los equipos de valoración. La

CUADRO 2
DESARROLLO DEL SAAD, PROBLEMAS DE APLICACIÓN Y ÁMBITOS DE EVALUACIÓN FUTURA

Pilares del SAAD Desarrollo del SAAD Problemas de aplicación Ámbitos de evaluación

Acceso universal en base Aplicación de un baremo Composición de equipos Reestimación población en 
a derecho subjetivo de valoración de valoración situación de dependencia 

grado III
Sobrepeso población del Ajuste de la entrada en el 

grado III grado III
Programa Individual de Limitaciones de la oferta Extensión de la red de servicios

Atención (PIA) Libertad de elección Libertad de elección y rigor
del PIA

Prestaciones en servicios, Catálogo de servicios Rigidez de la cartera y déficit Flexibilidad de la combinación 
como excepción las de oferta en territorios de servicios
prestaciones económicas Desarrollo de la prevención 

y apoyo a la autonomía
Prestaciones económicas Control de la eficacia de las Valoración del impacto de 

al cuidador no profesional prestaciones económicas las prestaciones familiares

Financiación multinivel con Garantía del nivel mínimo Nivel de financiación no Suficiencia del nivel mínimo como
garantía de mínimos por AGE diferenciado garantía efectiva del derecho

Nivel acordado Coste político-administrativo La efectividad de los convenios
de los convenios anuales

Nivel adicional Criterios de aplicación Transparencia de la financiación 
por las CC.AA.

Acuerdo sobre copago Diversidad de sistemas según Perfeccionamiento del sistema 
CC.AA. de copago

Gobierno cooperativo Consejo Territorial Déficit parcial de legitimación Refuerzo político y técnico 
y coordinado y coordinación del Consejo Territorial

Órganos consultivos Baja visibilidad y eficacia Valoración papel actores sociales
Coordinación sociosanitaria Bajo desarrollo e incumplimiento Desarrollo prestaciones 

de la ley de cohesión y calidad sociosanitarias
del sistema sanitario de 2003

Participación entes locales Subordinación institucional Reforzamiento del papel
de las corporaciones locales

Calidad del sistema y sistema Acreditación de centros Acuerdo general del CT: Normativa de acreditación 
de información y servicios y calidad en dificultad y coste en la autonómica y sistemas 

el empleo definición de indicadores de de indicadores
calidad

Desarrollo del SISAAD Sistemas de información AGE Sistemas comunes, 
y diferentes CC.AA. transparencia y eficacia 

del sistema

Fuente: Gregorio Rodríguez Cabrero (Revista AGPP, núm. 2/2009).
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técnica de valoración en la experiencia europea
nos indica que en los equipos que la realizan la
dimensión sanitaria es crucial, de ahí que profe-
sionales de este sector (médicos, enfermeros, fisio-
terapeutas) tengan un peso fundamental mientras
que los trabajadores sociales tengan su protago-
nismo en la asignación de las prestaciones socia-
les a la hora de definir el plan concreto de inter-
vención social o PIA. La realidad indica que la
aplicación del baremo requiere de una reforma (ya
se está haciendo) para recoger de manera más
precisa a la población en situación de necesidad,
así como una mejor articulación en la composición
de los equipos de valoración siguiendo la expe-
riencia europea y las mejores prácticas en valora-
ción en el caso español. En el mismo sentido, la
diferenciación entre la valoración y la asignación
de prestaciones es uno de los ámbitos de eva-
luación a realizar, de suerte que constituyan un con-
tinuo pero claramente diferenciado en cuanto a los
profesionales que realizan ambas actividades.

Las previsiones de población del grado III
(IMSERSO, 2005) han quedado desfasadas como
consecuencia del desarrollo concreto del SAAD.
A la espera de su valoración y del pleno desplie-
gue del grado II en el presente año, que nos pro-
porcionarán una visión realista de la población
demandante, valorada y, finalmente, beneficiaria,
será necesario contrastar las diferentes previsio-
nes iniciales (IMSERSO, 2005; Abellán y Esparza,
2006, entre otras, esta última referida a las per-
sonas mayores de 65 años que constituyen el volu-
men mayoritario de los actuales beneficiarios) y la
realidad actual, diferenciando los factores demo-
gráficos, de los epidemiológicos y administrativos
con el fin de establecer los factores que han pro-
ducido la desviación, problema este particular-
mente importante en la población del grado III 
dado el elevado coste medio de las prestaciones
de este grado.

— La Ley de Dependencia contemplaba las
prestaciones económicas como excepcionales
frente al desarrollo de los servicios. La realidad del
desarrollo del SAAD nos indica que se ha produ-
cido lo contrario. A la espera de una valoración en
profundidad son varios los factores que pueden
explicar este sesgo a favor de las prestaciones
económicas. A nivel general cabe indicar que la
solidez de la cultura de los cuidados familiares
sigue estando presente a pesar de la creciente
incorporación de la mujer al mercado de trabajo,
lo que constituye un indicador de la naturaleza de
modelo mediterráneo de régimen de bienestar; por
otra parte destaca la tendencia europea de ampliar
la libertad de elección de la persona afectada o de

su tutor en coincidencia con políticas públicas pro-
clives a las prestaciones económicas por su infe-
rior coste, en torno a un tercio de una prestación
en servicios por término medio; también un menor
coste de gestión, sin considerar la inversión, favo-
rece la tendencia de las Administraciones a favor
de las prestaciones económicas.

A nivel coyuntural cabe pensar que la presión
de la demanda social y la crisis económica han
podido favorecer una tendencia de cambio en el
sentido contrario a las previsiones regulatorias que
habrá que valorar en su justa medida. Dicho lo cual
es preciso enfatizar en que el SAAD requiere para
su fortalecimiento de una política de promoción
de los servicios, sobre todo comunitarios, con el
fin de favorecer los cuidados en casa hasta donde
sea posible, facilitar la sustitución de los cuidado-
res domésticos y familiares por profesionales, de
modo que se favorezca la incorporación de la mujer
al mercado de trabajo y la generación de empleo
en el sector de la atención a la dependencia.

A otro nivel, el desarrollo del ámbito sociosa-
nitario (ver el trabajo en este número del doctor
Ruipérez) es crucial para el éxito del SAAD lo que
requiere no sólo el desarrollo de las previsiones
pendientes en la ley de cohesión y calidad del
sistema sanitario de 2003 sino una mejora de los
mecanismos de colaboración y coordinación entre
un sistema sanitario altamente consolidado y otro
sistema como el de los servicios sociales que
requerirá bastante tiempo antes de disponer de
una amplia red de servicios comunitarios. La
incardinación en el actual Ministerio de Sanidad
y Política Social de las competencias en depen-
dencia y una cierta tendencia a agrupar admi-
nistrativamente sanidad y servicios sociales en
las comunidades autónomas puede contribuir a
la coordinación de dos sectores.

— La experiencia del desarrollo del SAAD en
los tres últimos años nos dice que la clave del éxito
del nuevo sistema de protección social reside en
el buen funcionamiento de la singular gobernan-
za de que se ha dotado. Se trata de un gobierno
cooperativo basado en competencias comparti-
das en el que gobierno común, la consulta de
agentes sociales y económicos y la participación
del sector voluntario son las piezas cardinales 
(Marbán, 2009), si bien hay que resaltar que hay
dos fallos de organización: la ausencia de la Admi-
nistración local y el mencionado bajo perfil de la
coordinación sanitaria que la Ley de Dependen-
cia remite a las previsiones de la ley de calidad y
calidad del sistema sanitario. A tenor de sus resul-
tados —progresiva expansión del número de
beneficiarios del SAAD que a finales de este año
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superará seguramente el medio millón de perso-
nas y amplio consenso interno logrado hasta el
presente en el Consejo Territorial en el despliegue
del sistema—, cabe hablar de un éxito en el de-
sarrollo de la gobernanza del SAAD. Ahora bien,
si la medida se realiza teniendo en cuenta el grado
de coherencia del sistema y ritmo de despliegue
entre las distintas comunidades autónomas y grado
de compromiso de financiación, las sombras son
superiores a las luces. Pues si bien se trata de un
sistema común y único de protección social lo cier-
to es que debido a las distintas tradiciones en los
sistemas de servicios sociales autonómicos, el tipo
de gobierno o partido político, los equilibrios polí-
ticos y profesionales en cada territorio, la estruc-
tura de la oferta de servicios sociales y la propia
naturaleza de la demanda social, entre otros fac-
tores, se producen diferencias y tensiones que
tienden a trasladarse casi en exclusiva a la Admi-
nistración General del Estado, si bien ésta es un
actor singular y clave. El gobierno del sistema, a
través del Consejo Territorial, deberá reforzarse
progresivamente de forma que refleje la realidad
de que estamos ante una política de Estado, si
bien es cierto que en la construcción de un con-
senso institucional la Administración General del
Estado tiene una responsabilidad específica de
coordinación, de garantizar el consenso y de velar
por el logro de mejoras en el equilibrio territorial
del sistema.

Por otra parte, el papel de los consejos con-
sultivos es determinante para crear un clima favo-
rable a una gobernanza de consenso, moderar las
tensiones institucionales en el seno del SAAD y
hacerse eco del impacto social del sistema pro-
tector y transmitir las nuevas demandas sociales.
En cierto sentido los consejos consultivos contri-
buyen a crear un clima de confianza y a favorecer
el equilibrio entre los diferentes tipos de economía
política que coinciden en el SAAD (la economía
pública, la economía moral, la economía mercan-
til y la economía sin fin de lucro).

— El SAAD tiene entre sus principios los de
suficiencia y sostenibilidad a largo plazo. El gasto
que supondrá el despliegue del SAAD se situará
aproximadamente entre el 1 y el 1,5% del PIB, si
bien puede superar a largo plazo este último por-
centaje en función de factores demográficos,
cobertura e intensidad protectora. Únicamente la
mejora de la esperanza de vida libre de discapa-
cidad y una mayor eficiencia en el sistema asis-
tencial pueden contribuir a frenar el crecimiento
del coste del sistema.

En el sistema actual de dependencia existen
varias fuentes de financiación, cada una de ellas

con un objetivo determinado: el nivel mínimo garan-
tizado que financia la AGE por persona beneficia-
ria independientemente de que reciba prestacio-
nes en dinero o en especie; el nivel acordado entre
la Administración General del Estado y las comu-
nidades autónomas mediante convenio que está
dirigido a la creación de plazas nuevas y proyec-
tos de inversión en función de un conjunto de cri-
terios (población, territorio, beneficiarios, insulari-
dad, inmigrantes retornados, entre otros); el nivel
de financiación adicional que cada comunidad
autónoma puede aportar libremente al sistema;
por último el copago del beneficiario en función de
sus renta y patrimonio en base a un baremo eco-
nómico. Se trata así de un sistema mixto de finan-
ciación en línea con los modelos europeos de
dependencia (por ejemplo, el caso alemán). No
hay que olvidar la contribución de las prestacio-
nes de ayuda de tercera persona, contributiva y
no contributiva, del sistema de Seguridad Social,
que se integran en el SAAD.

La financiación del SAAD es particularmente
compleja por tres razones: la primera es de carác-
ter histórico, ya que una parte de los servicios
sociales prestados por razón de dependencia ya
se prestaban antes de la ley, si bien eran de natu-
raleza predominantemente asistencial y que se
han integrado en el SAAD. La segunda razón estri-
ba en la dificultad actual en conocer el coste del
sistema y el gasto público de las distintas comu-
nidades autónomas, si bien existen estimaciones
del coste a medio plazo que dan por superadas
las previsiones iniciales del Libro Blanco (Mont-
serrat Codorniu, 2007, 2009); es obvio que un
sistema en el que predominen las prestaciones
económicas será de menor coste que otro en el
que predominen los servicios. Finalmente, la valo-
ración del copago del beneficiario no es un tema
pacífico hasta el punto que ha habido que espe-
rar al año 2008 para que el Consejo Territorial
haya logrado un acuerdo; mientras tanto y en la
fase inicial de desarrollo del SAAD cada comuni-
dad autónoma ha aplicado su propio sistema 
con amplias diferencias entre sí. La desaparición
del impuesto sobre el patrimonio en 2008 hace
compleja la determinación práctica del copago.
En todo caso, y siguiendo la tendencia general
europea, existe un consenso amplio en que el
copago se aplique sobre todo a los gastos per-
sonales y de hostelería, quedando los referentes
a la atención a la dependencia al margen del
mismo. Qué impacto tiene el copago sobre la
renta de las personas es objeto del trabajo de
Julia Montserrat en este número y al mismo nos
remitimos.
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— Finalmente, en la evaluación del SAAD exis-
ten tres aspectos cruciales como son el sistema
de información, la garantía de calidad y la forma-
ción de los profesionales y cuidadores no profe-
sionales. Si bien cada dimensión mencionada tiene
naturaleza propia sólo a efectos expositivos los
hemos agrupado aquí. De manera sintética lo pri-
mero que cabe afirmar es que la gestión de la infor-
mación es central en un sistema de cooperación
como el SAAD. Las decisiones adoptadas por el
Consejo Territorial a finales de septiembre de 2009
se encaminan por la vía de la mejora del actual sis-
tema de información (SISSAD) como instrumento
de información, planificación y análisis. La exis-
tencia de un sistema estatal como este último men-
cionado y otros de tipos autonómico que en su
momento no adoptaron el sistema general ha
generado no pocos problemas en la gestión de la
información y en la transparencia del sistema. Este
punto es objeto de especial consideración por
parte del informe de la Agencia de Evaluación y
Calidad de 2009.

A otro nivel la calidad o, lo que es lo mismo, el
sistema de acreditación de centros y servicios,
además del sistema de inspección, ocupa un lugar
central en el SAAD. El acuerdo sobre acreditación
de 2008 del Consejo Territorial ha creado un sis-
tema de mínimos de calidad a desarrollar por los
proveedores públicos y privados que forman parte
de la red pública de centros y servicios. Ello afec-
ta, como no puede ser de otra manera, a la garan-
tía de la calidad del empleo en servicios sociales.
Finalmente, la regulación de la formación, pen-
diente de un desarrollo más detallado, es central
en el SAAD y en su desarrollo, no sólo en lo refe-
rente a los profesionales sino también en el caso
de los cuidadores no profesionales, ya que si éstos
van a ocupar un rol importante en el sistema de
atención es preciso garantizar una formación bási-
ca. Existe un contraste notable entre el trabajo pro-
fesional en el sistema de servicios sociales, nor-
malmente de una relativa elevada cualificación de
acuerdo con la EPA, y los cuidadores no profe-
sionales. Justamente de lo que se trata es de
seguir mejorando la formación en el primer grupo
y exigir una formación básica en el segundo.

En suma, el SAAD afronta en 2010, año de la
evaluación institucional del SAAD, un análisis, y
sus correspondientes acciones de mejora, en la
valoración de las personas que solicitan acceder
al nuevo sistema protector, en el reforzamiento de
las prestaciones en servicios, en la garantía de una
financiación suficiente y sostenible y en la mejora
del sistema de información, calidad y formación.
De la evaluación no tiene por qué surgir inevita-

blemente una reforma de una ley que lleva apli-
cándose solamente dos años de manera efecti-
va, si bien se puede plantear a medio plazo, y sí
por el contrario, acciones de mejora y perfeccio-
namiento, de reequilibrio institucional y suficiencia
financiera.

4. Conclusiones

El avance que en materia de política social ha
supuesto el sistema de autonomía y atención a la
dependencia (SAAD) es valorado positivamente
por las organizaciones sociales, el conjunto de la
sociedad civil y los análisis de valoración que están
haciendo agencias públicas (Agencia de Evalua-
ción y Calidad y Comisión de Expertos Indepen-
dientes a petición del Congreso de los Diputados).
Sin embargo, en el despliegue de la ley han apa-
recido de manera inevitable problemas de aplica-
ción práctica en los cinco pilares básicos en los
que se apoya. En concreto este texto ha señala-
do que el perfeccionamiento institucional, la sos-
tenibilidad financiera y apoyo ciudadano del SAAD
pasa por resolver problemas detectados en el pro-
pio desarrollo de la ley: el ajuste del baremo con
el fin captar las situaciones de dependencia fun-
cional con el máximo rigor; el desarrollo de los ser-
vicios comunitarios y, entre ellos, el de prevención
de las situaciones de dependencia frente a los resi-
denciales; la transparencia de las Administracio-
nes públicas en sus actividades y gastos incor-
porando a la Administración local de manera plena
al sistema en cuanto que esta última es puerta de
entrada y soporte financiero del SAAD; el refuer-
zo de la gobernanza del SAAD incluyendo los
agentes sociales; el desarrollo de la coordinación
sociosanitaria; y finalmente, la creación de siste-
mas de información y calidad comunes que per-
mitan construir un sistema que garantice la igual-
dad en todo el territorio del Estado y, de este
modo, evitar la fragmentación territorial, sin que
ello cuestione el sistema de competencias com-
partidas de que se ha dotado el SAAD.

Dos consecuencias de todo esto son el nece-
sario refuerzo del papel de la AGE como órgano
de coordinación del conjunto del sistema sin que
ello merme el sistema competencial y, por otra
parte, y a medio plazo, la necesidad de potenciar
la presencia de la Seguridad Social en el nuevo
sistema mediante, por ejemplo, la incorporación
de una fracción de cuota en las cotizaciones socia-
les o mediante la creación de un seguro público
específico en el seno de dicho sistema. La primera
consecuencia no requiere modificar la ley sino
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potenciar un sistema de gobierno que refuerce la
coordinación; la segunda consecuencia sí reque-
riría una modificación de la ley y, por ello, un deba-
te en profundidad sobre su pertinencia. Dicho
esto, entendemos que no es el momento de refor-
mar en profundidad el actual sistema, por el con-
trario es necesario un curso temporal de desa-
rrollo más largo para visualizar los pros y contras
de una reforma. En un momento de despliegue
del SAAD y en un contexto de crisis económica
y financiera como el actual cualquier cambio en
profundidad no puede producir otra consecuen-
cia que incertidumbre en la población beneficia-
ria y en la población en general. Consolidar el
actual sistema es condición previa de una refor-
ma en profundidad. Es decir, las reformas en el
SAAD tienen que ser, además de consensuadas
en el seno del Consejo Territorial, ajustadas al sis-
tema actual, de modo que se garanticen los prin-
cipios de universalidad, igualdad, equilibrio terri-
torial y sostenibilidad financiera.�

NOTAS

(1) Asociación de Directores de Servicios Sociales
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RESUMEN

En este artículo se analizan los rasgos básicos o pilares
del SAAD (niveles de protección, prestaciones sociales,
financiación, órganos de gobierno y calidad, formación e
información); a continuación se hace una valoración global
de su desarrollo en los dos años de aplicación efectiva del
nuevo sistema protector; se analizan de forma tentativa cuá-
les son las líneas de su evaluación próxima en 2010.

La idea fundamental que recorre el artículo es que el
nuevo sistema de protección social supone un desarrollo
del sistema de derechos sociales en España y que, como
toda ley social compleja, requiere un largo curso temporal
para su perfeccionamiento.

Palabras clave: Dependencia, Derecho subjetivo, Presta-
ciones sociales, Financiación, Coordinación, Eficacia,
Gobernanza.
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La asistencia
domiciliaria 
en Europa

a asistencia domiciliaria se refiere a la provisión
de asistencia sanitaria apropiada y de calidad en
el hogar por cuidadores formales e informales
como parte de un sistema equilibrado y asequible
de asistencia.

En el futuro la asistencia domiciliaria puede lle-
gar a desempeñar un papel importante a la hora de
sostener un amplio acceso a servicios asistencia-
les puesto que la continuada innovación tecnológi-
ca supone que las fronteras entre la hospitalización
y la asistencia domiciliaria se están volviendo cada
vez más borrosas. La asistencia domiciliaria ofrece
un entorno factible para el tratamiento de una cre-
ciente gama de afecciones y enfermedades.

En las próximas décadas se prevé que las tasas
crecientes tanto de personas mayores en situa-
ción de dependencia así como de enfermedades
noinfecciosas sean las causas principales de enfer-
medades crónicas y discapacidad. Más en con-
creto, como consecuencia de avances en la tec-
nología de apoyo médico y no médico, la asistencia
domiciliaria se está convirtiendo en una opción
cada vez más prometedora en el caso de muchas
situaciones particularmente asociadas con avan-
zada edad, discapacidad y enfermedad crónica.

Para muchos pacientes la opción de recibir ser-
vicios de asistencia sanitaria en casa tiene un atrac-
tivo instintivo y lógico frente a la alternativa de la
asistencia institucionalizada que supone abando-
nar la casa —un lugar de apoyo emocional y físi-
co— y puede ser perjudicial y deprimente.

En Europa, tendencias demográficas, epide-
miológicas, sociales y culturales están cambiando
los tradicionales padrones de asistencia. Estos indi-
cadores, junto con un mayor enfoque en servicios
orientados al usuario y la necesidad paneuropea
de reestructurar sistemas sanitarios con el fin de
mejorar el grado de reacción, la continuidad, la efi-
ciencia y la equidad, señalan el aumento espera-
do de la demanda de asistencia domiciliaria. Para
que esta demanda sea satisfecha y la asistencia
domiciliaria realice todo su potencial, un número
importante de retos tienen que ser afrontados.

En muchos casos los servicios de asistencia
domiciliaria podrían compararse favorablemente
con formas institucionalizadas de asistencia en
términos de la relación coste-eficacia. Sin embar-
go, podría resultar más arduo que gestionar ins-
talaciones como residencias de mayores, siste-
mas de residencias vigiladas o comunidades de
jubilados.

Para que la asistencia domiciliaria llegue a for-
mar parte integral del sistema asistencial se nece-
sita un importante compromiso público. El impul-
so social y político tendrá que producir cambios

L
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culturales y de actitud, y pasa por la formación
generalizada tanto de los profesionales en la
comunidad, en las instituciones y en los sectores
sanitarios y sociales como de los cuidadores infor-
males que opten por trabajar en la asistencia
domiciliaria. En definitiva, para que se provean
servicios innovadores de asistencia domiciliaria,
los planificadores de políticas de asistencia sani-
taria tienen que fomentar la autonomía de los
pacientes, cambiar los planteamientos de los pro-
fesionales sanitarios y garantizar la implantación
de una red coordinada de servicios.

Como botón de muestra, la financiación de la
asistencia domiciliaria es una cuestión complica-
da ya que suele repercutir sobre varios centros
presupuestarios, diferentes niveles de gobierno y
la cuestión de asistencia interna y externa, ade-
más de afectar a los servicios sociales y sanita-
rios y a cuidadores profesionales e informales. Al
igual que la asistencia domiciliaria ha evoluciona-
do al aunar diferentes tecnologías, la mayor inte-
gración de sistemas de reembolso puede mejo-
rar el acceso a la asistencia domiciliaria.

El debate sobre la asistencia domiciliaria se com-
plica aún más en tanto se la concibe y se lleva a
cabo de manera distinta a lo largo y ancho de
Europa. No obstante, a pesar de las diferencias,
entre los responsables de las políticas en materia
de asistencia sanitaria existe cierto consenso res-
pecto a la necesidad de afrontar cambios en las
demandas y estructuras sociales por medio de un
planteamiento nuevo de las políticas sanitarias y
sociales que descarte un enfoque exclusivamente
centrado en el tratamiento de enfermedades. Evi-
dentemente, la asistencia domiciliaria forma parte
de la respuesta a la búsqueda de un planteamien-
to sostenible para prevenir la necesidad de exce-
siva e innecesaria institucionalización a largo plazo
y para mantener a los ciudadanos en sus casas y
comunidades mientras sea posible.

Este artículo considera los elementos clave del
debate sobre la asistencia domiciliaria. Después de
identificar el papel catalizador de la tecnología médi-
ca, analiza los motores de la demanda y cuestiones
de oferta que conlleva antes de concluir con algu-
nas recomendaciones para los responsables de las
decisiones en materia de asistencia sanitaria.

1. Haciéndolo posible: tecnología médica 
y asistencia domiciliaria

Toda tecnología, sea médica o no, que ofrez-
ca asistencia o facilite las actividades diarias en
casa del usuario puede considerarse una tecno-

logía de asistencia domiciliaria. Tal tecnología
puede aportar claras ventajas respecto a medios
de asistencia tradicionales, eliminando, por ejem-
plo, la necesidad de que los pacientes acudan a
consultas médicas, clínicas o centros hospitala-
rios para chequeos periódicos (véase el recuadro
Estudio de casos: eHealth). Para los que pade-
cen enfermedades crónicas, acudir a citas y con-
sultas puede consumir mucho tiempo y limitar sus
posibilidades y las de sus cuidadores informales
de realizar actividades profesionales y sociales
rutinarias. Sistemas telemáticos (por ejemplo,
monitores coronarios y de niveles de azúcar en la
corriente sanguínea) pueden permitir una vigilan-
cia mucho más frecuente y discreta que la ofre-
cida por aparatos más convencionales. También
resulta mucho más fácil la detección precoz de
irregularidades, lo que prevendría posibles dete-
rioros en la condición de los usuarios del servicio,
que recibirían información rápida que les ayuda-
se a gestionar mejor su propia condición.

Se está introduciendo una amplia gama de tec-
nologías en el entorno domiciliario. Para analizar
las características y beneficios de las tecnologías
de asistencia domiciliaria, es útil agruparles en
grandes categorías:

— Los dispositivos activos llevan a cabo fun-
ciones terapéuticas sobre los pacientes. Entre estos
dispositivos se encuentran equipos de diálisis domi-
ciliarios, bombas de perfusión, sistemas de sumi-
nistro de fármacos y equipos de oxígeno.

— Básicamente, los dispositivos no activos fun-
cionan sin la intervención de personal clínico y no
necesitan programación: por ejemplo, compresas
para incontinencia.

— Dispositivos generales de ayuda y vigilancia:
por ejemplo, detectores de caídas y organizado-
res de medicamentos. Avanzadas tecnologías infor-
máticas y de la comunicación podrían ser utiliza-
das para localizar a los enfermos de demencia y
que la enfermedad de Alzheimer que deambulen
perdidos fuera de casa; también podrían permitir
que el equipo completo de cuidadores compartie-
se información simultáneamente, registrándola para
su posterior utilización o análisis.

— Modificaciones en el hogar: para aumentar la
autonomía en casa pueden ser necesarias adapta-
ciones para satisfacer las necesidades de los resi-
dentes. Esta categoría incluye equipos no médicos
de poca sofisticación que resulta imprescindible para
muchas personas discapacitadas: por ejemplo, sillas
especiales, poleas, barandillas, rampas internas,
aparatos sanitarios, duchas y baños especialmen-
te adaptados, camas que previenen inflamaciones
de decúbito y utensilios de cocina adaptados.
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Numerosos estudios demuestran la eficacia de
la tecnología en la asistencia domiciliaria: brinda la
posibilidad de mejorar los resultados clínicos, redu-
cir la duración de las estancias hospitalarias, dis-
minuir las tasas de recaídas y reingresos, y mejorar
la calidad de vida para los que padecen un amplio
abanico de enfermedades. Además, la tecnología
también puede mejorar la calidad de vida de los cui-
dadores informales, permitiendo que los que reci-
ben la asistencia y los cuidadores informales per-
manezcan activos en el hogar y la comunidad,
evitando así la necesidad de la institucionalización.

2. Frenos a la asistencia domiciliaria.
Limitaciones de la tecnología

La innovación continuada en tecnologías médi-
cas y otras relacionadas supone que incluso
pacientes con afecciones muy complejas pueden
seguir viviendo en casa en lugar de en centros
hospitalarios o de asistencia institucionalizada. 
La prestación eficaz de asistencia domiciliaria
aumenta la demanda de personal de enfermería
basado en la comunitaria y con conocimientos
especializados —el cuidado de los tejidos y del
estoma, tratamientos paliativos, etc.—. No obs-
tante, aunque la tecnología sigue evolucionando,
limitaciones tecnológicas y la organización infle-
xible de sistemas de asistencia sanitaria entorpe-
cen la expansión óptima de la tecnología en los
servicios de asistencia domiciliaria.

2.1. Limitaciones de la tecnología 
de asistencia domiciliaria

— Innovación: un tamaño reducido y portabi-
lidad son requisitos clave en el ámbito de la asis-
tencia domiciliaria, pero la adecuada miniaturiza-
ción de determinados dispositivos médicos sigue
siendo impracticable en varios casos.

— Infraestructuras: la introducción de tecnolo-
gías punta en el campo de la asistencia domiciliaria
puede verse frenada en función de las limitaciones
específicas del entorno (por ejemplo, el sistema de
comunicaciones instalado en la casa del usuario).

— Administración: los obstáculos económicos
y la inflexibilidad administrativa pueden impedir la
financiación adecuada de programas de asisten-
cia domiciliaria. Entre otros motivos, esto puede
deberse a la presupuestación tipo silo (por la que
partidas afines son tratadas por separado), ya que
la financiación de la asistencia domiciliaria puede
depender de varios niveles de gobierno y dife-
rentes partidas presupuestarias públicas.

— La política de reembolsos: los programas
de los servicios de asistencia domiciliaria podrían
ser actualizados en función del nivel de la tecno-
logía disponible en el mercado. Programas que no
se actualizan pueden crear incentivos para que los
médicos prescriban tratamientos convencionales
que requieren el ingreso hospitalario.

Para que la asistencia domiciliaria preste una
atención óptima, se debe disponer de la tecnolo-
gía adecuada, sea ésta médica, no médica o tec-

eHealth es el esfuerzo conjunto de los profesio-
nales sanitarios, la industria de la tecnología médi-
ca y las industrias TCI para encontrar soluciones
que sean mejores y más rentables a la hora de diag-
nosticar, tratar y prevenir enfermedades y lesiones.

• Cada año en la UE, alrededor de 500.000
pacientes reciben dispositivos implantables que
ayudan a regular el latido del corazón.

• La funcionalidad telemétrica permite la moni-
torización a distancia, es decir, los pacientes ya no
tienen por qué acudir a consultas ya que la transmi-
sión automatizada de datos puede realizarse telefó-
nicamente. Ello comporta importantes beneficios,
desde ahorros para los pacientes en tiempo y gas-
tos de desplazamiento, y, para los médicos, un
aumento del tiempo disponible para pasar consulta.

• Tan sólo el 1% de todos los pacientes indica-
dos reciben monitorización a distancia.

• Inadecuados incentivos económicos entor-
pecen la expansión de la telemonitorización. Los
elementos del coste —el precio del transmisor en
casa del paciente, el coste de la transmisión de
datos, el coste del médico al final de la cadena,
etc.— están repartidos entre diferentes centros
presupuestarios, desde el centro hospitalario, que
suele pagar el dispositivo, hasta el entorno ambu-
latorio, es decir la casa del paciente.

• El resultado final es que el potencial para aho-
rrar dinero y, al mismo tiempo, prestar mejor asis-
tencia no se está realizando.

• Aunque en la actualidad estrategias de eHealth
están siendo implementadas a nivel nacional, el Comu-
nicado de la Comisión Europea sobre la Telemedici-
na está alimentando expectativas al abordar tales cues-
tiones como los obstáculos jurídicos, la protección de
datos y privacidad, y el reembolso de los pacientes.

ESTUDIO DE CASOS: eHEALTH
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nología de las comunicaciones. Los responsables
de las políticas en materia de la asistencia sani-
taria en Europa deben tener en cuenta varias
cuestiones a la hora de formular sus estrategias
de asistencia domiciliaria. Al implementar nuevas
tecnologías, se debe fijar como objetivo la ade-
cuación de las condiciones domiciliarias y del entor-
no a las necesidades de los residentes. La tecno-
logía de asistencia domiciliaria debe adecuarse a
los deseos y la cultura de los pacientes, y no a la
inversa. Del mismo modo, a la hora de evaluar tec-
nologías, los planificadores deben prestar atención
a la forma en que las tecnologías modifican la inte-
racción entre profesionales, cuidadores y usuarios;
han de ser conscientes de que no es tarea senci-
lla la evaluación del rendimiento de servicios de
asistencia domiciliaria o de la utilización de tecno-
logías concretas en la prestación del servicio.

En efecto, como se verá más adelante, la asis-
tencia domiciliaria se compone de una combina-
ción compleja de servicios que plantea numerosos
problemas y decisiones sanitarios y sociales. En
este contexto, es difícil atribuir unos resultados defi-
nidos a determinada intervención o tecnología, inclu-
so si está aislada de todos los demás servicios pres-
tados y los factores externos están controlados.

El rendimiento y la eficacia de las tecnologías
en casas particulares también dependen del nivel
de coordinación e integración entre sistemas,
organización y regímenes de reembolso; por lo
tanto, un entorno libre de la presupuestación silo
es ideal para aprovechar al máximo las ventajas
de la tecnología.

3. Los motores de la demanda 
de asistencia domiciliaria

Aunque los contextos históricos, los motores
del cambio y las consecuentes respuestas polí-
ticas varían de un país europeo a otro, todos
afrontan un conjunto común de presiones demo-
gráficas, tecnológicas, epidemiológicas y políti-
cas que hace crecer la necesidad de asistencia
domiciliaria en Europa.

La estructura demográfica de los países de la
UE está camino de cambiar radicalmente en el
futuro próximo. Más en concreto, la proporción de
gente mayor y muy mayor va a crecer frente al
declive del número y proporción relativa de jóve-
nes y adultos como consecuencia de la fuerte
caída de la fecundidad.

Aunque las tasas varían de un país a otro, la
relación de dependencia entre cuidadores y
receptores de asistencia va a caer más, lo que

afectará a la base fiscal de la financiación de ser-
vicios públicos y a la oferta de cuidadores for-
males e informales.

Se sabe que la demanda de asistencia domici-
liaria crece en función de la edad, aun cuando los
ciudadanos se vuelven dependientes más tarde
que en generaciones anteriores gracias a mejoras
generalizadas en estilos de vida, alimentación, higie-
ne personal y vivienda. Las mejoras en la preven-
ción de enfermedades, niveles de vida y acciones
de autocuidados también afectarán el nivel de aten-
ción necesaria y niveles globales de dependencia.

Cambio sociales. Cambios de actitudes socia-
les, valores y comportamiento contribuyen a aumen-
tar la demanda de servicios formales de asisten-
cia domiciliaria. La urbanización y la fragmentación
del tradicionalmente numeroso núcleo familiar en
pequeñas unidades familiares está reduciendo el
número de personas que pueden prestar asisten-
cia a familiares dependientes. Asimismo, el aumen-
to de la participación femenina en el mercado labo-
ral y la regulación más estricta de los mercados de
trabajo reducen la reserva disponible de cuidado-
res familiares. En países donde incentivos labora-
les y políticas de inserción activas tratan de fomen-
tar aún más la participación de mujeres, existen
graves dificultades a la hora de proveer asistencia
formal e informal. Puesto que la mayoría de las
personas que cuidan a una persona mayor tiene
entre 45 y 60 años, es previsible que las políticas
europeas que, en aras de fomentar la participación
laboral de todos los grupos de la población, desin-
centiven la jubilación anticipada generarán una esca-
sez global de cuidadores informales.

Epidemiología. Mejoras en la salud pública han
contribuido a cambios epidemiológicos. Por ejem-
plo, las enfermedades mentales están siendo reco-
nocidas y tratadas cada vez más, y la asistencia
en la comunidad se está imponiendo a la asisten-
cia en instituciones sanitarias.

También están cambiando los patrones de las
enfermedades. Algunas enfermedades, como el
Alzheimer, están extendiéndose en una población
de edad cada vez más avanzada. Asimismo, exis-
te mayor sensibilidad y conocimiento respecto a
estas afecciones y la forma en que tratamientos
eficaces y de apoyo pueden suministrarse en el
ámbito domiciliario mediante servicios de asis-
tencia domiciliaria.

Hay más gente que convive con diabetes, enfer-
medades coronarias y respiratorias, cánceres y las
consecuencias de infartos cerebrales; todas estas
condiciones podrían ser atendidas de manera efi-
caz y eficiente en el hogar si hubiera apoyos apro-
piados y ad hoc.
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Ciencia e innovación tecnológica. Desarrollos
científicos y tecnológicos (sean o no médicos) están
afectando la demanda y la oferta de asistencia
domiciliaria. Avances médicos en forma de fár-
macos, dispositivos y tecnologías quirúrgicas han
contribuido a aumentar la esperanza de vida y
mejorar la calidad de vida de muchas personas
discapacitadas, personas mayores y niños. Sen-
cillas modificaciones en el hogar (por ejemplo, apa-
ratos sanitarios, duchas y baños adaptados, equi-
po para levantar) están adecuando ámbitos
domiciliarios a las necesidades de personas con
discapacidad.

Cambios de actitud y expectativas. En relación
con la organización y provisión de servicios, hay
cada vez más expectativas fundadas en nocio-
nes del derecho de los consumidores a elegir. Ha
surgido un discurso de los derechos de los usua-
rios en relación con una asistencia personaliza-
da e individualizada, un discurso que resalta la
importancia de que los usuarios elijan y contro-
len con libertad la financiación y prestación de
servicios. La conveniencia de la asistencia sani-
taria institucionalizada está quedando cada vez
más en entredicho. En una encuesta europea,
casi el 90% de los entrevistados estimaban que
los sistemas sociales y sanitarios deberían faci-
litar la permanencia en sus casas de la gente
mayor durante el mayor tiempo posible.

Prioridades políticas. Las políticas en materia
de asistencia sanitaria respaldan la noción de que
las soluciones domiciliarias benefician a los pacien-
tes, sus familias y, en general, a la sociedad. En
la mayoría de los países europeos, la desinstitu-
cionalización y la vida en comunidad son asumi-
das como principios generales sobre los que fun-
damentar la formulación de políticas; como tal,
encuentran su reflejo en el cierre de asilos men-
tales para largas estancias, el uso de ámbitos
comunitarios y de pequeña escala para personas
con discapacidades cognitivas, y la cada vez
mayor extensión de la asistencia en la comunidad
en perjuicio de residencias y sanatorios para la
gente mayor.

Existe preocupación por la carga sobre el gasto
público asociada con una población en proceso
de envejecimiento. En prácticamente todos los
países de la Organización de Cooperación y Desa-
rrollo Económico (OCDE), el gasto sanitario creció
más rápido que el producto interior bruto entre
1990 y 2004.

Por lo tanto las soluciones basadas en el hogar
son propuestas no sólo importantes por sus ven-
tajas sanitarias o emocionales sino también por su
potencial para reducir el gasto público en tanto

representan una alternativa más eficaz y eficiente
a la asistencia institucionalizada.

Los responsables de las políticas son cada vez
más conscientes del papel central de los cuida-
dores informales (familiares, amigos o vecinos) y
cada vez existe mayor presión para que los polí-
ticos y los proveedores de asistencia reconozcan
y respalden estos agentes tan fundamentales.

4. Cuestiones relacionadas con la oferta 
de asistencia domiciliaria

Las políticas y la provisión de asistencia domi-
ciliaria han evolucionado de forma distinta en los
diferentes países europeos. Sistemas de bienes-
tar, seguridad social y asistencia sanitaria han
seguido diversas trayectorias, dando pie a com-
plejas estructuras de financiación y provisión en
cada país, lo que puede impedir la prestación ópti-
ma de servicios de asistencia domiciliaria. Como
resultado, existe una gama heterogénea de plan-
teamientos respecto a la financiación, organiza-
ción y prestación de servicios de asistencia domi-
ciliaria; las diferentes estrategias abarcan provisión
fiscal, responsabilidad a nivel municipal, regional
o nacional, fronteras dispares entre los servicios
sociales y sanitarios, y mayor o menor apoyo polí-
tico a la asistencia informal.

Históricamente, la prestación de asistencia
domiciliaria en todos los países europeos ha
dependido de la asistencia informal (principalmente
familiar) y la prestación por parte de organizacio-
nes voluntarias o iglesias. En la medida en que la
asistencia domiciliaria —una actividad intensiva en
términos de mano de obra— ha ido evolucionan-
do, ha terminado dependiendo de un grupo varia-
do de profesionales para poder prestar una gama
de servicios clínicos y sociales en el ámbito domi-
ciliario. Estos profesionales incluyen una mezcla
de personal profesional y no profesional, por ejem-
plo, enfermeras, terapeutas (ocupacionales, físi-
cos, logopédicos), asistentes domiciliarios, médi-
cos, trabajadores sociales, dietéticos, familiares,
compañeros, voluntarios y otros.

Entre los profesionales, es el personal de enfer-
mería el que representa el mayor grupo de cui-
dadores domiciliarios. A menudo evalúan pacien-
tes, desarrollan programas de cuidados, prestan
una atención cualificada y deciden si se necesi-
tan otros servicios. El ámbito de asistencia domi-
ciliaria necesita enfermeras que trabajen de modo
autónomo, coordinen y gestionen equipos asis-
tenciales, y lleven a cabo procedimientos más
sofisticados y avanzados. Sin embargo, en la
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mayoría de los países europeos, los servicios de
asistencia sanitaria, incluyendo los de enferme-
ría, son financiados y organizados a nivel nacio-
nal, regional o provincial, y por otro lado, los ser-
vicios de asistencia domiciliaria suelen competer
a los municipios.

Los auxiliares de asistencia domiciliaria son la
base de todos los trabajadores del sector debido
a la amplia gama de servicios que prestan, desde
ayudar con terapias y actividades diarias hasta
preparar la comida. Son los auxiliares los que sue-
len visitar a los pacientes con más frecuencia,
pasando más tiempo con ellos. Existe un temor
creciente respecto a la posibilidad de que se pro-
duzca una grave escasez global de dichos tra-
bajadores. Actualmente, la inmigración está sol-
ventando este problema: dentro de Europa hay
flujos importantes de cuidadores procedentes de
países con rentas bajas o medias a otros con ren-
tas altas, por ejemplo, de Eslovaquia y Hungría a
Austria, de los países del Este a Reino Unido, y
de Albania a Italia.

Sin embargo, la mayoría de dichos cuidadores
no están acreditados y trabajan de manera no
regulada, lo que suscita dudas respecto a la cali-
dad de la asistencia prestada. A nivel local, los
gobiernos empiezan a implementar programas que
pretenden equilibrar la demanda de cuidadores
domiciliarios con la oferta insuficiente de enfer-
meros y ayudantes de enfermería cualificados.

Un gran inconveniente es que, en los países
exportadores de trabajadores del Este de Europa,
la actual situación migratoria está provocando la
huida de personal activo y joven, que posiblemente
tendrá como consecuencia una falta de cuidado-
res para sus generaciones de mayor edad.

La asistencia informal, es decir, la asistencia no
remunerada prestada por familiares del beneficia-
rio de cuidados domiciliarios, sigue siendo la mayor
fuente de los cuidados domiciliarios. Como ya
mencionamos, las tendencias sociodemográficas
y culturales indican la previsible disminución de
esta fuente de cuidadores informales.

En varios países, la línea divisoria entre la asis-
tencia formal e informal se está haciendo borrosa
debido a los programas de asistencia a cambio
de prestaciones económicas. Por ejemplo, algu-
nos programas, como el holandés, permiten que
familiares, incluso familiares cercanos que com-
parten casa con el paciente, reciban prestaciones
económicas por la asistencia que prestan. En otros
países, sobre todo Austria, Grecia e Italia, los fami-
liares destinan este dinero a la contratación de cui-
dadores mayores (de 50 años) que conviven con
personas mayores.

5. Diseños y estructuras de organización

En prácticamente todos los países de la UE la
asistencia domiciliaria se encuentra a caballo
entre los sistemas sanitario y social. Los servi-
cios de asistencia domiciliaria prestados por los
sistemas sanitarios suelen incluir: rehabilitación,
asistencia de enfermería para situaciones de
enfermedad crónicas o agudas, terapia ocupa-
cional y fisioterapia. Los beneficiarios de asis-
tencia domiciliaria suelen ser gente mayor, pacien-
tes con enfermedades complejas, y pacientes
terminales. Por otra parte y tradicionalmente el
sector de los servicios sociales presta asistencia
en el ámbito del hogar, por ejemplo, hacer la
compra, cocinar, limpiar, realizar trámites (cum-
plimentar instancias, pagar facturas), llevar a cabo
actividades de socialización y suministrar cuida-
dos personales (ayudar a bañarse, vestirse, etc.).
Es muy frecuente que en algunos casos los ser-
vicios sociales sustituyan la asistencia informal o
la estimulen, ayudando al cuidador mediante el
apoyo anímico y psicológico (asesoramiento y
asistencia sociopsicológica). La mayoría de los
beneficiarios de servicios de asistencia domici-
liaria son, de nuevo, gente mayor, muchos de los
cuales viven solos.

En el modelo organizativo de muchos países
europeos, como Bélgica, Francia, Italia, Portugal,
España y Reino Unido, el componente sanitario
de la asistencia domiciliaria forma parte del siste-
ma de asistencia sanitaria y el componente social
forma parte del sistema social. En otros países,
particularmente Dinamarca, Suecia y Finlandia, los
responsables políticos se han dado cuenta de las
ventajas asociadas con la prestación de asisten-
cia domiciliaria desde una sola entidad a cargo de
una sola institución, es decir los ayuntamientos.
Esto contrasta con los casos de Alemania y Holan-
da, donde se han implementado soluciones de un
solo actor orientadas a los gobiernos locales y
donde una única fuente de financiación (seguros
de salud) cubre los servicios de enfermería domi-
ciliaria y asistencia social.

Existe otro aspecto clave en relación con la dis-
paridad existente en la evaluación de necesida-
des. Diferencias en la naturaleza, intensidad y, en
última instancia, en la estructura organizativa de
los servicios de asistencia domiciliaria radican en
la definición de los criterios de cualificación para
recibir servicios de asistencia domiciliaria, la detec-
ción temprana de personas que cumplan los requi-
sitos y la evaluación adecuada de necesidades.

Aunque los procesos de evaluación de necesi-
dades siguen fragmentados en muchos países
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europeos y basados exclusivamente en opiniones
médicas, en algunos la evaluación en un punto de
atención único junto con equipos o agencias de
evaluación multidisciplinar son los encargados de
orientar al ciudadano respecto a los varios pro-
veedores de servicios.

La evaluación también debe tener en cuenta
las necesidades de los cuidadores informales.
Éstos pueden tener problemas y necesitar diver-
sos tipos de apoyo, desde orientación que per-
mita hacer una elección informada sobre el papel
del cuidador hasta ayuda en relación con los retos
físicos, psíquicos y emocionales a que se enfren-
tan los cuidadores, y educación y formación en
asistencia práctica y el control de las emociones.
No siempre se dispone de dicho apoyo; de hecho,
es menos probable que se presten servicios de
asistencia domiciliaria a gente mayor que dispo-
nen de cuidadores familiares.

6. La financiación de la asistencia domiciliaria

La financiación es fundamental a la hora de
determinar las prestaciones que van a realizarse y
el nivel de acceso a la asistencia domiciliaria. Los
recursos para la financiación se recaudan de diver-
sas maneras, por ejemplo, a través de los impues-
tos, aportaciones de usuarios, pagos individuales,
o mecanismos propios del mercado; el reparto de
dichos recursos también se efectúa de diversas
maneras: por ejemplo, servicios, bonos para una
serie limitada de gastos y pagos en efectivo sin
ningún tipo de limitación. Pese a las manifiestas
disparidades en materia de financiación y reparto,
acceso y calidad de los servicios, mecanismos de
reembolso, combinaciones de prestación pública
y privada, grado de población cubierta y satisfac-
ción, existe una tendencia en toda Europa para
buscar un modelo de financiación más sostenible
para hacer frente a la creciente demanda de asis-
tencia domiciliaria.

El uso cada vez más extendido de mecanis-
mos de mercado (pagos en efectivo, ayudas eco-
nómicas para prestaciones asistenciales, presu-
puestos personales y bonos) pretende estimular
la oferta diversa, flexible y sensible de servicios
de asistencia domiciliaria o fomentar el cambio
de los servicios formales a la asistencia informal.
Estos mecanismos traen consigo varias conse-
cuencias.

En concreto, pueden depender de otros meca-
nismos para regular la calidad de los servicios. El
suministro de información, asesoramiento y bro-
kering se hace cada vez más importante a la hora

de ayudar a los posibles usuarios a elegir provee-
dores apropiados y negociar opciones asistencia-
les individualizadas. Semejantes políticas hacen
que las fronteras entre servicios de asistencia domi-
ciliaria formales, asistencia del mercado grey y asis-
tencia informal se difuminen.

La combinación de recursos públicos, familia-
res y privados condiciona la economía mixta de la
asistencia domiciliaria que prevalece en cada ámbi-
to nacional. No es fácil determinar la cantidad exac-
ta de los recursos públicos destinados a la asis-
tencia domiciliaria puesto que a menudo provienen
de los diferentes presupuestos de asistencia sani-
taria, seguridad social y servicios sociales, mien-
tras la contratación privada de asistencia domici-
liaria realiza una aportación crucial a los niveles
globales y a la calidad de paquetes de asistencia
domiciliaria. En muchos países de la OCDE, el
gasto público en asistencia domiciliaria represen-
ta más del 30% de los recursos destinados a la
asistencia a largo plazo, desde 0,2% PIB en Espa-
ña hasta 2,75% PIB en Suecia.

Para hacer frente a la creciente demanda de
asistencia a largo plazo, algunos países han esta-
do dispuestos a subir impuestos o cotizaciones a
la seguridad social con el fin de financiar el abani-
co de servicios que incluye la asistencia domici-
liaria. Por consiguiente, los países con una cober-
tura universal de asistencia a largo plazo comparten
la misma preocupación por la sostenibilidad eco-
nómica de sus sistemas, sobre todo cuando se
prevé que la población nacional vaya a envejecer
considerablemente en el futuro.

Algunos países, por ejemplo, Alemania y Holan-
da, han creado un caudal único de financiación;
otros han reducido los ámbitos de acción de la
financiación pública: en Holanda, por ejemplo, el
sistema basado en el seguro social ha reducido
de forma drástica el ámbito de acción de los ser-
vicios cubiertos por seguros para gastos médi-
cos. En otros países se han introducido reformas
como el desarrollo de servicios de rehabilitación
y prevención de enfermedades. Por ejemplo, el
sistema inglés, financiado a través de los impues-
tos, está haciendo grandes inversiones en servi-
cios de rehabilitación y recapacitación. Otros paí-
ses han congelado niveles de prestaciones
económicas ante la subida de costes —por ejem-
plo, el valor de los servicios de asistencia domi-
ciliaria para los alemanes que cumplen los requi-
sitos para recibir un seguro de asistencia a largo
plazo—. El déficit creciente es cubierto median-
te contribuciones personales. En otros países
(donde las prestaciones venían siendo ofrecidas
a la mayoría de la población) se ha reforzado la
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comprobación de los recursos económicos de
los que solicitan asistencia y se ha aumentado en
el caso de subsidios para asistencia residencial.

Más aún, se conoce relativamente poco acer-
ca del mercado privado y la economía grey de la
asistencia en algunos estados europeos. En el
sur de Europa, por ejemplo, existen inmigrantes
ilegales que prestan importantes niveles de asis-
tencia domiciliaria, reciben remuneración infor-
mal y no pagan impuestos. En países como Aus-
tria e Italia, por ejemplo, los pagos directos y en
efectivo efectuados a gente mayor o discapaci-
tada con el fin de contratar asistencia domicilia-
ria han servido indirectamente para aumentar el
número de cuidadores mayores de 50 años e
inmigrantes.

En muchos países, por ejemplo, Austria, Ingla-
terra, Alemania, Holanda y España, se han intro-
ducido mecanismos de cuasi-mercado para
estimular la oferta, aumentar la competencia con
los tradicionales proveedores monopolísticos
(público versus privado), fomentar la calidad y la
respuesta al usuario y, en última instancia, redu-
cir costes. Estos mecanismos incluyen: gestores
asistenciales que actúan como microcomprado-
res (Inglaterra); pagos en efectivo a usuarios indi-
viduales de servicios (Austria, Inglaterra, Holanda
y España); y sistemas de bonos (el derecho al ser-
vicio en especie de Alemania y en ciertas regio-
nes de Italia).

Los pagos en efectivo ofrecen importantes 
oportunidades para reducir costes: se les puede
aplicar cuotas, y a menudo el cómputo de la cuan-
tía del pago incluye un descuento importante ya
que se supone que la asistencia domiciliaria con-
tratada de proveedores informales o semiforma-
les resulta más económica (con gastos generales
menores o no existentes) que los servicios pres-
tados por los municipios o provincias. No obstan-
te, existen dudas sobre si se están consiguiendo
eficiencias a través de la explotación de econo-
mías de escala y la utilización de tecnología o si el
valor añadido se debe a la reducción de costes o
a una reducción de la calidad.

La financiación de los servicios de asistencia
domiciliaria está estrechamente vinculada con los
debates continuos sobre el ámbito de acción de
la provisión de asistencia sanitaria, los mecanis-
mos de financiación más indicados, y cómo mejo-
rar la financiación de la asistencia residencial y de
enfermería a largo plazo. Mecanismos inadecua-
dos de financiación pueden crear desincentivos
que conduzcan a su vez a la provisión subóptima
de asistencia en los distintos sectores y limiten las
aportaciones de familias e individuos.

7. La provisión de asistencia integrada

El éxito de una asistencia domiciliaria inte-
grada requiere de una gestión eficaz. El abani-
co cada vez más amplio de servicios, interven-
ciones, tecnologías, mecanismos de financiación,
profesionales especialistas y agentes no espe-
cializados han cambiado las relaciones dentro
del sistema sanitario y entre los servicios de asis-
tencia sanitaria y social.

Desde la perspectiva de los profesionales que
trabajan en los hospitales, instituciones de asis-
tencia de enfermería o la asistencia en la comu-
nidad, el resultado por un lado de la mala coor-
dinación e integración entre los servicios de
asistencia domiciliaria y el sector de asistencia
aguda en centros hospitalarios y, por otro, la falta
de capacidad de los servicios de asistencia domi-
ciliaria para soportar altas hospitalarias tempra-
nas con alguna garantía de seguridad encuen-
tran su reflejo en las listas de espera cada vez
más largas, ingresos indebidos, atascos en plan-
ta, la multiplicación de diagnósticos, pruebas y
protocolos, además de errores médicos, deci-
siones cuestionables, malentendidos y retrasos
en la realización de rehabilitación.

Determinadas cuestiones suponen importan-
tes impedimentos para la coordinación e inte-
gración. De ellas, la principal tiene que ver con la
diferenciación entre los servicios de asistencia
sanitaria y social. La regulación en materia de
salud suele producirse en el marco de un siste-
ma nacional de salud (el caso, por ejemplo, de
Grecia, Italia, los países nórdicos y Reino Unido)
o un sistema nacional de seguro social (en, por
ejemplo, Austria, Francia, Alemania y Holanda);
en cambio, suelen ser los sistemas de bienestar
social, gestionados por los gobiernos locales o
regionales, los que se ocupan de la asistencia
social. Por lo tanto, en la mayoría de los países
el derecho a la salud es definido con indepen-
dencia del derecho a la asistencia social. Distin-
tos ordenamientos jurídicos y entidades finan-
ciadoras pueden dar pie a distintos regímenes y
objetivos para la gestión de la responsabilidad y
el rendimiento; y éstos pueden representar obs-
táculos importantes para la integración.

La asistencia domiciliaria requiere la intervención
de diferentes profesiones y organizaciones, cada
una con su particular cultura profesional y organi-
zativa. La coordinación interprofesional sigue esca-
seando debido a la falta de sensibilización, los con-
flictos de prioridades o estándares profesionales,
la falta de trabajadores sociales cualificados, o a
que no existen estándares de transparencia y res-
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ponsabilidades definidas. Lo que es más impor-
tante, los servicios de asistencia domiciliaria sue-
len suponer la intervención de profesionales y no
profesionales, con todas las dificultades que ello
implica para las relaciones y la comunicación.

Los procesos de integración son imprescindi-
bles para enlazar los eslabones de un mismo nivel
de asistencia (la integración horizontal) mediante
la creación de equipos multidisciplinares (integrando
profesionales de la salud, trabajadores sanitarios
y sociales, cuidadores informales), o para poner
en relación distintos niveles de asistencia (la inte-
gración vertical), por ejemplo, asistencia primaria,
secundaria y terciaria.

La creación de una agencia única con respon-
sabilidad para una variedad de servicios básicos
de asistencia domiciliaria (tanto sanitarios como
sociales) puede resolver un grupo de problemas
asociados con la fragmentación; pero el proble-
ma de la fragmentación —un problema que abar-
ca los preparativos prealta, la continuidad tempo-
ral entre la asistencia hospitalaria y la domiciliaria,
el escaso conocimiento que tienen los hospitales
de las opciones de asistencia postalta en el ho-
gar, etc.— entre la asistencia domiciliaria y la asis-
tencia sanitaria aguda aún está por abordarse. Es
de una importancia primordial el ayudar a que los
profesionales pertenecientes a diferentes organi-
zaciones, cada cual con sus propios plantea-
mientos operativos, culturas y personal, lleguen a
conocer a fondo el papel y la labor de unos y otros
(particularmente los profesionales de los sectores
sanitarios y sociales).

En efecto, la expansión de la asistencia domi-
ciliaria integrada hará más importantes las tareas
de gestión y otras relacionadas. Por un lado, ade-
más de prestar asistencia de forma directa, tanto
el personal social como el sanitario tendrá que rea-
lizar más funciones de gestión, lo cual, a su vez,
puede conducir a nuevas especializaciones, por
ejemplo, la gestión de casos. Por otro, la necesi-
dad de desarrollar mecanismos de orientación a
los niveles nacionales, regionales y locales reque-
rirá la toma de más decisiones directivas a la hora
de encargar, contratar, comprar, planificar, evaluar
y establecer mecanismos de garantías de calidad.

Podrían abordarse medidas orientadas a recon-
ciliar los conflictos entre trabajo remunerado y asis-
tencia por medio de políticas en el lugar de traba-
jo que permitan el trabajo flexible, ausencias del
trabajo, permisos remunerados para prestar asis-
tencia o asistencia domiciliaria y otros servicios
que sustituyan la asistencia informal de tal mane-
ra que los cuidadores informales puedan encon-
trar o retener un empleo remunerado.

8. Recomendaciones

Cuando estudian el proceso complejo de la pro-
visión de asistencia domiciliaria, los responsables
de las políticas deben centrarse en cómo lograr
una mejor integración de los sistemas de finan-
ciación y superar las barreras institucionales, en
concreto las que separan la asistencia a pacien-
tes internos y externos, los servicios sanitarios y
sociales y la asistencia profesional e informal.

Toda reforma relacionada con el proceso com-
plejo de provisión de asistencia domiciliaria debe
centrarse en los siguientes aspectos clave:

La evaluación de necesidades. La moderniza-
ción de los sistemas europeos de provisión de asis-
tencia domiciliaria debe tener como objetivo el
establecimiento de criterios claros de valoración
para recibir servicios y la evaluación precoz y mul-
tidimensional de necesidades. De este modo, la
asistencia se dirigiría a los que más se beneficia-
rían de ella, incluso los cuidadores informales.

La integración. El objetivo de una mejor coor-
dinación debe ser aumentar la eficacia y la efi-
ciencia, mejorar la calidad y aumentar los niveles
de satisfacción de usuarios y cuidadores. Esto
implica mejorar la continuidad, adecuar servicios
y aumentar la autonomía de los usuarios.

Técnicas de gestión. Las técnicas de gestión
son importantes en todos los niveles del sistema
de provisión de asistencia domiciliaria. Tanto tra-
bajadores sociales como sanitarios tendrán que
realizar cada vez más funciones de gestión, ade-
más de prestar asistencia de forma directa. Puede
afirmarse lo mismo de los gobiernos nacionales,
regionales y locales a la hora de afrontar la nece-
sidad de encargar, contratar, comprar, planificar,
evaluar, establecer mecanismos de garantías de
calidad y formular políticas para reclutar y retener
trabajadores de asistencia domiciliaria.

La comunicación. Es necesario un punto de
atención central que pueda proporcionar aseso-
ramiento, información y ayuda con el fin de deter-
minar las necesidades de los beneficiarios de asis-
tencia domiciliaria y mejorar la cooperación entre
proveedores profesionales y no profesionales.

A nivel nacional se necesitan políticas que
orienten la planificación, legislación y regulación
de la asistencia domiciliaria. La administración
central debe hacerse cargo de la definición de
prioridades respecto al reparto de recursos esca-
sos (por ejemplo, el equilibrio entre la asistencia
institucional y la asistencia primaria o en la comu-
nidad). Además, debe hacerse cargo del desa-
rrollo homogéneo en su país de recursos huma-
nos y materiales.
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Gestores regionales o provinciales deben hacer-
se cargo del reparto de recursos basado en prio-
ridades claras fijadas por la administración nacio-
nal. Los estándares nacionales deben adecuarse
a las necesidades regionales, provinciales o loca-
les, estableciéndose protocolos de asistencia domi-
ciliaria a nivel provincial o regional. En la mayoría
de los países europeos, el componente sanitario
de la asistencia domiciliaria se integra en el siste-
ma de asistencia sanitaria, mientras que son los
gobiernos locales los que organizan y se respon-
sabilizan de su componente social. Cuando se pla-
nifica la asistencia domiciliaria, se deben tomar
decisiones y desarrollar líneas directrices de tal
manera que cada nivel de la administración conoz-
ca y cumpla con sus responsabilidades, evitando
así problemas de duplicación, lagunas y conflic-
tos en la provisión de servicios.

En la práctica, la asistencia domiciliaria se lleva
a cabo a nivel de la comunidad independiente-
mente del órgano gestor. La cultura de la orga-
nización comunitaria y sus normas, estándares y
liderazgo deben tener un papel importante en los
programas de asistencia domiciliaria. Por lo tanto,
deben implementarse estrategias que promue-
van el liderazgo efectivo y, a nivel de los gobier-
nos locales, estimulen acciones de planificación
e implementación en materia de asistencia domi-
ciliaria.

En el futuro es posible que la asistencia domici-
liaria desempeñe un papel fundamental a la hora
de sostener el acceso generalizado a los servicios
sanitarios puesto que la continuada innovación tec-
nológica supone la difuminación de las fronteras
entre la hospitalización y asistencia domiciliaria.

Como mencionamos antes, en Europa existen
diferentes conceptos y prácticas de asistencia
domiciliaria. Del mismo modo, la evidencia de su
conveniencia y eficacia es compleja y diversa, plan-
teando así el reto inevitable de recabar, analizar y
tomar decisiones informadas.

En un intento de suplir esta falta de conoci-
miento, hace poco la OMS y la Universidad de
Bocconi han publicado una visión de conjunto sis-
temática de los diversos aspectos que apuntalan
la asistencia domiciliaria europea. Dicho trabajo
explora los aspectos de la asistencia domiciliaria
relacionados con la organización, provisión de ser-
vicios, financiación y gestión de servicios sanita-
rios. Asimismo, resalta varias políticas y progra-
mas sugerentes que se han introducido en distintas
partes de Europa. El trabajo constituye un buen
punto de partida para quienes busquen más infor-
mación sobre tendencias en el campo de la asis-
tencia domiciliaria.

Del mismo modo, Eucomed, la organización
que representa la industria europea de tecnolo-
gía médica, participa en el debate sobre meca-
nismos de financiación de la asistencia domicilia-
ria, de los que dependerá el acceso de pacientes
a la tecnología de asistencia domiciliaria.
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RESUMEN

La innovación continuada en la tecnología médica y otras
tecnologías hace que las fronteras entre la hospitalización
y la asistencia domiciliaria se difuminen. No obstante, aun-
que la tecnología sigue evolucionando, la organización rígi-
da de sistemas de asistencia domiciliaria frena la expansión
óptima de asistencia sanitaria de alta calidad en el hogar.

Evidentemente se necesita un importante compromiso
público para que la asistencia domiciliaria forme parte inte-
gral del sistema asistencial y tenga un papel clave a la hora
de sostener un amplio acceso a los servicios asistencia-
les de salud.

Para muchos pacientes, la opción de recibir servicios de
atención sanitaria en el ámbito del hogar tiene un atractivo
instintivo y lógico. Pero lo que es más importante, tenden-
cias demográficas, epidemiológicas y sociales señalan que
es previsible que la demanda europea de asistencia domi-
ciliaria crezca de manera intensa en los años venideros.

Para que la asistencia domiciliaria responda con éxito
al aumento de demanda prevista deben abordarse varias
cuestiones relacionadas con la oferta. Cuando tratan el
complejo proceso de suministrar asistencia domiciliaria,
los planificadores han de centrarse en la mejor integración
de los sistemas de financiación y la superación de barre-
ras institucionales, en concreto las que existen entre la
asistencia a pacientes internos y externos, entre los ser-
vicios sanitarios y sociales, y entre la asistencia profesio-
nal e informal.

Este artículo estudia los retos que conlleva la autono-
mización de pacientes, los cambios en los planteamientos
de los profesionales sanitarios y la garantía de que una red
coordinada de servicios esté implantada y permita la pro-
visión de servicios innovadores de asistencia domiciliaria.

Palabras clave: Servicio de ayuda a domicilio, Cuida-
dos formales e informales, Coordinación sociosanitaria,
Financiación de los cuidados, Innovación asistencial, Polí-
ticas públicas.
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Atención
sociosanitaria

1. Introducción

Aunque la exitosa terminología de Atención
Sociosanitaria (ASS) es reciente, concretamente
de los años ochenta en Cataluña y dentro de su
pionero programa de Vida a los años, su necesi-
dad y pertinencia siempre ha estado y estará pre-
sente en las personas con problemas de salud. En
las zonas subdesarrolladas las penurias sociales
generan importantes y frecuentes enfermedades:
epidemias, desnutriciones, etc.; es necesario ocu-
parse de las primeras para reducir y controlar las
segundas. De igual manera en los países desarro-
llados se necesita prevenir y tratar adecuadamen-
te las enfermedades que causan cronicidad y
dependencia, para minimizar así sus importantes
repercusiones sociales y familiares. Ha cambiado
el orden de lo que es causa y efecto y por lo tanto
su estrategia asistencial, pero la filosofía y los prin-
cipios del problema siguen siendo los mismos.

A nivel de homologación internacional, termi-
nologías equivalentes de ASS se pueden encon-
trar como care trusts, intermediate care y, sobre
todo, como long-term care, donde se asume que
se incluyen dos tipos de cuidados: los sociales,
necesarios para poder llevar a cabo las activida-
des de la vida diaria (AVD) y los de salud, asocia-
do con las enfermedades y su tratamiento.

Es en 2003 cuando la Ley de Cohesión y Cali-
dad del Sistema Nacional de Salud define la
prestación sociosanitaria como la atención que
comprende el conjunto de cuidados destinados
a aquellos enfermos, generalmente crónicos,
que por sus especiales características pueden
beneficiarse de la actuación simultánea y siner-
gia de los servicios sanitarios y sociales para
aumentar su autonomía, paliar sus limitaciones
o sufrimientos y facilitar su inserción social. Inclui-
ría los cuidados sanitarios de larga duración y
convalecencia, la atención sanitaria a la depen-
dencia y la rehabilitación de pacientes con défi-
cit funcional. Al día de hoy aún no se han desa-
rrollado de forma ordenada y equitativa dichas
prestaciones.

Es evidente que en nuestro entorno cualquier
persona y de cualquier edad puede ser candida-
to a necesitar de ASS. Pero también lo es que la
gran mayoría de ellas son personas mayores. Así
lo apuntan todo tipo de estadísticas. Es lo lógico
y esperado. El envejecimiento de las personas
favorece la aparición de enfermedades crónicas,
degenerativas e incapacitantes (reumatismos, ictus,
demencias…) que son las que van a ocasionar
esos problemas sociales, familiares y económicos
de los que debe ocuparse la ASS. Por ello no es
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de extrañar que la filosofía asistencial de la ASS
haya encajado como un guante en el ya clásico y
muy contrastado concepto de Atención Geriátri-
ca (AG), definido como el conjunto de niveles asis-
tenciales, hospitalarios, extrahospitalarios y socia-
les, para dar una respuesta escalonada a las
diferentes situaciones de enfermedad o necesidad
que precisan las personas mayores de un área
asistencial determinada. Así también se reconoce
por los creadores y destacados expertos en ASS
en nuestro país.

Por el perfil profesional de quien esto escribe,
se centrará este breve artículo en la ASS refe-
rente a las personas mayores, sin que ello supon-
ga no reconocer la importancia que también tiene
en colectivos de edades más jóvenes. Se cen-
trará la exposición en los aspectos teóricos y su
aplicación en la práctica asistencial, y no tanto
en las repercusiones económicas (costes y aho-
rros), que se pueden llegar a vislumbrar por lo
anterior, y que se acometerán en otros artículos
de la presente revista.

2. Prioridad: disminuir la necesidad de ASS

Sin ninguna duda, la mejor ASS es aquella que
no es necesaria, que se ha podido evitar. Tam-
bién son muy pocos los que dudan que es la
dependencia funcional (necesidad de ayuda para
las AVD) la principal variable que genera necesi-
dad de ASS. Por lo tanto en la prevención de la
dependencia estaría la prioridad.

¿Pero es esto posible en un mundo donde el
envejecimiento crece y crece? Por supuesto. Al
menos por tres motivos. Uno, porque el enveje-
cimiento por sí mismo genera poca dependencia.
Afortunadamente, pues no podemos (y por lo
tanto no debemos) detenerle. En segundo lugar
porque la atención preventiva de las enfermeda-
des que aparecen con los años (no por los años),
es manifiestamente mejorable; ahí sí podemos
actuar, y la consecuencia es la disminución de
dependencia. Y por último, la evidencia científica
de que ya la aparición de discapacidad o depen-
dencia no es paralela al envejecimiento de la
población. Sirva como importante y ya clásico
ejemplo los datos presentados durante la II Asam-
blea Mundial sobre el Envejecimiento celebrada
en Madrid en 2002, y auspiciada por Naciones
Unidas, donde se mostró que en Estados Unidos,
entre 1982 y 1999, no aumentaron las personas
mayores con discapacidad, a pesar de que los
mayores de 65 años pasaron de ser 26,9 millo-
nes en 1982 a 35,3 millones en 1999 (gráfico 1).

Hace no muchos años hubiera parecido una
utopía pensar que el gran aumento que se esta-
ba produciendo del número de automóviles en las
carreteras, con más potencia y velocidad, se
acompañaría de una significativa disminución del
número de víctimas y de lesionados de todo tipo,
incluidos los medulares. Hoy es ya una realidad.
Probablemente la gran diferencia entre este ejem-
plo y la todavía utopía de la prevención de la
dependencia, es la gran diferencia de prioridad
social y política, y por lo tanto de concienciación
colectiva, que se ha dado a ambos fenómenos
modernos y consecuencia del desarrollo de nues-
tra sociedad. Sirvan como ilustrativos ejemplos
dos importantes leyes recientes, donde se ignora
o tan sólo se cita muy escuetamente la preven-
ción de la dependencia, sin definir ninguna estra-
tegia al respecto, a pesar de que en el segundo
caso la redacción de la ley fue precedida de un
Libro Blanco, donde los expertos recomendaban,
con gran abundancia de datos y evidencias cien-
tíficas, las actuaciones pragmáticas necesarias
para limitar las situaciones de dependencia y, por
lo tanto, disminuir la necesidad de ASS.

3. Prevención de la dependencia

Las enfermedades que con más frecuencia cau-
san dependencia son las reumáticas, ictus, car-
diopatías, alteraciones visuales y auditivas, demen-
cias, depresión, enfermedad de Parkinson, etc. El
desuso, la escasa movilidad y la poca actividad
física o intelectual son el segundo grupo genera-
dor de dependencia. La edad por sí misma expli-
caría también cierto grado de dependencia en
muchas de las personas muy mayores (más de 85
años) y que no se justificaría por las enfermeda-
des o el desuso. La prevención es posible sobre
los dos primeros grupos.

La dependencia se puede prevenir a tres niveles.

3.1. Prevención primaria

Se intenta evitar la aparición de la enfermedad
o la circunstancia que la genera. Es una labor de
todos, tanto de los servicios sociales como de los
sanitarios, incluida la familia y la propia persona.
Habrá que priorizar en los siguientes aspectos:

— Actividad física adecuada para cada cir-
cunstancia. Es un factor clave en la prevención de
la dependencia. Su no práctica supone un claro
factor de riesgo.

— Mantener un peso y composición corporal
adecuados, ni sobrepeso ni delgadez.
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— Evitar ser fumador activo o pasivo.
— Consumir muy moderadamente las bebidas

alcohólicas.
— No tomar más medicamentos que los estric-

tamente necesarios.
— Mantener una vida activa y participativa

socialmente, con adecuadas relaciones sociales
según las preferencias y posibilidades de cada
persona.

3.2. Prevención secundaria

Es la detección precoz de las enfermedades, a
poder ser en su fase asintomática, y detectando
y actuando también sobre los grupos de más ries-
go. La responsabilidad es fundamentalmente sani-
taria, tanto de la Atención Primaria de Salud (APS)
como de la Atención Especializada (AE). Tanto en
la prevención primaria como secundaria el objeti-
vo es disminuir la incidencia de dependencia. Las
actuaciones más eficientes se han evidenciado
sobre los siguientes problemas de salud:

— Hipertensión arterial.
— Hiperlipemias.

— Anticoagulación en la fibrilación auricular.
— Déficit sensoriales (visuales o auditivos).
— Depresión.
— Osteoporosis.
— Osteoartrosis.
— Enfermedades respiratorias.
— Diabetes mellitas.

3.3. Prevención terciaria

Se trata de dar una atención precoz comple-
ta y correcta cuando la enfermedad ya aparece
o se descompensa. Tanto desde el punto de vista
diagnóstico como terapéutico, preventivo o reha-
bilitador. Se intentará que la dependencia gene-
rada revierta (disminuyendo su prevalencia) o se
reduzca al menor grado posible (reduciendo su
intensidad), lo que también se traducirá en una
menor necesidad de ASS. Todos los niveles de
atención sanitaria son necesarios en esta fase de
la prevención de la dependencia:

— La APS con actuaciones correctas ambu-
latorias o domiciliarias. Si la persona está en una
institución permanente, serán necesarios equi-

GRÁFICO 1
EVOLUCIÓN DEL NÚMERO DE PERSONAS MAYORES CON DISCAPACIDAD EN EE.UU.
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pos y medios adecuados evitando sobrepasar su
techo asistencial.

— La AE con base principalmente hospitala-
ria, favoreciendo la integración y la no discrimina-
ción de las personas mayores en el acceso a los
modernos medios tecnológicos necesarios.

— Dentro de la AE debe jugar un papel tras-
cendental la Atención Geriátrica (AG) en la pre-
vención de la dependencia en la fase aguda o
subaguda de la enfermedad, fundamentalmente
mediante tres niveles de asistencia:

a) Unidades Geriátricas de Agudos (UGA),
actuando precoz, y correctamente en las enfer-
medades graves e incapacitantes, reduciendo
así la dependencia y favoreciendo el regreso al
domicilio.

b) Unidades de Media Estancia (UME) o de
Convalecencia, para reducir al máximo la depen-
dencia o secuelas generadas en la fase aguda
de la enfermedad (ictus, fracturas, inmovilización,
etcétera).

c) Hospital de Día, donde se compaginan las
ventajas domiciliarias y hospitalarias (fundamen-
talmente de recuperación de función en las acti-
vidades de la vida diaria), para favorecer la per-
manencia en el domicilio de la persona mayor
moderadamente dependiente.

4. Atención a la persona con dependencia

Aun en el supuesto de haber hecho las cosas
bien, la dependencia aparecerá en muchas oca-
siones. Es evidente que no siempre se puede pre-
venir. Pero tener una actitud de prevención sigue
siendo importante también en esta fase de la ASS.
Al menos por tres razones:

— A veces una dependencia aparentemente
establecida tiene posibilidades de reducción par-
cial e incluso total.

— Es un objetivo importante mantener la
dependencia establecida, que a ser posible no
progrese, y potenciar todos los aspectos de auto-
nomía que aún puedan quedar.

— Aunque no se pueda evitar la progresión de
la dependencia, quizás se puedan prevenir otro
tipo de complicaciones que afectarían a la calidad
de vida de la persona o de sus cuidadores.

La ASS puede llevarse a cabo en tres niveles de
atención: domiciliario, en centros diurnos y en ins-
tituciones. En cualquiera de ellos se deberían tener
en cuenta las siguientes premisas asistenciales:

— No hay un nivel asistencial mejor que otro:
cada uno tiene sus indicaciones y contraindica-
ciones, según su necesidad de cuidados y asis-

tencia. Además las necesidades son cambian-
tes, por lo que también lo será el nivel asistencial
requerido

— El trabajo interdisciplinar es clave para poder
dar respuesta a necesidades que también son múl-
tiples y variadas.

— Siempre son necesarios tanto los recursos
sociales como los sanitarios, que deben estar inte-
grados o al menos coordinados.

— La familia o cuidadores deben estar inte-
grados en los cuidados, deben ser parte del equi-
po asistencial, tanto en su papel de cuidar como
de recibir apoyo (cuidar al cuidador).

— Es imposible dar calidad asistencial sin una
dotación adecuada de recursos, que en la ASS
son fundamentalmente humanos. Suficientes tanto
en cantidad como en calidad. El conocimiento
específico que hoy existe para atender adecua-
damente a las personas dependientes, implica la
necesidad de profesionales especializados, siem-
pre más costosos. También es imposible dar ASS
de calidad a un bajo coste.

4.1. ASS en el domicilio

La APS es la responsable de la atención de su
componente sanitario. Los cuidadores, habitual-
mente familiares, lo son de su componente social.
Cuando la intensidad o la complejidad de la aten-
ción lo requieren, y antes de tener que utilizar otro
nivel asistencial, se pueden reforzar ambos com-
ponentes de diferente manera y mirando a algu-
nas experiencias contrastadas:

— Programa de atención domiciliaria a pacien-
tes inmovilizados. Depende de la APS y son vi-
sitas programadas al domicilio para prevenir y 
tratar los problemas complejos que estas perso-
nas presentan.

— Programa de atención a pacientes termina-
les. También se llevan a cabo desde la APS, sien-
do muchos de los pacientes subsidiarios personas
mayores no oncológicas (llamados pacientes ter-
minales no oncológicos, donde los errores de eva-
luación pueden tener consecuencias catastróficas).

— Programas de atención domiciliaria y equi-
pos de soporte (PADES). Con origen en Cataluña
desde el año 1986, y dirigidos a la atención inte-
gral de personas dependientes y terminales, com-
partiendo con la APS las funciones asistenciales
domiciliarias.

— Equipos de soporte y atención domiciliaria
(ESAD). Implantados por el antiguo Insalud en el
año 1999 y con un desarrollo irregular desde
entonces, son equipos dependientes de la APS
pero dedicados en exclusiva a potenciar la aten-
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ción domiciliaria en funciones de coordinación y
actuación directa. Aunque atienden a pacientes
de todas las edades, es frecuente la presencia de
geriatras en estos equipos debido a que la mayo-
ría de la población atendida es anciana con nece-
sidades de ASS.

— Equipos de Asistencia Geriátrica Domicilia-
ria (AGD). Dependientes de los servicios de geria-
tría hospitalarios, atienden a pacientes geriátricos
complejos a demanda da la APS que sigue sien-
do la responsable del paciente. Favorecen las altas
hospitalarias precoces y evitan ingresos y reingre-
sos. Su eficiencia está muy demostrada pero su
implantación es lenta e irregular por la escasez de
recursos geriátricos existentes en los hospitales
españoles.

— Hospitalización domiciliaria. Su fundamen-
to teórico es el mantenimiento del paciente en el
domicilio como alternativa a la hospitalización, con
responsabilidad del hospital. Es precisamente en
el paciente con perfil de ASS donde más difícil es
aplicar este criterio por la alta frecuencia de com-
plicaciones que pueden surgir y que la harían ine-
ficiente. Algunas experiencias que llevan este nom-
bre en realidad se parecen más a la indicada
anteriormente de AGD.

— Existen otras iniciativas de apoyo a la APS
con resultados menos conocidos y contrastados:
PALET (programas de atención a la larga estan-
cia y terminales de la Comunidad Valenciana),
Enfermería de enlace en la Comunidad Andalu-
za, etcétera.

— Hay múltiples formas de ayudar al compo-
nente social de la ASS en el domicilio. Lo más
extendido y contrastado es la Teleasistencia y la
Ayuda Social Domiciliaria. En el primer caso ayuda
a la persona que vive sola a sentirse acompaña-
da y protegida ante posibles percances. En el
segundo se facilitan todas las tareas domésticas,
acompañamiento, cuidados personales, etc., tan
importantes para poder seguir viviendo con cali-
dad y dignidad. Comidas a domicilio, lavado de
ropa, voluntariado, etc., son siempre eficientes en
este nivel de ASS.

— Ayudas económicas. Para los cuidadores
principales, fundamentalmente familiares, en la ASS
en el domicilio. La Ley de Promoción de la Auto-
nomía Personal y de Atención a las Personas en
Situación de Dependencia las contempla como algo
excepcional, pero se están convirtiendo en la pres-
tación fundamental y más frecuente. La ley es cica-
tera en este tema por algo tan evidente como que
con la prestación económica no se garantiza que
la prestación sea invertida en su totalidad en los cui-
dados que precisa la persona dependiente.

4.2. ASS en centros de día

Tienen como objetivo fundamental el mante-
nimiento de las capacidades funcionales o men-
tales en personas ya dependientes. Además
suponen un alivio para los cuidadores durante las
horas que la persona dependiente permanece en
el centro de día, por lo que indirectamente favo-
recen también la permanencia en el domicilio del
mismo. Existen centros de día para enfermos con
demencia, otros para dependientes funcionales
y mixtos para ambos casos. Los más demanda-
dos son los primeros que, aunque no pueden
detener el deterioro progresivo e irreversible de
la enfermedad de Alzheimer, sí mejoran sus sín-
tomas y facilitan la convivencia del paciente en
el domicilio con su familia.

Los hospitales de día ya se mencionaron ante-
riormente, y su coordinación con los centros de
día es fundamental para no perder la ganancia fun-
cional conseguida en ellos.

4.3 ASS en instituciones

En los hospitales ingresan personas con nece-
sidades de ASS aunque no lo hagan por ello. Son
reagudizaciones de procesos crónicos o proble-
mas agudos nuevos de diferentes tipos, tanto médi-
cos como quirúrgicos. Como ya se mencionaba
anteriormente al hacer referencia a la prevención
terciaria, la atención no debe de ser inferior ni dis-
criminatoria. Habrá que tener muy en cuenta sus
necesidades específicas para no empeorar su situa-
ción basal al alta. En muchos casos será necesa-
ria una atención geriátrica especializada. Son fre-
cuentes las situaciones de negligencia que se
producen por no garantizar estas premisas, con
resultados de empeoramiento de la dependencia
y, por consiguiente, de más necesidad de ASS y
de peor calidad de vida para la persona.

Los centros de institucionalización permanente
están indicados para las personas muy depen-
dientes y con gran necesidad de ASS. Hay
muchos y variados modelos que quizás se pue-
dan resumir en dos. Los más dotados sanitaria-
mente o Unidades de Larga Estancia (ULE), para
situaciones donde la inestabilidad clínica es fre-
cuente dentro ya del contexto de ASS. Y los que
tienen un mayor componente de cuidados que
de tratamiento sanitario y son las conocidas
como residencias asistidas, pero que en la prác-
tica terminan atendiendo necesidades similares
a las ULE.

Es sabido la escasez que hay de plazas públi-
cas o concertadas en la mayor parte del territorio
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español. Por el contrario hay miles de plazas priva-
das sin ocupar, sin demanda, por no poderse pagar.
La explicación es muy sencilla: el alto coste que
supone la atención a la dependencia severa. Siem-
pre que sea de calidad. Un motivo más para prio-
rizar por su prevención, quizás la asignatura pen-
diente más importante que en nuestro país tienen
sin resolver los responsables sanitarios y sociales.�
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RESUMEN

El artículo comienza con una introducción sobre aspec-
tos conceptuales y donde se destaca el protagonismo del
envejecimiento en la Atención Sociosanitaria (ASS).

A continuación se aborda todo el tema de la prevención
de la dependencia, que es la variable más importante en
la generación de ASS. De esta manera se disminuiría la
necesidad de ASS y de su coste. Se describen las estra-
tegias de prevención primaria, secundaria y terciaria.

Por último, se desarrolla todo lo concerniente a la aten-
ción a las personas que terminan presentando dependencia
y precisando ASS. Se describen los principios generales de
asistencia y se describe ésta a tres niveles: domiciliario, en
centros diurnos y en instituciones.

Palabras clave: Atención sociosanitaria, Dependencia,
Prevención.
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1. Los trabajadores de CLD: 
visión de conjunto y retos

En los países OCDE la proporción de la pobla-
ción con más de 80 años está creciendo; previ-
siblemente se triplicará, pasando del 4% en 2005
al 11-12% en 2050. Se suele pensar que el
aumento de la demanda de CLD que esa ten-
dencia supone se verá contrarrestada por mejo-
ras en la salud de la población. Sin embargo, aun-
que en algunos países existe evidencia de que
esto es así, en muchos otros países de la OCDE
la tasa de discapacidad severa entre los colecti-
vos de mayor edad o se mantiene estable o bien
está en aumento (Lafortune y Balestat, 2007). Ade-
más, hay cada vez más expectativas entre la
población relativas a la necesidad de programas
de CLD o de protección a la dependencia que
sean receptivos y de calidad. Como consecuen-
cia, en 2007 el gasto en CLD de los países OCDE
supuso más de 1,5% de PNB (OECD Health Data
2009), y se prevé que alcance el 4% de PNB para
2050 (Oliveira Martins y cols., 2006).

Por otra parte, las mejoras en el rendimiento
académico, la mayor incorporación de las muje-
res al mercado laboral y la disminución del tama-
ño de la familia ejercen presiones añadidas sobre
la provisión de mano de obra en este sector tan
intensivo en términos laborales. Esta situación se
ve agravada por la dificultad de atraer y retener
cuidadores en una profesión tan ardua psíquica
y físicamente.

Incluso los países con una provisión relativa-
mente importante de trabajadores de CLD han
encontrado dificultades a la hora de contratar a
trabajadores para este ámbito asistencial. En
Estados Unidos, Suiza y Japón hay más de diez
cuidadores formales de CLD por cada mil habi-
tantes, mientras hay tan sólo dos o tres cuida-
dores formales en Eslovaquia y la República
Checa (OECD Health Data 2009). En torno al 10%
de puestos de enfermera a tiempo completo en
residencias de mayores estaban vacantes en
2002 (Decker y cols., 2003), y los recientes deba-
tes sobre política de atención a las personas en
situación de dependencia en Japón también
afrontan el reto de contratar un suficiente núme-
ro de trabajadores de CDL (Prime Minister of
Japan and His Cabinet, 2008).

Las tasas de rotación entre los trabajadores de
CLD son elevadas en los países OCDE, lo que
conlleva costes adicionales para la asistencia a
largo plazo. En los últimos años, las tasas anua-
les de rotación han superado el 20% entre los cui-
dadores a domicilio australianos (Angley and New-
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man 2002), el 20% entre los trabajadores japo-
neses (Ministry of Health, Labour and Welfare,
2008), el 56% entre los que trabajan para agen-
cias de ayuda a domicilio en Canadá (Canadian
Home Care Human Resources Study, 2003), y el
72% entre los cuidadores personales a domicilio
en Italia (Chaloff, 2008). En Estados Unidos, la
tasa de rotación entre el personal auxiliar que tra-
baja en residencias asistidas oscila entre el 40%
y el 100% (Scanlon, 2001), lo que supone un
coste adicional estimado en más de cuatro billo-
nes USD anuales (Seavey, 2004).

2. Respuestas nacionales a la creciente
demanda de trabajadores de CLD 
a largo plazo

Ante los retos de contratar y retener trabaja-
dores de CLD, los países OCDE han introducido
diversas políticas que den respuesta a la creciente
demanda de este tipo de trabajadores. En líneas
generales, estas políticas están dirigidas a lograr
tres objetivos: el incremento del número de tra-
bajadores de CLD, un mayor rendimiento de la
capacidad laboral existente y, finalmente, la reduc-
ción de la necesidad de trabajadores de CLD junto
con un aumento de su productividad. El resto del
presente trabajo detalla las medidas que han
adoptado y los retos a los que se han enfrentado
los países OCDE en el proceso de conseguir cada
uno de los objetivos de sus políticas.

2.1. Aumentar la provisión de trabajadores 
de CLD

Se ha intentado aumentar la provisión de tra-
bajadores de CLD a través de políticas multidi-
mensionales que incluyen el desarrollo de la for-
mación, campañas informativas y la contratación
de colectivos que suelen tener escasa presencia
en el mercado de trabajo —por ejemplo, los colec-
tivos inactivos y desempleados—. En algunos paí-
ses, recientes esfuerzos de reclutamiento se han
dirigido también a trabajadores de CLD nacidos
en el extranjero.

2.1.1. Hacer más atractivo el trabajo CLD 
a través de campañas de formación 
e información

El trabajo en cuidados de larga duración no es
una opción profesional muy popular, siendo per-
cibida por lo general como un trabajo poco atrac-
tivo. En parte, ello se debe al insuficiente recono-

cimiento de la labor de los cuidadores por parte
de las familias, los beneficiarios o los empleado-
res (Harmuth, 2002) e incluso por parte de los pro-
fesionales de la sanidad (Institute of Medicine,
2008). La posibilidad de un desarrollo profesional
en este sector apenas existe en la mayoría de los
países (Browne and Braun, 2008).

Los programas de formación tienen el papel
importante de contribuir a garantizar niveles de
calidad en la asistencia a largo plazo y de mejo-
rar la imagen de las profesiones de CLD; varios
países OCDE han desarrollado programas de
formación para trabajadores de este sector. Sin
embargo, existen importantes diferencias entre
los países tanto de duración, pasando de 75
horas (por ejemplo Estados Unidos) a varios años
(por ejemplo Dinamarca y Japón), como de con-
tenidos (teóricos frente a prácticos). En países
como Australia, Italia y Estados Unidos esas 
diferencias también existen ya que los progra-
mas de enseñanza y los requisitos exigibles no
están estandarizados a nivel nacional, de tal
modo que la movilidad profesional y geográfica
se ve reducida.

Con el fin de fomentar el número de trabaja-
dores enrolados en programas de formación y
mejorar la retención de los empleados una vez
formados, algunos países proporcionan incenti-
vos económicos, una flexibilidad en la formación,
y/o perspectivas profesionales más definidas. Por
ejemplo, en Japón, gracias a la financiación públi-
ca, suele ofrecerse gratis la formación de cuida-
dores a domicilio. En Australia y Holanda, para
ayudar a los trabajadores del sector de CLD a
compaginar programas de formación y trabajo,
los empleadores pagan el coste de la formación
o conceden permisos remunerados (Angley and
Newman, 2002; Korczyk, 2004). En Dinamarca,
las nuevas personas formadas son empleadas
como trabajadores asalariados; reciben forma-
ción práctica remunerada y adquieren experien-
cia profesional a la vez que contribuyen a la pro-
visión de asistencia a largo plazo (Jensen and
Hansen, 2002). Iniciativas parecidas están sien-
do implementadas al nivel de los estados o de
los empleadores en Estados Unidos (Stone and
Wiener, 2001). Para mejorar la flexibilidad de la
formación, se ofrece formación en Dinamarca y
Reino Unido en módulos, de este modo se per-
mite a los trabajadores que se muevan con faci-
lidad entre su empleo y la formación; por su parte,
otros países OCDE proporcionan oportunidades
para la formación a distancia de los trabajadores
de CLD (Canadian Home Care, 2003; Ministry of
Health, Labour and Social Affairs of Japan, 2008).
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Además, han sido desarrollados en varios paí-
ses, Dinamarca, Reino Unido y Estados Unidos,
itinerarios de desarrollo profesional horizontales
y verticales. En Dinamarca, por ejemplo, la for-
mación cuenta a efectos de antigüedad en deci-
siones relativas al desarrollo profesional (Jensen
and Hansen, 2002).

La mejora de la información puede contribuir a
borrar la percepción negativa del trabajo de CLD,
y algunos países han utilizado diferentes medios
para mejorar su imagen. En Australia se celebran
sesiones informativas que explican la naturaleza
del trabajo en este sector a posibles candidatos
(Korczyk, 2004). En Holanda y Reino Unido se lle-
van a cabo campañas mediáticas para mejorar la
imagen del trabajo asistencial (Korczyk, 2004). En
el Reino Unido, también se han creado páginas
web y una línea de ayuda telefónica para aseso-
rar a los que se plantean una carrera profesional
en cuidados personales (Moriarty y cols., 2008).
En Wisconsin, Estados Unidos, se realizó una cam-
paña informativa en la que se repartieron dípticos,
se enviaron tarjetas postales, se pusieron anun-
cios en los periódicos, en la radio y en vallas publi-
citarias, y se celebraron reuniones de captación
(Stone and Wiener, 2001).

Existe evidencia que sugiere que la formación
y las campañas informativas tienen un impacto
positivo sobre la contratación y retención. En Dina-
marca, por ejemplo, la mejora de la formación de
los trabadores de CLD se ha mostrado eficaz a la
hora de atraer a cuidadores; un estudio de estra-
tegias de campaña en Wisconsin concluyó que
contribuyeron a lograr tasas más altas de reten-
ción de trabajadores y mejoras en las actitudes de
empleadores (Stone and Wiener, 2001). Estas
estrategias de formación e información requieren
financiación adicional, pero, debido a la falta de
evidencia, no se conocen su efectividad a largo
plazo, así como la relación coste-efectividad.

2.1.2. La contratación de trabajadores de CLD
en colectivos inactivos o con escasa
presencia en el mercado de trabajo

Grupos de población con escasa presencia
entre los trabajadores de CLD pueden ser apro-
vechados y varios países han introducido iniciati-
vas para reclutar entre colectivos de poca pre-
sencia (por ejemplo hombres, grupos minoritarios,
migrantes), los desempleados o los inactivos (por
ejemplo, los jubilados mayores de edad). Algunos
planes de contratación de trabajadores de CLD
en Finlandia y Suecia se han dirigido al recluta-
miento de hombres (European Foundation for the

improvement of Living and Working Conditions,
2006; Johansson and Moss, 2004), mientras en
Holanda algunas estrategias de reclutamiento 
están orientadas a minorías étnicas, alumnos de
enseñanza secundaria o cuidadores que han deja-
do la profesión (Ewijik, 2002). Los esfuerzos de
reclutamiento en Alemania y Suecia se han dirigi-
do a migrantes desempleados, completándose
con cursos de idiomas (European Foundation for
the Improvement of Living and Working Conditions,
2006; Knocke, 2005). Esfuerzos de este tipo no
sólo captan en núcleos de trabajo infrautilizado,
sino que también garantizan que se proporcionen
cuidados de larga duración a migrantes que lo pre-
cisen en países con una diversidad multicultural.
Se han creado incentivos también en los esfuer-
zos de reclutamiento selectivo. En Francia, los
beneficiarios de asistencia pueden utilizar subsi-
dios personalizados (Allocation personnalisée 
d’autonomie, APA) para pagar a los cuidadores en
situación de paro (Korczyk, 2004), de este modo
se les da oportunidades de un trabajo remunera-
do. En Estados Unidos se utilizan salarios sub-
vencionados para promover la contratación de tra-
bajadores de asistencia social en el sector de CLD;
además, varios programas a nivel de los estados
tratan de orientar a los alumnos de enseñanza
secundaria y cabezas de familia desplazados,
divorciados o recientemente enviudados (Stone
and Wiener, 2001), y se han realizado esfuerzos
para atraer a la gente mayor a puestos de cuida-
dor personal a través de un mayor acceso a la for-
mación, desgravaciones fiscales adicionales para
los que siguen trabajando o escalonan su jubila-
ción, y horarios laborales flexibles (Institute of Medi-
cine, 2008).

El impacto de estas políticas de reclutamiento
selectivo sobre la provisión de trabajadores no
siempre es positivo. Iniciativas como los subsidios
personalizados franceses parecen haber contri-
buido a aumentar el número de trabajadores de
CLD, pero en Estados Unidos la evidencia es que
existen problemas a la hora de retener a las per-
sonas contratadas para el cuidado de beneficia-
rios de asistencia a larga duración (Stone and Wie-
ner, 2001), sobre todo en el caso de los que llevan
mucho tiempo fuera del mercado laboral (Stone
and Wiener, 2001).

2.1.3. El reclutamiento internacional 
de trabajadores de CLD

La demanda creciente de trabajadores de CLD
está afectando la inmigración de trabajadores no
cualificados en algunos países OCDE.
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En los últimos años, varios países OCDE han
simplificado los procedimientos de contratación
y de inmigración para trabajadores extranjeros
de CLD. En España, Canadá y Finlandia, por
ejemplo, los controles de acceso al mercado labo-
ral han sido simplificados para trabajadores de
este sector allí donde existe escasez local o nacio-
nal de mano de obra (OECD International Migra-
tion Outlook, 2008). En Austria, la cuota o con-
tingente federal de empleados y desempleados
procedentes de países no miembros de la UE en
el mercado de trabajo ha sido eliminada en el
sector de CLD debido a la escasez de cuidado-
res (Schütz, 2006). En Italia no se exige a los tra-
bajadores de este sector nacidos en el extranje-
ro que demuestren su capacidad o experiencia.
También en Italia fueron emitidos pocos visados
de búsqueda de empleo hacia finales de los años
noventa, estos visados permiten a sus titulares
buscar un empleo en el país receptor; por su
parte, en 2007 España concedió 450 visados de
búsqueda de empleo (OECD International Migra-
tion Outlook, 2008).

En algunos países se han creado vías de inmi-
gración permanente para trabajadores no cualifi-
cados, inclusive los del sector de CLD. Dentro de
la UE, nacionales de países no europeos pueden
adquirir el derecho de residencia en el caso de que
sus permisos hayan sido renovados bajo el patro-
cinio de sus empleadores durante un período de
cinco años. Japón firmó convenios bilaterales con
Filipinas, Indonesia y Vietnam que permiten a un
número limitado de enfermeras y cuidadores tra-
bajar en el país de forma indefinida una vez con-
sigan suficiente competencia lingüística y aprue-
ben los exámenes nacionales que les califican
como trabajadores de CLD (1). De acuerdo con el
Programa de Cuidadores Residentes canadien-
se, los cuidadores pueden solicitar la residencia
permanente después de dos años de convivir y
prestar asistencia a mayores o discapacitados en
residencias acreditadas por el gobierno (Browne
and Braun, 2008). Recientemente, en Reino Unido
ayudantes asistenciales y cuidadores a domicilio
que cumplen ciertos requisitos (2) han recibido la
denominación de colectivo de trabajadores de baja
oferta (Home Office, 2005) y pueden conseguir el
visado del nivel 2, que abre las puertas a la resi-
dencia permanente en el país.

Algunos países OCDE dependen de modo sig-
nificativo de trabajadores extranjeros y sin docu-
mentación, que han llegado a través de rutas de
inmigración no controlada como las de exceder
la estancia permitida, entrar de modo fraudulen-
to con documentos falsos o cruzar fronteras de

manera ilegal. Pero en los últimos tiempos las pre-
siones de la demanda, los importantes flujos
migratorios y los costes relativamente bajos de
los sueldos de los trabajadores inmigrantes han
llevado a políticas de regularización de la situa-
ción de estos trabajadores del sector de CLD.
Varios países de la OCDE (por ejemplo Austria,
Alemania, Grecia, Italia, Portugal y España) han
puesto en marcha programas de regularización o
han expedido permisos de trabajo a trabajadores
inmigrantes sin papeles, incluyendo trabajadores
de CLD. Según la nueva legislación en materia de
inmigración y empleo en Alemania, los cuidado-
res a domicilio extranjeros en situación irregular
pueden obtener un permiso de trabajo con una
duración máxima de tres años en el caso de con-
seguir empleo a tiempo completo en un hogar con
tal de que se respete la ley de seguros de asis-
tencia a largo plazo o ley de la dependencia ale-
mana (Gibson and Redfoot, 2007). Además, varios
países OCDE han introducido incentivos econó-
micos para beneficiarios de asistencia personal
mediante los cuales se pretende animarles a
declarar los servicios que les prestan cuidadores
sin documentación. En Italia, por ejemplo, el
importe de los servicios de CLD recibidos en el
hogar es desgravable fiscalmente desde el año
2000, mientras que sólo se conceden prestacio-
nes locales para servicios de asistencia si un cui-
dador acreditado es empleado mediante un con-
trato de empleo regularizado (Bettio y cols., 2006).
Estas medidas de formalización garantizan un
sueldo y condiciones laborales mínimas para los
inmigrantes que trabajan como cuidadores, a la
vez que aseguran niveles de calidad por medio
de un mejor acceso a la formación formal y refuer-
zan la coordinación entre los servicios sociales y
el sistema sanitario del país receptor.

La contratación de cuidadores nacidos en el
extranjero puede contribuir en cierto grado a la pro-
visión de trabajadores de CLD, pero plantea tam-
bién retos adicionales relacionados con el impac-
to sobre el mercado laboral, la integración de
trabajadores nacidos en el extranjero, la protección
de los derechos de los trabajadores y la retención
de trabajadores inmigrantes en el sector. Asimis-
mo, cambios en las políticas de migración pueden
no ser opciones eficaces en términos de coste-
efectividad puesto que el reclutamiento interna-
cional puede resultar un proceso engorroso y caro
tanto para trabajadores extranjeros como emplea-
dores, sobre todo en el caso de empleos en CLD
de bajos salarios. En cualquier caso, resulta difícil
defender una reducción del número de trabajado-
res inmigrantes sin documentación a través de ini-
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ciativas regularizadoras, ya que puede percibirse
que los países que demandan mano de obra están
ofreciendo a los trabajadores inmigrantes ilegales
mayores perspectivas de regularización y, de este
modo, atraer a un mayor flujo de inmigrantes sin
documentación a largo plazo. Existe el riesgo de
que los trabajadores regularizados vuelvan a su
situación irregular para ser empleables incluso a
cambio de aceptar peores condiciones de trabajo
(OECD International Migration Outlook, 2008).

2.2. Lograr una mejor utilización 
de la mano de obra disponible

Además de tratar de aumentar el número de tra-
bajadores de CLD, hay países que pretenden mejo-
rar la utilización de los recursos disponibles del sec-
tor mejorando la retención laboral, apoyando a
cuidadores familiares y otros cuidadores informa-
les y mejorando la coordinación asistencial.

2.2.1. Mejorar la retención de los trabajadores
de CLD

Habitualmente los trabajadores de CLD ganan
menos que el sueldo medio de la economía en la
que trabajan; del mismo modo, las prestaciones
sociales que reciben en función de su trabajo, por
ejemplo pensiones o prestaciones para el cuidado
de niños, suelen ser bajas. Por ello, algunos países
han aumentado los salarios y las prestaciones no
salariales con el propósito de retener a los trabaja-
dores en sus puestos de trabajo asistencial. En Ale-
mania, por ejemplo, el sistema de protección de
CDL, implementado en los años noventa, permitió
que el sueldo de los trabajadores de este sector, par-
ticularmente cuidadores familiares, mejorara (Keefe
y cols., 2005). En Estados Unidos, los sueldos se
incrementaron a través de subsidios a nivel de los
estados, mientras algunos proveedores han desa-
rrollado sistemas de remuneración en función del
rendimiento y vinculado al nivel de satisfacción tanto
del cliente como del empleado (Stone and Wiener,
2001). Además, los proveedores han proporciona-
do cobertura de la atención sanitaria, el reembolso
de gastos en transporte, bonus y subidas anuales,
asistencia infantil subvencionada y ayudas econó-
micas para formación, con el fin de retener y atraer
trabajadores al sector de CLD. Se han detectado
señales del impacto positivo de las mejoras salaria-
les sobre la retención de trabajadores asistenciales
directos en Estados Unidos (Howes, 2005, 2006;
Sherard, 2002), aunque otros trabajos hablan de una
mezcla de efectos a largo plazo (Institute of Medici-
ne, 2008; Stone and Wiener, 2001).

Se constata que la participación en la toma de
decisiones, la orientación permanente y el traba-
jo en equipo aumentan la satisfacción profesional
y disminuyen la tasa de rotación entre los trabaja-
dores de CLD (Institute of Medicine, 2008) y ha
habido intentos en este sentido a nivel de provi-
sión. En Szombathely, Hungría, por ejemplo, se
implementó un sistema de rotación que permitía
que cada trabajador participase en diferentes pro-
yectos y aprendiese técnicas de gestión (Europe-
an Foundation for the Improvement of Living and
Working Conditions, 2006). Sin embargo, por lo
general estos esfuerzos han afectado tan sólo a
individuos concretos o proveedores locales, sin
haber influido en las estrategias de gestión de
recursos humanos a gran escala.

Asimismo, mejoras en los niveles de seguridad
pueden también mejorar la retención, atrayendo a
nuevos trabajadores gracias a la reducción de acci-
dentes ocasionados en el lugar de trabajo y la
mejora en la calidad asistencial. En Estados Uni-
dos, por ejemplo, el Servicio de Seguridad Ocu-
pacional y Salud (Occupational Safety and Health
Administration [OSHA]) del Departamento del
Empleo ha definido líneas directrices para preve-
nir trastornos musculares entre los trabajadores
de las residencias asistidas, enseñando técnicas
para levantar y cambiar de posición a los pacien-
tes (OSHA, 2008). El Programa de Énfasis Nacio-
nal también aborda la ergonomía de la provisión
de los CLD, el riesgo para la salud y las lesiones
relacionadas con la prestación de asistencia
(OSHA, 2002). Se desconoce el impacto del desa-
rrollo de estándares de calidad sobre la retención
de trabajadores, pero la definición de estándares
y las líneas directrices para la provisión de asis-
tencia parecen importantes a la hora de prevenir
lesiones y mejorar la calidad de la asistencia, sean
los cuidadores formales o informales.

2.2.2. Apoyos a la familia y otras formas 
de asistencia informal

Muchos países apoyan a los cuidadores infor-
males mediante prestaciones económicas y no eco-
nómicas. En parte, ello se debe a que son los cui-
dadores informales quienes prestan en mayor
medida asistencia a las personas mayores y dis-
capacitadas, generando una serie de ventajas eco-
nómicas, sanitarias y sociales para los receptores
de cuidados. Los cuidados informales también con-
tribuyen a aumentar la provisión global de asisten-
cia y reducen el gasto público en CLD.

Los apoyos económicos asignan un valor
monetario a los servicios informales de apoyo y
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refuerzan la situación de los cuidadores al redu-
cir su carga económica. Existen varios tipos de
apoyo. Algunos países conceden prestaciones
asistenciales (por ejemplo Australia, Austria, Cana-
dá, Dinamarca, Finlandia, Francia, Alemania, Ita-
lia, Luxemburgo, Holanda, Suecia y Reino Unido)
que se pagan directamente a los cuidadores o a
través de los beneficiarios de la asistencia. Los
requisitos para recibir dichas prestaciones —por
ejemplo nivel de ingresos, grado de necesidad,
convivencia o relación con los beneficiarios, grado
de dependencia, motivo de la asistencia y dura-
ción mínima de la misma— varían de un país a
otro y dentro de un mismo país, según exista des-
centralización de sistemas de administración y de
salud. Estas diferencias son reflejo del valor social
que se otorga a la asistencia informal y de la orga-
nización de sistemas formales de cobertura y pro-
visión de CLD. Para la población ocupada, hay
países que proporcionan apoyo económico mien-
tras tiene lugar la asistencia, lo que permite que
los empleados compaginen su trabajo y la pres-
tación de asistencia informal reduciendo su hora-
rio laboral. En varios países del norte de Europa,
donde el permiso para prestar asistencia dura rela-
tivamente poco, esta compensación es impor-
tante (80% de la remuneración salarial previa en
Suecia, 70% en Holanda). En cambio, los traba-
jadores en Japón, que gozan de permiso para
prestar asistencia informal de duración relativa-
mente larga (93 días), reciben el 40% de sus ingre-
sos, bien de sus empleadores o de sus fondos
de seguros. Por otra parte, en Australia y Cana-
dá se establece un techo hasta el cual las pres-
taciones asistenciales suplen la pérdida de ingre-
sos. Existen otras formas de apoyo económico;
así hay países donde los cuidadores informales
tienen derecho a un tratamiento fiscal preferen-
cial, que puede llegar a reembolsarles una parte
o la totalidad de sus gastos en CLD (por ejemplo
Australia, Canadá, Francia, Alemania, Holanda y
Estados Unidos), o reciben una pensión mientras
dura el período de la prestación de cuidados infor-
males (por ejemplo Finlandia, Francia, Alemania,
Holanda, Noruega, Suecia y Reino Unido).

Resulta difícil el diseño de las ayudas econó-
micas a los cuidadores informales; y en el caso
de que éstos hayan dejado su trabajo temporal-
mente para asistir a un familiar o un conocido
enfermo, suele ser difícil que vuelvan a su traba-
jo en las mismas condiciones y con el mismo suel-
do que antes. Este es el caso de mujeres en Esta-
dos Unidos (Pavalko and Artis, 1997) y Europa
(Spiess and Schneider, 2001; Heitmueller and
Inglis, 2007), con la excepción de algunos —pero

no todos— de los países del norte de Europa
donde sólo se produce una ligera reducción del
horario laboral después de haber llevado a cabo
la carga de cuidados.

Además de prestaciones económicas, algunos
países han adoptado iniciativas para mejorar las
condiciones laborales de los cuidadores informa-
les, reducir el estrés y los riesgos de sufrir dete-
rioros de salud, y mejorar la calidad de la asis-
tencia prestada (por ejemplo Australia, Dinamarca,
Finlandia, Francia, Alemania, Irlanda, Luxembur-
go, Holanda, Polonia, Suecia, Reino Unido y Esta-
dos Unidos). Esfuerzos en este sentido incluyen
la provisión de servicios de respiro, lo que permi-
te a los trabajadores de CLD un descanso tem-
poral al proporcionar un cuidador sustituto o alo-
jamiento alternativo para los que reciben la
asistencia y ofrecerles atención socio-psicológi-
ca. En Luxemburgo, por ejemplo, los beneficia-
rios de la asistencia reciben una ayuda asisten-
cial adicional para pagar un sustituto durante tres
semanas cada año junto con una estancia tem-
poral financiada en una residencia; en el Reino
Unido se dispone de centros de día y servicios
asistenciales para estancias cortas en residen-
cias. En Australia, el Programa Comunitario de
Ayuda a Domicilio ofrece orientación, intercambio
de información y representación (Keefe y cols.,
2005), mientras en Suecia, los familiares con dis-
capacidades severas pueden acceder a terapia
en grupo (Huber y cols., 2006). Además, en algu-
nos países los cuidadores familiares pueden bene-
ficiarse de formación para desarrollar técnicas de
cuidados y aprender cuidados paliativos (Ferry
and Weber, 2005). Por otra parte, algunos esta-
dos de Estados Unidos ofrecen formación, ade-
más de ayuda, orientación, descanso y otros ser-
vicios complementarios (Keefe y cols., 2005).

No parece que exista suficiente apoyo no eco-
nómico para cuidadores informales, lo que impli-
ca que su aportación no está plenamente reco-
nocida. Por ejemplo, en Holanda no se dispone
fácilmente de asistencia de servicios de respiro;
en Polonia sólo existen unidades de respiro en las
residencias públicas de las grandes ciudades,
pagándose los servicios a título privado (Huber y
cols., 2006).

2.2.3. Mejoras en coordinación asistencial

La provisión de CLD se realiza en diversos
lugares (por ejemplo residencias asistidas, ayuda
a domicilio e instalaciones residenciales comuni-
tarias) y utiliza diferentes tipos de profesionales
(por ejemplo trabajadores sociales, enfermeras,
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trabajadores no cualificados formales y no for-
males, fisioterapéutas y, en menor grado, médi-
cos), mientras la financiación, organización y pro-
visión de servicios de CLD se llevan a cabo de
modo fragmentario a caballo entre varias admi-
nistraciones (OECD, 2005; Hofmarcher and Oxley,
2006), lo que da pie a una mala coordinación y
al uso ineficiente de recursos dentro del sector y
con el sistema de salud pública. Para hacer fren-
te a estas dificultades, algunos países (por ejem-
plo Japón, Suecia, Reino Unido y algunas pro-
vincias y territorios canadienses) asignan gestores
asistenciales o equipos de evaluación para pla-
nificar y coordinar servicios de CLD dirigidos a
beneficiarios con múltiples necesidades, y para
mejorar la comunicación entre los varios provee-
dores y receptores de asistencia (OECD, 2005).
En cuanto a la medicina geriátrica, se ha produ-
cido una tendencia hacia la formación interdisci-
plinar (Hall and Weaver, 2001). En Estados Uni-
dos, por ejemplo, los programas de estudio de
las facultades de medicina han empezado a poner
el énfasis en los cuidados paliativos y terminales
con el fin de concienciar a los profesionales médi-
cos respecto al trabajo interdisciplinar en equipo
y la importancia de la comunicación efectiva (Ins-
titute of Medicine, 2008). Además, algunos paí-
ses han empezado a reconocer la importancia
de los recursos a nivel de la comunidad para la
mejora de la coordinación entre servicios socia-
les y sanitarios en los CLD. Se han implementa-
do nuevos modelos de gestión de enfermedades
en Estados Unidos, Alemania y Reino Unido que
ponen el énfasis en la utilización de recursos
comunitarios para suplir carencias en la asisten-
cia y cobertura ofrecida por el sistema sanitario
y el sector de CLD.

La mejora de la coordinación entre el sector de
CLD y el sanitario ha sido identificada como un
campo de acción clave para mejorar la eficiencia
y la relación precio-calidad, pero no se sabe toda-
vía el potencial que tiene para reducir la demanda
de trabajadores de CLD.

2.3. La reducción de la necesidad 
de trabajadores de CLD y la mejora 
de la productividad del sector

Se puede aliviar la demanda de trabajadores de
CLD reduciendo su necesidad y mejorando su pro-
ductividad. A tal fin, se han adoptado varias estra-
tegias, por ejemplo, la redefinición de modelo mixto
asistencial, el énfasis en el papel de las tecnolo-
gías informáticas y de la comunicación (TIC) y la
mejora de la gestión del autocuidado.

2.3.1. La redefinición de la combinación 
de destrezas y tareas

En varios países de la OCDE ha habido algu-
nos intentos de reorganizar las tareas a realizar
de tal modo que las tareas más sencillas corres-
pondan a los trabajadores menos cualificados o
las funciones de provisión de asistencia asocia-
das tradicionalmente con la asistencia médica se
amplíen. Por ejemplo, en Holanda se ha definido
una nueva categoría profesional, la de ayudante
asistencial, en el año 2000, con el fin de satisfa-
cer la demanda de cuidadores. Corresponde a
esta categoría de trabajadores prestar servicios
en casos de menor complejidad y, sobre todo,
hacerse cargo de las tareas domésticas y las acti-
vidades instrumentales de la vida diaria; de este
modo se permite que los trabajadores más cua-
lificados se centren en tareas más especializadas
(Korczyk, 2004). En varios estados de Estados
Unidos se ha modificado la división de funciones
entre enfermeras y ayudantes de enfermería, de
tal manera que éstos realicen tareas que antes
realizaban aquéllas, por ejemplo la administración
de medicamentos, el cuidado de heridas y la sus-
titución de catéteres (Stone and Wiener, 2001;
Kane, 1997).

Puede que estas estrategias resulten costosas
puesto que los cambios en la división de compe-
tencias pueden conllevar modificaciones norma-
tivas y formación adicional. Debido a la poca evi-
dencia disponible, no se conoce el impacto en
términos de eficacia de estas estrategias sobre el
reparto y la gestión de recursos.

2.3.2. ¿Tienen las TIC algún papel 
en la asistencia a largo plazo?

La utilización de las TIC —por ejemplo, la tele-
medicina y los historiales médicos electrónicos—
en la asistencia a largo plazo ofrece oportunida-
des adicionales de abordar la demanda de traba-
jadores de CLD, a la vez que aporta a las perso-
nas mayores y discapacitadas más autonomía en
su vida diaria. También las TIC pueden utilizarse
para mejorar la eficiencia de la organización de los
servicios formales de asistencia.

A pesar de estas posibles ventajas, la intro-
ducción de las TIC en las instituciones asisten-
ciales ha sido lenta debido a la necesidad de for-
mación, los altos costes de arranque asociados
con hardware e infraestructuras, y reticencias ante
el intercambio de datos y los cambios estructu-
rales (Cherry y cols., 2008; Loader y cols., 2008).
Además, la población mayor, que representa la
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mayoría de los beneficiarios de asistencia, no sue-
len ser usuarios habituales de las TIC aunque apre-
cien su importancia (Selwyn, 2004). Para que las
TIC sean relevantes para la asistencia a largo 
plazo hace falta que sean más fáciles de manejo
y mejor adaptadas a las necesidades de los usua-
rios. Por otra parte, está pendiente de evaluación
la relación coste-eficacia de las TIC para la asis-
tencia a largo plazo.

2.3.3 La promoción del autocuidado 
y el envejecimiento saludable

Un análisis de las recientes políticas de enve-
jecimiento de los países OCDE (Oxley, 2008) resal-
ta la importancia de políticas dirigidas a una mejor
autoasistencia a través de una mayor alfabetiza-
ción sanitaria —es decir, la capacidad de acce-
der y utilizar información sanitaria para la toma de
decisiones adecuadas de salud— y a mejoras en
estilos de vida a través de la actividad física, el
abandono del tabaco y el consumo reducido del
alcohol. Unos pocos estudios demuestran que la
promoción de la salud y la prevención de enfer-
medades pueden reducir las necesidades asis-
tenciales entre colectivos de personas mayores
(Li y cols., 2002, 2005; Wolf y cols., 1996).

En este sentido, algunos países tratan de
implementar iniciativas en promoción de la salud
y delegan las tareas básicas a los propios bene-
ficiarios de asistencia, fomentando una mayor
autonomía en las vidas de la gente mayor y de
las personas discapacitadas en el hogar. Por
ejemplo, en Estados Unidos, agencias guberna-
mentales y organizaciones profesionales han
desarrollado recomendaciones para la promoción
de la salud y la prevención de enfermedades entre
la población mayor, además de fomentar la acti-
vidad física, el abandono del tabaco y el control
del sobrepeso (Fields and Nicastri, 2004). Se sabe
que las herramientas imprescindibles para apo-
yar la autogestión se componen de educación
sobre las dosis y los efectos secundarios de los
tratamientos, apoyo psicológico, métodos de eva-
luación del progreso y asiduidad, y la activación
mediante la toma de decisiones en colaboración
con el beneficiario (Bodenheimer y cols., 2002).
Según un estudio canadiense de la comunicación
asistencial enfocada al paciente, mejoras en el
estado de salud y la percepción que tuvieron los
pacientes de la asistencia fueron acompañadas
por una reducción en el número de casos referi-
dos y pruebas diagnósticas (Stewart y cols.,
2000). Por otra parte, algunos países apoyan la
vida autónoma de la gente mayor en su propia

casa. Aparatos como detectores de movimiento y
mandos a distancia pueden contribuir a que per-
sonas mayores y con discapacidad puedan ser
más independientes en su vida diaria, a la vez que
reducen la necesidad de apoyo por parte de cui-
dadores formales o informales. En Australia, por
ejemplo, se ofrece un subvención para modifica-
ciones arquitectónicas —tales como la instalación
de rampas de acceso y barandillas para apoyarse
y el ensanchamiento de portales, sobre todo para
personas mayores que están reponiéndose de una
enfermedad o accidente (Department of Health and
Ageing, 2006)—. Se sabe que la alfabetización sani-
taria decae con la edad (Baker y cols., 2000; Scott
y cols., 2002); puede que la promoción de prácti-
cas saludables desde edades más tempranas
tenga resultados más duraderos (Oxley, 2008).

3. Conclusión

Este estudio ha presentado diferentes plantea-
mientos dirigidos a atraer y retener trabajadores de
CLD, además de mejorar la gestión y asignación de
mano de obra en el ámbito de la atención a las situa-
ciones de dependencia en los países OCDE, y ha
abordado los retos relacionados con cada opción
política. Algunos países, en concreto países del norte
de Europa, han llevado a cabo planteamientos
exhaustivos para mejorar la calidad y sostenibilidad
de cuidadores formales e informales; otros, en cam-
bio, han quedado atrás a la hora de tomar accio-
nes coordinadas y sostenidas. Sin embargo, datos
relativos a la efectividad, sobre todo la relación coste-
efectividad, escasean, lo que hace difícil la identifi-
cación de un conjunto de políticas que garanticen
la provisión de un número suficiente de trabajado-
res de CLD con una formación adecuada que al
mismo tiempo contribuyan a contener los costes.
Se necesitan más esfuerzos para evaluar esta estra-
tegias con el fin de que los países sean capaces de
abordar de manera adecuada el problema de la
fuerza de trabajo de los trabajadores de CLD debi-
damente y al mismo tiempo satisfacer la demanda
creciente de cuidados de larga duración.�

NOTAS

(*) Los autores trabajan para la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económico, pero las opiniones expre-
sadas en este artículo corresponden exclusivamente a sus
autores; no son las de la OCDE ni las de los países miem-
bros. Los autores asumen toda responsabilidad ante cual-
quier error. El artículo parte de la base de un trabajo publi-
cado primero en «OECD Health Working Paper, núm. 44,
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The Long-Term Care Workforce: Overview and Strategies
to Adapt Supply to a Growing Demand», escrito por Rie
Fujisawa y Francesca Colombo (2009).

(1) Las enfermeras necesitan aprobar el examen en un plazo
de tres años; el plazo para cuidadores en Japón es de
cuatro años (Ministry of Health, Labour and Welfare,
2008a).

(2) A partir de septiembre de 2008, ayudantes asistenciales
y cuidadores a domicilio han de ganar al menos GBP 8.8
a la hora después de restar los costes de alojamiento,
comidas y otros, y los cuidadores estables deben tienen
que ser considerados como mínimo en el nivel 3 del
Marco Nacional de Calificaciones (Home Office, 2008).
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RESUMEN

Ante la creciente demanda de trabajadores de cuida-
dos de larga duración (CDL a partir de ahora) las políticas
de los países de la OCDE tratan de conseguir tres objeti-
vos principales mediante distintos paquetes de medidas:

— Primero: Con el fin de ampliar el número de traba-
jadores de CLD, por un lado se han desarrollado progra-
mas de formación y de estructuración profesional para
hacer más atractivo el trabajo asistencial para personas
en situación de dependencia y, por otro, se han contrata-
do trabajadores de CLD en colectivos habitualmente inac-
tivos o con escasa presencia en el mercado laboral. Ade-
más, algunos países han implementado políticas que
facilitan la contratación de trabajadores no cualificados
como trabajadores de CLD.

— Segundo: Con el fin de lograr un mayor rendimien-
to de la mano de obra disponible, se ha intentado aumen-
tar la tasa de retención entre los trabajadores de CLD a tra-
vés de una mejora de los beneficios económicos y no
económicos, a la vez que proporcionar ayudas para cui-
dadores familiares e informales mediante prestaciones eco-
nómicas y técnicas.

— Tercero: También se ha tratado de paliar la necesi-
dad de trabajadores de CLD a través de, por ejemplo, el
uso de las tecnologías informáticas y de la comunicación
aplicadas a la dependencia, tales como la telemedicina y
los historiales médicos electrónicos, y políticas de promo-
ción del envejecimiento saludable y el autocuidado.

Sin embargo, estas estrategias conllevan costes y retos,
y son necesarios esfuerzos adicionales para asegurar la
provisión de suficientes trabajadores de CLD con forma-
ción adecuada sin que los costes asociados se disparen.

Palabras clave: Mercado de trabajo, Cuidados de larga
duración (CLD), Rotación empleo, Trabajadores inmigran-
tes, Formación, Apoyo informal, Coordinación sociosani-
taria, Políticas de protección a la dependencia.
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Empleo y atención 
a la dependencia

1. Introducción

La atención a las personas en situación de
dependencia y la promoción de su autonomía
personal constituye uno de los principales retos
de la política social de los países desarrollados.
El reto no es otro que atender las necesidades
de aquellas personas que, por encontrarse en
situación de especial vulnerabilidad, requieren
apoyos para desarrollar las actividades esencia-
les de la vida diaria (levantarse de la cama, asear-
se, comer, etc.), alcanzar una mayor autonomía
personal y poder ejercer plenamente sus dere-
chos de ciudadanía.

Gran parte de las situaciones de dependencia
se derivan del progresivo aumento de la espe-
ranza de vida de la población española, lo que ha
dado lugar a un incremento sostenido de las per-
sonas de edades avanzadas. Pero, además, exis-
te otro tipo de situaciones de dependencia por
razones de enfermedad y otras causas de disca-
pacidad o limitación, que se ha incrementado en
los últimos años por las mejoras en las tasas de
supervivencia de determinadas enfermedades cró-
nicas y alteraciones congénitas y, también, por
las consecuencias derivadas de los índices de
siniestralidad vial y laboral.

En el año 2005 existían en España 1.125.190
personas cuyas discapacidades llevaban a carac-
terizarlas como dependientes (no toda persona
discapacitada es dependiente), 194.508 de las
cuales presentaban gran dependencia y, por su
pérdida total de autonomía, necesitaban la pre-
sencia continua de un cuidador. Para el año 2020
se espera que el número de dependientes ascien-
da a 1.496.226 personas, 277.884 de ellos con
gran dependencia (IMSERSO, 2005a).

Tradicionalmente, la atención a las personas
dependientes se realizaba, sobre todo, en el seno
familiar, recayendo fundamentalmente en las muje-
res (que representan el 83% de los cuidadores
familiares) y que, en la mayoría de los casos, se
veían imposibilitadas para participar activamente
en el mercado laboral (sólo el 20% de los cuida-
dores tiene un empleo). De esta forma, los hoga-
res, al hacerse cargo del cuidado informal de las
personas dependientes, asumen una considera-
ble carga de esfuerzo personal y económico [véan-
se López Casasnovas y cols. (2005) e IMSERSO
(2005b)], que es especialmente importante en el
caso de las mujeres que ven truncados sus pro-
yectos vitales y profesionales.

Sin embargo, los nuevos patrones sociales y de
participación activa de hombres y mujeres, las ten-
dencias hacia la conciliación, etc., han puesto en
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cuestión la viabilidad de este modelo de cuidados
informales basados en la mujer inactiva y han hecho
necesario prever y organizar los recursos que la
sociedad, en su conjunto, y los individuos, cre-
cientemente, habrán de aplicar a la atención de sus
necesidades debidas a la dependencia. En efec-
to, mientras que la evolución de la tasa de depen-
dencia de las personas de 65 y más años en pro-
porción de las de 16 a 64 (que multiplicará por tres
o por cuatro) incrementará las necesidades de aten-
ción a los dependientes, tanto los cambios en la
estructura familiar (proliferación de familias mono-
parentales, desmembración y reducción de los
núcleos familiares y movilidad geográfica) como el
nuevo papel de la mujer (deja de permanecer en el
hogar dedicada en exclusividad a las tareas domés-
ticas y participa activamente en el mercado de tra-
bajo) supondrán menores posibilidades de las fami-
lias para la producción doméstica e informal de
cuidados a las personas dependientes.

La atención a la dependencia por parte de las
administraciones públicas se prestaba hasta el año
2006 desde el sistema sanitario y desde el ámbi-
to de los servicios sociales, siendo su cobertura
claramente insuficiente y con importantes diferen-
cias tanto entre comunidades autónomas como
entre el medio rural y el urbano. En efecto, única-
mente el 3,5% de las personas mayores de 65
años contaban con un servicio de ayuda a domi-
cilio, el 2,84% con teleasistencia, el 3,86% con
una plaza en una residencia y el 0,54% en un cen-
tro de día. Estas tasas de cobertura eran clara-
mente inferiores a las observadas en el resto de
países europeos.

Es por ello que en el año 2006 culminó un pro-
ceso legislativo encaminado a implantar y desa-
rrollar en España un nuevo sistema formal de pro-
tección a las personas con dependencia y a sus
familias, dando un paso adicional en la profundi-
zación del Estado del bienestar y en la mejora de
la calidad de vida de los ciudadanos. En noviem-
bre de dicho año, el Congreso de los Diputados
aprobó la Ley de Promoción de la Autonomía Per-
sonal y Atención a Personas en Situación de
Dependencia, que contempla la constitución del
Sistema de Autonomía y Atención a la Depen-
dencia (SAAD), cuya puesta en marcha abre la
oportunidad de crear infraestructuras para la aten-
ción a los dependientes y generar empleo.

La construcción de las infraestructuras espe-
cializadas para la atención a la dependencia, desde
residencias hasta centros de día, pasando por el
suministro de los equipamientos especializados
de estas unidades físicas, una serie de sectores
productivos pueden verse beneficiados por los

desarrollos que impone la Ley de Dependencia.
Por otra parte, los prestadores de los servicios en
dichos centros o a domicilio deberán surgir bien
de entre las filas de los actuales cuidadores infor-
males, tras el oportuno adiestramiento y capaci-
tación, bien de las instancias formativas regula-
res, que deberán adaptarse convenientemente.
No debe pensarse que los empleos generados
como consecuencia de la creación del marco for-
mal y normativo que representa la Ley de Depen-
dencia serán necesariamente poco especializa-
dos, aunque, en general, no será necesaria una
formación muy prolongada para desempeñarlos.
Ello implica oportunidades laborales para perso-
nas con cualificaciones bajas o medias, quienes
podrán seguir procesos de formación especiali-
zada sin incurrir en costes de adaptación espe-
cialmente elevados.

De acuerdo con las recomendaciones de la
Comisión Europea en los informes solicitados para
diversas Cumbres sobre el Empleo, el incremen-
to en las tasas de ocupación en el futuro debe con-
seguirse en Europa sobre todo en el sector servi-
cios (sanidad, servicios sociales, educación,
turismo, hostelería, distribución y servicios a las
empresas). En relación con los servicios sociales
y sanitarios, algunos países de la Unión Europea
ya han puesto en marcha sistemas nacionales de
apoyo a la dependencia similares al SAAD.

2. Oportunidades y retos

Aun cuando el progresivo envejecimiento
europeo supone importantes retos económicos,
también ofrece nuevas oportunidades. Por una
parte, el informe Kok sugiere que el envejecimiento
podría hacer que el crecimiento potencial anual
del producto nacional bruto en Europa pasase 
del 2-2,25% actual al 1,25% en 2040 (European
Communities, 2004), afectando significativamen-
te al espíritu emprendedor y a la iniciativa global
de las sociedades europeas. Por otra parte, otros
estudios sostienen que el cuidado de las perso-
nas dependientes y la promoción de su autono-
mía personal representan un sector económico
con un importante potencial de crear empleo. Así,
por ejemplo, según Accenture y The Lisbon Coun-
cil (2005), este sector podría generar 3,5 millones
de puestos de trabajo en la Unión Europea duran-
te los próximos cinco años, siendo el segmento
que presenta un mayor potencial de dinamismo
laboral. Este hecho es especialmente relevante
dada la baja propensión europea a la creación de
empleo, ya que cuando la producción agregada
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de los veinticinco países aumenta en un 1%, el
empleo se incrementa únicamente en un 0,29%,
frente al 0,41% que se obtiene en los Estados Uni-
dos, con el agravante de que el crecimiento de los
EE.UU. es sistemáticamente mayor que el de la
UE, debido también a un mayor crecimiento de la
productividad.

Dado el estado actual y las tendencias futuras,
es posible que el mercado de trabajo no sea capaz
de adaptarse al aumento de la demanda de traba-
jadores en este sector, por lo que el cuidado de las
personas dependientes y la promoción de su auto-
nomía personal representan un sector económico
con un importante potencial de crear empleo. Si
bien puede decirse que no parece que existan ten-
siones importantes en su segmento de cualifica-
ciones bajas y medio-bajas por el momento o a
medio plazo, sí que parece que existan posibles
problemas de cualificaciones medio-altas específi-
cas de los potenciales trabajadores de este sector.

Tal como se aprecia en el gráfico 1, los datos
de la Encuesta de Población Activa (EPA) mues-
tran que el empleo en el sector de servicios socia-

les viene aumentando desde hace más de una
década, habiéndolo multiplicado por cuatro desde
1995. Este dinamismo se redobla en 2006, coin-
cidiendo con las expectativas creadas en torno
al debate parlamentario sobre el SAAD y se con-
solida con la progresiva puesta marcha del nuevo
marco institucional. Cabe señalar que el leve retro-
ceso registrado en el año 2008 en este ímpetu
en la creación de empleo en este sector proba-
blemente se deba a los cambios metodológicos
introducidos en la EPA. Paralelamente a esta 
evolución del empleo, el número de parados se
reduce desde 2004 a 2007 y, en un contexto de
fuerte recesión, no experimenta un crecimiento
notable para los trimestres de 2008 y 2009 para
los que se cuenta con información estadística
desagregada.

Como complemento de estos datos cabe se-
ñalar que, según el INE, entre el primer trimes-
tre de 2008 y el segundo de 2009 se perdieron
1,46 millones puestos de trabajo. Sin embargo,
en el sector de actividades sanitarias y de servi-
cios sociales, se crearon 119.000 empleos. De

GRÁFICO 1
EVOLUCIÓN DEL EMPLEO Y PARO EN SERVICIOS SOCIALES
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Fuente: Rodríguez Cabrero (2009) a partir de datos de la EPA.
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éstos, un 54,44% de las ocupaciones se gene-
raron en actividades sanitarias, un 27,30% en asis-
tencia en establecimientos residenciales y un
18,26% en actividades de servicios sociales sin
alojamiento.

Asimismo, tal y como ilustra el gráfico 2, el cre-
cimiento trimestral del empleo en el sector de acti-
vidades sanitarias y de servicios sociales ha sido
superior al del total de la economía. En efecto,
mientras que la caída media trimestral en el empleo
total de la economía española era del 1,46%, la
ocupación en las actividades sanitarias creció en
un 1,55%, en asistencia en establecimientos resi-
denciales un 3,34% y en actividades de servicios
sociales sin alojamiento un 2,87%.

En España, y en relación a la oferta de profe-
sionales cualificados, se constata una preocupa-
ción por la escasez de profesionales de atención
directa (sobre todo sanitarios: médicos y enferme-
ras), señalándose la necesidad de reconocimiento
de su labor, sugiriéndose el establecimiento de
acuerdos con el Ministerio de Sanidad y Política

Social (responsable del SAAD) con el Ministerio de
Educación (encargado de la homologación de títu-
los) y con el Ministerio de Trabajo e Inmigración
(gestor de la contratación en origen), etcétera.

En este sentido, el cuadro 1 ofrece información
sobre el nivel de estudios de los trabajadores de
servicios sociales en 1995, 2005 y 2009. Como
se observa, ha habido un progresivo aumento en
el porcentaje de trabajadores con estudios secun-
darios en detrimento de aquellos sin estudios, pero
no se ha avanzado tanto en la participación de tra-
bajadores con estudios superiores donde se cons-
tata una notable escasez de personal.

En particular, para afrontar adecuadamente el
reto de la atención a la dependencia urge la pues-
ta en marcha de la formación profesional de tra-
bajadores en todas sus vertientes (reglada, conti-
nua, ocupacional), así como el reconocimiento de
la acreditación de la experiencia. Por último, es
necesario el desarrollo de un sistema de calidad
en el empleo, que asegure que todos los trabaja-
dores que prestan sus servicios para atender a las

GRÁFICO 2
EVOLUCIÓN DEL EMPLEO

(Tasas de variación trimestrales)
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personas en situación de dependencia lo hacen
en condiciones de seguridad, con garantía de sus
derechos laborales y con unos índices de cober-
tura válidos para realizar óptimamente su presta-
ción laboral.

Para ello es imprescindible el desarrollo de pro-
gramas de formación y capacitación de los tra-
bajadores potenciales, de manera que adquieran
los conocimientos, habilidades y destrezas nece-
sarios para prestar los servicios con la adecuada
calidad y calidez. En este sentido, sería deseable
establecer nuevas titulaciones académicas espe-
cíficamente relacionadas con la atención a los
dependientes, que revalorice a sus poseedores
de cara a la sociedad y haga más atractiva esta
salida profesional, involucrando a grupos desfa-
vorecidos en el mercado laboral (especialmente
jóvenes, parados de larga duración e inmigran-
tes) que, con la oportuna formación, puedan acce-
der a un puesto de trabajo digno. Asimismo, es
deseable mejoras sustantivas en las condiciones
de trabajo de los colectivos implicados.

Una segunda vía de actuación sería la dotación
de recursos para las políticas encaminadas a hacer
mejor uso de la capacidad de mano de obra dis-
ponible mediante una mejor organización y plani-
ficación de tareas y el uso generalizado de las tec-
nologías de la información y la comunicación (TIC)
en los cuidados a la dependencia, tales como tele-
asistencia, la televigilancia, la telemedicina y los
sistemas de apoyo de la vida independiente. Las
TIC pueden servir también para dotar de mayor
autonomía a las personas dependientes en sus
quehaceres cotidianos. Este esfuerzo, al mismo
tiempo, impulsaría decisivamente a los sectores
productores de equipos y software para tales
menesteres.

De hecho, la Comisión Europea, en sus comu-
nicados y publicaciones, viene expresando una
creciente preocupación por la provisión de servi-
cios apropiados para la atención y protección de
la población dependiente, al tiempo que es cons-

ciente de limitaciones de trabajadores adecuados
para ofrecerlos. Sin embargo, la denominada Agen-
da de Lisboa (que constituye la principal hoja de
ruta de la política económica europea para los pró-
ximos años) y en particular la Estrategia Europea
de Empleo hacen énfasis en la empleabilidad y la
formación continua como objetivos prioritarios, sin
prestar atención explícita a la dependencia.

La experiencia europea sugiere también que
tanto las administraciones territoriales (en el caso
español, comunidades autónomas, diputaciones
provinciales y forales, cabildos y consells insula-
res y ayuntamientos) como las organizaciones no
gubernamentales son agentes clave tanto en la
prestación directa o concertada de los cuidados
a las personas mayores y discapacitadas como
en la formación del personal cualificado que ofrez-
ca estos cuidados con el nivel de excelencia y de
calidez que dichas personas necesitan.

La iniciativa privada, por fin, tiene mucho que
hacer igualmente en la profundización de las opor-
tunidades de dinamización económica que pre-
senta el desarrollo de las estructuras públicas y
privadas de atención a la dependencia. Indepen-
dientemente de que su participación se produzca
en un marco de mercado estrictamente privado
de servicios de dependencia complementarios a
los garantizados por las administraciones públi-
cas, o en un marco de concertación con estas últi-
mas para la provisión de los servicios públicos de
dependencia, las empresas privadas y las organi-
zaciones del tercer sector tienen un papel que
desempeñar encuadrando a los trabajadores
encargados de la prestación directa de los servi-
cios de dependencia.

El desarrollo de un sector de la dependencia,
en definitiva, es un reto para la sociedad, pero una
oportunidad para el empleo y el desarrollo de infra-
estructuras, equipos, contenidos formativos y pro-
tocolos de calidad para la prestación de los servi-
cios, logística de transporte especializado, etc.,
que redunda decisivamente en la modernización

CUADRO 1
EVOLUCIÓN DE LA CUALIFICACIÓN DEL EMPLEO EN SERVICIOS SOCIALES

Sin estudios Primarios Secundarios Superiores

1995 6,7 23,9 39,4 30,0
2005 2,8 9,1 44,4 43,7
2009 1,6 10,0 49,7 38,6

Fuente: Rodríguez Cabrero (2009) a partir de datos de la EPA.
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del sistema de bienestar español y de una parte
no despreciable de la economía de infraestructu-
ras, industrial y de servicios asociada a dicho sis-
tema de bienestar. Estos desarrollos, por otra parte,
son imprescindibles para combinar de la manera
más eficiente posible los modelos residencial,
comunitario (centros de día) y domiciliario para la
atención de la dependencia, cuya convivencia sin
solución de continuidad es necesaria para que las
personas dependientes en una sociedad rápida-
mente cambiante como la española disfruten final-
mente de la mejor atención posible.

3. Consideraciones finales

La atención y protección a las personas en
situación de dependencia (aquellas que no se
pueden valer por sí mismas para realizar las acti-
vidades básicas de la vida diaria) supone un reto
importante para Europa, dado el creciente enve-
jecimiento de su población.

En España, mientras que tradicionalmente el
cuidado de los dependientes recae en las familias,
la implantación y desarrollo progresivo a partir del
año 2007 del Sistema de Autonomía y Atención a
la Dependencia (SAAD) establece de un nuevo sis-
tema formal de protección.

Como toda novedad, la puesta en marcha del
SAAD plantea oportunidades y amenazas. Las
oportunidades surgen porque se ha de atender a
un volumen de población que se prevé llegue en
2020 la cifra a 1,5 millones, lo que supone un
importante nicho para la creación de empleo de
calidad, estable y con formación permanente.

Se trata de un sector económico llamado a
desempeñar un papel fundamental en el empleo,
aun cuando se detecta la necesidad de promover
una oferta infraestructuras y trabajo cualificado en
un sector en auge, adoptando las medidas ade-
cuadas para aumentar el atractivo de esta orien-
tación profesional y poder así ofrecer, con calidez,
un servicio de calidad a los usuarios.

Por su parte, la atención formal a los depen-
dientes constituye una importante contribución no
sólo a la mayor participación en el mercado labo-
ral de quienes, en su ausencia, deberían mante-
nerse como, o pasar a ser, cuidadores informales,
y el consiguiente impulso a la conciliación entre la

vida familiar y laboral, sino también al desarrollo
de un relevante sector profesional, con importan-
tes derivadas de infraestructuras, industriales y de
servicios avanzados, mediante el establecimiento
de conciertos entre las administraciones públicas
y las entidades privadas o del tercer sector para
la creación de las estructuras físicas, y sus equi-
pamientos, y la prestación propiamente dicha de
los servicios de atención a la dependencia.�
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RESUMEN

En este artículo se analiza la importancia de la protec-
ción del riesgo de dependencia. Después se valora su impac-
to general en la generación de empleo en el ámbito de los
cuidados personales y se pone de manifiesto su importan-
cia en el sistema español de servicios sociales. Finalmente,
se señala la oportunidad de creación de empleo y de libe-
ración de mano de obra de las mujeres.

Palabras clave: Dependencia, Empleo, Servicios socia-
les, Prestaciones, Discapacidad.
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1. El copago de las prestaciones 
de la dependencia

La Ley de Promoción de la Autonomía Perso-
nal y Atención a las Personas en Situación de de-
pendencia (Ley de Dependencia) tiene como obje-
tivo ampliar la política pública de protección social
a todas las personas en situación de dependen-
cia. Esta ley garantiza el acceso a un conjunto de
prestaciones (servicios y prestaciones en metáli-
co) para todos los individuos que se encuentren
en situación de dependencia (1) con indepen-
dencia de su capacidad económica. Pero a la uni-
versalidad en el acceso a las prestaciones se con-
trapone la no gratuitidad en el disfrute de las
mismas. Ello implica que las prestaciones públi-
cas que reciban los usuarios no serán gratis sino
que deberán contribuir a su financiación. Copa-
go es el nombre como popularmente se conoce
a la contribución de los usuarios.

La política de copagos en los programas de ser-
vicios sociales es una práctica habitual en todos
los países de nuestro entorno aunque, como dice
Rodríguez Cabrero (2), los modelos de atención a
la dependencia son múltiples y de características
diferentes entre ellos. En nuestro país, el copago
ya se aplicaba antes de la Ley de Dependencia
aunque el volumen de recaudación era muy peque-
ño debido a las propias restricciones presupues-
tarias que hacía que sólo pudieran acceder al sis-
tema público, las personas con menores recursos
económicos. La orientación del copago cambia
cuando con la Ley de Dependencia la política de
atención a dicho colectivo pasa de ser benéfico-
asistencial a ser universal.

El copago se aplica a todas las modalidades 
de prestaciones reconocidas en la Ley de Depen-
dencia; así, el usuario paga una cuota tanto si reci-
be un servicio como una prestación en metálico
aunque la visualización es diferente en un caso u
en otro. En los servicios, el usuario debe hacer una
aportación económica a la tesorería de la Admi-
nistración pública que le presta el servicio, mien-
tras que en el caso de la prestación en metálico la
aportación del copago no se visualiza ya que el
beneficiario cobra un importe menor del máximo
estipulado por ley.

Sobre la conveniencia o no de introducir un copa-
go por el disfrute de los beneficios de la ley se han
alzado voces contradictorias. Por un lado, los auto-
res que se manifiestan a favor del copago defien-
den que es una forma de limitar la demanda al res-
ponsabilizar al individuo del coste social que supone
su consumo. Por el otro lado, las voces críticas
manifiestan que el copago es una doble tributación,
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ya que la misma renta es gravada dos veces —por
el IRPF y por la Ley de Dependencia—. Asimismo,
señalan el trato desigual de las prestaciones de la
dependencia con otras homólogas, como son los
servicios sanitarios o los servicios educativos (3),
en las que no existe el copago.

Al margen de las críticas, los defensores del
copago manifiestan que se trata de una forma de
colaboración público-privada en la que las dos
partes salen favorecidas. El Estado reduce el
importe del gasto público ya que el usuario apor-
ta una parte de la financiación y, por otro lado, el
usuario tiene garantizado el acceso a la presta-
ción, se beneficia de una rebaja del precio del ser-
vicio al pagar en función de su renta y, además,
nunca llegará a pagar la totalidad del precio por-
que éste suele estar bonificado (4) y porque exis-
te un tope (5) en la cuota a pagar.

La pregunta que emerge alrededor de la finali-
dad del sistema de copagos es ¿hasta qué punto,
se trata de lograr la responsabilidad de los usua-
rios en el coste social o se intenta alcanzar una
recaudación que permita una rebaja sustancial en
el presupuesto público? Según se desprende de
la memoria económica de la ley, el objetivo de la
política de copagos es lograr una recaudación de
ingresos que permita rebajar un tercio la factura
del coste social de las prestaciones de la depen-
dencia. Asimismo, la consideración de incluir el
patrimonio en la determinación de la capacidad
económica de la persona beneficiaria parece res-
ponder a este fin.

2. El patrimonio de los potenciales
beneficiarios

España es un país de propietarios. Este es uno
de los tópicos que caracterizan a nuestro país res-
pecto a otros países de nuestro entorno económi-
co y social. Las estadísticas muestran que más del
80% (6) son propietarios de inmuebles, de las cua-
les, casi un 70% son primera vivienda y el 30% res-
tante otros inmuebles (7). La posesión de la vivien-
da aumenta con la edad, de forma que casi el 88%
de las personas mayores de 65 años son propie-
tarios de su vivienda (ver cuadro 1).

Asimismo, cabe destacar que hay un 35% de
personas propietarias de viviendas que poseen
más de un inmueble (ver cuadro 2).

A pesar de que en nuestro país la vivienda en
propiedad es el principal mecanismo de acumu-
lación de riqueza, hasta el momento dicho activo
apenas es utilizado para financiar la vejez, siendo
el deseo de las personas legar la propiedad a sus

hijos en forma de herencia (8). Existe una profun-
da y arraigada cultura a favor de la herencia, ya
que si los individuos no están sometidos a cir-
cunstancias graves o excepcionales, prefieren man-
tener el patrimonio para cederlo a los descen-
dientes. No obstante, existe una segunda opinión
de que el patrimonio puede ser un colchón en
casos de necesidad económica.

La Ley de Dependencia, atendiendo al eleva-
do porcentaje de personas mayores que son pro-
pietarios de inmuebles y al hecho de que el patri-
monio es la expresión del ahorro acumulado, lo
incorpora como ingreso no monetario para la
determinación del copago en las prestaciones de
la dependencia. De esta forma, la capacidad eco-
nómica del beneficiario se verá incrementada por
el valor de una renta hipotética que implicará un
incremento del importe del copago. Concreta-
mente, la Resolución del Consejo Territorial de
2/12/2008, dice que la imputación de la renta pro-
cedente del patrimonio se calculará sobre el valor
del patrimonio neto, a razón del 5% si el individuo

CUADRO 1
HOGARES SEGÚN EL RÉGIMEN DE TENENCIA 

DE LA VIVIENDA PRINCIPAL
(En porcentaje)

Propiedad Alquiler Cesión

Total 82,8 10,7 6,5

De 16 a 29 años 61,9 26,1 12,0
De 30 a 44 años 79,3 12,9 7,8
De 45 a 64 años 85,8 9,0 5,2
65 años ó más 87,7 6,9 5,4

Fuente: INE: Encuesta de condiciones de vida 2007.

CUADRO 2
NÚMERO DE TITULARES DE BIENES INMUEBLES

SEGÚN EL NÚMERO DE RECIBOS

Número de recibos Porcentaje de personas
por persona declarantes 2006

Un recibo 65,1
Dos recibos 21,0
Tres recibos 7,8

Cuatro recibos 3,3
Cinco o más recibos 2,8

Fuente: Catastro inmobiliario y Naredo, J. M.
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es mayor de 65 años, el 3% si su edad está com-
prendida entre 35 y 65 años y el 1% si es menor
de 35 años.

Ante la consideración de gravar el patrimonio
en las prestaciones de la dependencia surge la
reflexión de si no era mucho más solidario y efec-
tivo gravar el patrimonio a través de un impues-
to específico y general como era el impuesto
sobre el patrimonio, el cual fue suprimido en el
2008 cuando la Ley de Dependencia ya había
entrado en vigor y ya se rumoreaba sobre posi-
bles problemas de sostenibilidad al haber naci-
do sin prever una financiación adicional al res-
pecto. El impuesto sobre el patrimonio podría
haber tenido una aplicación específica en la finan-
ciación de la ley y sus dos mil millones de euros,
aproximadamente, se podrían haber destinado
a cubrir parte del gasto de la atención a la depen-
dencia (9).

2.1. El patrimonio de las personas 
de más de 65 años

La Ley de Dependencia, atendiendo al eleva-
do porcentaje de personas mayores que son pro-
pietarios de inmuebles y al hecho de que el patri-
monio es la manifestación del ahorro acumulado,
lo incorpora como ingreso no monetario como
expresión de una mayor capacidad económica
para hacer frente al copago aunque los rendi-
mientos tanto del capital mobiliario (intereses,
dividendos, rendimientos de los fondos de inver-
sión, etc.) como los del capital inmobiliario (alqui-
leres e imputaciones de renta de las segundas
viviendas no alquiladas) (10) ya han tributado en
el IRPF.

La inclusión del ingreso no monetario del patri-
monio incrementará la capacidad económica del
beneficiario. Teniendo en cuenta que, alrededor
del 80% de la población beneficiaria de las pres-
taciones de la dependencia son personas mayo-
res, es importante explorar cuál es la situación
patrimonial de los mismos.

La falta de datos estadísticos sobre los valo-
res del patrimonio se suplen con los resultados
obtenidos en un trabajo de investigación (11) que
estima resultados utilizando las declaraciones del
IRPF que figuran en la muestra de declarantes y
no declarantes del IEF-AEAT (12), a los que se
añade el patrimonio de la vivienda habitual (13)
según el valor del alquiler imputado en la Encues-
ta de condiciones de vida (14). Ello da como
resultado un patrimonio estimado por individuo
de más de 65 años de 188.000 euros, aproxi-
madamente (ver cuadro 3).

Otros trabajos referidos a la estimación del
patrimonio muestran que la cifra del patrimonio
inmobiliario medio de los hogares se cifra en
177.000 euros (15) según la Encuesta financie-
ra de las familias sobre el período comprendido
entre 2002 y 2005. La diferencia de valor entre
las dos estimaciones puede ser debida a que el
valor del patrimonio de las personas mayores de
65 años es mayor que el de las edades inferio-
res por el hecho de que en ese tramo de edad
es donde se refleja el ahorro acumulado duran-
te la vida laboral de la persona y las herencias
de sus antecesores.

Aunque no se dispone del desglose del patri-
monio de la vivienda habitual por tramos de
renta cabe suponer que su reparto se realiza de
forma similar al resto del patrimonio, en donde
el mayor volumen de patrimonio se concentra
en un porcentaje pequeño de la población. La
desigualdad se pone de manifiesto en el gráfi-
co 1, en donde se refleja que el 49% de la pobla-
ción concentra el 8% del patrimonio (tramo de
0 a 1 IPREM), otro 34% de individuos el 9% del
mismo (tramo de 1 a 2 IPREM), mientras que el
8% de la población acumula el 73% de las ren-
tas (tramo de más de 5 IPREM). Las capas
medias de la población, un 9% concentra, el
11% de la riqueza.

En la valoración de la capacidad económica
según la Ley de Dependencia, el valor de la vivien-
da habitual sólo afectará a un pequeño porcen-
taje de la población —15% aproximadamente—
ya que los beneficiarios que estén en sus domi-
cilios no se les imputará el mismo, así como los
que aunque vivan en una residencia tenga fami-
lia dependiente económicamente del beneficiario
residiendo en la misma.

CUADRO 3
VALOR ESTIMADO DEL PATRIMONIO MEDIO 

POR PERSONA DE MÁS DE 65 AÑOS

En euros En porcentaje

Patrimonio medio mobiliario 46.528 25
Patrimonio inmobiliario
(otros inmuebles) (1) 39.776 21

Patrimonio inmobiliario
(vivienda habitual) (2) 102.422 54

Total patrimonio 188.726 100

(1) Datos año 2004 actualizados al 2006
(2) Encuesta condiciones de vida. Datos año 2006.
Fuente: Elaboración propia.
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3. Los problemas de identificación 
y valoración del patrimonio en 
las prestaciones de la dependencia

La inclusión del patrimonio arrastra numerosos
interrogantes, entre ellos, el relativo a la identifi-
cación y declaración de los bienes objeto del
mismo. Según la resolución citada, el patrimonio
incluye todos los bienes que sean titular del bene-
ficiario, que tengan una vida útil superior a un ejer-
cicio y con un cierto valor de acuerdo con la nor-
mativa del impuesto sobre el patrimonio. Ello
implica que se deberá tener en cuenta no sólo los
bienes inmuebles sino también los bienes mue-
bles y aquellos otros de valor relevante.

La identificación del patrimonio es el primer pro-
blema que se presenta al no existir declaracio-
nes fiscales y por la dificultad de detectar ciertos
patrimonios como, por ejemplo, los depositados
en sociedades patrimoniales o aquellos que no
constan en ningún registro (obras artísticas de valor,
colecciones, antigüedades, joyas, etc.). Ello impli-
ca que la identificación del patrimonio se funda-
mentará en la declaración del individuo y que la

ocultación total o parcial de los mismos compor-
tará problemas de equidad, perjudicando, gene-
ralmente, a los que tienen patrimonios bajos.

Otro de los problemas es la valoración del patri-
monio. Este es uno de los aspectos más oscuros
de la Ley. La Resolución de 2/12/2008 indica que
se considerará el patrimonio neto, pero no se espe-
cifica si ese valor corresponderá al que resulte de
aplicar las normas de valoración del impuesto
sobre el patrimonio en su conjunto o no se tendrá
en cuenta dicho límite.

Si la respuesta fuese afirmativa, sólo se consi-
derarían aquellos patrimonios netos cuya cifra
superasen los 108.182,18 euros (año 2007), en
cuyo caso quedarían excluidos la mayoría de los
patrimonios, teniendo en cuenta que sólo un 10%,
aproximadamente, de los contribuyentes del IRPF
estaban obligados a presentar la declaración del
impuesto sobre el patrimonio. En cambio, no se
intuye que el legislador quiera aplicar la normativa
del impuesto en sentido estricto, a tenor de que
una de las razones para incluir el patrimonio es el
objetivo de incrementar la capacidad económica
de los beneficiarios para aumentar los copagos.

GRÁFICO 1
ESTRUCTURA DEL PATRIMONIO SEGÚN TRAMOS DE RENTAS
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Especialmente confuso resulta conocer cuál es
la normativa que debe aplicarse en la valoración
de la vivienda habitual del beneficiario, ya que la
Resolución de 2/12/2008 no entra en detalles remi-
tiendo a la normativa general del impuesto sobre
el patrimonio. De acuerdo con ésta, la vivienda
habitual estaba exenta de tributar cuando su valor
no superara los 150.253,02 euros (año 2007). Si
esta norma es la que debe regir en el cálculo de
los copagos implicaría que la mayoría de la pobla-
ción beneficiaria no debería incluir su vivienda habi-
tual como patrimonio porque su valor no alcanza
dicha cifra, lo cual significaría reducir notablemente
las expectativas de incrementar la recaudación de
los copagos prevista.

Otro aspecto difícil de entender es por qué la 
ley considera la vivienda habitual como un objeto
de quita y pon según la persona viva en el domi-
cilio, en cuyo caso no se deberá incluir como patri-
monio, o según viva en una residencia, en cuyo
caso, sí se debe tener en cuenta. En este caso
cabe preguntarse cuál es el objetivo del legislador,
¿gravar el patrimonio o gravar los rendimientos
patrimoniales? Si el objetivo es gravar el patrimo-
nio considerándolo como una capacidad futura de
obtener liquidez, entonces no es lógico que el legis-
lador discrimine en función de la residencia del
beneficiario porque en ambos casos tienen la
misma. Si el objetivo es gravar los rendimientos,
éstos ya han sido gravados en el IRPF. Además,
el objetivo de garantizar un mayor volumen de renta
cuando se vive en el domicilio que cuando se vive
en una residencia se obtiene a través de eximir del
copago un importe de renta mayor como garan-
tía de ingresos.

La problemática de incluir el patrimonio en la
determinación del copago se extiende más allá del
patrimonio inmobiliario ya que también afecta al
patrimonio mobiliario (fondos de inversión, valo-
res, participaciones, etc.). La valoración de dicho
patrimonio es objeto de fluctuaciones, especial-
mente, en tiempos de crisis económica, en el que
el valor de los activos varía de forma sustancial de
un año respecto a otro. Ello lleva a considerar que
la valoración de los activos mobiliarios es objeto
reservado a especialistas en la materia por las difi-
cultades técnicas implícitas en la mecánica del
IRPF y, por otro lado, que la variabilidad de los
mercados financieros hace necesario la valoración
periódica de dichos activos ya que ello afecta a la
cuota. Ello implica que se debería actualizar el
importe de los copagos anualmente.

La inclusión del patrimonio para el copago va a
generar un incremento de la burocracia conside-
rable. Por un lado, el hecho de no disponer de una

declaración a Hacienda como es el caso del IRPF
hace más difícil su gestión porque se deberá con-
fiar en que el solicitante aporte toda la documen-
tación acreditativa de la valoración de su patrimo-
nio. Por otro lado, se deberá realizar un control
efectivo de los cobros y las posibles deudas que
se generen para poderse resarcir de ellas cuando
el titular fallezca. Además, todo este proceso se
deberá repetir anualmente porque, tal como se ha
dicho, el valor del patrimonio está sujeto a los vai-
venes de la economía, y su valoración y el impor-
te del copago correspondiente puede variar de
forma importante de un ejercicio a otro.

En definitiva, la consideración del patrimonio en
la valoración de la capacidad económica del bene-
ficiario puede arrojar más costes que beneficios si
tenemos en cuenta la burocracia que acarreará su
identificación, valoración, seguimiento y control del
copago. Todo ello unido a que el incremento en la
capacidad económica no siempre va acompaña-
da de una mayor disponibilidad en efectivo. Así, a
pesar de que el individuo tenga una mayor capa-
cidad económica, en cambio puede no tener efec-
tivo suficiente para pagar las cuotas de las pres-
taciones. En este caso, se trata de conocer cuál
será la postura de la Administración para hacer
efectivas las cuotas. ¿Deberá la persona vender
patrimonio? ¿Deberá hipotecarse? ¿La Adminis-
tración actuará como acreedor sobre el patrimo-
nio cuando éste fallezca? La ley no dice el proce-
dimiento que la Administración deberá utilizar. Se
supone que cada comunidad autónoma actuará
según sus usos y costumbres.

5. El impacto del patrimonio en las rentas 
y en el copago

El principio del mecanismo del copago, según
la normativa de la Ley de Dependencia, responde
al principio de equidad en cuanto que el usuario
paga según su capacidad económica. Cabe espe-
rar que la inclusión del patrimonio incrementando
la renta de la persona responda también a dicho
principio haciendo pagar más a quien tiene un patri-
monio mayor. Llegados a este punto cabe pre-
guntarse ¿cuánto incrementa la recaudación de
los copagos por la consideración del patrimonio?
¿Es equitativo el incremento de la recaudación?

Teniendo en cuenta el debate existente sobre
la efectividad de incluir el patrimonio en la deter-
minación del copago, se procede a mostrar los
resultados del impacto del patrimonio en las ren-
tas y en las cuotas de los beneficiarios según las
dos alternativas —sin y con patrimonio—.
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La cuota a pagar por el beneficiario es el resul-
tado de aplicar al gravamen (16) a la capacidad
económica del usuario, la cual se compone de la
renta y la imputación del patrimonio. No obstan-
te, hay una limitación en la inclusión de la vivien-
da habitual ya que ésta sólo se tendrá en cuen-
ta cuando el beneficiario vaya a una residencia y
no se tendrá en cuenta cuando reciba una pres-
tación que le permita continuar viviendo en el
domicilio, por ejemplo, un centro de día o un ser-
vicio de ayuda a domicilio. También se prevén
casos excepcionales para no tener en cuenta la
vivienda habitual aunque el beneficiario vaya a
una residencia. Este es el caso de que la perso-
na tenga cónyuge o pareja de hecho, ascen-
dientes, hijos menores de 25 años o hijos mayo-
res de 25 años en situación de discapacidad,
siempre que continúen viviendo en el domicilio y
dependan económicamente del beneficiario.

Teniendo en cuenta el debate existente sobre
la efectividad de incluir el patrimonio en la deter-
minación del copago, se procede a mostrar los
resultados de la simulación entre las dos alter-
nativas —sin y con patrimonio—. La falta de
datos estadísticos sobre los importes de los
copagos se ha suplido con los resultados obte-
nidos por la autora en un trabajo de investiga-
ción (17) que estima dichos datos utilizando las
declaraciones del IRPF que figuran en la mues-
tra de declarantes y no declarantes del IEF-AEAT
(18). La estimación del patrimonio de los indivi-
duos se realiza de acuerdo con los rendimientos
del patrimonio mobiliario e inmobiliario declara-
do por los individuos en las declaraciones del
IRPF (19). A continuación se muestran algunos
de los resultados del estudio.

La inclusión del patrimonio no tiene repercusión
en las rentas altas porque el copago ya alcanza el
importe máximo permitido según el tope antes de
considerar el patrimonio. Así, el impacto del patri-
monio lo soportan las rentas bajas y medias. En
el ejemplo se muestra que, en el caso de un ser-
vicio residencial, la variación en la cuota es del 18%
en las rentas bajas (entre 0 a 1 vez el IPREM) y,
entre el 7% y el 9% en las rentas medias (entre 1
y 4 veces el IPREM), lo cual contrasta con el incre-
mento cero de las capas altas (más de cinco veces
el IPREM). Asimismo, en el caso del centro de día,
el incremento en la cuota de las personas con ren-
tas bajas es del 14% y, en las capas medias, entre
el 2% y el 6%, lo cual contrasta con el incremen-
to cero de las rentas elevadas (ver cuadro 4).

Los resultados muestran que el tope en la
cuota (20) es un factor regresivo ya que limita la
efectividad del principio de equidad de quien más
tiene, mayor ha de ser su contribución. Según
los resultados expuestos, las personas con ren-
tas de más de cinco veces el IPREM no será ne-
cesario que aporten la valoración de su patrimo-
nio porque éste no tendrá ninguna incidencia en
el incremento de la cuota. Así se pone de mani-
fiesto que el efecto redistributivo de las rentas se
logra a través de los impuestos generales y no a
través de los copagos.

Por otro lado, el incremento en la recaudación
—con y sin patrimonio— es bajo ya que la varia-
ción supone recuperar un 2% del precio del ser-
vicio en el caso de la residencia y el 1% en el cen-
tro de día (ver cuadro 5).

El bajo incremento en la recuperación del coste
incluyendo el patrimonio conduce a reflexionar
sobre la efectividad de la medida teniendo en cuen-

CUADRO 4
IMPACTO DEL PATRIMONIO EN LOS COPAGOS

(En euros/año)

Promedio De 0 a 1 De 1 a 2 De 2 a 3 De 3 a 4 De 4 a 5 Más de 5

cuota IPREM IPREM IPREM IPREM IPREM IPREM
(0-5.526) (5.526-11.052) (11052-6.578) (16.578-22.104) (22.104-27.630) (Más de 27.630)

Cuota residencia con patrimonio 5.502 1.814 5.388 9.869 13.668 14.061 14.061
Cuota residencia sin patrimonio 5.141 1.538 5.034 9.092 12.627 13.402 14.029
Variación entre cuotas (%) 7 18 7 9 8 5 0

Cuota centro de día con patrimonio 1.123 0 608 2.586 4.697 5.029 5.029
Cuota centro de día sin patrimonio 1.077 0 532 2.443 4.600 4.977 5.027
Variación entre cuotas (%) 4 0 14 6 2 1 0

Datos con precios y rentas año 2004.
Fuente: Elaboración propia.
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ta el coste elevado en burocracia, la dificultad en
cobrar las cuotas y la inequidad que puede deri-
varse de la falta de transparencia en la informa-
ción proporcionada por los individuos.

6. Reflexiones finales

El copago se ha convertido en uno de los ins-
trumentos más utilizados para corresponsabilizar
al usuario del coste de los servicios que utiliza y,
al mismo tiempo, rebajar la factura del gasto públi-
co. Lograr el equilibrio entre los dos objetivos no
es una tarea fácil. El debate se centra en buena
parte en señalar que un excesivo peso del objeti-
vo en la recaudación puede difuminar el sentido
de la corresponsabilidad, al mismo tiempo que
aumenta la burocracia del sistema poniendo en
entredicho el coste-efectividad de la medida.

Desde la perspectiva de la Ley de Dependen-
cia, el copago persigue una finalidad recaudato-
ria importante cuando el legislador prevé una
recuperación de un tercio del coste total de las
prestaciones. La inclusión del patrimonio en la
determinación de la capacidad económica persi-
gue dicha finalidad, pero los resultados muestran
que el incremento de recaudación supone entre
el 1 y el 2% respecto a la capacidad económica
sin patrimonio.

Otro de los aspectos del debate es la regresi-
vidad del impacto del patrimonio en las cuotas de
los usuarios, ya que quien soporta la carga de los
incrementos son las capas de población de renta
media y baja mientras que en las capas de renta
alta su impacto es cero. Ello parece contradicto-

rio con el principio de equidad fijado por la ley de
contribuir según la capacidad económica.

En definitiva, debería revisarse el diseño del
modelo de la determinación de la capacidad eco-
nómica del usuario reflexionando sobre la conve-
niencia de incluir el patrimonio en el copago o
rehacer el impuesto sobre el patrimonio, el cual
contribuiría a la financiación de los gastos de la
ley y su impacto redistributivo sería más solidario.
Mientras tanto sería urgente eliminar los topes en
las cuotas a pagar ya que limitan el principio de
equidad en el copago establecido en la ley.�

NOTAS

(1) La Ley reconoce la dependencia a partir de la necesidad
continuada de una tercera persona para la realización de
las actividades básicas de la vida diaria.

(2) Rodríguez Cabrero, G. (2006): La protección social a la
dependencia en España en el marco social europeo en
panorama Social, abril-junio de 2006, págs. 23-45.

(3) Los que cubren la enseñanza obligatoria y reglada.
(4) Generalmente, los precios públicos suelen ser inferiores

al precio de mercado.
(5) La Resolución 2/12/2008 determina que la cuota máxi-

ma es del 90% en casos de residencias y del 65% en el
resto de los servicios.

(6) INE: Encuesta Condiciones de vida 2007
(7) Naredo, J. M. y cols. en Patrimonio inmobiliario y balan-

ce nacional de la economía española (1995-2007),
http//habitat.aq.upm.es

(8) Font Costa, J. y cols. (2007): «La vivienda pensión y la
hipoteca inversa como fuente de financiación de los mayo-
res en España», Madrid, Portal de Mayores, Informes
Portal de Mayores, núm. 75.

CUADRO 4
RECUPERACIÓN DEL COSTE DE LOS SERVICIOS CON LOS COPAGOS

(En porcentaje) (Simulación en servicios para grandes dependientes)

Promedio De 0 a 1 De 1 a 2 De 2 a 3 De 3 a 4 De 4 a 5 Más de 5
Cuota IPREM IPREM IPREM IPREM IPREM IPREM

Residencia

Porcentaje del coste. Renta con patrimonio 35 12 34 63 87 90 90
Porcentaje del coste. Renta sin patrimonio 33 10 32 58 81 86 90
Variación en la recaudación (%) 2 2 2 5 7 4 0

Centro de día

Porcentaje del coste. Renta con patrimonio 15 0 8 33 61 65 65
Porcentaje del coste. Renta sin patrimonio 14 0 7 32 59 64 65
Variación en la recaudación (%) 1 0 1 2 1 1 0

Fuente: Elaboración propia.
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(9) Se estima que el coste de la ley cuando esté implanta-
da será del 1% del PIB, aproximadamente.

(10) Se imputa un 2% del valor catastral en el caso que no
estén alquiladas.

(11) Montserrat Codorniu, Julia (2009): «La política redistri-
butiva de las prestaciones de la dependencia: Análisis
del impacto del copago en las rentas de los individuos»,
Documento de trabajo del Instituto de Estudios Fis-
cales, Pendiente de publicar.

(12) La estimación del patrimonio se realiza considerando
que los rendimientos del capital inmobiliario son del 3%
y del capital mobiliario del 5% según las cifras declara-
das en el IRPF.

(13) Se realiza la hipótesis de que el alquiler es el reflejo del
rendimiento del 3% del valor de la vivienda.

(14) INE: Encuesta de condiciones de vida. Informe 2008.
(15) Banco de España: Encuesta financiera de las familias.
(16) Más que un gravamen es una escala de gravámenes,

ya que se debe aplicar un modelo de tarifas proporcio-
nal a las rentas y progresivo de acuerdo con los crite-
rios de la Resolución 2/12/2008.

(17) Montserrat Codorniu, Julia (2009): «La política redistri-
butiva de las prestaciones de la dependencia: Análisis
del impacto del copago en las rentas de los individuos»,
Documento de trabajo del Instituto de estudios Fis-
cales, Pendiente de publicar.

(18) El año 2004 era el último año disponible en el momen-
to de realizar el estudio.

(19) La estimación del patrimonio se realiza considerando
que los rendimientos del capital inmobiliario son del 3%
y del capital mobiliario del 5% según las cifras declara-
das en el IRPF.

(20) En este caso el tope es el 90% del precio en el servicio
residencial y el 65% en el resto de los servicios.
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RESUMEN

Este artículo se propone aportar elementos de reflexión
al debate sobre la incidencia redistributiva del copago entre
los beneficiarios de la Ley de Dependencia. El principio de
equidad propugnado por la ley —pagar según la capaci-
dad económica— quiebra cuando el legislador introduce
el patrimonio como medio para incrementar la capacidad
económica de los usuarios ya que éste no afecta a las cuo-
tas de las rentas media-alta y altas por el propio principio
del tope en la cuota a pagar.

Palabras clave: Copago, Prestaciones dependencia, Patri-
monio, Política social.
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1. El nacimiento del seguro 
de dependencia en España

El Consejo de Europa constituyó a mediados
de la década de los noventa un grupo de exper-
tos al que se encomendó la tarea de elaborar un
texto de consenso que sentara las bases para el
futuro avance en la UE en cuestiones relativas a
la dependencia y pudiese ser asumido desde la
mayoría de los Estados miembros.

El resultado de este trabajo, aprobado a través
de una Recomendación del Comité de Ministros
de dicho Consejo en septiembre de 1998 (1),
incluía una definición de la dependencia en base
a la cual se considera así a la necesidad de ayuda
o asistencia importante para las actividades de la
vida cotidiana o de manera más precisa un esta-
do en el que se encuentran las personas que por
razones ligadas a la falta o pérdida de autonomía
física, psíquica o intelectual, tienen necesidad de
asistencia y/o ayudas importantes a fin de realizar
los actos corrientes de la vida diaria y de modo
particular, los referentes al cuidado personal.

Este enfoque de la dependencia, compartido
posteriormente por la Organización Mundial de la
Salud (2), fue trasladado también al núcleo de
conceptos y definiciones incluidas en la Ley
39/2006 de promoción de la autonomía personal
y atención a las personas en situación de depen-
dencia, que permitió dotar al sistema de protec-
ción social español de una nueva área de desa-
rrollo, a través del nacimiento del Sistema Nacional
de Dependencia.

Simultáneamente, el sector privado asumió el
reto de complementar la labor pública en esta
materia mediante la provisión de bienes y servi-
cios especialmente orientados a satisfacer las
necesidades del colectivo afectado y los merca-
dos financieros, en particular el sector asegurador
privado, fueron dotándose de un marco regulato-
rio que ha permitido desarrollar una oferta ade-
cuada de estos productos.

Así, desde la publicación de la Ley 41/2007,
de 7 de diciembre, por la que se modifica la Ley
2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mer-
cado Hipotecario y otras normas del sistema
hipotecario y financiero, de regulación de las hipo-
tecas inversas y el seguro de dependencia y por
la que se establece determinada normativa tri-
butaria, el sector ha contado con un concepto
de seguro privado de dependencia y un marco
para el desarrollo de estas coberturas moderno
y amplio.

La citada norma recoge la posibilidad de que
tanto entidades aseguradoras como gestoras de
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fondos de pensiones incorporen a su catalogo de
coberturas, esta nueva cobertura. De acuerdo con
la Disposición adicional segunda de la ley, tanto
las entidades aseguradoras autorizadas para ope-
rar en los ramos de vida y enfermedad como las
gestoras de fondos de pensiones respecto a los
planes cuyas especificaciones así lo prevean, pue-
den asumir compromisos en relación a la depen-
dencia. La ley atribuye así a entidades financieras
con diferente objeto y actividad, pero especializa-
das en todo caso en la gestión de riesgos biomé-
tricos, la formación de ahorro y en su caso, la pres-
tación de servicios vinculados al ámbito de la salud,
la posibilidad y responsabilidad de desarrollar un
nuevo mercado y satisfacer una creciente deman-
da social.

La apuesta por el sector asegurador y de pen-
siones venía avalada por la trayectoria de las enti-
dades operativas en el mercado. En primer lugar
es importante valorar la experiencia actuarial de
estas entidades en la gestión de riesgos biométri-
cos. El diseño técnico de los productos de depen-
dencia (en relación a los aspectos fundamentales
de sus bases: tipos garantizados, tablas e impu-
tación de comisiones) permite aprovechar las siner-
gias que aparecen en aquellas entidades cuyo
negocio actual podríamos considerar similar.

Evidentemente, entre otros aspectos, el legis-
lador también fue sensible a la capacidad de estas
entidades para hacer llegar sus productos a la
población, ya que ésta constituye sin duda una
cuestión esencial a la hora de desarrollar un nuevo
tipo de coberturas y hacer que sean asimiladas
por los consumidores. Por citar algunos de los
datos disponibles (3) que permiten objetivizar este
planteamiento, nótese que las entidades que ope-
ran en el ramo de enfermedad ofrecieron duran-
te el primer trimestre de 2009 sus servicios a 10,2
millones de asegurados, mientras que en el caso
del seguro de vida, sin perjuicio de las duplicida-
des que puedan considerarse, se gestionaron
coberturas para más de 33 millones de clientes.
Simultáneamente y en el ámbito de los fondos de
pensiones de acuerdo con los datos manejados
(4) se encontraban registradas 10,5 millones de
cuentas de partícipes.

Al mismo tiempo, el nacimiento del seguro de
dependencia se conjugó con un importante esfuer-
zo de los poderes públicos para dotarlo de un
atractivo financiero fiscal que actuara como incen-
tivo para su contratación. Así, en la reforma del
IRPF (5) que entró en vigor el 1 de enero de 2007,
se incluyó entre los supuestos que dan lugar a la
aplicación de reducciones en la base por aporta-
ciones y contribuciones a sistemas de previsión

social (art. 51.5 de la Ley 35/2007), el pago de pri-
mas de seguros privados que cubren exclusiva-
mente el riesgo de dependencia severa o de gran
dependencia (el legislador optó por no incluir la
dependencia moderada entre los supuestos de
cobertura amparados por la bonificación fiscal), al
tiempo que se reformaba la normativa regulado-
ra de los planes y fondos de pensiones para incluir
también a la dependencia entre las contingencias
susceptibles de previsión a través de estos ins-
trumentos y por tanto beneficiarias del mismo
apoyo fiscal.

La medida se articuló de modo que abarca
tanto aquellos supuestos en que el contribuyen-
te-tomador imputa la reducción respecto a los con-
tratos en que él mismo es asegurado, como aque-
llas ocasiones en que, por existir, una relación de
parentesco en línea directa o colateral hasta el ter-
cer grado inclusive, o de matrimonio, tutela o aco-
gimiento, se satisfagan primas a estos seguros pri-
vados en beneficio de terceras personas.

El límite de reducción actúa de forma conjunta
para todas las coberturas contratadas en el ámbi-
to de la previsión social complementaria y queda
por ley fijado en la menor de las siguientes canti-
dades: el 30% de la suma de los rendimientos
netos del trabajo y de actividades económicas per-
cibidos individualmente en el ejercicio o 10.000
euros anuales, elevándose estas cuantías para
contribuyentes mayores de 50 años.

2. La oferta de productos de dependencia. 
El diseño de los productos

En este contexto de apoyo público y privado al
desarrollo del seguro de dependencia, las entida-
des han comenzado a generar una oferta plural
de seguros que comienza a ser conocida y valo-
rada por sus clientes. En la mayoría de las oca-
siones bajo la fórmula de cobertura adicional a pro-
ductos ya existentes y en todo caso con un
enfoque de complementariedad con el Sistema
Nacional de Dependencia público, el sector ase-
gurador privado ya ha puesto a disposición de los
consumidores productos que ofrecen interesan-
tes retornos para los fondos gestionados al tiem-
po que aportan la garantía ante riesgos general-
mente de fallecimiento y de gran dependencia o
dependencia severa (6).

Sin embargo y pese a las expectativas gene-
radas en el mercado por la posibilidad de desa-
rrollar este tipo de coberturas (en el año 2006 una
de cada cuatro entidades declaraba (3) tener pre-
visto el lanzamiento de productos que incluían
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coberturas de dependencia), la respuesta en tér-
minos de importancia económica del nuevo nego-
cio no ha estado al nivel de la inquietud inicial.
Surge por tanto la necesidad de realizar un aná-
lisis profundo de las principales causas de este
pausado ritmo de crecimiento, cuestión a la que
dedicaremos las siguientes páginas.

En primer lugar es preciso destacar el lento pero
progresivo compromiso de las entidades con la
dependencia: desde un primer momento, mutuas
y mutualidades de previsión social, por su marca-
da orientación a la satisfacción de las necesida-
des de sus mutualistas, pero también sociedades
anónimas, han ofrecido este tipo de coberturas.
Sin embargo todavía algunas de las entidades líde-
res en el mercado y por tanto con mayor capaci-
dad de definir tendencias de consumo, se mues-
tran reticentes a entrar en el negocio. Sigue siendo
por lo tanto una asignatura pendiente transmitir 
al resto de operadoras con posibilidad de hacer
avanzar al seguro de dependencia la necesidad
de incorporar este mercado y su importante poten-
cial de crecimiento a su ámbito de actividad.

En cuanto al diseño de productos, es impor-
tante destacar el esfuerzo realizado hasta este
momento, especialmente en el ámbito de la pres-
tación de servicios. Sin embargo, al ritmo que se
espera que crezca el seguro de dependencia tam-
bién queda un importante camino por recorrer.
Evidentemente desde las entidades se ha inten-
tado ofrecer una amplia variedad de servicios a
los asegurados. Por ejemplo, entre las cobertu-
ras disponibles encontramos la posibilidad de
ingresar en residencias, el acceso a servicios de
teleasistencia, la opción por la ayuda a domicilio
o la asistencia a centros de día. Desde el sector
privado se trata así de aportar una oferta plural y
atractiva que responda mejor a las necesidades
fundamentales de la persona dependiente y de
su familia mediante fórmulas de atención senci-
llas y flexibles.

Pero hay que seguir avanzando, mejorando, y
el futuro crecimiento de este mercado obligará,
entre otras medidas, a plantear el desarrollo de
compromisos a largo plazo con los prestadores
de servicios. Sólo mediante acuerdos que favo-
rezcan la inversión por parte de los responsables
finales de la atención a los dependientes se podrá
generar una oferta de productos de calidad. La
estabilidad en los convenios de colaboración per-
mitirá consolidar el abanico disponible para los
clientes, generará especialización en los presta-
dores de servicios e incentivará la inversión en
equipos adecuados y personal cualificado. Pue-
den ser variadas las fórmulas jurídicas utilizadas

para instrumentar esta cooperación (acuerdos de
colaboración, adquisición o constitución de empre-
sas en el grupo, participaciones en el capital de
los prestadores de servicios…), pero resultará sin
duda imprescindibles para impulsar el desarrollo
del negocio.

A diferencia del ámbito de la prestación de ser-
vicios, el diseño de los seguros de dependencia
vinculados a productos de ahorro, con carácter
general, ha seguido dos vías: la incorporación de
esta cobertura a productos tradicionales para el
riesgo de fallecimiento y el lanzamiento de pro-
ductos específicos de dependencia. En ambos
casos, encontramos en el mercado productos a
prima única o periódica nivelada que ofrecen para
la citada contingencia una renta vitalicia, gradua-
da en ocasiones en función del grado de depen-
dencia alcanzado, y permiten el cobro de capita-
les complementarios en caso de que hubieran
sido contratados.

Tanto en el diseño de los productos de ahorro
como en los que optan por la fórmula de la pres-
tación de servicios, una de las mayores dificulta-
des con que se han enfrentado las asegurado-
ras ha sido la escasez de información actuarial
sobre el comportamiento del riesgo. Efectiva-
mente las tablas de experiencia sobre incidencia
del riesgo o sobre mortalidad de dependientes
se basan en general en experiencia internacional
que es preciso trasladar con la suficiente caute-
la a nuestro mercado para comprobar su adap-
tación a las condiciones sociodemográficas de
nuestro país.

Muchas y diversas han sido las causas por las
que carecemos de estadísticas propias en esta
materia. En primer lugar se puede constatar que
pese a que el fenómeno de la dependencia no es
nuevo en la sociedad, sí que lo es su reconoci-
miento como riesgo diferente del riesgo de salud,
en el que tradicionalmente se subsumían sus
manifestaciones. Por otro lado, la evidencia empí-
rica disponible muestra que existe una estrecha
vinculación entre dependencia y edad, pues el
porcentaje de individuaos con limitaciones en su
capacidad funcional aumenta conforme conside-
ramos grupos de población más ancianos. Sin
embargo, la dependencia recorre toda la estruc-
tura de edades de la población, por lo que tam-
bién debe considerarse un riesgo diferente del
riesgo de envejecimiento (7).

Junto con la escasez de información actuarial
las entidades se han enfrentado con otras dificul-
tades técnicas en la fase de diseño de los pro-
ductos. Entre ellas cabe citar cuestiones de ries-
go moral, entendiendo por tal cierta predisposición
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de algunos asegurados al uso de las prestacio-
nes del seguro con frecuencia superior a lo que,
para iguales circunstancias personales pero en
ausencia de esta cobertura, podría esperarse; o
de selección adversa, en la que incluimos la mayor
predisposición al aseguramiento de aquellas per-
sonas que son conscientes de tener, por circuns-
tancias genéticas o subjetivas, una mayor proba-
bilidad de incurrir en dependencia.

También constituye un problema técnico impor-
tante la dificultad para estimar el coste de aten-
ción a los asegurados en el largo plazo. Especial-
mente en los seguros de prestación de servicios
se deben establecer proyecciones sobre incre-
mentos de precios y previsiones sobre los recur-
sos que serán necesarios en el medio y largo plazo
para atender los compromisos asumidos. En este
sentido, por ejemplo resulta importante prever la
evolución de los costes de personal, estimar la
inflación general o la que afectará a los equipos
de atención especializada.

El reto es pues para las entidades, ofrecer pro-
ductos sencillos en su diseño y competitivos en
precio, capaces de superar las dificultades técni-
cas anteriormente comentadas sin perder su
atractivo comercial. La estrategia por la que han
optado algunas aseguradoras incluye medidas
tendentes a mejorar la selección de los riesgos
en fase de suscripción, mediante detallados cues-
tionarios previos, incluir posibilidades de cober-
turas parciales en los estadíos inferiores de depen-
dencia, pactar períodos de carencia en ciertas
coberturas, incluir franquicias por las que el ase-
gurado se hace copartícipe del coste de algunas
prestaciones, fijar límites al uso de ciertos servi-
cios, etcétera.

Por supuesto, en el diseño de productos resul-
ta también interesante conocer las tendencias de
países con mercados más experimentados en el
ámbito de la dependencia. Así, por ejemplo, en
el Reino Unido de forma consolidada y más recien-
temente en Alemania se ha desarrollado una ofer-
ta de productos de rentas vitalicia para personas
con enfermedades crónicas severas, caracteri-
zada por su interesante atractivo financiero. Estos
productos son el resultado de la evidencia actua-
rial de que era posible segmentar este colectivo
y estimar para ellos una tabla de mortalidad pro-
pia. Más allá de las peculiaridades específicas del
producto, lo más importante es de nuevo cons-
tatar que la investigación actuarial se sitúa en la
base del diseño comercial de los productos. Sin
duda este es el enfoque que permitirá al seguro
de dependencia crecer y competir con otras alter-
nativas financieras.

El desarrollo del seguro en general y de las
coberturas de dependencia en particular, por
supuesto, pasa por investigar e innovar y por dise-
ñar productos más completos que satisfagan mejor
las necesidades de los asegurados. Las entidades
tienen ante sí enormes posibilidades en este sen-
tido, por ejemplo ofreciendo productos comple-
mentarios, incorporando servicios adicionales a dis-
posición de los clientes, etc., como sucede ya para
otro tipo de productos aseguradores.

Y en la misma línea de mantener una actitud
proactiva hacia el asegurado, no se puede obviar
alguna reflexión sobre la prevención de riesgos.
Existe una clarísima relación entre el cuidado de
la salud y la minoración de los riesgos de depen-
dencia. En concreto se tiene constancia de la efi-
cacia de las intervenciones sanitarias en edades
medianas para prevenir el siniestro en edades más
avanzadas y se ha demostrado asimismo que la
mejora de los hábitos de vida de la población con-
tribuye significativamente a la mejora de la espe-
ranza de vida sin discapacidad.

La investigación clínica y de salud pública tam-
bién ha ofrecido nuevas ideas sobre la prevención
y la atención de las enfermedades relacionadas
con el envejecimiento. Se sabe mucho sobre la
prevención y el tratamiento de enfermedades, tanto
agudas como crónicas, que dan lugar a una mala
calidad de vida (8). Sin embargo, algunos ciuda-
danos pueden no estar recibiendo una asistencia
ni una rehabilitación adecuadas para esas enfer-
medades, y están soportando una carga de sufri-
miento y discapacidad que desde los poderes
públicos y el sector privado se ha de minimizar.

Las personas mayores deben beneficiarse de
los avances producidos en la gerontología clíni-
ca y la prevención de enfermedades. El sector
asegurador debe tener un papel importante en
este fin. A través de la investigación médica, favo-
recida también por quienes pueden ver en ella
una vía de prevención de siniestros y minoración
de riesgos y a través de la promoción de com-
portamientos saludables en edades tempranas,
las entidades contribuirán también a desarrollar
un seguro de dependencia rentable, competitivo
y moderno.

3. Conclusión

El proceso acelerado de envejecimiento de
nuestra población está dando una nueva dimen-
sión a la dependencia, tanto cuantitativa como
cualitativamente, al coincidir con cambios demo-
gráficos profundos en la estructura social de la
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familia y de los cuidadores tradicionales. Son pre-
cisamente estas circunstancias las que han con-
tribuido a que se tome conciencia actuarialmente
de las manifestaciones del riesgo.

El sector asegurador y de los fondos de pen-
siones juega un papel destacado como apoyo o
complemento a las iniciativas públicas que pue-
dan desarrollarse, pero con un signo distintivo
marcado por la posibilidad de responder con
mayor flexibilidad y dinamismo a las demandas
sociales.

En estos primeros años de andadura del segu-
ro privado de dependencia se han puesto los pila-
res para comenzar a presentar la oferta de pro-
ductos disponibles a los ciudadanos, pero todavía
son muchos los pasos que hay que dar para
mejorar el diseño y la competitividad de las solu-
ciones ofrecidas. La investigación actuarial y la
innovación en la presentación de las coberturas
serán algunas de las piezas fundamentales en
este recorrido.�

NOTAS

(1) Recomendación núm. (98) 9 del Comité de Ministros a
los Estados miembros relativa a la dependencia (adopta-
da por el Comité de Ministros el 18 de septiembre de
1998, en la 641 g reunión de Delegados de Ministros).

(2) Adoptada durante la 54.ª Asamblea Mundial de la Salud,
Ginebra (Suiza) 2001.

(3) Investigación Cooperativa de Entidades Aseguradoras
(ICEA).

(4) INVERCO.

(5) Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial
de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre
la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

(6) La cobertura del riesgo de dependencia moderada, pese
empezar a ser ofrecida por la industria, aún no se ha con-
solidado entre las opciones más habituales.

(7) La literatura anglosajona reconoce desde hace décadas
el aging risk, y lo disocia del dependency risk.

(8) European Silver Paper. Documento europeo sobre el
futuro de la promoción de la salud y las acciones pre-
ventivas, la investigación básica y los aspectos clínicos
de las enfermedades relacionadas con el envejecimien-
to. J Nutr Health Aging (2009 May;13:448-52.)

RESUMEN

El proceso acelerado de envejecimiento de nuestra
población está dando una nueva dimensión a la depen-
dencia. El sector asegurador y de los fondos de pensio-
nes juega un papel destacado como apoyo o complemento
a las iniciativas públicas que puedan desarrollarse en este
ámbito, con un signo distintivo marcado por la posibilidad
de responder con mayor flexibilidad y dinamismo a las
demandas sociales.

En estos primeros años de andadura del seguro priva-
do de dependencia se han puesto los pilares para comen-
zar a presentar la oferta de productos disponibles a los ciu-
dadanos, pero todavía son muchos los pasos que hay que
dar para mejorar el diseño y la competitividad de las solu-
ciones ofrecidas. La investigación actuarial y la innovación
en la presentación de las coberturas serán algunas de las
piezas fundamentales en este recorrido.

Palabras clave: Dependencia, Seguro privado, Planes
y Fondos de pensiones.
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La oferta de 
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de dependencia 
en España

1. Seguros privados de dependencia: 
la experiencia internacional

Los tres principales mercados del seguro pri-
vado de dependencia no obligatorio son Estados
Unidos, Francia y Japón. En Alemania, la cober-
tura de la dependencia se articula a través del
seguro público y del seguro privado, ambos de
carácter obligatorio. Estas son, quizá, las refe-
rencias internacionales más destacables, sin per-
der de vista que también se comercializan este
tipo de seguros en otros países de la Unión
Europea, Suiza, Asia, Canadá y Australia, aunque
con menor nivel de penetración.

En la práctica mayoría de los casos anterior-
mente mencionados, el seguro privado de depen-
dencia nace con posterioridad al establecimiento
de un sistema público de atención a la depen-
dencia, con el objetivo de complementar al segu-
ro público y facilitar la cofinanciación por parte de
los beneficiarios de los servicios. Esta necesidad
de cofinanciación por parte del beneficiario, que
deriva del hecho de que las ayudas públicas no
suelen cubrir el coste total del servicio, es lo que
comúnmente se conoce como copago, siendo
ésta una característica de la práctica totalidad de
sistemas públicos de atención a la dependencia,
dado que de otro modo serían financieramente
inviables.

En Estados Unidos, las carencias del sistema
público de atención a la dependencia, que es asis-
tencial, favorecieron la aparición de los seguros
privados de dependencia, permitiendo, por un
lado, que numerosos ciudadanos que carecen de
cobertura pública pudieran protegerse frente a
dicha contingencia, y por otro lado, que los ciu-
dadanos que tienen derecho a cobertura pública
puedan hacer frente al copago.

A continuación se realiza un breve resumen de
la oferta de seguros privados de dependencia en
los dos principales mercados, Estados Unidos y
Francia, en los que se comercializan este tipo de
productos, en ambos casos acompañado de una
introducción sobre el sistema público de atención
a la dependencia en esos países.

1.1. Estados Unidos

Tal y como se ha comentado anteriormente, el
modelo de protección a las personas en situación
en dependencia en Estados Unidos es asistencial
para personas con bajos recursos.

Las prestaciones del sistema público de aten-
ción a la dependencia pueden ser monetarias
(Suplementary Security Income [1]) o en espe-
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cie, debiendo destacarse aquí los programas
públicos Medicaid (2) y Medicare (3), sobre los
que se articula principalmente la cobertura públi-
ca de la dependencia.

La contribución del dependiente (copago) está
en función de sus recursos económicos y suele
ser elevada (en torno al 40%).

En el ejercicio 2004, la financiación pública
(Medicare y Medicaid) cubría el 60% del total de
los costes nacionales de dependencia (aproxima-
damente 81.000 millones de dólares), mientras
que los seguros privados (4%) y los ahorros pri-
vados (33%) cubrían el 37% del gasto total (apro-
ximadamente 50.000 millones de dólares) (4).

Los primeros seguros privados de dependen-
cia se comercializaron en 1974, si bien el merca-
do sólo empezó a desarrollarse a partir de 1985.
En 2007, alrededor de 6,73 millones de personas
tenían suscrito un seguro privado de dependen-
cia, de las cuales 4,63 millones (69%) habían sus-
crito un contrato individual y 2,1 millones (31%)
estaban aseguradas en pólizas colectivas.

La mayoría de las pólizas individuales vendidas
(97,9% en 2007) son productos Tax Qualified, en
las que el importe de la prima es deducible, en
concepto de gastos médicos, hasta un límite que
varía en función de la edad del tomador y siempre
que el conjunto de gastos médicos exceda el 7,5%
de los ingresos brutos. Además, las prestaciones
están exentas a efectos fiscales.

Por lo que se refiere a los seguros colectivos,
2,1 millones de personas estaban aseguradas en
2007 mediante una póliza de grupo ofrecida por
el empresario (Employer-sponsored). Más de
9.239 empresarios ofrecían este tipo de cobertu-
ra. En la mayoría de los casos la prima se paga
por los trabajadores en su totalidad. Cabe men-
cionar también aquí la experiencia del Federal
Long-Term Care Insurance Program, seguro pri-
vado colectivo voluntario destinado al conjunto
de trabajadores federales y los trabajadores de
los servicios postales, que se creó en 2002, y que
representa el 20% del total de las primas de los
seguros colectivos.

Las prestaciones suelen ser indemnizatorias
(subsidios) o de reembolso de los gastos incurri-
dos en atención domiciliaria o residencial (con un
límite máximo que puede ir de 1.500 a 15.000
dólares mensuales, situándose la media de dicho
límite máximo en 4.500 dólares mensuales). El
período de pago de la prestación previsto en el
contrato puede ser de 1 a 5 años o bien ser vita-
licio. La duración media de las prestaciones elegi-
da se sitúa en torno a 4,3 años, duración que en
algunos casos puede resultar insuficiente. Menos
del 30% de los contratos en vigor prevén presta-
ciones vitalicias.

A partir de 30 años, personas de todas las eda-
des contratan este tipo de seguros, con una
mayor concentración en la franja entre 50 y 59
años. La práctica totalidad de las pólizas prevén
un período de pago de las primas vitalicio. En
2007, el volumen de primas anualizadas de los
seguros individuales de dependencia ascendía a
aproximadamente 5.400 millones de dólares y en
los seguros colectivos las primas en vigor ascen-
dían a 1.590 millones de dólares.

1.2. Francia

El modelo de protección a las personas en situa-
ción en dependencia en Francia es universal, aun-
que está limitado a las personas de 60 años o más.

La Allocation Personnalisée d´Autonomie (APA),
que sustituyó, a partir de 2002, a la Prestation Spé-
cifique Depéndance (PSD) puesta en marcha en
1997, es una prestación pública en forma de ayuda
monetaria afectada al pago de gastos previamen-
te identificados (5), tales como atención domici-
liaria o residencial, cuya cuantía varía en función
del grado de dependencia (de GIR 1 o depen-
dencia muy alta a GIR 4 o dependencia modera-
da) y el nivel de recursos del dependiente.

La prestación máxima posible que podía reci-
birse del plan de ayuda a 1 de enero de 2008 era
la expuesta en el cuadro 1.

La APA recibida por el dependiente es el resul-
tado de restar, a esa cuantía máxima, el copago

CUADRO 1
CUANTÍA MENSUAL DE LAS PRESTACIONES SEGÚN SU GRAVEDAD

GIR 1 (Muy alta) GIR 2 (Alta) GIR 3 (Media-alta) GIR 4 (Moderada)

1.208,94 euros 1.036,19 euros 777,32 euros 518,55 euros

Fuente: DREES — Statistiques trimestrielles de L´APA au 4e trimestre 2008.
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al que debe hacer frente el dependiente en vir-
tud de sus ingresos (ticket moderador). La apor-
tación del beneficiario (copago) puede oscilar
entre una aportación nula para ingresos iguales
o inferiores a 669,89 euros/mes hasta una apor-
tación de un 90% para ingresos superiores a
2.669,55 euros/mes.

A 31 de diciembre de 2008, 1.115.000 perso-
nas dependientes eran beneficiarios de la APA (el
62% de estas ayudas se destinaba a financiar la
atención a domicilio y el 38% a financiar la aten-
ción residencial).

Se estima que el total de gasto público en
dependencia en Francia en el año 2008 ascendía
a 18.960 millones de euros (1% PIB). La mayor
parte de este gasto, 11.400 millones de euros, es
financiado por el seguro público de salud-enfer-
medad. 4.200 millones de euros son financiados
por los Departamentos (Regiones), de los cuales
3.020 millones de euros se destinan a financiar la
APA. Otros 2.970 millones de euros son aporta-
dos por la Caisse Nationale pour la Solidarité
(CNSA), de los cuales 1.520 millones de euros se
destinan a financiar la APA. Finalmente, el Esta-
do aporta 390 millones de euros. Por tanto, el
importe total destinado a financiar la APA en 2008
ascendió a 4.490 millones de euros. La financia-
ción de la APA es en parte impositiva y en parte
contributiva.

Los primeros seguros privados de dependen-
cia se comercializaron en 1985. Cabe hablar de
tres fases de desarrollo de producto: de 1985 a
1995, de 1995 a 1999 y a partir de 2000. En 2007,
alrededor de tres millones de personas tenían sus-
crito un seguro privado de dependencia, de los
cuales alrededor de dos millones de personas en
compañías de seguros (también los comercializan
mutuas e instituciones de previsión).

De los casi dos millones de contratos en vigor
con compañías de seguros (no se dispone de
datos sobre mutuas e instituciones de previsión),
1.784.845 son contratos en los que la garantía
principal es la dependencia, de los cuales un 55%
son individuales (977.845 asegurados) y un 45%
colectivos (807.000 asegurados). En otros 141.771
contratos, la dependencia es una garantía com-
plementaria de un seguro de vida.

Las prestaciones suelen ser en forma de renta
vitalicia (con un límite máximo que suele ir de 300
a 2.000 euros mensuales, situándose la media de
dicha prestación mensual en 605 euros).

La edad mínima de contratación son 18 años
y la edad máxima 77 años, situándose la edad
media de contratación en los 60 años. La prácti-
ca totalidad de las pólizas prevén un período de

pago de las primas vitalicio. El volumen de primas
de los seguros individuales de dependencia ascen-
día en 2007 a aproximadamente 342,5 millones
de euros (92%) y en los seguros colectivos a 30,5
millones de euros (8%). La prima media en segu-
ros individuales en 2007 ascendía a 351 euros
anuales. La prima media de las pólizas colectivas
(28 euros anuales) es casi trece veces menor que
la de las pólizas individuales, como consecuencia
de una edad de suscripción menor y de las meno-
res garantías contratadas.

2. Regulación aplicable a los seguros
privados  de dependencia en España

2.1. Marco general

La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Pro-
moción de la Autonomía Personal y Atención a las
personas en situación de dependencia, cuya entra-
da en vigor se produjo el 1 de enero de 2007, reco-
noce expresamente en su artículo 33 que los be-
neficiarios de las prestaciones de dependencia
participarán en la financiación de las mismas,
según el tipo y coste del servicio y su capacidad
económica personal (copago).

Por otro lado, en su Disposición adicional sép-
tima, prevé que con el fin de facilitar la cofinan-
ciación por los beneficiarios de los servicios que
se establecen en la presente ley, se promoverá la
regulación del tratamiento fiscal de los instrumen-
tos privados de cobertura de la dependencia.

2.2. Marco regulatorio

En virtud de la Disposición adicional segunda
de la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, cuya entra-
da en vigor se produjo el 9 de diciembre de 2007,
se estableció, entre otros aspectos, el marco regu-
latorio de los seguros privados de dependencia.

De acuerdo con lo establecido en el mencio-
nado precepto, la cobertura de la dependencia
puede instrumentarse a través de un contrato de
seguro suscrito con entidades aseguradoras, inclui-
das las mutualidades de previsión social, o bien a
través de un plan de pensiones.

La cobertura de la dependencia realizada a tra-
vés de un contrato de seguro obliga al asegura-
dor, para el caso de que se produzca la situación
de dependencia, conforme a lo dispuesto en la
normativa reguladora de la promoción de la auto-
nomía personal y atención a las personas en situa-
ción de dependencia, y dentro de los términos
establecidos en la ley y en el contrato, al cumpli-
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miento de la prestación convenida con la finalidad
de atender, total o parcialmente, directa o indirec-
tamente, las consecuencias perjudiciales para el
asegurado que se deriven de dicha situación.

El contrato de seguro de dependencia puede
articularse a través de pólizas individuales como
colectivas (aunque como se mencionará más ade-
lante, existe una restricción fiscal muy importante
que desincentiva totalmente la contratación de
pólizas colectivas).

Pueden comercializar seguros de dependencia
las entidades aseguradoras que cuenten con la
preceptiva autorización para el desarrollo de la acti-
vidad aseguradora en España en los ramos de vida
o enfermedad.

Los planes de pensiones que prevean la cober-
tura de la contingencia de dependencia deberán
recogerlo de manera expresa en sus especifica-
ciones.

2.3. Marco fiscal

La Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
cuya entrada en vigor se produjo el 1 de enero de
2007, vino a establecer determinados beneficios
fiscales relacionados con la dependencia. En par-
ticular, reconoció el mismo beneficio de diferi-
miento fiscal que resulta aplicable a otros siste-
mas de previsión social, tales como planes de
pensiones, mutualidades de previsión social, pla-
nes de previsión asegurados y planes de previ-
sión social empresarial, a los seguros privados
que cubran exclusivamente el riesgo de depen-
dencia severa o de gran dependencia conforme
a lo dispuesto en la ley de promoción de la auto-
nomía personal y atención a las personas en situa-
ción de dependencia.

El beneficio fiscal consiste, básicamente, en la
posibilidad que tiene el contribuyente de reducir-
se en la base imponible del IRPF hasta 10.000
euros anuales en el caso de contribuyente meno-
res de 50 años o hasta 12.500 euros anuales en
el caso de contribuyentes de 50 o más años (6)
por las aportaciones que haya realizado en dicho
ejercicio a los distintos sistemas de previsión social
mencionados, incluidos seguros de dependencia.
El límite es conjunto para todos ellos.

El contribuyente puede realizar aportaciones a
seguros de dependencia a favor de familiares, no
sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donacio-
nes, pero tales aportaciones consumen su límite
propio de aportación.

En el caso de que el contribuyente quedara
dependiente, las prestaciones que recibiría de su

seguro privado de dependencia tendrían la con-
sideración de rendimientos del trabajo, tributan-
do al marginal que corresponda (actualmente del
24% al 43%).

Para que resulte aplicable el anterior beneficio
de diferimiento fiscal, los contratos de seguro de
dependencia deben cumplir, además, los siguien-
tes requisitos:

— El contribuyente debe ser el tomador, ase-
gurado y beneficiario. No obstante, en caso de
fallecimiento, pueden generar derecho a presta-
ciones en los términos establecidos en la Ley de
Planes y Fondos de Pensiones.

— Tienen obligatoriamente que ofrecer una
garantía de interés y utilizar técnicas actuariales.

3. Principales caraterísticas de los primeros
productos que ya se están comercializando
en España

El inicio de la comercialización de seguros pri-
vados de dependencia en España se produjo a
partir de 9 de diciembre de 2007, una vez que
entró en vigor el marco regulatorio de este tipo de
seguros. Desde entonces hasta la fecha, al menos
cinco entidades aseguradoras han lanzado al mer-
cado un producto que se ajusta al marco regula-
torio y fiscal descrito en el apartado anterior.

Los seguros privados de dependencia que ya
están en el mercado presentan unas característi-
cas muy similares en cuanto a su diseño, aunque
lógicamente también presentan algunas diferen-
cias entre ellos. A continuación se describen las
principales características de los productos comer-
cializados hasta el momento, que son seguros de
dependencia de riesgo:

— Para que los contratantes de estos segu-
ros puedan beneficiarse del marco fiscal a que se
ha hecho referencia con anterioridad, todos los
productos ofrecen como garantía principal la
cobertura de la gran dependencia y la depen-
dencia severa.

— Adicionalmente, en alguno de los produc-
tos se incluye una garantía complementaria que,
en caso de fallecimiento del asegurado antes de
los 75 años sin haber devenido dependiente, per-
mite recuperar la totalidad de las primas pagadas
hasta el día del fallecimiento.

— Otra garantía complementaria incluida en
algunos productos consiste en un capital adicio-
nal para primeros gastos.

— La mayoría de los productos incluyen otra
serie de garantías complementarias. Algunas son
comunes y otras difieren de un producto a otro.
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Las más comunes son servicios de teleasistencia,
de ayuda a domicilio y de orientación y asesora-
miento telefónico.

— La práctica totalidad de los productos son
seguros de vida entera, es decir, cubren los ries-
gos de gran dependencia y de dependencia
severa a través de una cobertura vitalicia. En
algunos casos, también es posible contratar un
seguro temporal a 10 ó 20 años, con posibilidad
de renovación.

— La prestación a recibir en caso de gran
dependencia consiste, en la totalidad de los pro-
ductos, en una renta vitalicia mensual. Dicha
renta vitalicia mensual puede ser distinta en fun-
ción de la modalidad contratada por el cliente.
Lo más habitual es que los contratos prevean
varias modalidades, en las que se ofrece la posi-
bilidad de percibir una renta vitalicia mensual que
puede ir desde los 300 euros a los 1.500 euros,
aunque algún contrato prevé un máximo de
2.500 euros. En el supuesto de dependencia
severa, la totalidad de los contratos prevén que
se pagará el 50% del importe de la renta a per-
cibir por gran dependencia.

— La mayoría de productos ofrecen también
al cliente la posibilidad de elegir entre que la renta
vitalicia mensual sea constante, o bien que la
misma se revalorice con una tasa del 2% anual.

— La mayoría de los productos se puede con-
tratar desde los 18 años hasta los 65/70 años,
aunque en algunos productos se permite la con-
tratación hasta los 75 años.

— El período de pago de las primas suele ser
vitalicio, aunque algún producto permite la posibi-
lidad de que las primas se paguen únicamente
hasta una determinada edad (por ejemplo, 75
años). La prima, que en general se determina en
función de la edad, el sexo del asegurado y de las
garantías escogidas, suele ser nivelada (constan-
te a lo largo de la vida del asegurado), mensual o
anual (con posibilidad de fraccionamiento) y pre-
pagable. Algún producto permite una aportación
inicial extraordinaria.

— En la totalidad de los contratos se recoge
la posibilidad de que las primas puedan ser revi-
sadas o reajustadas al alza o a la baja por la enti-
dad aseguradora, por desviación de la siniestrali-
dad respecto a la prevista en la base técnica, pero
sujeta dicha posibilidad con carácter general a
determinados límites (en la mayoría de los casos
estableciendo un límite máximo de reajuste en un
determinado porcentaje de la prima original).

— La mayoría de los productos prevén plazos
de carencia (período durante el cual no se gene-
ra derecho a prestación aun cuando ocurra el

evento asegurado). Por ejemplo, un año en caso
de dependencia funcional no accidental y tres años
en caso de dependencia psíquica no accidental,
y sin período de carencia para accidentes, si bien
algún producto no prevé períodos de carencia.

Con carácter adicional a lo anteriormente ex-
puesto, algunas entidades aseguradoras comer-
cializan también seguros de vida o de salud en
los que se ofrece una garantía complementaria
en caso de dependencia severa o de gran depen-
dencia.

4. Causas que están provocando 
que los seguros de dependencia apenas
hayan tenido desarrollo en nuestro país 
y posibles medidas a adoptar para 
el desarrollo adecuado de esta figura 
en España

Varios factores, desde el punto de vista de la
demanda, explican el escaso desarrollo que hasta
la fecha han tenido los seguros privados de depen-
dencia en nuestro país:

— Por un lado, el escaso período de tiempo
transcurrido, apenas tres años, desde la puesta
en marcha del Sistema para la Autonomía y Aten-
ción a la Dependencia (SAAD). La aplicación pro-
gresiva de la ley (a 1 de junio de 2009, 593.355
personas eran beneficiarias del SAAD), que no des-
pliega todos sus efectos hasta 2014 para las
dependencias más moderadas, hará que los ciu-
dadanos sean cada vez más conscientes de este
nuevo derecho, así como de la necesidad de dis-
poner de recursos complementarios para hacer
frente al copago.

— Asimismo, debe tenerse en cuenta que
hasta diciembre de 2007, momento en el que se
definió el marco regulatorio de los seguros priva-
dos de dependencia, éstos no pudieron comer-
cializarse, por lo que sólo ha transcurrido un año
y medio desde la puesta en marcha de estos pro-
ductos, tiempo en el que resulta difícil que un pro-
ducto pueda llegar a ser conocido de manera
generalizada, tal y como demuestra la experien-
cia de otros productos (planes de pensiones, pla-
nes de previsión asegurados) que han requerido
de mucho más tiempo para desarrollarse.

— Otro factor muy relevante es la falta de men-
talización de los ciudadanos, a los que les resulta
difícil asumir que en un futuro pueden encontrar-
se en una situación de dependencia. Por otro lado,
todavía existe una creencia bastante generalizada
en el ciudadano de que, en caso de devenir depen-
diente, será el entorno familiar el que se hará cargo

Economistas Num 122.qxd  18/11/09  16:26  Página 73



E  N    P  O  R  T  A  D  A

74

de sus cuidados, o bien que las distintas Admi-
nistraciones públicas cubrirán la totalidad de las
necesidades derivadas de su futura situación de
dependencia.

— Finalmente, y no por ello de menor impor-
tancia, cabe destacar que la configuración tribu-
taria que se ha creado para estos nuevos instru-
mentos no es la más adecuada para el desarrollo
futuro de los mismos.

Debería abordarse, por tanto, una profunda
reflexión sobre la adopción de nuevas y específi-
cas medidas de tipo fiscal y en relación con la
determinación de la capacidad económica perso-
nal del beneficiario, que definitivamente impulsen
este tipo de productos. A tal efecto, se considera
que podrían adoptarse un conjunto de medidas
que permitirían un desarrollo adecuado de esta
figura en España y su paulatina extensión a todos
los ciudadanos.

4.1. Propuestas destinadas a fomentar 
los seguros de dependencia de ahorro

Si jubilación y dependencia comparten el mismo
incentivo fiscal, lo que sucederá con toda proba-
bilidad es que los ciudadanos dispondrán del aho-
rro acumulado a la edad de jubilación (65 años),
quedando poco o nada de dicho ahorro para cubrir
una situación de dependencia que, como media,
se produce en edades muy posteriores (75 años
en adelante).

En la medida en que la dependencia es una
contingencia específica, especial y complemen-
taria, debe merecer un tratamiento fiscal inde-
pendiente del resto de dichas contingencias. A
tal efecto, debería establecerse un límite máximo
de reducción a la base imponible por las primas
satisfechas a seguros privados de dependencia
(10.000 euros anuales o 12.500 euros anuales si
se trata de contribuyentes de más de 50 años de
edad) independiente del límite conjunto aplicable
al resto de los sistemas de previsión social.

4.2. Propuestas destinadas a fomentar 
los seguros de dependencia de riesgo

El tratamiento fiscal vigente de los seguros pri-
vados de dependencia (esquema de diferimiento
fiscal) no resulta en absoluto adecuado para los
seguros de dependencia de riesgo, que son pre-
cisamente aquellos que garantizan el cobro de
una prestación hasta el fallecimiento del depen-
diente (a diferencia de los esquemas de ahorro,
donde puede que éste se acabe antes de que
fallezca el dependiente).

Es por ello por lo que, además de otorgarse
a este instrumento el mismo tratamiento fiscal
que al resto de instrumentos de previsión social
en lo que se refiere a las aportaciones (reduc-
ción en la base imponible), debería establecer-
se, asimismo, la exención de las prestaciones
derivadas de los seguros privados de depen-
dencia (del mismo modo que las prestaciones
públicas de dependencia están exentas), siem-
pre que tales prestaciones se perciban en forma
de rentas vitalicias aseguradas y hasta el lími-
te del copago.

En efecto, no parece razonable gravar fiscal-
mente (y por lo tanto minorar) unos recursos que
el dependiente va a tener que destinar íntegra-
mente a hacer frente al copago.

4.3. Propuestas destinadas a fomentar 
los seguros de colectivos de dependencia

La vigente redacción del artículo 51.5 de la
Ley del IRPF no permite aplicar los incentivos fis-
cales previstos en la norma a los seguros colec-
tivos de dependencia, dado que se exige que el
contribuyente deberá ser el tomador, asegurado
y beneficiario; siendo evidente que dicha exi-
gencia no puede cumplirse en los seguros colec-
tivos de dependencia, en los que el tomador (el
empresario) es persona distinta al asegurado 
(el trabajador). Con la modificación que se pro-
pone se permitiría la posibilidad de que las
empresas pudieran contratar seguros colectivos
de dependencia a favor de sus empleados con
incentivos fiscales.

4.4. Propuestas destinadas a fomentar 
la movilización del patrimonio personal
del dependiente para hacer frente 
a la cobertura de su dependencia

Al objeto de ofrecer una solución fiscalmente
óptima para los contribuyentes que ya se encuen-
tran en una situación de dependencia, debería
establecerse una exención para las rentas deven-
gadas como consecuencia de la utilización del
patrimonio personal para atender a las necesida-
des económicas de la dependencia, siempre que
dicha utilización se traduzca en la contratación de
una renta vitalicia asegurada.

La vigente Ley de IRPF únicamente prevé este
beneficio fiscal para las ganancias patrimoniales
que se deriven de la transmisión de su vivienda
habitual por mayores de 65 años o por personas
en situación de dependencia severa o de gran
dependencia.
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El anterior beneficio fiscal debería extenderse
también a las rentas derivadas de la utilización de
cualquier elemento del patrimonio personal (no
sólo la vivienda habitual) para atender las necesi-
dades económicas de la dependencia, siempre
que dicha utilización se traduzca en la contrata-
ción de una renta vitalicia asegurada, que se des-
tinará a hacer frente al copago. De este modo, se
garantizará que el dependiente va a disponer cada
mes de una renta, hasta su fallecimiento, para
hacer frente a su participación en la financiación
de la prestación pública.

En coherencia con lo expuesto en el párrafo
anterior, también debería reconocerse la exención,
hasta el límite del copago, de las prestaciones deri-
vadas de los seguros de rentas vitalicias que sus-
criban los dependientes para atender a su situa-
ción de dependencia tras la movilización de su
patrimonio personal.

4.5. Otras propuestas de ámbito regulatorio
destinadas a fomentar los seguros 
de dependencia

La Disposición adicional séptima de la Ley
39/2006, de Promoción de la Autonomía Perso-
nal y Atención a las personas en situación de
dependencia, prevé que con el fin de facilitar la
cofinanciación (copago) por los beneficiarios de
los servicios establecidos en la ley se incentiva-
rán los instrumentos privados para la cobertura
de la dependencia. La justificación de la anterior
disposición se encuentra en garantizar la soste-
nibilidad y estabilidad financiera del SAAD, pues-
to que, cuanto mayor sea la capacidad de los
beneficiarios para hacer frente a su cofinanciación
(copago), menores serán las tensiones financie-
ras futuras sobre dicho sistema.

En relación con lo anterior, resultaría una con-
tradicción que las prestaciones derivadas de los
seguros privados de dependencia se incluyeran
en el cómputo de la capacidad económica per-
sonal del beneficiario, incrementando su nivel de
copago, cuando la finalidad de estos instrumen-
tos es precisamente, tal y como se ha expuesto
anteriormente, facilitar la cofinanciación (copago)
por los beneficiarios de los servicios estableci-
dos en la ley.

Carece de sentido que aquellos ciudadanos que
han sido más previsores, contratando un seguro
privado de dependencia para facilitar su cofinan-
ciación de los servicios, tengan que hacer frente,
por ello, a un mayor nivel de copago.

En conclusión, la protección de la dependen-
cia como derecho de los ciudadanos españoles

debe poder complementarse adecuadamente
mediante la contratación de seguros privados de
dependencia que gocen de un tratamiento fiscal
y regulatorio realmente incentivador, ya que de lo
que se trata, al igual que en el caso de las pen-
siones, es de que tanto el sector público como
el privado contribuyan de manera conjunta a la
promoción y desarrollo de la protección a las per-
sonas dependientes.�

NOTAS

(1) Pensión creada en 1972, que sólo se concede en casos
de necesidad y que se financia con impuestos.

(2) Medicaid ofrece cobertura sanitaria y social para los más
necesitados, aquellos que están en situación de pobre-
za objetiva. Los beneficios (cuidados a domicilio o resi-
denciales) se restringen a los que no superan un nivel de
renta y activos, establecidos por los Estados bajo unas
líneas guía del Gobierno Federal. Los gastos de Medicaid
se financian a partes iguales por el Gobierno Federal y los
gobiernos de cada Estado.

(3) Medicare es el seguro médico del Gobierno Federal, crea-
do en 1965, que cubre a todos los mayores de 65 años
y sus cónyuges, cualquiera que sea su estado de salud.
También cubre a los discapacitados y enfermos crónicos.
Se trata de un sistema que cubre estancias cortas, agu-
das y episódicas más que la dependencia. En concreto,
sólo financia una parte de los servicios de enfermería resi-
denciales y a domicilio de los dependientes. No cubre la
ayuda en casa para el desarrollo de las actividades de la
vida diaria ni estancias de larga duración en residencias
de tercera edad.

(4) Si se tuviera en cuenta el valor estimado (76.000 millo-
nes de dólares) de los cuidados informales, no remu-
nerados, los recursos personales o privados (ahorros
privados, seguros privados y cuidado informal) esta-
rían financiando el 60% del total del gasto nacional en
dependencia.

(5) El dependiente recibe la APA directamente cada mes y
tiene la obligación de declarar los servicios que recibe y
justificar los gastos en los que incurre para pagar a las
personas, servicios o ayudas técnicas que facilitan su
autonomía.

(6) O el límite inferior que, en su caso resulte de la aplicación
del 30% y 50%, respectivamente, de la suma de los ren-
dimientos netos del trabajo y actividades económicas per-
cibidos individualmente en el ejercicio.
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RESUMEN

Transcurrido algo más de año y medio desde el inicio de
su comercialización en España, los seguros privados de
dependencia no terminan de despegar. Partiendo de un
breve resumen de la experiencia internacional en este ámbi-
to, este artículo repasa la regulación aplicable a este tipo
de seguros, describe las principales características de los
primeros productos que ya se están comercializando en
España, analiza las causas que están provocando que este
tipo de seguros apenas hayan tenido desarrollo en nuestro
país y propone un conjunto de medidas que permitirían un
desarrollo adecuado de esta figura en España y su paulati-
na extensión a todos los ciudadanos.

Palabras clave: Dependencia, Sector asegurador, Segu-
ros privados de dependencia.
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La Ley 39/2006,
de 14 de diciembre,
de Promoción de la
Autonomía Personal
y Atención a las
personas en situación
de dependencia 
y su incidencia 
en el ámbito de la
Administración local

1. Introducción

Cuando nos referimos a la prestación de ser-
vicios por las Administraciones locales, y muy
especialmente en relación con los Servicios Socia-
les, es ya un tópico el recurrir a conceptos como
cercanía, agilidad de respuesta, adaptación a las
necesidades de los ciudadanos, etc., para poner
de relieve el papel que deben desarrollar los ayun-
tamientos en la atención a las necesidades socia-
les de los habitantes del municipio.

Esta visión, un tanto idílica del papel de los
ayuntamientos, no se suele matizar por razones
de tamaño del municipio, relaciones con la Dipu-
tación o comunidad autónoma, capacidad eco-
nómica del consistorio, etcétera.

Esta concepción teórica resulta contradictoria
con el papel reservado a los municipios en el pro-
pio texto de la Ley de Autonomía Personal y Aten-
ción a las personas en situación de dependencia
(en adelante Ley de Dependencia) y en la aplicación
de dicha ley en los distintos ámbitos geográficos.

2. Significado de la Ley de Dependencia

Tras innumerables iniciativas, elaboración de
informes, declaraciones variadas, anuncios de su
tramitación inminente, etc., se aprobó la actual Ley
de Dependencia con el apoyo de los dos grandes
partidos nacionales. Conviene recordar este dato
porque, aunque su aprobación tuvo lugar con un
gobierno del Partido Socialista, esta ley surge con
el acuerdo del Partido Popular, que votó la apro-
bación de la ley que nos ocupa. (Ver cómo se apro-
bó la ley por el resto de los partidos).

En general, de la Ley de Dependencia se valo-
ra como el cuarto pilar del Estado de bienestar, y
no les falta razón a los que así la catalogan por-
que, cuando esté plenamente vigente, probable-
mente en el año 2015, debe suponer un sistema
de protección que dé respuesta a las necesida-
des de atención de las personas dependientes, y
por tanto de su entorno familiar, evitando las situa-
ciones de angustia por la carencia de recursos
públicos de respuesta. Debe, por tanto, relevar del
sobreesfuerzo de los familiares, bien en dedica-
ción en la atención directa, bien en aportación de
recursos económicos. No supondrá, por supues-
to, la supresión del dolor de tener un familiar con
la enfermedad de Alzheimer u otro tipo de causa
de dependencia, pero aliviará la carga asociada
que en muchos casos ha supuesto el truncamiento
del desarrollo profesional del familiar cuidador, nor-
malmente de sexo femenino.

Economistas Num 122.qxd  18/11/09  16:26  Página 77



E  N    P  O  R  T  A  D  A

78

Por hacer un paralelismo, que parece ya olvi-
dado, la aparición de una enfermedad grave en un
miembro de la familia sigue siendo una causa de
dolor en los familiares próximos pero sin la carga
añadida del problema económico que podía llevar
a las familias al endeudamiento por varios años,
hasta bien avanzado el pasado siglo.

Las personas que pertenecemos a la genera-
ción con familiares octogenarios, o amigos con
progenitores en esos tramos de edad, conoce-
mos muy bien los problemas añadidos que la pro-
visión de servicios puede suponer para las eco-
nomías de las familias. Esta Ley de Dependencia
supone un elemento estabilizador de las situa-
ciones familiares, tanto desde el punto de vista
de la economía doméstica como del desarrollo
profesional de todos sus miembros, con espe-
cial incidencia en las mujeres, que han venido
siendo las proveedoras de servicios de atención.
Aparte de otros efectos, será un elemento que
refuerce el proceso de la incorporación de la
mujer al mercado de trabajo y al desarrollo de su
carrera profesional.

3. Papel de los ayuntamientos en 
la prestación de Servicios Sociales 
en los años previos a la aprobación 
de la Ley de Dependencia

En los años previos a la aprobación de la Ley
de Dependencia, con una legislación muy laxa en
cuanto a competencias encomendadas a los
ayuntamientos, éstos han venido desempeñan-
do un papel que ha superado, en incontables oca-
siones, el marco que les suelen fijar, aún hoy, las
diferentes leyes autonómicas de Servicios Socia-
les. La mayoría de esta normativa reserva a los
ayuntamientos un papel de mero gestor de las
tramitaciones de solicitudes de servicios de las
comunidades autónomas (residencias, centros
de día, etc.) y la gestión del servicio de ayuda a
domicilio y teleasistencias en algunos casos. Todo
esto sin determinar criterios de financiación de
los servicios ni de las dotaciones de personal,
infraestructura o gastos corrientes de los Centros
de Servicios Sociales, definidos como el equipa-
miento básico y puerta de entrada a los Servicios
Sociales. Las comunidades autónomas, que tie-
nen las competencias en materia de Servicios
Sociales han renunciado, por lo general, a ejer-
cer el papel regulador en cuanto a definición de
servicios, determinación de ratios de financiación,
copago de los usuarios al coste de los servicios,
etcétera.

Con este marco, que reserva a los ayunta-
mientos un papel subordinado en el sistema de
Servicios Sociales, se ha producido un fenóme-
no muy generalizado en las grandes ciudades
de España en el que se ha unido el entusiasmo
de los diplomados en Trabajo Social, con las
demandas de los usuarios y familiares, que mani-
festaban sus situaciones muchas veces deses-
peradas, y que han logrado generar un clima de
consenso entre los políticos municipales (en este
aspecto sí se manifiesta muy claramente la cer-
canía de la Administración local) que ha hecho
que se adopten iniciativas necesarias, pero con
un escaso o nulo reconocimiento en los niveles
de financiación. Así han surgido gran parte de
las teleasistencias, los centros de día para per-
sonas mayores, el gran impulso dado al Servi-
cio de Ayuda a Domicilio, etc., que han venido
a paliar, de alguna manera, el gran déficit de
recursos sociales dirigidos a la atención a per-
sonas dependientes.

Todo este proceso viene lastrado por la gran
carga de voluntarismo en el ámbito de la Admi-
nistración local, que no ha contado con el sufi-
ciente reconocimiento por parte de la Adminis-
tración autonómica que, en términos generales,
no se siente obligada a contraer compromisos
objetivos de financiación. Es ya un lugar común
el recuerdo del Plan Concertado para el Desarro-
llo de la Prestaciones Básicas, que partía de una
definición muy clara de los criterios de financia-
ción desde la Administración central a las comu-
nidades autónomas con variables como pobla-
ción, dispersión geográfica, etc., pero que a su
vez, las comunidades autónomas no sentían la
necesidad de concretar estos u otros criterios
objetivos de financiación desde el nivel autonó-
mico a los ayuntamientos.

El resultado de todo el proceso se concreta en
que el ayuntamiento que ha generado determi-
nados equipamientos sociales o ha iniciado la
prestación de servicios teniendo en cuenta la situa-
ción del entorno, se ve penalizado en la financia-
ción de dichas iniciativas porque se suele tender
a su desconocimiento por parte de la comunidad
autónoma correspondiente. Esto, que podría estar
justificado en los casos en que las iniciativas no
fueran valoradas como pertinentes por la comu-
nidad autónoma concreta, se aplica también en
los casos en que se trate de servicios o presta-
ciones en consonancia con los planes de desa-
rrollo de los Servicios Sociales definidos por los
gobiernos autonómicos.

Todo ello está basado en un marco normativo
y competencial muy laxo, que posibilita trata-
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mientos poco objetivos en cuanto a la adquisición
de compromisos de financiación por parte de las
comunidades autónomas a los ayuntamientos.

4. Aprobación de la Ley de Dependencia

El texto de la ley atribuye las competencias a
la comunidades autónomas, dejando a los ayun-
tamientos un papel secundario, supeditado a las
funciones que determine cada Gobierno de la
correspondiente comunidad autónoma. En este
sentido es congruente con el reconocimiento que
hace la Constitución española de competencias
en materia de Servicios Sociales en el ámbito de
las autonomías.

Este rol a desempeñar por los ayuntamientos,
muy especialmente el de los de las grandes ciu-
dades españolas, no puede ignorar el papel
desempeñado por los mismos en la prestación de
servicios sociales a las personas dependientes,
sino que debería ser el motivo de reconocimiento
de esta situación y planificar su desarrollo nece-
sario de cara al futuro uniendo la capacidad de los
distintos ámbitos de la Administración en benefi-
cio de las personas dependientes.

5. Implantación de prestaciones 
y servicios generadores de 
derechos subjetivos

La discrecionalidad de la comunidades autó-
nomas en la financiación de los Servicios Socia-
les municipales se basa en varios aspectos que
enumeramos a continuación:

— La asignación de competencias en materia
de Servicios Sociales a las comunidades autóno-
mas, sustentada en el artículo 148 de la Consti-
tución, que ha venido a configurarse como la pri-
mera competencia reconocida de forma general
a la Administración autonómica, lo que la dota de
un cierto halo de competencia esencial para este
ámbito de la Administración.

— La preocupación de las comunidades
autónomas por desarrollar un sistema de Servi-
cios Sociales propio, partiendo de unas dota-
ciones y recursos escasos, lo que se ha hecho
en ocasiones sin recabar la opinión de los ayun-
tamientos.

— Un marco normativo laxo, que se mantiene
en esos términos en la propia legislación autonó-
mica, por lo que no se deduce interés por esta-
blecer criterios objetivos en relación a la progra-
mación y la financiación.

6. Incidencia en la homogeneidad de 
los Servicios Sociales en el ámbito 
de la Administración local

Además del marco normativo, en el que ha
habido escasos avances en Servicios Sociales,
la tendencia a la homogeneidad de estos servi-
cios se puede impulsar con otros instrumentos
como las aplicaciones informáticas, en las que
ha habido escasísimas aportaciones en los últi-
mos años. No hay justificación alguna para que,
en un sistema que asigna a los Centros de Ser-
vicios Sociales de los ayuntamientos el papel 
de instructor de los expedientes de tramitación
de prestaciones y servicios sociales de las
comunidades autónomas, no se disponga de
una aplicación informática integrada en la que
haya continuidad en las distintas fases de tra-
mitación, independientemente de que en qué
dependencia (autonómica o municipal) se reali-
ce la tramitación. Este aspecto, en el que no ha
habido avances considerables, pone en cues-
tión el cumplimiento en los plazos previstos de
la Ley 11/2007 de acceso informático de los ciu-
dadanos a la Administración pública.

En consonancia con ese marco normativo laxo,
no se dispone de planes de implantación de ser-
vicios y prestaciones que clarifiquen el papel de los
ayuntamientos en cuanto a las iniciativas que deben
emprender y los compromisos correspondientes a
asumir por la Administración autonómica.

Parece como si se dispusiera de un pacto táci-
to en el que cada ámbito asume un papel de forma
autónoma y el otro actúa con total desconoci-
miento de lo que se haya podido avanzar, sin nin-
guna adquisición de compromisos.

Todo este marco viene a concretarse en una
falta de consideración de las necesidades del ciu-
dadano y un cierto desentendimiento de las ini-
ciativas puestas en funcionamiento, sean estas ini-
ciativas del ámbito local o del autonómico.

7. La Ley de Dependencia 
como cambio del marco normativo 
en la prestación de Servicios Sociales

El ámbito normativo actual ha generado una
forma de proceder en Servicios Sociales que choca
con otros modos implantados en la Administración
en la que la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, suele
configurar el marco de relación con los ciudada-
nos. El hecho de que los servicios sociales cons-

Economistas Num 122.qxd  18/11/09  16:26  Página 79



E  N    P  O  R  T  A  D  A

80

tituyan un sistema nuevo, con profesionales que
valoran la intervención social muy por encima de
la tramitación administrativa, con una tipología de
usuarios poco acostumbrados a formular recla-
maciones formales a la Administración ha hecho
que, en muchos casos, no se haya tenido sufi-
cientemente en cuenta la normativa aplicable a los
servicios y prestaciones. Incluso se carece de una
normativa definida en muchos de estos servicios.

La aplicación de la Ley de Dependencia viene
a truncar, en su ámbito de aplicación, ese marco
normativo laxo, sin que, al menos en mi valoración
personal, se haya tenido en cuenta que estamos
ante un cambio sustancial, que define el derecho
subjetivo a recibir una prestación o servicio, en fun-
ción de la preceptiva valoración del grado y nivel
de dependencia, posibilitando un nivel de nego-
ciación con el usuario y los familiares de éste.

Esta ley, por otra parte, viene a consolidar el
cambio de tipo de usuarios que se ha venido pro-
duciendo en los años recientes. Nos encontrare-
mos con personas que harán valer su derecho a
recibir una prestación, independientemente de su
situación económica personal, lo que elevará el
nivel medio de formación e información de estos
usuarios y familiares, que tenderán a formular recla-
maciones y recursos de una forma mucho más
frecuente que en la actualidad y con un marco nor-
mativo más sólido.

8. Incidencia en el papel a desempeñar 
por los ayuntamientos

Como se ha definido al inicio de este artículo,
el papel que cumplen los ayuntamientos a través
de los Centros de Servicios Sociales es el de meros
tramitadores de las prestaciones y servicios de las
comunidades autónomas, además de la tramita-
ción y gestión de los propios Servicios Sociales
Municipales. Este papel se debe revisar en rela-
ción con la Ley de Dependencia.

Recordemos que el papel que reserva la Ley
de Dependencia a los ayuntamientos es prácti-
camente nulo, salvo que la propia comunidad
autónoma decida dotar de competencias en dis-
tintos aspectos relacionados con las tramitacio-
nes de la valoración del nivel de dependencia, la
fijación del Plan Individualizado de Atención, pro-
visión de los servicios o seguimiento de la situa-
ción del beneficiario.

No parece razonable que los Servicios Socia-
les de Atención Primaria, normalmente depen-
dientes de los ayuntamientos, como puerta de
entrada al sistema de Servicios Sociales, no ten-

gan reconocido un papel relevante en relación con
los usuarios de la Ley de Dependencia.

9. Papel de los Servicios Sociales 
de Atención Primaria en la tramitación 
de las solicitudes de reconocimiento de 
la situación de dependencia

Tal y como se viene actuando en relación con
las tramitaciones del resto de prestaciones y servi-
cios de las comunidades autónomas, al haber opta-
do la Ley de Dependencia por la integración en los
Servicios Sociales de estas comunidades autóno-
mas, parece lógico que la tramitación se realice en
los mismos términos que el resto de los servicios y
prestaciones y, por tanto, sean los Centros de Ser-
vicios Sociales los centros de referencia para que
los ciudadanos tramiten la solicitud de reconoci-
miento de la situación de dependencia.

Acompañando a la función de tramitadores de
las solicitudes, los Centros de Servicios Sociales
deberán elaborar el informe de entorno y cualquier
otro informe adicional que requiera el órgano de
valoración.

No parece lógico decantarse por la creación
de una red de centros de tramitación cuando esa
función se viene realizando por los Centros de
Servicios Sociales, que cada vez tienen más reco-
nocido por los ciudadanos el papel de centro de
referencia para todo lo relacionado con los Servi-
cios Sociales.

Por cierto, estos mismos Centros de Servicios
Sociales, a los que las comunidades autónomas
reconocen un papel central en la información y
orientación a los usuarios y en la tramitación de
los expedientes, pueden ser absolutamente igno-
rados en los compromisos de financiación, de tal
forma que la inversión en los equipamientos, los
gastos corrientes de energía, calefacción, teléfo-
no, informática, limpieza y, por supuesto, de per-
sonal sean financiados íntegramente por el ayun-
tamiento concreto.

10. Los Servicios Sociales de Atención
Primaria en la valoración de la situación 
de dependencia

Lo que recoge el artículo 27. Valoración de la
situación de dependencia, es lo siguiente:

1. Las comunidades autónomas determina-
rán los órganos de valoración de la situación de
dependencia, que emitirán un dictamen sobre el
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grado y nivel de dependencia, con especifica-
ción de los cuidados que la persona pueda
requerir. El Consejo Territorial deberá acordar
unos criterios comunes de composición y actua-
ción de los órganos de valoración de las comu-
nidades autónomas que, en todo caso, tendrán
carácter público.

De acuerdo con el contenido del artículo 27, la
ley se decanta por la creación de equipos espe-
cializados que se deberán atener, en cuanto a su
composición, a lo que determine el Consejo Terri-
torial, con la limitación de que deben tener carác-
ter público.

Dado que se trata de una nueva función, es
necesario crear unos órganos que asuman la
misma, lo que no quiere decir que se ignore la labor
realizada, en su caso, por el Centro de Servicios
Sociales de referencia. Nos podemos encontrar
con personas que se deben valorar, de acuerdo
con la solicitud presentada, y que pueden estar
recibiendo un servicio de ayuda a domicilio duran-
te varios años. En esos casos se debería contar
con la información aportada por el diplomado en
Trabajo Social que realiza el seguimiento de esta
persona, además del contenido del informe de
entorno que se debe haber aportado.

Si la valoración se va a realizar en el domicilio
del usuario, la fórmula sería concertar una cita por
parte del equipo de valoración, en la que estuvie-
ra presente el trabajador social de referencia, que
puede aportar datos en una sesión interactiva con
el usuario con matices difícilmente reflejados en un
informe en el que no se puede prever el desarrollo
de la aplicación del baremo de valoración.

11. Los Servicios Sociales de Atención
Primaria en la elaboración del Programa
Individual de Atención (PIA)

La elaboración del Programa Individual de
Atención debe contar tanto con el personal de
los Centros de Servicios Sociales como con los
recursos municipales que, previamente a la apro-
bación de la Ley de Dependencia, han venido
atendiendo a personas con problemas de auto-
nomía personal.

El desarrollo de este apartado requiere, por
tanto, hacer una consideración previa que incide
de forma directa en la elaboración del Programa
Individual de Atención. Lógicamente, un aspecto
que condiciona la elaboración del PIA es la bolsa
de recursos, coincidentes con el catálogo de ser-
vicios definido enumerados en el art. 15 de la ley,
con que se puede contar para atender, de la forma

más adecuada posible, las necesidades de la per-
sona dependiente en función del grado y nivel
reconocido en la valoración.

Porque se puede producir una contradicción
con la de definición de la red de servicios del art.
16 de la ley que, en su apartado 1, indica que: Las
prestaciones y servicios establecidos en esta ley
se integran en la Red de Servicios Sociales de las
respectivas comunidades autónomas en el ámbi-
to de las competencias que las mismas tienen
asumidas. La red de centros estará formada por
los centros públicos de las comunidades autóno-
mas, de las entidades locales, los centros de refe-
rencia estatal para la promoción de la autonomía
personal y para la atención y cuidado de situa-
ciones de dependencia, así como los privados
concertados debidamente acreditados.

Imaginemos que un ayuntamiento concreto dis-
pone de una red de centros de día que la comu-
nidad autónoma desconoce a efectos de finan-
ciación. Difícilmente el ayuntamiento permitirá que
estos centros de día se integren en la red sin el
previo reconocimiento, a todos los efectos, por
parte de la comunidad autónoma.

Siguiendo con el ejercicio de suposiciones, ima-
ginemos que por un desencuentro entre el nivel
autonómico y local, los mencionados centros de
día se mantienen al margen de la red y no se pue-
den ofrecer para la cobertura de necesidades de
los usuarios a los que se les ha reconocido un
grado y nivel de dependencia adecuado a este
tipo de recurso. Ante esta situación se pueden dar
dos situaciones:

— Que la red de que puede disponer la comu-
nidad autónoma tenga capacidad suficiente para
atender a todos los usuarios con reconocimiento
de grado y nivel adecuado a ese recurso, en cuyo
caso se habrá demostrado que la red creada por
el ayuntamiento no obedece a una adecuada pla-
nificación de recursos.

— Que la red disponible de la comunidad
autónoma pueda ofrecer plaza en un centro de
día a todos los usuarios con un nivel y grado de
dependencia adecuado a este recurso, en cuyo
caso se estaría abocado a ofrecer una alternati-
va sustitutiva.

La segunda opción presenta un problema de
ineficacia en la respuesta dada por la Administra-
ción y, por otra parte, contraviene lo indicado en
la propia Ley de Dependencia. Muy probablemente
en el PIA se opte por la prestación económica
vinculada al servicio, que tiene la limitación reco-
gida en el art. 17 de la ley en el que se indica que
la prestación económica, que tendrá carácter
periódico, se reconocerá, en los términos que se
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establezca, únicamente cuando no sea posible el
acceso a un servicio público o concertado de aten-
ción y cuidado, en función del grado y nivel de
dependencia.

También se podría optar por el reconocimiento
del cuidado en el entorno familiar, pero también
esta opción se considera excepcional en la ley, 
que en su art. 18 indica que: Excepcionalmente,
cuando el beneficiario esté siendo atendido por su
entorno familiar, y se reúnan las condiciones esta-
blecidas en el artículo 14.4, se reconocerá una
prestación económica para cuidados familiares.

Abundando en el análisis de esta última opción,
ya se está detectando un exceso de utilización de
las prestaciones que se materializan en una entre-
ga de aportación económica, ya sea para el cui-
dado en el entorno familiar o para la financiación
de cuidadores no profesionales. Habrá que valo-
rar hasta qué punto es una opción con base en
una valoración técnica adecuada o se trata de la
alternativa que supone un menor compromiso por
parte de Administración que tiene la obligación
de disponer de una red de recursos adecuada a
las necesidades de población.

Una vez desarrollada esta reflexión relativa a los
recursos municipales de atención a personas en
situación de dependencia, pasamos a analizar el
papel de los Centros de Servicios Sociales en la
elaboración del PIA.

Este es un aspecto fundamental en la aplica-
ción de la Ley de Dependencia. Se debe tener en
cuenta que, en muchos casos, los Centros de Ser-
vicios Sociales disponen de todo un historial de
atención al usuario, que se debe considerar en la
elaboración-negociación del programa individual
de atención, por lo que es conveniente tener en
cuenta las aportaciones del trabajador social de
referencia.

Todo ello por dos razones:
— Conocer cómo ha respondido el usuario y su

entorno familiar ante la implantación de un servicio.
— Tener información de primera mano de los

servicios y prestaciones de que dispone el ayun-
tamiento, sobre todo en lo referente a servicios de
proximidad.

Los profesionales de los Centros de Servicios
Sociales municipales ya vienen desarrollando esta
forma de trabajar con los usuarios y tienen expe-
riencia en la elaboración de un programa indivi-
dual de atención, tenga éste la misma denomi-
nación u otra similar como diseño de intervención
social, programa individual de intervención, etc.
Por tanto, se debería aprovechar esta experien-
cia para que los profesionales de los Centros
desarrollaran con las personas dependientes una

función que vienen realizando de forma habitual
en el desempeño de sus funciones como perso-
nal de la Administración local. Todo ello se puede
compatibilizar con el interés que puedan tener las
comunidades autónomas en un aspecto funda-
mental de la intervención social en la aplicación
de la Ley de Dependencia.

Nombrar un cuerpo de supervisores, integrar a
los profesionales de los Centros de Servicios Socia-
les en equipos más amplios junto con profesiona-
les de las comunidades autónomas, impartir la for-
mación que se considere necesaria, etc., pueden
ser medidas que garanticen una aplicación ade-
cuada de la ley y un reforzamiento de los Centros
de Servicios Sociales como centros de referencia
para los ciudadanos.

12. Los Servicios Sociales de Atención
Primaria en el seguimiento de la aplicación
del programa individual de atención

Los Centros de Servicios Sociales tienen cada
vez más reconocido su papel como centro de
referencia para los ciudadanos que tienen que
dirigirse a la Administración para solicitar una
prestación o servicio. Son centros que, al menos
en las grandes ciudades, suelen ser de titulari-
dad municipal y han venido desempeñando un
papel central en la implantación de los Servicios
Sociales, ya sean estos de titularidad municipal
o autonómica.

Cualquiera que conozca la historia de la implan-
tación del Servicio de Ayuda a Domicilio, las tele-
asistencias o los centros de día, deberá recono-
cer la colaboración de los Centros de Servicios
Sociales en todo el proceso, lleno de gratificacio-
nes profesionales, pero también de problemas,
dificultades de su puesta en funcionamiento, la
pelea por obtener una dotación adecuada de
recursos, etcétera.

La figura del diplomado en Trabajo Social de
Zona se ha configurado como la del profesional
de referencia para los usuarios de servicios socia-
les en una zona concreta. Realizan el seguimien-
to de las familias y las prestaciones y servicios
sociales que reciben.

Es esta figura profesional la que debe tener un
papel preponderante en el seguimiento de las pres-
taciones que recibe una persona en su entorno.
Si exceptuamos la atención en residencia pública,
en la que el seguimiento de la persona en situa-
ción de dependencia se puede llevar desde los
profesionales de la propia residencia, el resto de
las opciones recogidas en el art. 15 de catálogo
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de servicios, así como las prestaciones económi-
cas (tanto la vinculada a un servicio como la de
cuidados en el entorno familiar o para el apoyo de
cuidadores no profesionales tienen en el trabaja-
dor social de zona una figura central para la reali-
zación del seguimiento de las personas en situa-
ción de dependencia.

Si la implantación progresiva de la Ley de
Dependencia supone, como es de esperar, que
se incrementa sustancialmente el número de per-
sonas que reciben servicios o prestaciones en su
entorno de convivencia, se debe reforzar la dota-
ción de profesionales y no crear una red parale-
la que compartimente la atención social y que
desvirtuaría la noción del Centro de Servicios
Sociales como centro de referencia de la ciuda-
danía para todo lo relacionado con los Servicios
Sociales.

Esto no se contradice con que las comuni-
dades autónomas ejerzan un control indirecto
sobre un sistema que es de su competencia. Es
más, sería conveniente que se adoptaran todas
las medidas necesarias para asegurar que se
atiende adecuadamente a las personas, cosa
que se supone que se ha estado realizando en
todo el período anterior a la entrada en vigor de
la Ley de Dependencia, ya que la competencia
sobre los Servicios Sociales no es una novedad
surgida con la nueva ley, sino que tiene su base
en la Constitución y en los propios Estatutos de
Autonomía.

13. Conclusión

La aprobación de la Ley de Promoción de la
Autonomía Personal y Atención a las personas en
situación de dependencia supone un avance
importantísimo en el Estado de bienestar y en el
Sistema de Servicios Sociales que debe configu-
rarse como el cuarto pilar del mencionado Esta-
do de bienestar. Este avance debe afectar a todos
los ciudadanos y, por supuesto, a todos los ámbi-
tos de la Administración que han desempeñado

en los últimos años un importante papel en el desa-
rrollo de los Servicios Sociales.

Es el momento en que se debe configurar el
sistema con visión de futuro y con el reconoci-
miento de las ventajas que la cercanía y el cono-
cimiento del entorno confieren a los ayunta-
mientos, con el establecimiento de criterios
objetivos de financiación de todos los Servicios
Sociales, incidiendo muy especialmente en los
contemplados en el art. 15 de la ley, referido al
catálogo de servicios.

Los Servicios Sociales de Atención Primaria
deben jugar un papel destacado en la atención
social a los dependientes, en consonancia con el
que han venido desarrollando en la implantación
de los Servicios Sociales en los últimos treinta años.
Por tanto, es necesario desarrollar criterios de dis-
tribución geográfica de los Centros de Servicios
Sociales y, en el caso de que éstos sean de titu-
laridad de la Administración local, establecer cri-
terios objetivos de financiación.�

RESUMEN

En este trabajo se analiza la importancia de la ley de
autonomía personal y atención a la dependencia de 2006
como política social que estabiliza a la familia y facilita la
incorporación de la mujer al mercado de trabajo. Se des-
taca el papel ancilar de los Ayuntamientos en la gestión
de los servicios sociales sin el reconocimiento formal ni
apoyo financieros que ello conlleva. Se justifica la necesi-
dad de un reconocimiento de los servicios sociales muni-
cipales como medios para la elaboración de las historias
sociales, definición del programa de atención individual y
seguimiento de la persona en situación de dependencia.
Finalmente se enfatiza en la importancia de los Centros de
Servicios Sociales municipales no sólo como lugares de
trámite administrativo sino como centros de referencia en
la prestación de servicios sociales y en el seguimiento del
bienestar de la persona en situación de dependencia. En
suma, en este trabajo se propone reforzar el lugar institu-
cional de los Servicios Sociales municipales.

Palabras clave: Dependencia, Servicios Sociales Muni-
cipales, Ayuntamientos, Centros de Servicios Sociales.
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in remontarnos más allá de 1482 donde los
soberanos señalaron Las cosas que se han de
hacer para la buena gobernación y administración
del oficio de la contaduría Mayor del rey y la reina…
(Archivo General de Simancas, D.C.-3-28), hasta
la Constitución del 78 donde la soberanía nacio-
nal reside en el pueblo español, del que emanan
los poderes del Estado y la forma política del Esta-
do español es la monarquía parlamentaria, siem-
pre ha existido la preocupación por la buena lle-
vanza de las cuentas reales. Nuestra Constitución,
concede el privilegio al Rey de distribuir libremen-
te la cantidad global que le asignen los Presu-
puestos Generales del Estado (PGE), lo que indi-
ca libertad para no tener que sujetarse a norma
alguna, cuando decida autorizar o comprometer
gasto, reconocer obligaciones o pagar con cargo
a dichos créditos ni tiene que ajustarse a los prin-
cipios que para el gasto público se establecen en
la Ley General Presupuestaria (eficacia, eficiencia
y economía) ni a las responsabilidades que exige
la Ley de Subvenciones. Por ello, el nombramien-
to mediante real decreto por el que se nombra
Interventor de la Casa de S.M. el Rey pareció cau-
sar sorpresa en primer lugar, dado que el libre albe-
drío para el gasto de los créditos consignados en
los PGE exime al monarca de rendir cuenta algu-
na por la ejecución del gasto, al contrario de lo que
ocurre en el resto de departamentos e institucio-
nes, todas ellas sujetas al menos al control del Tri-
bunal de Cuentas, ya que después de cerca de
treinta y un años desde que se promulgó la C.E. 
y en base a lo estipulado en ella, parecía suficien-
te un administrador (intendente real) más que un
interventor que no podría fiscalizar el gasto reali-
zado al libre albedrío. En segundo lugar, con una
reflexión más profunda que no sea la meramente
de imagen, induce a pensar que puede dar lugar
a una transformación en la gestión del presupuesto
de la Jefatura del Estado mediante el cual se lle-
gue a conocer, de una manera clara y transpa-

rente, lo que supone el gasto total de la Jefatura
del Estado, ya que los meandros financieros por
los que discurren los fondos de la Jefatura del Esta-
do en los PGE son de difícil seguimiento, al encon-
trarse dichos fondos a veces integrados en otros
fondos ajenos a esa Jefatura lo que impide un
cálculo preciso.

Los PGE se dividen en programas que a modo
de ríos van nutriendo financieramente las distintas
áreas del Estado. En un casos, los programas
nutren una sola parcela del Estado y en otros los
programas van atravesando distintas áreas, pero
se conoce el quantum que deposita en cada uno
de ellas. El problema surge cuando los fondos
incluidos en un programa se dedican a financiar
parcelas para las que no están destinados, teóri-
camente, en su totalidad.

En el caso de la Jefatura del Estado encontra-
mos dos programas directos que van a nutrir finan-
cieramente dicha Jefatura, y además otros pro-
gramas que integran fondos destinados a financiar
la Jefatura del Estado, junto a fondos que finan-
cian objetivos distintos, lo que impide el conoci-
miento preciso de los fondos destinados a la Jefa-
tura del Estado por la lectura de los PGE.

De acuerdo con el art. 65 de la C.E. El Rey reci-
be de los Presupuestos del Estado una cantidad
global para el sostenimiento de su Familia y Casa
y distribuye libremente la misma. Las cantidades
que en base a este artículo se integran en el Pre-
supuesto del Estado se consignan en la Sección
01 Casa de S.M. el Rey (de acuerdo con la C.E.
debería denominarse Familia y Casa de S.M. el
Rey) en un único Programa 911M Jefatura del
Estado que sólo tiene un concepto económico,
transferencia corriente, en base al art. 65 citado
por importe en 2009 de 8.896.920 euros (en 2008
de 8.663.020 de euros).

Además de ese programa, encontramos el 911Q
Apoyo a la gestión administrativa de la Jefatura 
del Estado que se encuentra en la Sección 22, 

S
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Ministerio de Administraciones Públicas, con un
importe en 2009 de 6.535.520 euros (en 2008 de
5.987.050 de euros).

Este último programa sólo dispone de crédito
para sueldos del personal (6,2 millones de euros)
e indemnizaciones (326.000 euros) en 2009, y
aquí se consigna el sueldo de parte del personal
civil que tiene su destino en la Casa de S.M. Al
ser créditos consignados en el Ministerio de Admi-
nistraciones Públicas la fiscalización de los mis-
mos pertenece a la Intervención General de la
Administración del Estado (IGAE) y realizado por
el interventor delegado en dicho Ministerio. Por 
lo tanto, claramente se conocen los créditos del
Programa 911M (de libre albedrío) y los del Pro-
grama 911Q fiscalizados por la IGAE. Pero en la
Casa de S.M. también está destinado personal
de las Fuerzas Armadas (crédito fiscalizado por
la Intervención Delegada del Ministerio de Defen-
sa), de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del
Estado (crédito fiscalizado por la Intervención Dele-
gada del Ministerio del Interior, etc. Ese personal,
así como el resto de créditos de apoyo a la Jefa-
tura del Estado, no figura dentro de sus ministe-
rios en un programa específico de apoyo a la ges-
tión de la Jefatura del Estado, por lo que no es
posible cuantificar desde la lectura de los Presu-
puestos la magnitud presupuestaria total des-
tinada a la Casa de S.M. Si a ello añadimos los
fondos indirectos por otros entes (Patrimonio del
Estado, Patrimonio Nacional,…) dentro de cada
ejercicio presupuestario, veremos que conocer
las cantidades que los Presupuestos destinan a
la Jefatura del Estado es sumamente complejo.

Por lo tanto hasta aquí nos encontramos con
fondos de libre disposición de S.M., sin necesidad
de fiscalización alguna, ni siquiera por parte de Tri-
bunal de Cuentas y con fondos de apoyo a la ges-
tión de la Jefatura del Estado fiscalizados por diver-
sos interventores delegados (dependiendo de que
Ministerio o institución suministre los fondos direc-
ta o indirectamente a la Casa de S.M.) de acuer-
do con lo establecido en la Ley General Presu-
puestaria, que dispone en su artículo 140.2 La
Intervención General de la Administración del Esta-
do ejercerá en los términos previstos en esta Ley
el control interno de la gestión económica y finan-
ciera del sector público estatal, con plena auto-
nomía respecto de las autoridades y demás enti-
dades cuya gestión controle, en este caso los
ministros de los departamentos y autoridades
donde se ubiquen los fondos de apoyo a la Jefa-
tura del Estado.

El modelo que se nos presenta es, pues, el de
un particular que ha sido nombrado por R.D. del

Rey, como Interventor de la Casa de S.M. el Rey
para los fondos relativos al art. 65 de la C.E., y
diversos Interventores delegados que fiscalicen los
diversos fondos que nutren la Jefatura del Estado
donde se ubica la Casa de S.M.

Existen, pues, la persona nombrada por el Rey
como interventor y los interventores delegados de
la Intervención General. Es un modelo mixto, por
la procedencia de los distintos fondos y conse-
cuentemente distintos órganos fiscalizadores que
impide conocer de una forma clara y transparen-
te el gasto total de la Jefatura del Estado. En este
caso no debe haber solape de funciones entre los
diversos interventores, aun cuando sólo uno es el
nombrado por el Rey y los demás por el interven-
tor general de la Administración del Estado ya que
si bien el Rey lo hace mediante un real decreto, el
interventor general se basa en la Ley General Pre-
supuestaria que nombra a interventores delega-
dos, mientras que el nombramiento real recae en
una persona no funcionario, es decir un particular
en base a lo expuesto en el artículo 65.2 de la C.E.
El Rey nombra y releva libremente a los miembros
civiles y militares de su casa.

La persona nombrada por el Rey como inter-
ventor no tiene por qué tener en cuenta ni los prin-
cipios exigidos en la Ley General Presupuestaria
ni en la Ley de Contratos de las AA.PP. en el
momento de fiscalizar el gasto financiado con los
fondos que voluntariamente el Rey cede a la Casa
de los asignados en base al art. 65 de la C.E. para
su Familia y Casa. Ha de ser una ordenación inter-
na elaborada por la Casa de S.M. la que regule
las competencias del nuevo interventor, en caso
contrario sería un acto simbólico carente de efi-
cacia alguna.

La Casa de S.M. se creó en 1975 y dada su
naturaleza se decide no integrarla en la Adminis-
tración del Estado y tiene como misión servir al
Rey en cuantas actividades se deriven del ejerci-
cio de sus funciones como Jefe del Estado. Está
constituida por Jefatura, Secretaría General, Cuar-
to Militar y Guardia Real, y el Servicio de Seguri-
dad. El jefe de la Casa formula la propuesta de
presupuesto y firma los contratos relativos a asun-
tos propios de la Casa. El secretario general ela-
bora anualmente un informe acerca de la marcha
y rendimiento de los servicios a su cargo. El per-
sonal de la Casa puede ser entre otros, de alta
dirección y dirección (percibiendo éstos sus retri-
buciones con cargo a la Casa), funcionarios de
carrera (percibiendo sus retribuciones por el Mi-
nisterio de AA.PP.). además tanto el Ministerio de
Defensa como el Ministerio del Interior, prestarán
los apoyos de todo orden que precise la Guardia
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Real y el Servicio de Seguridad para el cumplimiento
de su misión, lo que significa que tanto la Guardia
Real como el personal de seguridad tienen ubica-
das sus retribuciones en estos departamentos. El
jefe de la Casa, el secretario general y el personal
de dirección perciben retribuciones como las atri-
buidas a ministro, secretario de Estado y directo-
res generales, respectivamente, en los PGE.

Llegado a este punto, hemos de señalar que
la dispersión de fondos y de órganos fiscaliza-
dores no es precisamente la forma más adecua-
da para el conocimiento preciso de los fondos
dedicados a la Jefatura del Estado. Por ello, el
nombramiento de un interventor de la Casa de
S.M. debe, en mi opinión, ser el comienzo de la
elaboración de una estructura presupuestaria y
fiscalizadora diferente de la Jefatura del Estado.
Para ello hay que comenzar con integrar en una
sola sección de los PGE todos los fondos nece-
sarios para el desempeño de las funciones atri-
buidas al Jefe del Estado. En esa sección se
deberían integrar los fondos de libre disposición
que la Constitución concede al monarca en vir-
tud del artículo 65 y que el Rey debe libremente
dividir entre los correspondientes a su Familia y
los correspondientes a su Casa para el pago de
la estructura antes comentada, y por otra parte
los créditos de apoyo a la Jefatura de Estado
donde se incluyan el resto de fondo ahora repar-
tidos por los PGE.

De esa manera, el interventor fiscalizaría los fon-
dos correspondientes a la Casa y los de apoyo a
la Jefatura. La sección del presupuesto podría
denominarse Jefatura del Estado incluyendo Fami-
lia, Casa y apoyo al Jefe del Estado.

Es de esta forma como por una parte tendría
sentido este nombramiento y por otra se llegaría
al conocimiento de la cuantía presupuestaria de la
Jefatura del Estado, como una sección más del
presupuesto lo que haría aumentar la transparen-
cia de la cosa pública. Sería un modelo similar al
que utiliza el Tribunal Constitucional, el Tribunal de
Cuentas, las Cortes, etc., que tienen órganos fis-
calizadores independientes de la IGAE (particula-
res) y que funcionan con sus reglas específicas y
que presentan un presupuesto recogido en una
sección específica de los PGE y con conocimien-
to de su distribución.

Creo que es el modelo al que habría que diri-
girse, de lo contrario, el interventor designado por
el Rey será más una ayuda a una buena gestión,
es decir predominaría más la vertiente de admi-
nistrador que de órgano fiscalizador que realizaría
una función simbólica.�

RESUMEN

El artículo analiza el gasto para las arcas del Estado de
la Casa Real. El autor señala la dificultad de conocer de
forma precisa, y por lo tanto de controlar, el total de fondos
destinados a tal fin, debido a la diversidad de programas de
los Presupuestos Generales del Estado en los que están
incluidos. Así, el autor propone la agrupación en una sola
sección del presupuesto de todos los fondos correspon-
dientes a la Casa Real y los de apoyo a la Jefatura del Esta-
do, con el fin de aumentar su transparencia y fiscalización.

Palabras clave: Presupuestos Generales del Estado, Gasto
de la Casa Real, Gasto de la Jefatura de Estado, Fiscali-
zación del gasto de la Casa Real.
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1. Introducción

La universidad española vive bajo el síndrome
del Plan de Bolonia. La creación del Espacio
Europeo de Educación Superior (EEES) se ha
convertido en la preocupación más importante
de los agentes decisores de política educativa,
de los gestores universitarios y, si hemos de hacer
caso a los medios, también de los estudiantes,
universitarios o no (1). A él se alude cuando se
pretenden explicar las deficiencias, las noveda-
des, las transformaciones, las reacciones o las
contradicciones en las que hoy se ve inmersa la
comunidad universitaria.

Confiemos en que esta obsesión por Bolonia
resulte pasajera. Con suerte y perspectiva histó-
rica, la creación del EEES llegará a entenderse
como una circunstancia más, incluso como un
catalizador de algunos procesos en curso, pero
nunca como el determinante último de todo lo que
actualmente está ocurriendo en la institución uni-
versitaria y su entorno.

Lo cierto es que la idea del EEES nació con el
objeto de contribuir a la materialización de una
libertad básica de los trabajadores europeos: la de
ofrecer su cualificación y esfuerzo en cualquier
territorio de la Unión, derecho reconocido nomi-
nalmente en los tratados, pero limitado en la prác-
tica por los obstáculos administrativos para el reco-
nocimiento de títulos universitarios. Pero, siendo
esta la razón de ser original de los acuerdos de
Bolonia, el proceso que se inició con ellos ha dado
cobertura a pretensiones diferentes —todas ellas
legítimas—, como la de la renovación de los méto-
dos pedagógicos (Ministerio de Educación y Cien-
cia, 2006: 19-20) o la de adoptar en el contexto

universitario nociones y procedimientos asociados
a la gestión de la calidad, más habituales en el
ámbito empresarial que en el universitario.

Podría decirse, sin ninguna intención inculpa-
toria, que el contexto de Bolonia ha sido aprove-
chado para poner en marcha otras reformas y
medidas; en definitiva, el EEES ha suscitado una
fase de renovación en la universidad española en
cuya agenda figuran, junto con otras cuestiones
de carácter accesorio, otras muy próximas a la
propia esencia de la institución universitaria.

En este proceso se han definido, por decreto,
los objetivos de la enseñanza universitaria; se han
establecido las reglas para la recomposición del
mapa de titulaciones; se han establecido los cau-
ces para un nuevo modelo de gestión universita-
ria basado en la garantía de la calidad, etc. En
definitiva, y como se ha expresado en alguna oca-
sión, el proceso de creación del EEES coincide
con la renovación del contrato entre la universi-
dad y la sociedad, aunque probablemente no sea
la causa última de dicha renovación.

En este artículo se describe el nuevo enfoque
con el que se ha afrontado el diseño de nuevas
titulaciones, en el que el perfil de egreso adquiere
un papel protagonista, y se emplea la evidencia
empírica para derivar recomendaciones sobre algu-
nas de las competencias que deberían incluirse
en dichos perfiles.

2. El nuevo modelo de diseño de titulaciones

En España, el diseño y aprobación de un nuevo
catálogo de titulaciones constituye una de las con-
secuencias más trascendentales y controvertidas
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de la adecuación al EEES. También en esta cues-
tión hay campo suficiente para que coexistan opi-
niones enfrentadas sobre la bondad de los obje-
tivos que se persiguen o la oportunidad de las
medidas que se han ido tomando. Pero de lo que
no cabe duda es que la tarea se ha enfrentado
desde un planteamiento completamente nove-
doso que acerca a la institución universitaria a lo
que en el mundo empresarial son reglas y usos
habituales.

Hasta fechas recientes, cuando las universida-
des diseñaban sus títulos (es decir, cuando se pre-
guntaban qué es lo que un titulado en, por ejem-
plo, economía, debería conocer) respondían casi
automáticamente empleando como criterio los
contenidos de las áreas de conocimiento relacio-
nadas con la economía. Tales áreas de conoci-
miento no son sino el poso que han dejado el
desarrollo del conocimiento científico, por una
parte, y las necesidades de organización de la
comunidad académica, por otra (2).

Es decir, los criterios con los que tradicional-
mente se han venido diseñando los títulos uni-
versitarios se han obtenido de la propia institu-
ción que elabora y oferta el título. Esto es lo que
podría describirse como un sistema de empuje
o de oferta.

El modelo que el Ministerio de Educación, a
través de la Agencia Nacional de Evaluación de
la Calidad y Acreditación (ANECA), ha propuesto
para la renovación del mapa de titulaciones res-
ponde a una lógica casi exactamente inversa: con-
siste en que el diseño final de cada titulación se
efectúe en atención a las necesidades, declara-
das o no, de la sociedad en la que la universidad
se inscribe y a la que debe servir. Esto es lo que
en gestión empresarial se denomina principio de
arrastre o de atracción de la demanda, y que es
aplicable tanto en la gestión de la producción
como en el diseño del producto (Womack y Jones,
2005).

Algunas características básicas de este nuevo
modelo ayudan a comprenderlo:

— Todo el diseño se apoya en la noción de
competencias. Las competencias, descritas en
otro lugar como la capacidad para enfrentarse con
garantías de éxito a una tarea en un contexto
determinado (Goñi, 2005), son el resultado obser-
vable y evaluable del proceso de aprendizaje. El
resultado del proceso educativo que tiene lugar a
lo largo de una determinada titulación se expresa
en términos de competencias y se resume en un
perfil del egresado diseñado previo análisis de lo
que la sociedad en general, y los empleadores, en
particular, esperan del graduado.

— Una vez definido, el perfil y las competen-
cias de egreso informan sobre el diseño de los
cursos y asignaturas. En última instancia, cada
asignatura se define a partir de una serie de com-
petencias que debe adquirir el alumno. Las tareas
y actividades recomendadas al alumno, el tipo de
evaluación y, en general, toda la planificación de
cada asignatura debe adecuarse a dichas com-
petencias. En otras palabras, la definición del per-
fil de egreso da comienzo a una cadena lógica
por la que se define lo que cada curso y asigna-
tura debe aportar para que el alumno responda
finalmente a dicho perfil.

— Siguiendo esta lógica, la definición de la
titulación culmina con el establecimiento de un
perfil de ingreso que, en términos lógicos, repre-
senta el conjunto de requisitos que el alumno
debe cumplir para satisfacer las exigencias de
los procesos educativos por los que va a pasar
durante su carrera. La finalidad del perfil de ingre-
so es doble: informar al alumno preuniversitario
sobre lo que se solicitará de él en una determi-
nada titulación, contribuyendo a orientarle en la
elección de una carrera, y servir de base para el
establecimiento, en su caso, de condiciones de
acceso a la titulación.

La distancia que separa estos dos enfoques,
tradicional y propuesto, en el diseño de las titula-
ciones, es tan notable como la que se produce
entre la empresa que, viendo las piezas que se
fabrican en su área de producción, se plantea qué
producto puede montar con ellas, y la que, en
cambio, se pregunta cuáles son las necesidades
de su público y, a partir de esa información, con-
cibe las funciones, forma y tipo de su producto, y
organiza su fabricación y distribución.

En este sentido, el EEES no representa una
novedad tan revolucionaria, y puede entenderse
como un episodio más de un proceso más amplio
de necesaria racionalización del funcionamiento
de las instituciones universitarias. De hecho, la
mejor prueba de que instituciones universitarias
de todo el mundo son sensibles a esta cuestión
es que, directa o indirectamente, han puesto en
marcha procedimientos para conocer, en gene-
ral, qué es lo que se espera de un titulado uni-
versitario, y, en particular, qué opinión tienen
empleadores y titulados sobre las aptitudes que
estos últimos deberían reunir para cumplir con
sus funciones en los puestos de trabajo que les
toca desempeñar.

La cuestión que se plantea es, por tanto, ¿qué
esperamos de los titulados universitarios?, y se
trata de responder, aunque sea de manera muy
parcial, en el siguiente epígrafe.

Economistas Num 122.qxd  18/11/09  16:26  Página 89



90

T R I B U N A

3. ¿Qué competencias demandan
los empleadores?

En España, la propia dinámica de verificación
de los títulos universitarios (ANECA, 2008) ha con-
ducido a los centros universitarios a estrechar lazos
con organismos representativos de determinadas
profesiones, así como con las empresas deman-
dantes de sus titulados, con el objeto de añadir
un input informativo en su tarea de definición de
los perfiles de egreso.

Las recomendaciones de la ANECA también
han servido para reverdecer el interés por la lite-
ratura empírica sobre las competencias profesio-
nales demandadas por los empleadores. Es este,
aún hoy, un incipiente campo cuyos resultados se
encuentran dispersos y escasamente articulados.
El carácter esencialmente difuso de las nociones
competenciales, producto a su vez de la ausen-
cia de un cuerpo teórico compacto sobre esta
materia, ha impedido hasta la fecha reunir evi-
dencia empírica conforme a un principio acumu-
lativo, de modo que las nuevas aportaciones en
este campo no suman siempre, sino que a veces
parecen contraponerse a, o sencillamente no
encajan con, las anteriores.

No obstante, siempre es preferible funda-
mentar los argumentos en la evidencia empírica,
aun cuando ésta no resulta del todo sistemáti-
ca. Por eso, en lo que sigue, se trata de extraer
algunas conclusiones a partir de los resultados
de trabajos que emplean métodos y marcos con-
ceptuales diversos pero que comparten su inte-
rés por establecer cuáles son las competencias
más importantes para el ejercicio profesional y
hasta qué punto los titulados universitarios las
reúnen. Conviene a los autores aclarar que este
artículo no es del tipo review y, por tanto, no pre-
tende agotar las fuentes de información sobre el
tema. Muy al contrario, se prima en él la cohe-
rencia argumental, al tiempo que la evidencia
mostrada tiene por único objeto avalar aquellas
afirmaciones que la intuición por sí sola no podría
sostener.

De esa evidencia pueden extraerse las siguien-
tes conclusiones.

3.1. Los conocimientos generales y las
actitudes son más valorados que los
conocimientos formales y específicos
de las disciplinas científicas

La preferencia en las organizaciones empresa-
riales modernas por las competencias generales
y actitudinales, frente a las cognitivas, se ha cons-

tatado y argumentado en numerosas ocasiones
(Ashton, 1994; Strebler, 1997). En este aspecto,
por tanto, la evidencia empírica no hace sino con-
firmar un hecho aceptado. En el proyecto CHE-
ERS (García-Montalvo y Mora, 2000), por ejem-
plo, se pidió a profesionales españoles (entre otras
nacionalidades) que habían obtenido su título uni-
versitario cuatro años atrás que valorasen la impor-
tancia que tenían determinadas competencias (un
total de 36) en el ejercicio de su profesión. Las
capacidades más valoradas (véase cuadro 1) no
estaban ligadas a los conocimientos específicos
(el conocimiento teórico de un campo específico
se situó en el puesto 22 de este ranking), sino con
habilidades más generales y básicas, como la habi-
lidad de comunicación oral (3.º) o la capacidad
para resolver problemas (5.º); y con cuestiones
con un indudable tinte actitudinal, como la lealtad
(1.º), la capacidad para asumir responsabilidades
y tomar decisiones (2.º), o la adaptabilidad (4.º).

Cuando se ha solicitado opinión a los emplea-
dores los resultados han sido similares: Cajide y
cols. (2002) realizaron un sondeo entre emplea-
dores gallegos y encontraron que las capacida-
des que éstos consideraban más importantes
eran la motivación por las tareas a realizar, las
aptitudes para seguir aprendiendo, la capacidad
para trabajar en equipo y la de resolver proble-
mas; mientras que los conocimientos especiali-
zados, los de metodologías y técnicas particula-
res, y los teóricos se situaron en los puestos 19,
23 y 25 de un total de 27 capacidades valoradas
(véase cuadro 2).

Otros trabajos, como el del Institute of Directors
(2007), han solicitado una valoración más expre-
sa sobre esta cuestión a los empleadores, obte-
niendo una respuesta similar: el 64% de los emple-
adores consultados opinaron que las habilidades
generales de carácter profesional eran más impor-
tantes para sus organizaciones que los conoci-
mientos técnicos y académicos específicos.

En suma, la afirmación de que las habilidades
generales son más trascendentales que los recur-
sos exclusivamente cognitivos en el desempeño
profesional se encuentra fuertemente avalada por
las opiniones de empleados y empleadores, de
acuerdo con las investigaciones citadas y otras
que no lo han sido (ANECA y CEGES, 2007;
Hodges y Burchell, 2003). Menos conocido es el
hecho de que la preferencia por individuos con
las referencias actitudinales adecuadas y con
capacidades que les permitan enfrentar los retos
intelectuales, cualesquiera que éstos sean, se
percibe también en la fase anterior del proceso
formativo.
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CUADRO 1
VALORACIÓN POR PARTE DE EMPLEADOS UNIVERSITARIOS DE LA IMPORTANCIA

DE LAS COMPETENCIAS REQUERIDAS EN EL PUESTO DE TRABAJO

Competencia Valor promedio de las respuestas (1) Ranking

Lealtad, honestidad 7,1 1
Asumir responsabilidades, tomar decisiones 7,1 2
Habilidad de comunicación oral 7,0 3
Adaptabilidad 7,0 4
Habilidad para resolver problemas 7,0 5
Predisposición a involucrarse personalmente en el trabajo 6,9 6
Trabajar en equipo 6,8 7
Habilidad para el aprendizaje 6,8 8
Administración del tiempo 6,8 9
Capacidad de apreciar los diferentes puntos de vista 6,7 10

…
Conocimiento teórico en un campo específico 6,4 19
Conocimiento de métodos de un campo específico 6,4 20

…
Conocimiento de idiomas extranjeros 4,3 36

Nota:
(1) Sobre una escala definida entre el 0 y el 10.
Fuente: García-Montalvo y Mora (2000).

CUADRO 2
VALORACIÓN POR PARTE DE EMPLEADORES DE LA IMPORTANCIA DE LAS COMPETENCIAS 

REQUERIDAS EN EL PUESTO DE TRABAJO

Competencias Valor promedio de las respuestas (1) Ranking (2)

Motivación por las tareas a realizar 4,64 1
Aptitudes para seguir aprendiendo 4,56 2
Trabajo en equipo 4,41 3
Resolución de problemas 4,29 4
Formación práctica 4,18 5
Comunicación 4,17 6
Confianza en sí mismo 4,11 7
Organización y gestión propia 4,09 8
Priorizar tareas 3,97 9
Creatividad 3,93 10

…
Conocimientos especializados 3,58 19

…
Conocimientos de metodologías y técnicas 3,46 23

…
Conocimientos teóricos 3,35 25

Notas:
(1) Sobre una escala definida entre el 1 y el 5.
(2) Se consideró un total de 27 competencias diferentes.
Fuente: Cajide y cols. (2002).

91

Economistas Num 122.qxd  18/11/09  16:26  Página 91



92

T R I B U N A

En una encuesta realizada en 2008 (Cardona
y cols., 2009), los profesores universitarios de
economía y empresa opinaron que factores como
la intención de aprender (1.º de entre 12 facto-
res), la vocación por sus estudios (2.º), o la capa-
cidad para el aprendizaje autónomo (3.º) de los
estudiantes influyen más en la calidad de la ense-
ñanza universitaria que sus conocimientos pre-
vios de matemáticas (10.º) o economía (12.º)
(véase cuadro 3).

3.2. En general, las competencias 
que poseen los titulados están por 
debajo de lo que se requiere para los
puestos de trabajo

Los datos recogidos hasta la fecha muestran
que, por lo general, titulados y empleadores per-
ciben que los requerimientos de competencias que
suponen los empleos superan a la posesión de las
mismas por parte de los titulados.

En el gráfico 1 se muestran los resultados de
tres trabajos de contenido similar, algunos de los
cuales ya se han citado más arriba. Los tres se
basan en cuestionarios sobre los requerimientos
competenciales de los puestos de trabajo y sobre
la medida en que los titulados universitarios se
encuentran en posesión de tales aptitudes. La
virtud de estos tres trabajos, en concreto, es que
con ellos se agotan las combinaciones de valo-
ración: el proyecto Reflex (ANECA y CEGES,

2007) recoge las opiniones de los propios titula-
dos sobre ambas cosas; mientras que el traba-
jo del Institute of Directors (2007) hace lo mismo
con las de los empleadores; finalmente, Cajide y
cols. (2002) combinan la opinión de los titulados
sobre sus competencias con la percepción de
los empleadores sobre la medida en que éstas
son necesarias para desempeñar los puestos de
trabajo.

El caso es que, sea cual sea la combinación de
opiniones que se tome, se aprecia que la prácti-
ca totalidad de las competencias se encuentra por
encima de la bisectriz, es decir, los encuestados
consideran que el grado en que los puestos de
trabajo requieren dicha competencia supera al
grado en que los titulados la poseen.

3.3. Los titulados universitarios son más
optimistas sobre sus competencias que
los empleadores

En el gráfico 1, el hecho de que la mayoría de
los puntos se encontrasen por encima de la bisec-
triz se interpretó como prueba del déficit percibi-
do en competencias profesionales. Por eso, en el
gráfico 1a), la medida en que la nube de puntos
se separa de la bisectriz da una idea de la opinión
que tienen los titulados de la profundidad de la
grieta competencial, mientras que la ilustración 1c)
muestra la opinión de los empleadores. Se obser-
va con claridad que la separación es mayor en

CUADRO 3
VALORACIÓN DE LA IMPORTANCIA DE LAS COMPETENCIAS 

DE LOS ESTUDIANTES UNIVERSITARIOS DE ECONOMÍA Y EMPRESA

Competencias
Valor promedio

Rankingde las respuestas (1)

Actitud hacia el aprendizaje a su ingreso en la universidad 4,0 1
Vocación por los estudios seleccionados 4,0 2
Participación activa del alumno en su aprendizaje en el período universitario 3,9 3
Capacidad para el aprendizaje autónomo a su ingreso en la universidad 3,9 4
Participación activa del alumno en las clases presenciales en el período universitario 3,8 5
Conocimientos generales al ingresar a la universidad 3,7 6

…
Conocimientos de matemáticas a su ingreso en la universidad 3,5 9

…
Conocimientos de economía a su ingreso en la universidad 3,1 12

Nota:
(1) Sobre una escala definida entre el 1 y el 5.
Fuente: Cardona y cols. (2009).
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este último caso. No obstante, si se quiere utili-
zar una medida más precisa, puede calcularse el
porcentaje que representan las diferencias exis-
tentes entre la posesión y la importancia de cada
competencia con respecto a la diferencia máxi-
ma en cada caso (3). Esta medida estándar sirve
para confirmar lo que se percibe a simple vista,
la diferencia entre importancia concedida y pose-
sión percibida de las competencias es del 22%
cuando se tienen en cuenta las opiniones de los
titulados (ANECA y CEGES, 2007); del 27% cuan-
do se comparan las percepciones de los titu-
lados sobre sus competencias con las de los
empleadores sobre los requerimientos de los
puestos de trabajo (Cajide, 2003), y del 39%
cuando se consideran solamente las opiniones
de los empleadores sobre ambas cuestiones (Ins-
titute of Directors, 2007).

Es interesante comprobar que el déficit com-
petencial que aprecian los empleadores en los titu-
lados universitarios es muy similar, por su magni-
tud, al que encuentran los profesores de economía
y empresa en sus estudiantes (40%) (Cardona y
cols., 2009).

Hay varias razones por las que resulta obliga-
do tomar estos resultados con cautela: a) la lógi-
ca de las opiniones humanas no puede captarse,
no al menos de manera completa y exacta,
mediante la aritmética; y b) se están comparando
resultados obtenidos a través de trabajos de
campo con coordenadas teóricas, geográficas y
temporales diferentes. Con todo, la evidencia de
la conclusión que se expone en este epígrafe está
suficientemente respaldada por los hechos para
que sea considerada con atención.

3.4. La renovación de los métodos
pedagógicos sólo puede resolver
parcialmente el problema del gap
competencial

De las opiniones de los titulados en el proyecto
REFLEX (ANECA y CEGES, 2007) se deriva una
interesante conclusión. Los titulados encuentran
que algunas de las competencias en las que se
produce un gap más amplio (por ejemplo, la
capacidad para rendir bajo presión, en segundo
lugar en el ranking de diferencias entre impor-
tancia para el puesto de trabajo y posesión per-
cibida de la competencia, o la capacidad para
negociar de forma eficaz, en tercer lugar) no están
relacionadas o lo están débilmente con el énfa-
sis en los distintos métodos pedagógicos, clási-
cos o más modernos, que se consideran como
referencia en la docencia universitaria (4).

GRÁFICO 1
COMPARACIÓN ENTRE LA PERCEPCIÓN DE LAS

COMPETENCIAS POSEÍDAS POR LOS TITULADOS Y
LAS REQUERIDAS POR LOS PUESTOS DE TRABAJO

(Valores promedio)

1b) Cajide y cols (2002)
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1a)  Aneca y Ceges (2007)
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1c) Institute of Directors (2007)
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4. Conclusiones

Aunque no fuese su objetivo original, el pro-
ceso de creación del Espacio Europeo de Edu-
cación Superior constituye una magnífica opor-
tunidad para afrontar la racionalización de la
universidad española en diversos ámbitos, desde
el diseño de los títulos hasta la renovación de las
metodologías docentes.

La grieta existente entre las competencias que
los empleadores solicitan a los titulados univer-
sitarios y la medida en que la institución univer-
sitaria contribuye a formar individuos aptos para
el ejercicio profesional es una circunstancia, aun-
que no la única, que debe ser tenida en cuenta
en este proceso de transformación. En particu-
lar, la universidad debería tener presente que hay
algunas aptitudes del estudiante y futuro profe-
sional que no forman parte de los temarios, a las
que por esa razón se les viene denominando
currículo oculto, y que resultan de extraordina-
ria importancia a juicio de los propios titulados
(una vez se han integrado en el ámbito laboral)
y de sus empleadores.

Parte de la solución, pero no toda, a esta
situación reside en la utilización de nuevas pro-
puestas pedagógicas. Las opiniones de los ti-
tulados permiten intuir que hay que hacer algo
más que sustituir los métodos para formar a los
estudiantes universitarios en determinadas com-
petencias de las que carecen. Los profesores
universitarios somos perfectamente conscien-
tes de estas carencias, y los que disponemos
de cierto bagaje profesional también lo somos
de la medida en que les pueden perjudicar en
su futuro laboral. Son cosas fáciles de obser-
var, como la escasa capacidad para enfrentar-
se a los fracasos, o a las críticas; su desinterés
por la utilización precisa del lenguaje, hablado
o escrito; o la laxitud con la que abordan sus
compromisos académicos. No es el momento
de exponer una propuesta estratégica comple-
ta orientada a enfrentar estos problemas, pero
sí el de hacer constar nuestra opinión de que
estos problemas podrían atenuarse si la uni-
versidad asumiera plenamente su responsabi-
lidad de ofrecer un modelo de comportamien-
to al alumno que sirva a éste cuando se enfrente
al futuro profesional. En otras palabras, algunos
de los problemas que se han descrito en este
texto podrían atenuarse si la universidad se
entendiese, por parte de todos, no como la con-
tinuación de la enseñanza secundaria, sino
como la antesala de la madurez personal y pro-
fesional.�

NOTAS

(1) La preocupación y el rechazo de los estudiantes al pro-
ceso de Bolonia es más un fenómeno mediático que una
realidad social. Al menos así lo reflejan los resultados de
142 entrevistas con orientadores y jefes de estudios de
centros de enseñanza secundaria de toda España reali-
zadas entre los meses de enero y mayo de 2009. Estas
entrevistas se realizaron en el marco del proyecto POPE
(Las políticas informativas orientadas a estudiantes de
enseñanzas preuniversitarias en las universidades espa-
ñolas); Ministerio de Ciencia e Innovación, referencia
EA2008-0265.

(2) Ciencia y academia son cosas relacionadas pero indu-
dablemente distintas.

(3) Por ejemplo, en el trabajo de ANECA y GECES, la esca-
la que se emplea va de 1 a 7 y el número de compe-
tencias sobre las que se solicita opinión es de 19. Es
decir, la diferencia máxima que podría producirse entre
las respuestas sobre importancia y posesión sería de
19 x 6 = 114 unidades (cuando todos los encuestados
valoran con 7 la importancia y con 6 la medida en que
poseen cada competencia). La diferencia observada,
que fue de 25,3, representa un 22% del valor máximo
que habría podido adquirir.

(4) La capacidad para rendir bajo presión presenta un coe-
ficiente de correlación 0,2 (rho de Spearman) con el
énfasis de la carrera en el aprendizaje basado en pro-
yectos o problemas, y siempre de 0,1 o inferior con
otros recursos pedagógicos como los trabajos en grupo
(0,1), las exposiciones orales (0,1), los trabajos escri-
tos (0), etcétera.
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RESUMEN

Aunque originalmente sus objetivos fueran otros, el pro-
ceso de Bolonia está catalizando una renovación de la ins-
titución universitaria en España. En particular, los títulos uni-
versitarios se están definiendo actualmente de acuerdo con
criterios de demanda de capacitaciones generales y com-
petencias profesionales. El artículo emplea la literatura empí-
rica en este campo para describir dónde se encuentran los
déficit formativos más importantes de los titulados y dis-
cutir los modos en que pudieran resolverse.

Palabras clave: Competencias profesionales, Proceso de
Bolonia, Gestión de personas.
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El presente libro es una profunda
reflexión sobre los movimientos 
lentos que, a largo plazo,
determinarán los rasgos
fundamentales que definirán la
economía mundial en el horizonte 
del año 2050. Se trata de una obra 
de madurez, en la que el profesor
Requeijo despliega un profundo
conocimiento acerca de los complejos
mecanismos e interrelaciones de una
economía internacional que se dirige
hacia una estructura multipolar y
condicionada por elementos
conflictivos como son la competencia
por los recursos energéticos, el
impacto de las corrientes migratorias
o el progresivo envejecimiento 
de la población mundial.
La obra parte del análisis de 
la actual crisis financiera que ha
supuesto la entrada de la economía
mundial en un túnel oscuro de
recesión y en el que el sistema
financiero internacional se ha
descompuesto, peligra el actual orden
mundial y ha relanzado con fuerza 
los movimientos antiliberales
(keynesianos) y ultrarregulatorios. 
A tenor de todo ello, Requeijo prevé
un escenario para el año 2050 de
crisis generalizada, restricciones 
a la libertad económica y fuerte
intervencionismo en un mundo 
tripolar bajo predominio del 
continente asiático.
Para Requeijo, el planeta se 
encuentra inmerso en una era 
de consumo energético continuo 
cuya paralización significaría
irremediablemente la vuelta a la
sociedad primitiva. Tras el empleo
industrial de las fuentes de energía
clásicas durante el siglo XIX (carbón,
petróleo y gas natural), el siglo XX

supuso el reconocimiento y la
aplicación del enorme potencial 
de la energía nuclear y de las fuentes

renovables: todas ellas configurarán
las fuentes de energía principales
también a lo largo del siglo XXI, en el
que se prevé un aumento importante
de la demanda, especialmente en
Asia. Por supuesto, el petróleo
seguirá siendo indispensable 
como soporte energético mundial 
y protagonista de conflictos
internacionales por su desigual
distribución geográfica y por su
organización «cartelizada» que le
confiere un fuerte poder de mercado.
Los precios de la energía seguirán
incidiendo directamente en el coste
de los transportes y en el consumo
doméstico. Repercutirán, por tanto,
en los niveles de renta familiar y 
en la transferencia de rentas a 
escala mundial entre los países
consumidores y los exportadores 
por la relación real de intercambio.
Requeijo atisba un sombrío panorama
de crisis energética debido,
especialmente, a sus costes 
de explotación, a la escasa
diversificación de las fuentes y 
al intenso aumento de la demanda,
que no dejará de incrementarse. 
En todo caso, el autor propone
algunas alternativas para acolchar el
impacto de esta crisis, como son la
diversificación de la oferta, el aumento
de la capacidad nuclear —energía
que resulta ser menos contaminante 
y más barata que otras— y la mejora
de la eficiencia energética mediante 
el ahorro tanto de la producción 
como del consumo a escala
internacional.
El sistema financiero cuenta, 
según expresión del profesor
Requeijo, con cigarras y hormigas:
grandes exportadores de capital,
como China, Japón, Alemania, Arabia
Saudí y Rusia; e importadores como
EE.UU., España y el Reino Unido. 
La ruptura del actual equilibrio
financiero podría producir una crisis
cambiaria de consecuencias
insospechadas pero que, desde
luego, supondría la redistribución del
poder económico tal como lo hemos
conocido hasta tiempos recientes: 
se trasladaría de los países

pertenecientes a la OCDE (Occidente)
hacia el continente asiático y los
llamados países emergentes.
Si bien las migraciones de población
se han producido a lo largo de toda la
historia, en los tiempos actuales se
están registrando con inusitada
intensidad. Los principales receptores
de inmigrantes son Europa, América
del Norte y las regiones de Asia 
más desarrolladas, que reciben
contingentes procedentes de las
áreas más pobres y conflictivas 
del planeta. Las repercusiones
económico-sociales de las
migraciones son bien conocidas.
Entre sus efectos positivos se
encuentran el desempeño de puestos
de trabajo poco cualificados, y que 
no suelen ser cubiertos por los
naturales del país receptor: 
la recuperación demográfica 
de estos países y la transferencia 
de rentas hacia las áreas emisoras 
de población por medio de las
remesas de divisas. Pero las
migraciones también muestran su
aspecto más sombrío en el que se
deben destacar los problemas de
integración sociocultural (conflictos
entre razas y culturas) acompañados
del desarraigo en el país de acogida 
y, sobre todo, del drama humano 
que significa la inmigración ilegal. 
De cara al futuro, las previsiones 
son de acentuación del fenómeno
migratorio a escala planetaria; por
tanto, las razones tanto de impulso
como de atracción del mismo
seguirán estando vigentes.
El mundo envejece de forma
acelerada en un proceso sin
precedentes en la historia y que
afecta a todas las regiones, si bien
con distinta intensidad. Los elementos
clave de esta deriva poblacional son
la caída de la tasa de fertilidad 
—por el nuevo papel de la mujer 
en la sociedad— y el aumento 
de la esperanza de vida por las
indudables mejoras en la medicina 
y en los servicios asistenciales. 
El envejecimiento de la población
tiene graves consecuencias sociales 
y económicas, que se irán

Odisea 2050: La economía
mundial del siglo XXI
Jaime Requeijo
Alianza Editorial, Madrid, 2009. 
200 páginas
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acentuando en el tiempo si no 
se aplican medidas activas para
evitarlo. Entre las consecuencias 
más preocupantes se encuentra la
reducción de la población laboral 
y el incremento de las clases pasivas,
junto con el inmenso gasto médico y
asistencial que ello implica. De todas
las regiones del mundo, es en Europa
donde el problema del envejecimiento
se hace más patente y en la que la
tasa de dependencia de la vejez se ha
incrementado en los últimos años con
gravosas consecuencias sobre el
gasto público y el incremento de la
presión fiscal sobre una población
activa cada vez más reducida. 
Para el profesor Requeijo una de las
políticas de consenso que podría
paliar, en parte, este problema es 
el alargamiento de la vida activa 
y el consecuente retraso de la edad
de jubilación. En definitiva, si la vida
se alarga, la vida activa también 
debe prolongarse.
Uno de los elementos que mejor
definen la era contemporánea es la
revolución permanente de la ciencia 
y de la tecnología, cuyos avances
también marcarán el futuro. 
Son muchos los campos de la
investigación en los que la humanidad
se enfrenta a nuevos retos: la
genética, la energía, los nuevos
materiales sintéticos, el complejo
cerebro humano, el medio ambiente,
las tecnologías de la información 
y el conocimiento… Llaves que 
abren la puerta hacia un mundo
todavía indeterminado, por
desconocido, que puede ser 
caótico o armonioso dependiendo 
de cómo el ser humano aplique estos
potentes instrumentos a su alcance.
En cualquier caso, los avances
científico-tecnológicos influirán
decisivamente en todos los ámbitos
de la economía, con importantes
repercusiones en la innovación
empresarial, en el capital humano, 
en las inevitables diferencias salariales
según los niveles de preparación y
habilidades, y en las diferentes
ventajas comparativas entre
individuos y regiones según sus

conocimientos y niveles tecnológicos.
Con toda seguridad, la aceleración 
de los desarrollos tecnológicos 
será exponencial e imprevisible, lo
que producirá la rápida obsolescencia
de los conocimientos adquiridos y 
la necesaria formación profesional
permanente a lo largo de toda la vida
laboral. Además, en un sistema de
producción complejo y cada vez más
integrado, la complementariedad 
de los factores será ineludible y 
los flujos del comercio internacional
responderán a las ventajas
comparativas entre regiones en 
busca de la mayor eficiencia 
en los mercados.
Como colofón de su obra, 
el profesor Requeijo analiza la 
realidad actual de España tras el
fuerte crecimiento económico del
período 1996-2007. Desde finales 
de 2008, un encadenamiento de
factores ha provocado que España
entre en recesión y se acentúen los
principales desequilibrios de nuestra
economía: el elevado déficit exterior,
la dependencia energética, la baja
productividad y la falta de
competitividad. Requeijo nos 
recuerda que, si queremos superar 
la crisis, es inexcusable el cambio 
de rumbo de nuestra política
económica en torno a una serie 
de ejes principales, como son el
incremento de la eficiencia energética
—que incluya el impulso de la 
energía nuclear—; el aumento de 
la productividad y del empleo, al 
mismo tiempo, por medio de la
liberalización de los mercados de
servicios y factores; la acentuación 
de la competencia y la estimulación
de la innovación. Sólo por medio de 
la liberalización y flexibilización de la
economía España conseguirá salir del
pozo en el que se encuentra metida, 
y sin olvidar que estamos abocados a
un mundo cada vez más competitivo 
y en el que sólo encontrarán la
prosperidad los países más 
capaces y eficientes.
Esta Odisea 2050 es una singladura
en el tiempo desde lo conocido 
hacia lo desconocido… Resulta 

una aventura intelectual fascinante
basada en elementos de análisis
perfectamente posibles en un futuro
no tan lejano. Por ello, su lectura
produce cierto vértigo, pues el
horizonte que atisba el profesor
Requeijo para el año 2050 presenta
un panorama repleto de peligros 
y de incertidumbres, pero también 
de oportunidades para los más
vigilantes, como sucede en 
toda odisea…

Juan E. Iranzo
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El libro que presentamos es fruto de 
un proyecto de investigación realizado
por un colectivo de profesores de
Economía Aplicada pertenecientes 
al Grupo de Investigación sobre
Crecimiento de la Economía Mundial
(GICEM): Pablo Bustelo, Rafael
Fernández, Clara García, Alejandra
Machín y María Jesús Vara, con la
colaboración de Aurelia Mañé y bajo 
la dirección de Enrique Palazuelos.
La obra tiene varios aspectos de
especial interés, fundamentalmente 
que nos sitúa en la realidad del sector
energético. Mientras se nos está
vendiendo cada día la necesidad de
una economía sostenible, la reducción
de las emisiones contaminantes, las
energías renovables, los diversos
productos de la economía verde, la
conservación y el ahorro energético…,
poniendo el énfasis en la
responsabilidad ciudadana de
contribuir a frenar el cambio climático,
lo que nos muestra este libro es que la
demanda mundial de energía primaria
continúa aumentando y sigue teniendo
en el petróleo —el primer causante de
emisiones de CO2— su principal
componente, con un 40% del consumo
energético en la actualidad. Y lo que es
más significativo, según las previsiones
del sector para las próximas dos
décadas, apenas se reducirá la
demanda de petróleo en dos o tres
puntos, que además irán a incrementar
el consumo de gas natural, de modo
que ambos hidrocarburos supondrán el
63% del consumo energético mundial,
proporción similar a la actual.
Esto es así porque, si bien en los
países desarrollados podría haber
cierta contención en el consumo 
de hidrocarburos, en los países
emergentes, principalmente China e
India, cada vez se utilizarán más estas
materias primas como consecuencia
de su crecimiento económico.

Otro aspecto significativo que analiza
este libro es la distribución de las
reservas de hidrocarburos, caracterizada
por situarse en un 80% para el caso 
del gas y en un 90% para el del
petróleo, en Oriente Medio, Rusia, 
Asia central, África y América Latina.
Mientras, la mayor parte del consumo
de hidrocarburos se realiza en regiones
que disponen de muy pocas reservas.
De esta manera, los países de mayor
consumo (importadores de petróleo)
van a depender cada vez más de 
las regiones exportadoras.
Esta situación y su posible evolución 
da lugar a diversos escenarios que
configurarán la geoestrategia mundial,
esto es, la encrucijada de las diversas
estrategias que pueden desarrollar los
países demandantes y los oferentes.
Para los autores, las próximas décadas
van a mostrar un escenario energético
tensionado e incierto, en el que actuarán
numerosos actores relevantes: países,
compañías petroleras, intermediarios 
y agentes financieros.
El libro se estructura siguiendo estos
planteamientos. El primer capítulo
establece los criterios desde los que 
se analizan las estrategias de
productores y consumidores para
alcanzar sus objetivos. A continuación,
en los capítulos 2 a 9 se examina la
situación energética de los grandes
consumidores, mientras que en los
capítulos 10 a 14 abordan la situación 
y objetivos de las regiones productoras.
El capítulo 15 resulta particularmente
sugestivo, al dedicarse a mostrar 
el funcionamiento del mercado 
de petróleo y sus mecanismos de
formación de precios. Los autores
analizan cómo este mercado ha
experimentado en los últimos años 
un cambio de naturaleza. El petróleo ha
pasado a ser un activo financiero cuyo
mercado se guía por la lógica de los
mercados financieros. El desarrollo de
instrumentos financieros derivados,
como los futuros, opciones y swaps
de petróleo, utilizados en un principio
por los agentes comerciales para
cubrirse de posibles variaciones en 
los precios de sus operaciones de
compra/venta de petróleo a plazo, 

dio lugar, a partir de principios de esta
década, a la entrada en el mercado 
de derivados de petróleo de agentes
puramente financieros, animados por
las expectativas alcistas. Estos agentes
operan con criterios estrictos de
rentabilidad financiera. En este
mercado de derivados financieros 
de petróleo primaron las grandes
inversiones especulativas a corto 
plazo, la manipulación informativa y la
capacidad de los grandes operadores
financieros (desde hedge funds, a
grandes fondos de pensiones) para
influir en los precios. Y han sido las
cotizaciones de los futuros y demás
instrumentos derivados las que 
han condicionado la evolución,
tremendamente alcista entre 2004 y
2008, de los precios del mercado físico
de petróleo. Se ha tratado, pues, 
de otra burbuja financiera.
Finalmente, en el capítulo 16 se
comparan las distintas estrategias de
los países, se evalúa su compatibilidad
y se establecen los escenarios de
cooperación o conflicto más 
probables en el horizonte de 2020. 
Los autores cierran el libro expresando
una esperanza: que las premisas 
de partida (el incesante aumento de 
la demanda energética y su
correspondiente petrolización y
gasificación) no sean inexorables,
cabiendo la posibilidad (remota,
admiten) de un cambio radical en la
forma en que se organizan los sistemas
productivos y las estructuras sociales,
menos supeditados al consumo
intensivo de energía. Entrarían en
juego, así, cuatro grandes objetivos 
en materia energética: el ahorro y la
conservación de energía, el progreso
tecnológico, la utilización de fuentes
renovables y la protección ambiental.
Lograr ese cambio radical pasa por
promover un nuevo modelo energético
sostenible, así como un consumo
responsable.

M.ª Eugenia Callejón

El petróleo y el gas en 
la geoestrategia mundial
Enrique Palazuelos (dir.)
Ediciones Akal, Madrid, 2008. 558 páginas
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Este libro responde a la gran erudición
y profundos conocimientos de que ha
hecho gala el profesor Velarde a lo
largo de su ya larga trayectoria
profesional y académica. Se trata de 
su visión personal de la Historia
Económica de España en el último
siglo, relatada como una tensión de
fuerzas contrapuestas, de progreso
frente a decadencia, en una lucha
titánica por lograr el progreso
económico que explica perfectamente
de dónde venimos y cuál es la situación
en la que nos encontramos. Para
Velarde, el siglo XX español es la
historia de un esfuerzo colectivo por
salir de la pobreza con hitos históricos
y fechas concretas en las que se
consiguió abandonar el «modelo
castizo» de la economía española:
1953, acuerdo de colaboración con
EE.UU.; 1959, Plan de Estabilización;
1970, Acuerdo Preferencial Ullastres
con la Comunidad Económica Europea
(CEE); 1977, Pactos de la Moncloa;
1986, ingreso en la CEE; y 1998,
participación en la Eurozona.
Partiendo del proteccionismo a ultranza
practicado por Cánovas del Castillo,
alrededor de 1898 España asiste a 
un intenso proceso de cartelización
industrial y a un fuerte intervencionismo
del Estado en la economía, mientras 
la creciente radicalización de los
movimientos sociales obligaba al
Gobierno a tomar medidas concretas
para mejorar la situación sociolaboral.
Los comienzos del siglo XX ven la
llegada de Antonio Maura,
acompañado por la figura clave de
Flores de Lemus, lo que supone la
racionalización del regeneracionismo
aplicado a la economía. Sus principales
instrumentos de política económica
fueron un fuerte nacionalismo
económico, el reformismo social, la
preocupación por la vida local y el
impulso del corporativismo empresarial

por medio de la cartelización de los
principales sectores industriales. Se
trató, en definitiva, de practicar un
populismo que trataba de alterar la
marcha de la economía española
mediante una revolución desde 
arriba, con un modelo intervencionista 
y corporativo que tenía como objetivo
la creación de una España de clases
medias. Otro aspecto importante de
principios de siglo es la aparición de la
política social y de lo que Velarde llama
«Socialismo de Cátedra». La creciente
presión de los movimientos sociales y
de los partidos de izquierda obligaba 
a impulsar un modelo de Estado 
de Bienestar adherido al modelo
proteccionista castizo y en el que
coincidían propuestas ideológicas
diversas como las defendidas por los
krausistas, los conservadores, los
nuevos liberales o la doctrina social 
de la Iglesia.
El desencadenamiento de la Primera
Guerra Mundial en 1914 y los primeros
años veinte causaron trastornos en 
la economía española y afianzaron 
la idea de un nacionalismo económico
proteccionista en el que se desdibujaba
la frontera entre la política y la
economía. Para el profesor Velarde, 
la Dictadura de Primo de Rivera 
(1923-1930) constituyó, en realidad, 
un sistema económico keynesiano
con una política económica de
intervencionismo corporativo que
culminó con la creación del Consejo 
de Economía Nacional en 1924 y en la
que las principales directrices fueron 
el impulso al aprovechamiento a las
cuencas hidráulicas, así como la
ampliación de las infraestructuras y de
las instituciones relacionadas con los
transportes y con las comunicaciones.
La crisis de la Dictadura, además de
revolucionar la vida española, supuso 
el fin definitivo del Sistema de la
Restauración y la proclamación de 
la II República.
La economía de la República se definió
por el intento de conseguir cuatro
«mitos económicos», en palabras de
Velarde, como fueron el del reparto, 
el del pan barato, el del presupuesto
equilibrado y la bondad de una moneda

revalorizada. Las dificultades
económicas de la República sumadas
a los efectos negativos de la Gran
Depresión —que convulsionó el mundo
en la década de los treinta—, así como
una serie de errores políticos, que
sumaron en el caos a la vida española,
desembocaron en la gran tragedia 
de la guerra civil. Durante el conflicto
(1936-1939), cada bando siguió unos
planteamientos económicos distintos 
y muy determinados por los
acontecimientos bélicos, por sus
recursos materiales y territoriales, 
y por la ideología política que
defendían, pero el resultado final 
de la guerra fueron unos daños
catastróficos en nuestros medios de
producción, una perturbadora inflación
y una verdadera tragedia humana.
En la España de Franco se distinguen
cuatro etapas de posguerra muy
diferentes en el aspecto económico: 
de 1939 a 1945 o etapa de autarquía;
de 1945 a 1947, de aislamiento y
conflicto con la guerrilla; de 1947 a
1953, con los primeros intentos de
apertura; y la última, de 1953 a 1959,
en la que, junto con la ayuda
estadounidense, se viene fraguando 
el Plan de Estabilización de 1959. 
A lo largo de este período se
alcanzaron importantes tasas de
desarrollo de nuestro producto interior
bruto, impulsado por tres factores
fundamentales: el sector exterior
(exportaciones y créditos logrados 
con Estados Unidos); el estímulo
procedente de la iniciativa privada y 
los avances tecnológicos e industriales
auspiciados por el campo militar y 
las necesidades de la defensa. El
problema se encontraba en que estos
elementos potenciales se enfrentaban a
una economía atrasada y empobrecida
por la contienda civil que ofrecía
importantes obstáculos al desarrollo.
El profesor Velarde recuerda un 
hecho fundamental para la economía
española: la creación de la Facultad 
de Ciencias Políticas y Económicas de
la Universidad de Madrid a partir 
del curso 1943-1944, en la que
germinaron pronto conceptos como 
la necesidad de una reforma fiscal, 

Cien años de economía
española
Juan Velarde Fuertes
Ediciones Encuentro,
Madrid, 2009. 368 páginas
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la inserción de medidas del Estado 
de bienestar y la flexibilización de todos
los mercados de productos y factores.
De este espíritu inicial se derivarían 
el Plan de Estabilización de 1959, la
Ley de Bases de la Seguridad Social 
de 1963 y la aceptación progresiva 
del mercado. En 1959 se produce el
primer gran viraje aperturista de nuestra
historia económica: se aplican las
reglas del Fondo Monetario
Internacional, se liberalizan las
importaciones, se modifica el
tratamiento de las inversiones
extranjeras, se reconocen las ventajas
del equilibrio presupuestario y se
ajustan los salarios. Todo ello se vio
favorecido por la buena coyuntura
económica mundial.
De este modo, entre 1959 y 1973 
el PIB español creció con gran fuerza.
Tras el Plan de Estabilización, España
experimenta un fuerte desarrollo
industrial (automóviles, astilleros,
electrodomésticos, siderurgia,
metalurgia y petroquímica). La
demanda de construcción creció 
como nunca antes, tanto por 
el sector público como por el privado;
se incrementó la capitalización y 
la productividad de la agricultura,
transformando para siempre el sector
rural español; las inversiones
extranjeras llegaron a España con
fuerza, especialmente en el sector
tecnológico; la política social apostó
por la consecución del pleno empleo 
y la financiación de la Seguridad Social
por medio de un sistema de reparto
que aliviaba la presión empresarial y
aumentaba las prestaciones sociales
directas. Sin duda, este modelo de
desarrollo aproximó nuestra economía
a las más prósperas del mundo
occidental.
La subida de los precios de la energía
en 1973 provocó la quiebra del modelo
productivo español vigente entre 1959
y 1973, en gran medida por nuestra
dependencia del petróleo y por las
rigideces empresariales y del mercado
laboral que algunos observadores ya
venían denunciando. Los efectos de la
crisis económica coincidieron con la
Transición política y la llegada de la

democracia a España, con una fecha
clave para nuestra historia económica:
1978, el Pacto de la Moncloa de la
mano del profesor Fuentes Quintana, 
la persona que reunía las mejores
condiciones para dirigirlo. Las medidas
que se aplicaron hacían referencia a
tres aspectos: mayor liberalización del
sistema económico, firme control de la
oferta monetaria por parte del Banco
de España y el establecimiento de las
condiciones para el ingreso de España
en las Comunidades Europeas. Las
tensiones a que se vio sometida la
sociedad española para la consecución
de estos objetivos originaron el fuerte
desgaste del partido en el poder desde
los comienzos de la democracia 
—la UCD de Adolfo Suárez— y la
victoria electoral del Partido Socialista
Obrero Español de Felipe González.
La llegada al poder del gobierno
socialista de Felipe González, en 1982,
tuvo consecuencias económicas
evidentes. Desde el principio, 
y tras los catastróficos resultados en 
la Francia de Mitterrand, el gobierno
español abandonó el modelo
keynesiano-socialdemócrata que
proponía en su programa electoral. 
En este período es importante señalar
el ingreso de España en la Comunidad
Económica Europea (CEE), en 1986,
mediante costosas negociaciones 
que ya contaban con los antecedentes
de la Carta de Castiella de 1962 y con
el Acuerdo Preferencial Ullastres 
de 1970. Una de las consecuencias
más traumáticas de nuestra entrada 
en la CEE fue el proceso de
reconversión industrial que liquidó 
la etapa de Boyer e inició el modelo
Solchaga. En 1993 desaparecieron
todo tipo de trabas comerciales en 
el ámbito comunitario, que afectó por
completo a la estructura económica
española, a lo que se suma el
desencadenamiento de una fuerte
crisis económica, cuya cara más
amarga fue la alta tasa de paro, que
desembocó, junto con otros factores,
en la victoria electoral del Partido
Popular de José M.ª Aznar en 1996,
que proponía un modelo económico
completamente diferente.

La apertura económica que supuso el
modelo Aznar-Rato-Montoro permitió
incorporarnos a la zona euro. El logro
se consiguió mediante lo que el
profesor Velarde define como círculo
virtuoso de una serie de impulsos
enlazados: alto crecimiento, equilibrio
presupuestario, mejora del riesgo-país,
disminución de la carga de la deuda
pública, mejora en el índice de
corrupción, mayor recaudación
tributaria, fuerte crecimiento del empleo
y gran atracción de inmigrantes,
apertura de la economía hacia el
exterior con la ampliación del mercado
de bienes, servicios y factores, fuerte
actividad empresarial y equidistribución
de la renta. Con este modelo, España
consiguió superar la crisis de 2000, si
bien necesitaba algunas modificaciones
para enfrentarse a factores de freno ya
presentes a comienzos del siglo XXI,
como nuestra desfavorable balanza por
cuenta corriente. Pero con la llegada 
al poder de Rodríguez Zapatero se
pensó que era posible mantener el
progreso económico por el camino de
la demanda del consumo e inversión.
Resultado: a partir de 2007 la
economía española se ha precipitado
en una crisis económica de cuya salida
no tenemos todavía señales.

Juan E. Iranzo

NOTA

Este libro ha sido presentado en el Colegio de
Economistas de Madrid, en un acto público
celebrado el 8 de junio de 2009, en el que inter-
vinieron Juan Velarde, autor del libro y cate-
drático emérito de la UCM y Juan E. Iranzo,
decano-presidente del Colegio.
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El lector de cuarenta años en adelante
se acordará de la letra que contenía 
la sintonía de un entrañable programa
de la televisión española de 1978 
que se llamaba La España de los
Botejara (1) y que era (o quería ser) 
un reflejo de la España de posguerra
a través de las vivencias de una
familia de aquellos años. Hubo en
España una guerra que, como todas
las guerras, la ganara quien ganase,
la perdieron los poetas De la guerra
civil se ha escrito mucho, tal vez
demasiado. Vencidos y vencedores
dan su versión de lo acontecido y
cargan las tintas contra el contrario,
quedando lejos objetividad y sentido
común. Esto último, imprescindible 
en un historiador por la huella que
deja en generaciones futuras. 
La economía de la guerra civil no 
está lejos de estas premisas. Y del
mismo modo que la Historia General
cuenta sus versiones la Historia
Económica da las suyas. 
A muchos de la generación de 
los Botejara nos ha dado la 
sensación de que la verdadera
Historia de la Guerra Civil está por
escribir y de que, efectivamente,
nadie la ganó y todos la perdieron.
Los supuestos vencedores, porque 
la historiografía democrática y liberal
les quitó la razón. Los hipotéticos
perdedores, porque quisieron 
vencer con la razón en la sinrazón 
de la guerra. Economía y economistas
españoles en la guerra civil es un
esfuerzo en busca de esa verdadera
Historia. Pero como dice el adagio
evangelio: ¿qué es la verdad? (2).
Podría entenderse que el presente
texto sea un homenaje al 
profesor Fuentes Quintana. 
Pero no. En la introducción de la obra,

el profesor Comín aclara que no 
se trata tanto de un agasajo al
profesor Fuentes Quintana, quien
aparece como coautor, sino como 
de la realización editorial póstuma 
de don Enrique, que nos dejó el 
6 de junio de 2007. Como se sabe, 
el profesor Fuentes Quintana es el
director de la voluminosa enciclopedia
Economía y economistas españoles,
de nueve tomos, publicada entre
1999 y 2004. La guerra civil no fue
recogida en esta obra. Sin duda 
por ser un período no sólo conflictivo
y por ende excepcional, sino que
seguramente previendo la magnitud
del proyecto, podría por si sólo tener
entidad propia y diferenciada con 
la anterior.
De hecho, la economía de guerra,
como concepto económico, 
preocupa al mundo de las ideas
desde tiempos remotos. Se puede
entender como economía de guerra 
a las actuaciones en materia
económica que se llevan a cabo 
en momentos convulsos del tiempo,
no necesariamente bélicos, o en
períodos de rigorosa autarquía, en
aras del sostenimiento de la actividad
económica de un país, garantizando
el abastecimiento de los mercados y,
con ello, un nivel mínimo de consumo.
En esta situación, los sectores
productivos tienen como fin principal
encaminar sus esfuerzos hacia la
derrota del enemigo, siendo, como 
no podría ser de otra forma, una
política altamente intervencionista 
y con un predominante papel del
Estado como organizador del hecho
económico. Por ello es normal, en 
la economía de guerra, el control 
de la política monetaria; la aceptación
de la autarquía como medio de
actuación productiva en aras de evitar
importaciones (sobre todo de bienes
estratégicos); medidas de ahorro,
incluidas las políticas de
racionamiento; incorporación al
mercado de trabajo de mano de 
obra ociosa para aumentar los
efectivos militares y el aumento 
de la industria de guerra frente a 
otras necesidades (3), situaciones

todas ellas representadas en los dos
bandos en conflicto en nuestra
cruenta guerra civil.
Sería tal vez Adam Smith el primero
que atisba la necesidad de crear 
unos presupuestos de guerra y una
planificación económica de la misma,
frente a la improvisación del gasto
cuando ocurría el hecho bélico. 
De este modo el escocés afirmaba
que los fondos para mantener las
guerras no dependen ya del todo 
de la cantidad de oro y de plata de
una nación […], siendo interesante
sufragar éstas con ingresos dentro 
del año (4).
Por lo tanto parece justificada la
necesidad de encuadrar la economía
de guerra dentro del análisis del
pensamiento económico, dando
cauce a un mundo de ideas y
reflexiones que en nuestro país 
y en la guerra civil también se
presentaron. Sobre la economía de
guerra existen textos interesantes, 
la mayoría de ellos encuadrados 
en capítulos de libros de Historia
Económica del siglo XX como:
«Valoración de la economía 
española, 1931-1939. Algunos 
datos económicos durante la 
guerra civil», en Fluctuaciones
económicas del siglo XX, de Juan
Hernández Andreu (1995); 
«La economía de la guerra civil
española (1936-1939)», de José
Ángel Sánchez Asiaín, dentro del
volumen editado por Gonzalo Anes
Historia Económica de España, 
siglos XIX y XX (1999); «Guerra y
economía (1936-1939)», de Luis
Garrido González, en Historia
Económica de España, de Agustín
González Enciso y Juan Manuel
Matés Barco (2006) (5), o el reciente
«La economía de la guerra civil», 
en Cien años de economía española,
de Juan Velarde (2009) (6). También
podemos encontrar interesantes
aportaciones en el ya histórico 
La Republica y la era de Franco, de
Ramón Tamames (1986), o las más
recientes La economía de guerra, 
de Jose M. Bricall y cols. (1996), o
Republica y guerra civil, de Julián

Economía y economistas
españoles en la guerra civil.
Enrique Fuentes Quintana (dir.)
Francisco Comín Comín (coord.)
Real Academia de Ciencias Morales y Políticas.
Galaxia Gutenberg. Círculo de Lectores, 
Barcelona, 2008. 
Vol. I: 1.140 páginas - Vol. II: 995 páginas
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Casanova (2007). Textos concretos
sobre la economía de la guerra civil
existen en menor número pero es una
literatura en expansión, destacando
los libros de Pablo Martín Aceña El
oro de Moscú y el oro de Berlín (2001)
(7), y en colaboración con Elena
Martínez Ruiz en la edición, La
economía de la guerra civil (2006).
Sin duda alguna Economía 
y economistas españoles en la 
guerra civil es una imprescindible 
guía en la curiosidad intelectual para
la política económica de ese período
histórico. Como tal, se organiza en
dos volúmenes, bien editados 
y, a pesar de sus dimensiones,
manejables. Se dividen en cuarenta 
y siete capítulos, más uno
introductorio, y otros de apéndices,
bibliografía, índices onomásticos y 
de autores y de referencias
fotográficas. Estos cuarenta y siete
capítulos se estructuran, a su vez, en
cuatro partes. En la primera de ellas,
«El contexto político e internacional»,
se analizan los orígenes de la guerra
civil, la división política republicana, 
la configuración del régimen
nacionalista, el poder local durante 
la guerra, los factores militares, el
contexto internacional y los apoyos
exteriores. En la segunda parte, 
«Las economías españolas y las
políticas económicas», se estudiará 
la economía española durante la
guerra civil, la colectivización en el
campo, las reformas agrarias de los
nacionales, la política industrial de la
república, los proyectos de empresa
pública, las fábricas para la guerra, 
la fractura ferroviaria, el problema del
abastecimiento, el Banco de España,
la banca en general, las cajas de
ahorro, el comercio en la guerra, 
la Hacienda de la república y del
gobierno franquista, la Caja General
de Reparaciones y la represión
económica, la autonomía y la
Hacienda catalana, la peseta al
servicio de la guerra, la guerra
monetaria, el oro del Banco de
España y la inflación.
Ya en el segundo volumen, la tercera
parte se titula «Los economistas, las

ideas y las propuestas económicas».
En ella se tratarán temas como los
intentos de institucionalización de los
estudios de economía, las principales
orientaciones del análisis económico,
el análisis estructural de la economía
española, la figura de José Larraz, 
la pluralidad programática de la
derecha española, el programa
económico de la conjunción
republicana-socialista, los
economistas ante la reforma 
agraria, la economía de los
anarquistas y el cerco a los
empresarios. Finalmente, la cuarta
parte «Las consecuencias de la
guerra sobre la economía y los
economistas», versará sobre las
consecuencias macroeconómicas de
la guerra, las secuelas demográficas,
las víctimas del terror y de la
represión, la destrucción del capital
humano, estudiará el perfil de sesenta
economistas académicos del exilio, 
la literatura y cultura en el exilio
republicano, las consecuencias de 
la guerra en el sector exterior, los
embajadores de Franco en la
posguerra mundial, la liquidación 
de los activos alemanes en España, 
la transformación de la propiedad 
y la explotación de la tierra en la
posguerra y la catástrofe cultural 
de la guerra y de la posguerra.
Como se puede observar, ningún
aspecto de la guerra queda sin
estudiar. Nada ajeno a lo económico
queda sin desentrañar. Libro, por lo
tanto, útil y en cierto modo necesario.
Faltaba ese texto que analizara el
conjunto de la economía de la 
guerra civil de un modo global,
teniendo en cuenta la necesaria
imbricación entre lo económico, 
lo social, lo político y lo cultural.
Historia económica pero historia
multidisciplinar, que hacen de este
libro un texto de referencia y una
enorme aportación al conocimiento
de nuestro pasado. Ojalá sirva de
lección para generaciones venideras,
para que no se hielen más corazones
en las machadianas Españas.

José Antonio Negrín de la Peña

NOTAS

(1) Amestoy, A. (1978): La España de los
Botejara, RTVE.

(2) Jn, 18, 37-38.
(3) http://es.wikipedia.org/wiki/.
(4) Smith, A. (1992): Investigación sobre la

naturaleza y causas de la riqueza de las
naciones, Fondo de Cultura Económica,
México, [1776], pág. 823.

(5) Economistas, núm. 112, págs. 119 y 120.
(6) Reseñado en este número.
(7) Economistas, núm. 92, págs. 148-149.
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El presente libro tiene como objeto 
de estudio la reforma de la Hacienda
y el Crédito público implantado por
Martín de Garay, ministro de Hacienda
de Fernando VII, en los años 1817 
y 1818. ¿Qué interés puede presentar
un trabajo de este tipo, tan alejado 
en el tiempo y con una temática tan
concreta, al economista del siglo XXI?
Sólo una relectura al título de la 
obra contesta al lector inquieto. 
En esta reforma están ¡nada menos!
que los orígenes de la fiscalidad
contemporánea en España. 
De este modo, nada de lo que
tenemos ahora se explicaría sin
entender el esfuerzo que supuso 
esta reforma. Este esfuerzo es doble
si se es consciente del tiempo en el
que se produce, el convulso reinado
de Fernando VII desde la derogación
de la Constitución de Cádiz hasta 
la revolución liberal de 1820. Este es,
sin duda, un tema que ha interesado
desde siempre al profesor Hernández
Andreu, aunque ha trabajado 
diversos campos de la Historia 
y el Pensamiento económico que 
han dado origen a numerosos
artículos y publicaciones.
El presente texto tiene su origen 
en su tesis doctoral, defendida en 
el lejano año de 1970. Heredera de
ella son los trabajos, ya clásicos e
imprescindibles para todos aquellos
que se acerquen a la Hacienda del
período, titulados «La única
contribución del marqués de 
la Ensenada y el impuesto único 
de la escuela fisiocrática» (1);
«Pensamiento financiero de Martín 
de Garay» (2); «Evolución histórica 
de la contribución directa en 
España desde 1700 a 1814» (3) y
«Los tributos tradicionales a principios

del siglo XIX» (4). La Hacienda del
período es mejor conocida desde
entonces. A estos trabajos, y sin
ánimo de exhaustividad, se han
añadido obras que han ilustrado 
al estudioso del período sobre un
momento convulso pero realmente
atractivo de la Historia de España.
Títulos como los del profesor Fontana,
La quiebra de la monarquía absoluta,
1814-1820 o La crisis del Antiguo
Régimen, 1808-1833 (5), son textos
de obligada lectura. Más reciamente,
Francisco Comín, en «Martín de
Garay: una reforma híbrida liberal
como remedio a los apuros de un
estado absolutista» (6), y el texto 
de Nuria Alonso Garcés «Las ideas y
pensamiento de Martín de Garay» (7),
han completado el análisis.
Lo cierto es que hace menos de
doscientos años no existía unidad
impositiva en España. El siglo XVIII

había traído intentos de reformas 
del sistema fiscal, como la Única
Contribución de 1749-1776 o los
Frutos Civiles de 1785, pero en
ninguno de los casos se trataba 
de unificar el sistema fiscal de toda 
la Monarquía Hispánica; de hecho,
seguirían existiendo regímenes forales
exentos y tributos diferenciados en 
los territorios de ultramar. Es por 
este motivo por el que la reforma 
de Garay es el precedente más
antiguo del sistema fiscal español
como lo conocemos actualmente y
sentará las bases de la reforma 
de Mon-Santillán de 1845 que
definitivamente lo esbozará. Todo 
ello sin tenerlo fácil, ya que el
liberalismo de Martín de Garay
chocaba frontalmente con el
ultraconservadurismo de la 
monarquía de Fernando VII.
Estudiando ya el contenido 
del libro, al de por sí interesante 
texto original de los años setenta 
del pasado siglo, en el que no se ha
introducido cambio alguno, se le 
ha añadido un «Estudio preliminar»
elaborado por el mismo autor que
explica las actuales motivaciones 
de su publicación, la personalidad y 
el pensamiento de Garay y la

concepción fiscal del momento. 
A todo esto, se le añade una serie 
de apartados que facilitarán y
esclarecerán el trabajo de futuros
historiadores de la Hacienda española
del período. Por ejemplo, se estudia 
el enfrentamiento conceptual entre
equidad y eficiencia, a los ojos de los
tratadistas de la época, sin caer en
los «presentismos» tan de moda en 
la literatura histórica contemporánea.
Pero, además, se tocan
prácticamente todas las cuestiones
que son objeto de debate y discusión
académica a la hora de hablar sobre
la Hacienda española desde 1749
hasta 1845. Así, aparecerán 
epígrafes sobre los Frutos Civiles, 
los precedentes de la reforma 
de Mon de 1845; el enfrentamiento 
de Garay a los diezmos, que era
enfrentarse a una de las señas
identitarias del Antiguo Régimen; 
las dificultades del amillaramiento; 
los enfoques institucionales en la
metodología aplicada en los estudios
de la Hacienda; el análisis de las
fuentes; las diversas consideraciones
sobre la historia cuantitativa de la
Hacienda; o los estudios sobre la
deuda pública. En definitiva, son
estos capítulos los que marcan 
los orígenes de la fiscalidad
contemporánea en España.
Finalizado el «Estudio preliminar»,
comienza el texto primigenio
recuperando el autor su título original,
La reforma de la Hacienda y del
Crédito Público de Martín de Garay
(1817-1818), en reconocimiento 
de la tarea del protagonista, que
llevará a España del Antiguo Régimen
a la Modernidad. El libro se estructura
en diez capítulos, a los que precede
una breve introducción, y lo concluye
un epígrafe de conclusiones, 
cuatro apéndices documentales 
y un interesante capítulo bibliográfico,
complementado con el que se aporta
en el «Estudio preliminar», en el 
que se pone al día la bibliografía
existente sobre el período.
En el primer capítulo se estudiará 
la «Evolución histórica de la
Contribución Directa en España

Orígenes de la fiscalidad
contemporánea en España.
La reforma de Garay
(1817-1818)
Juan Hernández Andreu
Delta, Publicaciones Universitarias,
Madrid, 2008. 366 páginas
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desde 1700 a 1814», y por él pasan la
Haciendas de Felipe V, Fernando VI 
—de especial interés por la Única
Contribución del marqués de la
Ensenada y el impuesto único 
de la escuela fisiócrata—, Carlos III 
—estudiando la Única de 1770, la
doctrina financiera y la reforma fiscal
del conde Cabarrús, el plan fiscal del
conde de Floridablanca y el
pensamiento financiero de Vicente
Alcalá Galiano, analizando la influencia
de las ideas de Adam Smith—, 
Carlos IV, la Contribución Directa 
en el período 1808-1814 y finalizando
con un juicio crítico.
El segundo capítulo tratará sobre 
la «Estructura socioeconómica de la
España de principios del siglo XIX»,
dividiéndose en dos epígrafes sobre 
la población y la sociedad y la
estructura económica.
El tercer epígrafe abordará la
«Coyuntura monetaria», para pasar a
concretar la «Necesidad de la reforma
del sistema de Hacienda y Crédito
público» y las «Medidas fiscales del
período 1814-1816». Antes de entrar
en la reforma de Garay en sí, el
capítulo sexto revisará el «Sistema
tributario tradicional anterior a la
reforma». Parece necesario conocer
unas «Notas biográficas de Martín de
Garay» antes de entrar en la reforma.
De esta manera, el capítulo octavo
diseñará «El nuevo sistema de
Hacienda», el noveno entra en
materia, concretando el «Plan de
reforma del crédito público» y el
décimo analizará los «Resultados 
de la reforma de Garay».
Finalmente, las «Conclusiones» 
están divididas en dos. Por un lado,
las referentes a la «Doctrina financiera
y principios hacendísticos de Garay»
y, por otro, la «Gestión y resultados 
de la reforma y su contribución al
sistema fiscal español». En el primero
se demostrará el interés del
reformador por la nivelación
presupuestaria, la preocupación por 
la economía de los gastos públicos y
las medidas de fomento de la riqueza
nacional. Del mismo modo, se
marcarán las bases de un sistema

mixto de tributación, dividiendo los
impuestos en directos e indirectos.
Los directos: Reales de producto
(Contribución General, Rentas
Eclesiásticas —Decimales y
Cruzada—, Impuesto sobre sueldos
de empleados y la Regalía de
aposento); Renta global de la iglesia
española (Donativo eclesiástico) y
Personal sobre la renta (Lanzas). 
Los impuestos indirectos, por su
parte, serán: los Derechos de puertas,
las Rentas Generales de aduanas 
y puertos y Rentas estancadas o
monopolios fiscales. Además, se
fijarán los módulos de la contribución
general, la administración fiscal, el
crédito público y la desamortización.
Definitivamente, este texto, útil,
necesario y oportuno, pone en claro
la necesidad de la reforma fiscal a la
llegada al Ministerio de Hacienda de
Garay, así como que la viabilidad de la
reforma requería un cierto margen
temporal. Del mismo modo, el nuevo
sistema de Hacienda y del Crédito
público derogaba el principio general
de exención tributaria de las clases
privilegiadas. También se observa que
el plan fiscal, en principio, tuvo buena
acogida y que las críticas eran más
ideológicas que técnicas. Esta
reforma, obra muy personal de 
Martín de Garay, representa el hito
más importante en el desarrollo de 
las concepciones y planificaciones
reformistas de nuestro sistema
tributario hasta 1845.

José Antonio Negrín de la Peña

NOTAS

(1) En Moneda y Crédito, junio, págs. 67-
79, 1971.

(2) En Revista de Derecho financiero y
Hacienda Pública, XXI, núm. 92, marzo-
abril, págs. 329-341, 1971.

(3) En Revista de Economía Política, núm. 61,
págs. 31-90, 1972.

(4) En Económicas y Empresariales, núm. 5,
Universidad Nacional de Educación a Dis-
tancia, págs. 64-67, 1977

(5) J. Fontana Lázaro (1979): La quiebra de
la monarquía absoluta, 1814-1820, Bar-
celona, 1971 y La crisis del Antiguo
Régimen, 1808-1833, Barcelona, Ariel.

(6) En Actas de las II Jornadas de Historia
del Pensamiento Económico Español,
Universidad de Zaragoza, 1991.

(7) En Revista electrónica de Historia Cons-
titucional, núm. 7, septiembre, págs. 1-40,
2006.
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La crisis económica y financiera 
que estamos viviendo ha provocado
la aparición de diversos libros sobre 
la misma, sus causas y soluciones,
que, en general, por lo que respecta 
a su extensión, se parecen poco 
al que ahora comentamos, lo cual 
no quiere decir que sea menos útil
para los lectores preocupados 
por dicha crisis.
En efecto, dividida en 11 capítulos,
además de una introducción, 
se trata de una obra muy extensa 
y muy documentada, la bibliografía
ocupa 45 de sus páginas, y que,
como apunta claramente su subtítulo,
pretende recoger todos los aspectos
de la crisis. Esta amplitud explica 
que nuestra recensión no trate por
igual el conjunto del libro, teniendo 
en cuenta el espacio disponible 
que tenemos para ello.
Desde la perspectiva de nuestro 
país, uno de los elementos que 
avalan la lectura de esta obra 
es el último de sus capítulos, 
«Crisis financiera y economía
española. Del auge a la recesión»,
cuya extensión, 95 págs., 
no desmerece la del libro. 
Las singularidades de la crisis 
para la economía y el sistema
financiero españoles son tales que
difícilmente podrían entenderse sin 
un análisis específico de todas 
las cuestiones implicadas.
Además de su concreción para
España, el libro tiene como principal
interés el que haya sido escrito por
una persona cuyos conocimientos 
y experiencia en los ámbitos
económico y financiero son muy
dilatados, incluyendo tanto el sector
público como el privado, y que 
forma parte de organizaciones 

u observatorios que pretenden 
seguir la evolución de la economía 
y las finanzas desde una perspectiva
mundial, unos, y más específicamente
europea, otros. 
Si a esto unimos que el autor 
tiene muy buena pluma, ampliamente
demostrada en sus libros anteriores 
y en la multitud de artículos con 
que comparece más o menos
regularmente en la prensa, la lectura
del libro se hace obligada, siempre
que el lector esté realmente
interesado en la crisis y, además,
tenga suficiente paciencia para
atravesar el elevado número 
de páginas a ella dedicadas.
El libro posee un especial interés 
para los economistas, teniendo
expresamente en cuenta el lugar
donde se publica este comentario. 
En efecto, se ha dicho, y se
continuará diciendo durante algún
tiempo, que la crisis nos ha puesto 
en cuestión como profesionales,
además de a los políticos,
gobernadores de bancos centrales,
banqueros, etc. Hay mucho que 
decir sobre esta imputación, y no 
es oportuno hacerlo aquí, pero todo
economista que se sienta interpelado
por la crisis debe analizar los diversos
aspectos de la misma, para lo cual 
le viene muy bien una obra como 
la que comentamos, y llegar, más 
que a una defensa de su profesión, 
a desarrollar explicaciones propias
sobre ella y sus consecuencias.
Resulta curioso que el autor comience
la introducción del libro preguntando 
si alguien puede extrañarse de haber
sufrido esta crisis cuando la historia
de la humanidad, al menos desde los
800 últimos años de las que se tiene
noticia, muestra que han sido un
hecho recurrente durante siglos. 
No deja de sorprender esta pregunta,
porque sería muy similar a decir que
nadie debería extrañarse de tener
pérdidas en la bolsa, porque en 
la bolsa puede perderse dinero, 
y mucho. La cuestión es más
fundamental, y se relaciona con
nuestras expectativas. En efecto,
nadie debería invertir en bolsa si su

previsión es perder dinero. Por tanto,
el problema no es que haya habido
crisis, sino que nadie ha hecho nada
por evitarla, hasta que ha ocurrido,
pese a que, según muchos, existían
diversos indicios de que podría 
darse una situación de este tipo.
Aunque el libro no está formalmente
dividido en partes, podemos agrupar
sus capítulos en torno a una primera,
con los antecedentes de la crisis,
(caps. 1 a 3); una segunda sobre la
emergencia de la misma y sus efectos
sobre la economía real (caps. 4 y 5);
una tercera sobre las respuestas 
a la crisis (caps. 6 a 8); una cuarta
sobre los cambios que se prevén 
en el sistema financiero, su regulación
y su supervisión (caps. 9 y 10). 
A ellas se uniría una quinta parte 
con la antes comentada perspectiva
española (cap. 11). Con esta división
no pretendemos suplantar al autor,
sino orientar al lector que, ante la
elevada extensión de libro, prefiera
centrar la atención en aquellos
capítulos que más le interesen.
Los orígenes de la crisis se dividen 
en tres grupos: macroeconómicos,
teóricos y de economía política. 
Los primeros se refieren a los
desequilibrios externos globales, 
que afectan tanto a las balanzas 
de pagos como a la capacidad de
ahorro de los países, aspectos 
ambos estrechamente relacionados.
Esto lleva a intentar explicar la 
fuente de tales desequilibrios 
en el sistema financiero internacional,
al que se le da el nombre de 
Bretton Woods II, para reflejar la
importante reforma del sistema 
que supusieron los tipos de 
cambio flexibles a partir de 1971.
Los orígenes teóricos no se refieren 
a la supuesta existencia de una teoría
explicativa de la crisis y cuyo
cumplimiento, teniendo en cuenta
todas las variables y circunstancias 
de la misma, la hubiera predicho. 
Si esto hubiera sido así, existiría 
una gran irresponsabilidad por dejar
emerger la crisis, sobre todo cuando
hemos comprobado sus intensas
consecuencias tanto sobre la

La primera gran crisis
financiera del siglo XXI.
Orígenes, detonantes, 
efectos, respuestas y
remedios
Guillermo de la Dehesa Romero
Alianza Editorial, Madrid, 2009. 583 págs.
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economía real como la financiera. 
El tema se centra en la utilización
incorrecta del pensamiento
económico existente por no haber
considerado las limitaciones derivadas
de las hipótesis en las que se basan
cada una de sus piezas. 
Llamo la atención sobre el tema
porque, siendo un capítulo
especialmente denso en el conjunto
de la obra, 76 págs., se podría llegar
a la maliciosa conclusión de que existe
una responsabilidad especial por
parte de las Facultades de Economía
y demás centros de formación e
investigación superior sobre economía
y finanzas. Los mismos a los que toca
explicar y proponer soluciones con
base científica a la crisis actual.
No nos cabe duda que el
conocimiento económico tiene 
que cambiar, aunque sólo sea 
porque la crisis supone en sí misma
un entorno privilegiado, real, y no
meramente de laboratorio, para
desarrollar nuevas teorías y modelos,
que, como los anteriores, tendrán 
sus propias limitaciones. De ahí nadie
debería extraer la conclusión de que 
los conocimientos preexistentes son
responsables de la crisis, porque,
todo lo más, lo serían quienes 
los han utilizado.
En este sentido, deja un poco 
mal sabor de boca que el capítulo
sobre los orígenes de economía
política sea muy breve, en
comparación con el anterior, 21 págs.
Trata del fundamentalismo del
mercado, la política monetaria, con 
un nombre propio: Alan Greenspan, 
y otros fallos del sistema financiero.
La conclusión a esta primera parte
sería que, en conjunto, hay pocos
elementos en que confiar. Sin
embargo, esta interpretación no 
se sostiene cuando vemos que hay
cierta capacidad para responder 
a la crisis, aunque sea cuando ésta 
ya es una realidad.
Me parece un acierto situar los
desencadenantes de la crisis actual
en las burbujas de activos, tanto
financieros como inmobiliarios, lo que
la conecta con las crisis anteriores y,

en particular, con la de los tulipanes
de 1637, la primera de las que se
hace referencia en la introducción. 
En este sentido, se explica el proceso
de estallido de la crisis, desde el
modelo originar para distribuir, 
su concreción en las hipotecas
llamadas subprime, la titulización 
de las mismas y el contagio al resto
del mundo a través de los valores
resultantes del proceso.
Se continúa hablando del riesgo
sistémico y de los fallos de
supervisión. Sobre el primero 
se tienen muchas esperanzas 
para el futuro, y ojalá sea así, 
pero no hay que olvidar que, en el
contexto de la estabilidad financiera,
ya era seguido, al menos para sus
respectivos sistemas financieros, 
por los bancos centrales de algunos
países, y a un nivel mundial por el
Fondo Monetario Internacional.
Los efectos de la crisis sobre 
la economía real se analizan
especialmente desde el punto 
de vista del entorno financiero: 
efecto riqueza, acelerador,
desapalancamiento, contracción 
del crédito, desmultiplicador, pero,
desde luego, desde la perspectiva
española, hay que poner el énfasis,
sobre todo, en el elevado desempleo
que ha originado, un drama a la 
vez personal, social y político, con
importantes implicaciones para la
economía o, incluso, la sociedad.
Las respuestas fiscal (estímulos) 
y monetaria (tipos de interés bajos y
provisión extraordinaria de liquidez) 
de los Estados constituyen las vías de
salida a la crisis que se han puesto 
en marcha y, aparte de su mayor 
o menor efectividad, plantean el
problema de hasta qué momento
deben mantenerse en el tiempo,
puesto que conllevan sus propios
riesgos, como déficit excesivos 
en el primer caso y una inflación
descontrolada en el segundo,
teniendo en cuenta que el ritmo de
salida de la crisis no tiene por qué 
ser el mismo en los diferentes países,
y todo apunta a que España va a
necesitar más tiempo que otros.

En definitiva, se trata de una 
obra necesaria, cuya extensión 
se corresponde con la relevancia
económica y social de la crisis que
analiza, especialmente recomendable
por el tema, pero también por 
su autor.

Francisco José Valero
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A lo largo de las últimas décadas 
se han intensificado notablemente las
transacciones comerciales, financieras
y monetarias entre distintos países,
dando lugar a un entorno económico
cada vez más global e interdependiente.
En ese escenario, la concepción de 
un número creciente de procesos
productivos se plantea a escala
mundial, lo que conduce a decisiones
cada vez más frecuentes sobre la
ubicación o reubicación de dichos
procesos (o de partes concretas de
éstos) en diferentes lugares del planeta.
En muchos casos, esas decisiones
conducen a la deslocalización de
actividades que inicialmente se llevaban
a cabo en economías avanzadas, 
con el consiguiente impacto negativo
—al menos en una primera valoración 
y en el corto plazo— para éstas. En
sentido contrario, para las economías
en las que se implantan las actividades
deslocalizadas éstas suponen una
oportunidad para generar más
actividad y más puestos de trabajo 
y para mejorar su inserción exterior.
El trabajo realizado por los profesores
Myro, Fernández-Otheo, Álvarez, 
Vega, Labrador y Baides ofrece un
interesante análisis de este fenómeno.
Lo hace, además, con la ayuda de un
respaldo bibliográfico, estadístico y
econométrico consistente, lo que
permite evitar prejuicios y conclusiones
precipitadas y alarmistas, relativamente
habituales en las reflexiones que se
llevan a cabo sobre este tema.
Los dos primeros capítulos del estudio
están consagrados al análisis de la
evolución reciente de la deslocalización
a escala mundial, si bien incluyen
algunas referencias al caso español.
Los tres capítulos siguientes entran de

lleno en la valoración de ese caso,
centrándose en el impacto de la
deslocalización sobre la producción
manufacturera, aunque incluyendo
referencias a otras actividades.
Una de las principales virtudes del
trabajo es la gran cantidad de
información que contiene, y que se
utiliza con profusión a lo largo del texto
en cuadros, gráficos y anexos
estadísticos. El elevado grado de
detalle de esa información permite, 
en lo que concierne al caso español,
entrar en el análisis de lo ocurrido 
por comunidades autónomas y por
ramas de actividad, e incluso abre la
posibilidad de conocer muchos casos
concretos. Esto es factible gracias 
a la combinación de cifras y detalles
procedentes de distintas fuentes, entre
las que destaca la base de datos que
elabora desde hace años el Grupo de
Investigación sobre Capital Extranjero,
Localización y Deslocalización de la
Universidad Complutense, en la que
colaboran algunos de los autores 
del estudio.
Los datos que se suministran
concretamente en los dos primeros
capítulos permiten constatar que la
significativa reubicación experimentada
por las actividades productivas a lo
largo de las dos últimas décadas entre
distintas economías guarda relación
con algunos cambios importantes que
se observan tanto en la especialización
de determinadas áreas como en la
trayectoria de las grandes corrientes 
de inversión directa en el exterior (IDE).
Entre todos esos cambios sobresalen
los que han afectado a algunas
economías emergentes. El estudio
muestra concretamente, en su capítulo
segundo, cómo determinados países
de Asia, América Latina y Europa
central han aumentado su 
participación en las exportaciones
mundiales, adquiriendo cierta
relevancia en sectores que destacan
por el dinamismo de su demanda o por
su elevado componente tecnológico. 
El contenido del capítulo tercero
permite comprobar que se trata, en
general, de los mismos países que 
han cobrado un mayor protagonismo,

dentro de las economías no
desarrolladas, como focos de 
atracción de inversión directa
procedente del exterior.
Los países más avanzados 
—especialmente los que ejercen 
un mayor liderazgo tecnológico—
siguen acaparando la parte esencial 
de las exportaciones más atractivas y,
por otro lado, tomados en conjunto,
reciben en torno a las tres cuartas
partes de la IDE mundial. Sin embargo,
dentro de este marco general, la
evolución reciente de algunos de esos
países, entre los que se encuentra
España, ofrece algunos síntomas de
debilidad. Esos síntomas se perciben
especialmente en la evolución del peso
de las manufacturas de tecnología
media y alta en sus exportaciones y 
en su capacidad para captar inversión
directa. En suma, estos países
presentan un perfil complementario 
al que distingue a las economías
emergentes mencionadas con
anterioridad, en las que podrían estar
relocalizándose empresas o actividades
que salen de esos países avanzados.
La parte del análisis que profundiza 
en lo sucedido en España
(particularmente, la que se desarrolla 
en los capítulos segundo y tercero) 
no siempre lleva a conclusiones
coincidentes. Esta circunstancia, 
lejos de constituir un defecto que
pueda achacarse al estudio, muestra,
de hecho, la fidelidad con la que 
éste refleja la gran complejidad del
fenómeno de la deslocalización, con
sus numerosas implicaciones, así como
las distintas alternativas que existen
dentro de ésta, como pone en
evidencia, por ejemplo, la metodología
sugerida por Bjerring.
La lectura del capítulo tercero 
conduce, en términos generales, 
a la impresión de que la incidencia 
de la deslocalización en España ha 
sido hasta el momento relativamente
escasa. Los datos y las reflexiones que
aparecen en el estudio muestran que
nuestro país se mantuvo, de hecho,
prácticamente al margen de los efectos
adversos de la reubicación de
actividades productivas durante 

Globalización y
deslocalización.
Importancia y efectos
sobre la industria española
VV.AA.
Secretaría General de Industria.
Dirección General de Política de la Pequeña
y Mediana Empresa del Ministerio de Industria,
Turismo y Comercio, Madrid, 2008. 184 páginas
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la etapa en la que ésta registró su
primer gran impulso, es decir, en el
inicio de la década de los noventa del
siglo pasado. El tejido productivo
español sólo se habría visto afectado
de forma significativa por este
fenómeno desde el inicio de la presente
década hasta nuestros días. En este
capítulo se pone de relieve que,
durante ese período, los cambios 
de emplazamiento de factorías o de
actividades productivas —que
respondieron básicamente a la iniciativa
de las empresas multinacionales
instaladas en nuestro país— han
supuesto una reducción de empleos
inferior al 3% del total de puestos de
trabajo del sector manufacturero. Se
trata, por tanto, de un impacto débil,
sobre todo si se compara con la gran
capacidad de creación de empleo
mostrada por el sector servicios en la
misma época o si se valora teniendo 
en cuenta el impacto positivo que la
propia deslocalización podría tener, 
con el paso del tiempo, sobre 
la competitividad o sobre la 
productividad de la mano de obra.
El cuarto capítulo ofrece también
información y argumentos que apuntan
en el mismo sentido, es decir, que
confirmarían la existencia de unas
consecuencias relativamente modestas
del reciente proceso de deslocalización
de empresas y de actividades
productivas sobre la economía
española. Abundan, no obstante, en
esta parte del texto, detalles que sirven
de contrapunto a esa visión optimista,
sobre todo algunos que tienen que ver
con el comportamiento reciente de las
entradas de IDE. Los datos que maneja
el estudio de Myro, Fernández-Otheo,
Álvarez, Vega, Labrador y Baides
ponen de relieve, por ejemplo, que a lo
largo de los últimos años esas entradas
de IDE han mostrado síntomas de
agotamiento, de los que sólo parecen
librarse las actividades manufactureras
más tradicionales. Se constata,
además, una importante incidencia 
de las desinversiones, hasta el punto
de que en determinados ejercicios 
han llegado a compensar los flujos 
de entrada de IDE. Se da, además, 

la circunstancia de que el impacto 
de la forma más traumática y menos
deseada de desinversión —la
liquidación de empresas— ha sido
mayor en las ramas tecnológicamente
más avanzadas.
Ese panorama sombrío se completa
con algunos datos sobre lo sucedido
recientemente en el ámbito de las
salidas de inversión directa. Llama 
la atención, por ejemplo, que una
proporción, reducida aun, pero en claro
aumento, de esas salidas se orienta
hacia países caracterizados por sus
bajos costes salariales. Si se confirman
las tendencias observadas podría
pronosticarse una importante salida 
de actividad y empleo en los próximos
años desde España hacia el norte de
África, América Latina y, sobre todo,
hacia Asia, a través de la fórmula que
en la metodología de Bjerring se
denomina offshoring insourcing.
El breve capítulo quinto permite de algún
modo terciar entre la visión optimista 
y la interpretación pesimista que se
combinan en los dos capítulos
anteriores. A partir de un sencillo
modelo econométrico, y tomando
información correspondiente a 23
sectores industriales y de servicios,
esta parte del estudio pone de
manifiesto que, como era de esperar,
las entradas de IDE en España habrían
constituido en los últimos años un
estímulo para su formación bruta de
capital fijo. Resulta más sorprendente
comprobar que la estimación de ese
mismo modelo econométrico revela
que las salidas de IDE también habrían
ejercido un efecto favorable, aunque no
tan claro, sobre el comportamiento de
esa misma magnitud, y —lo que es aún
más relevante— que ésta se habría
visto alentada también por las
operaciones de deslocalización.
Estos dos últimos resultados son, sin
duda, los que admiten una lectura más
interesante. La relación positiva que 
el modelo detecta entre la variable
dependiente (la formación bruta de
capital fijo) y las salidas de IDE refrenda
el carácter positivo del gran salto que
España ha registrado en el transcurso
de la última década como país de

origen de inversión directa. Incluso,
como se apunta en la conclusión del
estudio, el resultado obtenido podría
servir de base para reclamar un mayor
apoyo a la internacionalización de las
empresas españolas, aunque ésta
acarree en algunos casos el traslado de
actividades productivas a otros países.
Por último, el impacto positivo de este
fenómeno sobre la referida formación
bruta de capital fijo, podría sugerir que
las deslocalizaciones pueden contribuir
al fortalecimiento de la competitividad
de las empresas establecidas en
España, lo que acabaría estimulando 
la inversión interna.
Se compartan o no, estos
razonamientos constituyen una
invitación para reflexionar con
detenimiento sobre la imagen que
habitualmente se tiene del traslado de
empresas o de actividades productivas
entre países. Este trabajo, publicado
por la Dirección General de Política de
la Pequeña y Mediana Empresa, es, 
sin duda, un texto ideal para quienes
decidan asumir ese reto, o
simplemente para los que estén
interesados en conocer mejor el
fenómeno de las deslocalizaciones, 
sus principales variantes, su evolución
reciente y los importantes desafíos que
plantea para España. Al trabajo se
puede tener acceso directamente en 
la página web de la Dirección General
que lo edita, pudiéndose descargar 
en formato pdf (http://www.ipyme.org/
IPYME/es-ES/Publicaciones/estudios/).

Luis Fernando Lobejón

Economistas Num 122.qxd  18/11/09  16:26  Página 108



L  I  B  R  O  S

109

Es éste un trabajo de investigación 
que continúa, actualiza y amplía el
análisis realizado por Óscar Fanjul y
Fernando Maravall hace ya 25 años.
Cabe señalar la circunstancia de que
tanto el trabajo publicado en 1985
como el que acaba de ver la luz han
coincidido con situaciones de crisis 
del sector estudiado; si bien en el
primer caso se trataba de una crisis 
del sector financiero español, y ahora 
la realización de la investigación y su
publicación ve la luz cuando estamos
inmersos en una crisis de ámbito
internacional. La oportunidad del
momento en que aparece este libro
añade valor al análisis de la
investigación poniendo a disposición
del lector una información y resultados
plenamente actualizados, que ayudarán
a una mejor comprensión del alcance
de la crisis, así como al diseño de
políticas empresariales y regulatorias
del sector bancario.
Otro valor a resaltar es que 
la investigación va más allá del 
análisis econométrico de las relaciones
entre las variables que explican el
comportamiento de la industria
bancaria española, tales como
eficiencia, economías de escala,
concentración, costes operativos,
rentabilidad, etc.; en este trabajo se
abordan cuestiones teóricas de gran
interés que se están discutiendo en 
las distintas instancias nacionales 
e internacionales con el fin definir 
una política regulatoria del sistema
financiero para el futuro. Aunque el 
libro está salpicado de este tipo de
cuestiones, me remito, por ejemplo, 
a apartados como Concentración
bancaria: unas notas sobre las
implicaciones para la política de

regulación, dentro del capítulo 3, 
o bien, a los capítulos finales 8 
(«El primer año sobre la crisis
financiera», y 9 («Epílogo: Unas
reflexiones finales»).
El libro analiza con acierto problemas
de siempre que, con motivo de la 
crisis actual, se someten de nuevo 
a discusión: el más genérico de la
política de regulación del sistema
financiero: ámbito y organización de 
la regulación nacional e internacional, 
y otros más concretos como el relativo
al too big to fail (con sus implicaciones
para la política de la competencia y
para la política de las ayudas públicas).
En relación a este último tema, los
autores se preguntan: ¿En qué medida,
unas mayores cuotas de los grandes
bancos perjudican a los consumidores
vía mayor poder de mercado y,
previsiblemente, mayores precios?
Podría pensarse que estos temas 
están claros y cerrados, y, sin embargo,
siguen siendo objeto de discusión.
Baste referirse a la polémica pública, 
en el mes de octubre de 2009, entre
dos buenos conocedores del sector: 
C. Calomiris, de la Universidad de
Columbia (In the World of Banks, 
bigger can be better), y Simon Johnson,
catedrático de la Sloan School of
Management del MIT, y ex Chief
Economist del FMI (In banking, 
bigger is not better).
La metodología utilizada en esta
investigación no es la más habitual 
en estos casos (que es la de tipo
macroeconómico) sino la que 
se aplica en los trabajos de Economía
Industrial, es decir, se utiliza el
conocido paradigma SCP (structure-
conduct-performance). Se enfoca la
industria bancaria como un conjunto 
de empresas que actúan en unos
mercados más o menos competitivos,
mejor o peor regulados, y que, como
consecuencia de su interacción y 
de sus pautas de comportamiento,
generan unos resultados y una
asignación de recursos determinados.
En este sentido, aspectos como 
el grado de competencia en los
mercados financieros, la integración
vertical de los negocios, las economías

de escala a la hora de explicitar
diferencias de costes medios entre 
los bancos, la diversificación y
diferenciación entre productos
bancarios, el acceso a la tecnología,
etc., son factores interesantes de cara
a explicar las diferencias que presentan
los resultados que obtienen las
distintas entidades, así como su
influencia en la fortaleza del sistema
financiero en su conjunto.
Esta fue la metodología utilizada 
ya en el trabajo primigenio ya referido.
Su utilización confiere el valor añadido
de poder analizar homogéneamente 
un período más amplio del sector
bancario español, sumando 
ambos análisis.
De acuerdo con el paradigma
metodológico mencionado, el libro
aborda, en primer lugar, el análisis 
de concentración y las condiciones de
competencia en que han operado los
bancos a lo largo de las dos últimas
décadas, constatando que desde
finales de los años ochenta se produce
un cambio de tendencia en la evolución
de la concentración bancaria,
aumentando ésta como consecuencia
de la oleada de absorciones y fusiones
entre sociedades. A partir de aquí el
análisis está dedicado a la valoración
de la concentración en aspectos tan
relevantes como el grado de
competencia en el sector, el progreso
técnico y la eficiencia técnica del
sector, y más aún, sobre el
denominado riesgo sistémico.
En lo que se refiere a si el efecto 
de esa mayor concentración ha
conllevado un aumento de poder
monopolístico, los autores creen 
que la creciente cuota de mercado 
de las mayores entidades no va
acompañada de un ejercicio de mayor
control o poder monopolístico y, sin
embargo, constatan que se ha logrado
una mejora en la eficiencia técnica
asociada a su mayor tamaño.
Los resultados de la investigación
realizada, en lo que se refiere a la
mejora de la eficiencia operativa de la
banca española, medida por diversos
ratios de los gastos de explotación,
ponen de manifiesto la buena 
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del sistema bancario 
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posición de eficiencia de la banca
española (la mejor después del 
Reino Unido), aunque ésta no ha
podido compensar la disminución 
del margen de intermediación. 
Las ganancias de productividad 
sí han podido contrarrestar los 
efectos del aumento de capital.
Entre las conclusiones más 
importantes recogidas en este 
libro pueden mencionarse:
— Los bancos españoles grandes
tienen un tamaño en el mercado
doméstico que puede considerarse
cercano al óptimo (escala que minimiza
los costes medios), con poco potencial
para realizar economías de escala
sustanciales, tras las fusiones
realizadas en el pasado.
— Para alcanzar un mayor tamaño
asociado a economías de escala
habrían de afrontar mayor
internacionalización, con fusiones 
y adquisiciones transfronterizas.
— Por el contrario, los bancos de
tamaño medio y pequeño tienen aún
margen, mediante crecimiento orgánico
o fusiones, para reducir sus costes
medios. El crecimiento orgánico habría
de estar dirigido a aumentar el tamaño
medio de los depósitos más que el
número de oficinas o cuentas por
oficina. El potencial de economías de
escala se observa más en los bancos
que en las cajas de ahorro.
Finalmente, en lo que se refiere 
a la rentabilidad del sistema bancario
español, en los últimos años, y pese 
al deterioro que se observa en el
margen de explotación, la rentabilidad
de la banca española muestra una
evolución muy positiva en comparación
con los sistemas bancarios de los
principales países de la OCDE. 
A excepción de EE.UU. y de Suiza 
en algunos años, la banca española ha
tenido los ritmos de crecimiento y los
niveles de rentabilidad más elevados.
Entre los factores que más han influido
cabe resaltar: la eficiencia en los costes
operativos y de captación de recursos,
la productividad, la mejora de la gestión
de riesgos. Otros factores importantes
pero que generan dudas respecto a su
sostenibilidad son: el apalancamiento

financiero, la calidad de los recursos
propios, el grado de exposición al
riesgo de los activos.
Finalmente, el libro dedica un breve
epílogo a hacer unas reflexiones sobre
la banca del futuro, ya que el análisis
de la dinámica bancaria de las últimas
décadas es difícilmente extrapolable. 
Y no hay que olvidar cuáles serán 
los resultados de la crisis en que 
estamos inmersos.

Ramón Pérez Simarro
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El estudio de la evolución de las 
cajas de ahorro, sus orígenes, historia,
transformaciones, ámbito de actividad,
su papel en el sistema financiero, 
la problemática derivada de su 
especial regulación y las perspectivas
de futura expansión han sido tratadas
por multitud de especialistas y 
la bibliografía al respecto es
extensísima, abarcando tesis
doctorales, estudios fomentados 
por la propia Confederación Española
de Cajas de Ahorros (el año pasado 
se celebró un importante congreso
internacional con motivo del 80
aniversario de la creación de la CECA) 
y por la Fundación FUNCAS.
Esta obra que se comenta tiene la
virtud de condensar, dentro de su
brevedad, todos los aspectos arriba
mencionados y, gracias a una acertada
coordinación, a cargo de Ana Torme,
se expone el entorno presente
(caracterizado por la profunda crisis), 
el pasado de las cajas, la situación
internacional de estas instituciones 
y la situación presente en España,
terminando con una propuesta de
modelo de futuro y unas detalladas
conclusiones que revelan la necesidad
de aplicarse en la tarea de clarificar 
el ámbito regulatorio.
En el primer capítulo, «Introducción. 
La crisis crediticia del siglo XXI», 
Ángel Ubide, que posee una larga
experiencia en el ámbito internacional
debido a su pertenencia a múltiples
instituciones económicas europeas y
estadounidenses de gran relevancia,
realiza una exposición detallada de las
causas y orígenes de la presente crisis,
de sus desastrosas consecuencias y
de las perspectivas aparentes de su
desenlace. Deja constancia de la
conocida intensidad de la crisis, la cual
«tendrá un impacto permanente sobre

la manera de vivir de las próximas
generaciones».
En cuanto a la génesis de la crisis,
destaca la autocomplacencia de 
los teóricos de la economía, tanto
académicos como profesionales,
durante las últimas décadas, 
en cuanto al funcionamiento del
modelo económico que, se pensaba,
había eliminado las fluctuaciones
cíclicas, reducido la inflación y
desarrollado controles monetarios
suficientes. Sin embargo, el
encadenamiento de burbujas desde 
los años noventa ha desembocado en
la necesidad de una nueva regulación 
y en la exigencia de que el sector
financiero se replantee sus decisiones 
a la hora de asignar los recursos.
Una vez explicado el entorno
económico-financiero global en que
nos situamos actualmente, se expone
la «Evolución histórica de las cajas 
de ahorro de España», realizada por
Julio Rodríguez López, estadístico 
y economista de reconocido prestigio,
especialmente vinculado a las cajas 
de ahorro a través de su experiencia
profesional. Comenzando por el
«Nacimiento, consolidación y 
desarrollo de un modelo liberal. 
Desde el siglo XVIII hasta el primer
cuarto del siglo XX», en donde se
expone el retraso que el absolutismo
de Fernando VII implicó para el
fortalecimiento del sistema financiero 
y la creación de cajas de ahorro, la
vinculación en las mismas de sus
orígenes a los montes de piedad, 
la expansión en la segunda mitad del 
siglo XIX hasta alcanzar el 23% de 
los depósitos en 1925.
En «La regulación de las cajas y sus
intervención administrativa. Un letargo
de medio siglo», se explica el perjuicio
que para las cajas supuso la Ley de
Ordenación Bancaria de 1921 y su
desarrollo, con el gobierno de Primo 
de Rivera, configurándolas como
instituciones de carácter social
tuteladas por el Ministerio de Trabajo.
En una línea defensiva, las cajas
crearon en 1928 la Confederación
Española de Cajas de Ahorro Benéficas
(CECA), de enorme trascendencia

posterior. Durante el período franquista
(1939-1975), el destino del ahorro
captado por las cajas estuvo muy
vinculado a objetivos de política
económica, aunque al final del período
se redujeron los coeficientes de
inversiones obligatorios.
En un último epígrafe, se explica 
«La refundación del modelo. La
liberalización del sistema financiero, la
consolidación y expansión de las cajas
de ahorro», en donde se detallan 
las sucesivas transformaciones
experimentadas a lo largo de las
últimas tres décadas en las funciones,
actividad, regulación e importancia de
las cajas, que ha desembocado en 
el importante papel que las mismas
desempeñan en el sistema financiero
español. En el presente, para Julio
Rodríguez, la salida a la crisis 
financiera y a los problemas de
morosidad derivados del brusco ajuste
del mercado de vivienda a partir de
2008, junto a las tensiones que los
cambios en la normativa autonómica
están teniendo lugar para obtener o
garantizar posiciones de poder en 
las cajas, constituyen el eje central de
la problemática de las cajas de ahorro
en España en 2009.
El tercer apartado se centra en 
«Las cajas de ahorro en los países de
nuestro entorno», en donde Luis Linde
refiere el nacimiento y evolución de las
cajas de ahorro en Europa desde sus
orígenes en el siglo XVIII y su desarrollo
en el siglo XIX hasta las recientes
tendencias privatizadoras a finales 
del siglo XX y los últimos cambios
experimentados en los pasados años.
Tras una visión global se hace
referencia al proceso privatizador 
en el Reino Unido y a las building
societies y su problemática actual.
Procurando resaltar las
transformaciones más relevantes 
y los hechos (e instrumentos) más
significativos, Linde expone el papel 
de los certificados de capital primario
en Noruega, como herramienta de
financiación; la importancia de la
estructura local de los bancos públicos
en Alemania y su amplísima actividad
desde 2005; la situación de las cajas

Pasado, presente y futuro
de las cajas de ahorro
Luis de Guindos, 
Vicente Martínez Pujalte y
Jordi Sevilla (dirs.)
Ed. Aranzadi/Thomson Reuters,
Madrid, 2009. 219 páginas
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italianas (que califica de disociación
al poseer éstas una doble actividad
bancaria como sociedad por acciones
de un lado, y participada estatalmente
como fundaciones bancarias con
funciones sociales de otro, aunque la
reglamentación posterior ha introducido
nuevas limitaciones). Finalmente,
expone el proceso de desaparición de
las saving and loans associations en
Estados Unidos, que ha desembocado,
tras sucesivas crisis, en una reducción
de su importancia hasta un 15% 
del peso de la banca comercial.
Los catedráticos Ángel Bergés, 
Emilio Ontiveros y Francisco José
Valero, socios de Analistas Financieros
Internacionales, elaboran un amplio
apartado, el cuarto, sobre el
«Encuadramiento actual de las cajas 
de ahorro en el sistema financiero
español». Para ello, analizan lo que
denominan las cifras de las cajas de
ahorro, a través del balance, los
resultados, su dimensión en el 
mercado y su solvencia.
Este capitulo resulta extremadamente
didáctico y explicativo, pues gracias 
a él, en apenas cincuenta páginas
cuajadas de cuadros y gráficos, el
lector puede hacerse una idea muy
práctica de las dimensiones e
importancia, la regulación reciente y
actual, el control de las cajas y el
gobierno de las mismas, la evolución
de su negocio y su obra social, las
perspectivas de evolución internacional
y los problemas derivados de la
multiplicidad de regulaciones y la
vigencia del conflicto entre Estado y 
comunidades autónomas.
Un quinto apartado es una «Propuesta
de un modelo de futuro» elaborada 
por Vicente Martínez Pujalte y por 
Jordi Sevilla, economistas y diputados
nacionales, ambos ex portavoces del
Partido Popular y del Partido Socialista,
respectivamente. En este punto, el
contenido de las aportaciones es más
normativo que en el capítulo anterior,
dándose más importancia al «deber
ser» de las cajas. Uno de los puntos de
mayor trascendencia es el papel de las
comunidades autónomas en la elección
de los miembros de los órganos de

gobierno y el funcionamiento interno 
de las cajas: La confusión entre tutelaje
y propiedad se ha acentuado en la
últimos meses, cuando se ha
trasladado a la opinión pública la
apariencia de que los gobiernos
autonómicos, o incluso los partidos
políticos, fueran los responsables de
las decisiones que tomaban los
órganos de gobierno y también que 
es discutible que el tutelaje de una
entidad que opera en todo el territorio
nacional y con vocación global debe
realizarlo una comunidad autónoma en
exclusiva, pero es absolutamente
inviable un modelo de cajas donde las
decisiones se tomen en los órganos de
gobierno de la comunidad autónoma.
Ante la confusión existente
actualmente, los autores propugnan 
un modelo económico único derivado
de la normativa del Estado central 
y con competencia supervisora del
Banco de España o de la CNMV 
y sólo en la obra social caben 
las competencias ejecutivas de 
las comunidades autónomas 
y ayuntamientos.
Se estudian los recursos propios, 
como limitación a su crecimiento frente
a las posibilidades de la banca (como
sociedad anónima) y de ahí el análisis
de las participaciones preferentes, la
deuda subordinada y las cuotas
participativas, concluyendo en la
necesidad de reformas para fortalecer
la captación de recursos propios.
Posteriormente se comenta la obra
social, la importancia actual de las
perspectivas de fusiones, la regulación
de los órganos de gobierno y, por
último, proponen y señalan cómo 
llevar a cabo un sistema que separe 
el gobierno de la entidad de crédito 
del de la obra social.
Las interesantes «Conclusiones»,
elaboradas por Luis de Guindos,
Vicente Martínez Pujalte y Jordi Sevilla,
se concretan en diecisiete propuestas
que resulta imposible enumerar aquí, 
pero que, además de sintetizar las
aportaciones de los artículos
precedentes, insisten en la necesidad
de la eliminación de duplicidades
supervisoras y en la separación de 

las funciones crediticias de la obra
social de las cajas y, sobre todo, en la
revisión del papel que las comunidades
autónomas poseen en los órganos de
gobierno de aquéllas.
En resumen, una obra muy adecuada
para aquellos interesados en la
evolución de nuestras cajas de ahorro 
y en la problemática actual de las
mismas, lo cual posee rabiosa
actualidad, tanto a causa de las
perspectivas de fusión de entidades
como por los roces que se producen
entre autoridades autonómicas y
municipales por el gobierno de las
mismas, por no mencionar las
dificultades para el desarrollo de la obra
social, al existir diecisiete regulaciones
autonómicas diferentes.

Víctor Simancas

NOTA:
Este libro ha sido presentado en el Colegio de
Economistas de Madrid, en un acto público
celebrado el 14 de septiembre de 2009, en el
que intervinieron, junto a sus directores, Juan
E. Iranzo, decano-presidente del Colegio, y
Manuel Pizarro, diputado nacional y expresi-
dente de la CECA.
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En el campo de la organización 
de empresas, los últimos años del
siglo XX y primeros del XXI han 
sido fecundos en aportaciones y
perspectivas teóricas que han
impulsado el nivel científico de 
esta área de conocimiento social. 
La obra que presentamos actualiza 
la primera edición publicada 
en 1996. Integra las teóricas 
o enfoques clásicos del
comportamiento administrativo, 
el enfoque de sistemas y el de
contingencias o situacional, con 
las perspectivas o enfoques
novedosos, que se han centrado 
en las teorías de la complejidad 
y del conocimiento para el estudio 
de las organizaciones como sistemas
complejos basados en conocimiento.
Con el fin de facilitar el proceso
cognitivo, en cada capítulo se
presentan, junto a las propuestas
teóricas, una serie de casos, reales 
y simulados, para mostrar situaciones
que caracterizan el diseño y la función
organizativa de las empresas
actuales. También se proponen un
conjunto de preguntas de revisión 
y de discusión sobre los principales
temas de cada capítulo, y una serie
de lecturas para profundizar en 
los temas.
La obra está estructurada 
en cuatro partes: la primera parte
ofrece los fundamentos conceptuales
relativos a la naturaleza de la
organización, a la evolución de la
teoría de la organización y a la
concepción de la empresa como
organización. En la segunda parte 
se analizan las ideas, conceptos 
y principios básicos del diseño 
de la estructura organizativa. 
En la tercera parte se presentan 
los modelos básicos que las
organizaciones pueden adoptar 

según el uso de los principios 
de diseño y la influencia de las
«contingencias», fuerzas o situaciones
que afectan a toda organización. 
Por último, en la cuarta parte se
estudia la función organizativa,
presentando los enfoques actuales 
de dicha función, que incorporan el
estudio de las actitudes, habilidades 
y valores que se requieren en el
desempeño de la misma.
El autor, Eduardo Bueno Campos, 
es catedrático de Economía de la
Empresa (Área de Organización 
de Empresas), director del Instituto
Universitario de Investigación en
Administración del Conocimiento e
Innovación de Empresas (IADE) y de
su Centro de Investigación sobre la
Sociedad del Conocimiento (CIC) en
la Universidad Autónoma de Madrid, 
y consejero de Innovación del 
Parque Científico de Madrid.
El capítulo 1, «La naturaleza de la
organización», parte del silogismo 
«la empresa es una organización,
cuya organización se rige de acuerdo
con los principios de la organización»,
que plantea el triple nivel cognitivo 
del vocablo «organización». A
continuación, se aborda el contenido
de la teoría de la organización y 
se exponen las dos perspectivas
generales con que se puede estudiar
la organización (macroorganización 
y microorganización) y el papel 
y la actuación de la función 
directiva de organizar.
En el capítulo 2, denominado
«Evolución de la teoría de la
organización», se estudia la evolución
del pensamiento. Eduardo Bueno 
se basa en las propuestas de
clasificación de diversos autores 
para realizar una propuesta de un
sistema de estudio de la evolución del
pensamiento organizativo, en la cual
se ordenan las teorías según un
criterio histórico y metodológico.
El capitulo 3, «La empresa como
organización: enfoques principales»,
formaliza en una sola línea de
razonamiento la diversidad 
de enfoques actuales explicados 
en el capítulo precedente. Para ello 

se conceptualiza la empresa como
organización a partir de dichos
enfoques, los cuales la observan 
por un lado, como un sistema abierto
en el que se realizan transacciones 
y procesos, y por otro, como un
grupo social con sus interacciones 
y relaciones a partir de diferentes
modelos de conducta respecto a sus
objetivos y preferencias. Se finaliza
con una explicación de uno de los
enfoques novedosos en la teoría 
de la organización, el enfoque de
empresa como un sistema complejo
basado en conocimiento.
La segunda parte de la obra 
se inicia con el capítulo 4, titulado
«Diagnóstico y diseño de la
organización». Para el profesional 
de la organización de empresas se
ofrece un método de diagnóstico 
de la empresa. Una vez realizado 
el diagnóstico se puede abordar el
proceso de diseño organizativo 
o función organizativa.
En el capítulo 5, «Concepto y
elementos de la estructura de
organización», la estructura se
concibe como una red en la que 
se integran relaciones de distinta
naturaleza. Dicha red o sistema 
de flujos integra tres aspectos: 
una estructura funcional, una
estructura de autoridad y una
estructura de decisión. También 
se analizan los diferentes elementos
que componen la estructura de 
la organización y los procesos 
de acción o clases de flujos de 
trabajo organizativos.
El capítulo 6, titulado «Principios de
diseño y factores de contingencia»,
presenta diferentes propuestas que
estudian los principios y variables
organizativas utilizadas en el diseño
de la estructura organizativa, entre 
las que se encuentran las cuatro
propuestas actuales más
representativas, la de Pugh, Child,
Mintzberg y Robbins. A partir de las
mencionadas propuestas se elabora
otra que sistematiza y clarifica las
ideas de las anteriores. Para finalizar,
se muestran los «factores de
contingencia» o «situacionales», 

Organización de empresas:
estructura, procesos 
y modelos
Eduardo Bueno Campos
Ediciones Pirámide,
Madrid, 2007 (2.ª edición). 429 páginas
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y la influencia de los mismos en la
estructura de la organización.
A continuación, ya en la tercera parte
del libro, el capítulo 7, titulado
«Modelos de forma simple: análisis
empírico», aborda las tres clases de
formas organizativas genéricas: las
unitarias o simples, las complejas
clásicas o múltiples-complejas y 
las formas complejas nuevas 
o de estructura variable o virtual.
Posteriormente, el capítulo analiza
cada uno de los tres principales
modelos organizativos propios de las
formas simples, característicos 
de una empresa convencional u
organización elemental. El capítulo 8,
se ocupa de los modelos de forma
múltiple-compleja, los más usuales en
empresas que han adquirido mayor
dimensión y que generalmente han
realizado un proceso de
descentralización. Finalmente, 
en el capítulo 9 también se utiliza la
experiencia empírica para el estudio
de las nuevas formas organizativas
complejas, que nacen para dar
respuesta a la necesidad de crear
estructuras de base variable o virtual
que se adaptan mejor a las exigencias
del cambio del entorno actual. 
Se exponen los fundamentos
conceptuales que explica el proceso
de cambio organizativo que se ha
producido en las últimas décadas 
del siglo XX y principios del XXI

y las actitudes y capacidades que
requieren los nuevos enfoques de
dirección propios de estas formas de
organización (downsizing, rightsizing,
leaning y reengineering). También se
aborda la necesidad de proceder al
análisis de las actividades de la
cadena de valor y de evaluar su
«segregación» (outsourcing).
La cuarta parte de esta obra
comienza con el capítulo 10, 
titulado «El sistema de dirección 
y la función organizativa: liderazgo y
comunicación». Se introducen los
principales aspectos personales y
organizativos y se aborda la función
del liderazgo en la organización, su
papel impulsor y cohesionador de los
objetivos, actividades y tareas, así

como los principales enfoques 
que existen sobre esta función
directiva o empresarial
(entrepreneurship). Además, 
se analiza la importancia de la
comunicación para que el liderazgo
pueda cumplir su misión. Para
finalizar, se presenta un estudio 
del comportamiento de los grupos.
En el capítulo 11, «Planificación y
control organizativo», se presentan
por un lado, los conceptos y los
medios en los que se apoya la
organización para que la función
organizativa realice sus tareas
eficientemente y, por otro, las formas
y clases de planes, así como las
fases, clases y procesos de control. 
El capítulo también ofrece un
esquema de diseño e implantación
del sistema de planificación y control.
Por último, se explican dos sistemas
de planificación y control de los
planes y estrategias: la «dirección por
objetivos» y la «dirección por
políticas».
El capítulo 12, «Personas, cultura 
y poder: el cambio organizativo»,
profundiza en dos elementos
fundamentales: el aspecto 
humano de la organización y 
el cambio organizativo. Se plantean
las últimas corrientes de pensamiento,
que ponen el acento en cuatro
aspectos: el papel de las personas
que integran la organización, los
aspectos culturales, los aspectos
políticos o de poder y los procesos 
de aprendizaje.
Cabe concluir que la obra presentada
ofrece una propuesta teórico-práctica
actual y atractiva de lo que se puede
y debe entender por organización 
de empresas. En el libro se analizan
tanto los enfoques clásicos como 
las últimas corrientes de pensamiento.
Además, su estructura facilita el
proceso cognitivo y de aprendizaje 
de la disciplina, ya que comienza con
la presentación de sus fundamentos
teóricos, para a continuación poder
entender el concepto de estructura
organizativa, sus procesos y diseño, 
y los distintos modelos básicos de
organización, desde los más simples

hasta los más complejos y
novedosos. Finalmente, es también
una obra necesaria para comprender
los enfoques actuales de la función
organizativa, entendida ésta como 
el proceso de organizar.

Mónica Longo Somoza
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Esopo, el fabulista más conocido de
la historia, aparece como símil en el
proceso de emprender, razonamiento
adscrito a la idea de que la ciencia no
ha aportado mucho más que fábulas
y moralejas en esta titánica tarea.
Esta es una de las innumerables
alegorías utilizadas para dar vida a 
los consejos, basados en una amplia
experiencia personal y profesional de
Pedro Nueno, profesor y especialista
de reconocido prestigio mundial.
Una decena de capítulos forman 
los pilares de la obra, hilados
magistralmente a lo largo de los 
dos centenares y medio de páginas
en las que se desarrollan las brillantes
exposiciones. En todas las secciones,
magníficamente estructuradas, 
se desmenuzan aquellos elementos
que forman el esqueleto de cada una
de ellas. La lectura se acompaña de
cuadros y gráficos explicativos de los
párrafos en los que se insertan, de
modo que al final de cada bloque se
dispone de suficiente información
para haber alcanzado una correcta
comprensión. Para complementar
esta esencial característica, en todos
los capítulos aparece al final un
conciso resumen, que permite soldar
las piezas anteriormente estudiadas.
Finalmente, se añade un capítulo a
modo de amplio resumen, que junto
con las principales conclusiones, 
dan forma a esta esmerada obra. 
Se añade una selectiva referencia
bibliográfica, que sirve de apoyo
ulterior a las enseñanzas recibidas
durante la amena lectura.
Con un lenguaje directo y alejado 
de los manuales academicistas al
uso, se descifran paso a paso las
claves principales para que el nuevo
emprendedor aglutine las pautas

necesarias en aras de alcanzar 
el éxito en la aventura empresarial.
Los comentarios no están exentos 
de sentido del humor, en los que
aparece la ironía para expresar
situaciones poco gratificantes a las
que, sin duda, se tendrá que enfrentar
el futuro empresario, o realidades 
que se narran para poner en
antecedentes al incipiente
emprendedor. Otra característica 
del estilo literario empleado es la
claridad en las exposiciones, no sólo
desde la óptica de la comprensión,
sino desde la exposición nítida 
y sin paños calientes de las
afirmaciones vertidas, sin duda 
fuente de agradecimiento por parte
del incipiente emprendedor.
La cuidada disposición del diseño 
de los capítulos se ve reflejada con la
inclusión de la réplica de una famosa
pintura a modo de acompañamiento
al principio de cada uno de ellos,
relacionándolas con el tema tratado.
Además, para asociar las páginas de
cada bloque al cuadro desplegado 
al comienzo, el lector encontrará un
fragmento recortado del principal, 
lo que le confiere una esmerada e
innovadora presentación global.
El primer capítulo está dispuesto a
modo de introducción, lo que dosifica
las ideas que, tras esta primera y
obligada lectura, activan el creciente
interés del lector por descubrir qué
aspectos más relevantes van a ser
desarrollados posteriormente. 
La idea principal que se lanza en 
las páginas primigenias de la obra 
es que el siglo XXI nace bajo el 
signo del empresario, que ha 
sabido superar épocas históricas
poco favorables, donde el Estado 
o los sindicatos, en algunas de sus
vertientes o momentos históricos, 
han dado muestras de querer la
desaparición de estos creadores 
de riqueza y empleo. Superada 
esa situación, el resto del libro
proporciona las bases para clarificar
en qué consiste ser un buen
empresario.
Para conseguir el propósito, este
profesor del IESE va desbrozando el

montaje de una nueva empresa,
guiando los diferentes estadios en el
ciclo vital de la misma. Para comenzar
la narración, ya en el segundo
capítulo, se profundiza en el aspecto
esencial de la futura nueva empresa,
esto es, los actores principales que
van a ser los incipientes protagonistas
de la puesta en escena de esta obra.
Así, se distinguen tres tipos de
personajes, el emprendedor, el
ejecutivo y el líder. De esta tipología 
y algún añadido posterior, se llega 
a la definición actual de emprendedor
como aquella persona que posee 
una especial sensibilidad para ser
capaz de detectar oportunidades 
de negocio, movilizar recursos,
normalmente ajenos, de modo que
consiga explotarlas fructíferamente.
Es la génesis de la iniciativa
empresarial, fuente de donde 
manan todos los desarrollos
sucesivos. Antes de comenzar el
periplo por las siguientes etapas, se
advierte de un doble peligro para el
eventual empresario: o bien el riesgo
a fracasar en su iniciativa o bien 
a caer en la marginalidad de su
dinámica de negocio. El pragmatismo
con el que se maneja el autor a lo
largo de la obra queda reflejado en
breves, aunque reflexivas sentencias,
propias o de personas cercanas, que
el lector no debe dejar pasar por alto.
Es en la tercera unidad donde
aparece lo que se denomina fase
prenatal, donde puede sorprender la
posición que se aconseja asumir en
este instante. Así, la humildad, el
sacrificio, la austeridad, la sensatez 
o la honradez, son algunos de los
ingredientes propuestos para 
elaborar una receta con visos de
éxito, aunque parezca que no se
podría llegar muy lejos con estos
comienzos. También es importante
saber elegir el momento de lanzar la
empresa adelante, así como descubrir
la verdadera oportunidad de negocio
de la mera ilusión imaginativa. 
Todo ello se deberá plasmar en el
denominado business plan, donde se
dibujan las líneas maestras del futuro
proyecto, y en el que se incluirán los

Emprendiendo hacia 
el 2020. Una renovada
perspectiva global del 
arte de crear empresas 
y sus artistas
Pedro Nueno
Ed. Deusto, Barcelona, 2009. 254 páginas
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componentes esenciales del futuro
negocio. Pero tal vez lo original de
estas reflexiones no sean sólo las
referencias a aquello que hay que
hacer, sino las reflexiones acerca 
de cómo no se debe empezar una
empresa. Es aquí donde los consejos
multiplican su valor añadido y, sin caer
en el pesimismo, permiten una seria
reconsideración antes de emprender
tan arriesgada apuesta.
Una vez superada esta fase
embrionaria, ve la luz el momento 
del nacimiento de la empresa. 
Los avatares propios de esta etapa 
se desarrollan en el cuarto capítulo,
analizándose las diferentes maneras
en las que puede nacer una empresa,
además de mostrar la importancia 
de la correcta elección del tamaño 
y de los servicios asociados a 
este nacimiento.
La fase posnatal no está 
exenta de problemas más o 
menos estereotipados y, no por
conocidos, menos frecuentes. 
El quinto bloque es el destinado 
a desvelar detalladamente los
pecados en los que puede caer un
empresario tras una primera etapa
superada satisfactoriamente. Las
recomendaciones que en las páginas
se dan, son las de intentar encontrar
una racionalidad compatible con la
búsqueda de los mejores resultados
posibles, amén de aglutinar y renovar
todas las energías disponibles en aras
de afrontar con una sólida base la
siguiente fase del proyecto, la etapa
de desarrollo.
La conocida historia bíblica de David y
Goliat sirve de introducción metafórica
para desplegar los comentarios que
proporcionan los cimientos para
desenvolverse con garantías en este
crucial ciclo de la empresa. Una
sugerente idea aparece tras la teoría
de las esferas y los huecos, tan visual
como ilustrativa. A medida que la
empresa se va desarrollando,
aparecen diversos escenarios y
competidores. En ellos el empresario
y el equipo que le acompaña ha de
tener la flexibilidad suficiente como
para adaptarse convenientemente a

los cambiantes escenarios. Para
tamaña coyuntura, la existencia de 
los consejos de administración ayuda
a favorecer la objetividad en la toma
de decisiones, aportando un útil
apoyo.
La grandeza de la obra se 
demuestra en las exposiciones
vertidas en el séptimo capítulo, donde
se aborda una de las cuestiones más
espinosas que tienen que ver con el
complejo mundo de la empresa, los
empresarios y los gestores en sus
distintas modalidades. La temática 
de la ética y el emprendedor es
tratada con enorme rigurosidad en 
las páginas de esta sección. No
existen para el autor líneas difusas a
la hora de aplicar un límite claro para
distinguir cuándo se está superando
la barrera de lo éticamente asumible.
Los ejemplos reales, como en todo 
el libro, ilustran convenientemente lo
que no se debe hacer para conseguir
un determinado propósito. La
variedad de situaciones, desde el
empresario ejecutivo en otra empresa,
hasta la situación más extrema, en la
que se juega con las personas, sirven
para esclarecer este delicado aspecto
de los negocios.
La sección octava profundiza en 
un fenómeno relativamente escaso,
aunque relevante por el éxito
conseguido. Se trata de lo que 
se aglutina bajo el término
intrapreneurship, iniciativa
emprendedora que parte y se
desarrolla desde dentro de las
empresas ya establecidas.
En el breve capítulo noveno se hace
referencia a la importancia creciente
que la aportación de la ciencia 
ha tenido para los nuevos
emprendedores. Así, tanto las
escuelas de negocios como los
cursos sobre iniciativa emprendedora
han visto aumentar su oferta,
pasando de un reducido número 
en la década de los sesenta del siglo
pasado, hasta alcanzar la cifra 
en miles en el año 2008.
Consecuentemente, el libro debe 
ser considerado como una referencia
obligada para todos aquellos que

deseen formar parte del tejido
empresarial del futuro cercano. 
Sin duda alguna, las ideas vertidas 
en el volumen proporcionan una útil
guía en un entorno globalizado y
versátil, en el que las reglas del juego
son cambiantes e inciertas, lo que
hace de las nuevas aventuras
empresariales un desafío cada 
vez mayor.

Jesús Domínguez Rojas
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Mentor, íntimo amigo de Ulises, 
es encomendado por éste para que 
se ocupe de la educación de su hijo
Telémaco, mientras el héroe de La
Odisea se encuentre ausente durante
su aventura en la guerra de Troya. 
De esta mitológica historia proviene 
el origen de la palabra mentor, 
que adaptado a la terminología
anglosajona, se convierte en
mentoring. La otra cara de la moneda
que se ofrece en este libro tiene sus
raíces en algo mucho más mundano,
como es el deporte. De ese entorno
emana coaching, concepto que está
detrás de las habilidades propias de
un entrenador, esto es, aquel que 
es capaz de guiar o entrenar.
La diferencia básica entre ambos
profesionales es que, mientras el
mentor debe ser un especialista
competente de las áreas de trabajo
donde desarrolla sus funciones, el
coach no necesita contar con
experiencia en el campo de actuación
del entorno de su cliente.
Esta dualidad es analizada en
profundidad por Beatriz Valderrama,
experta conocedora de ambas figuras,
ya que ella misma desarrolla su
función en materias que tienen
estrecha relación con las materias 
que aborda.
La obra se encuentra dividida 
en tres bloques principales, cada 
uno de ellos formado por uno o varios
capítulos, dedicando la mayoría de
ellos al análisis del mentoring,
asumiendo las similitudes sobre el
coaching. El libro es un claro baluarte
del refrán que afirma que lo bueno, 
si breve, dos veces bueno. Cuando
esto ocurre, como es el caso, la 
mera utilización de menos de dos
centenares de páginas, son suficientes
para tratar en profundidad, sin pérdida
de información, la temática planteada.
Se añade a estas bondades el empleo

de un lenguaje claro y conciso, 
exento de rodeos, y en el que
intermitentemente se incorporan
máximas de personajes ilustres, 
que amplifican o ayudan en la
comprensión del texto, amén de
fomentar una relajada y amena lectura.
En todas las secciones, encaminadas
a adquirir un aprovechamiento real,
tras las completas exposiciones
aparecen los apartados prácticos,
englobados bajo la denominación de
plan de acción, parte de un todo que
resurge en el plan de acción final,
compendio de los anteriores. En ellos
se pueden plasmar, mediante la
realización de algunos ejercicios, lo
aprendido en las páginas precedentes,
de modo que al finalizar cada división,
se haya conseguido asimilar las
principales ideas expuestas. Esta
actuación persigue alcanzar una doble
finalidad: por un lado, potenciar las
aptitudes para el autodesarrollo y, 
por otro, servir de soporte didáctico
en programas de formación de
mentores y coaches.
El primer capítulo está dedicado, casi
en su totalidad, al análisis generalista
de la silueta del mentor, haciendo
breves referencias al coach,
principalmente para sentar las bases
diferenciales entre cada uno de ellos.
Es en el segundo capítulo donde se
asientan y se difunden los valores 
y cualidades básicos que deben
acompañar a un mentor para que 
el desarrollo de sus competencias
profesionales y humanas confluya 
de modo que alcance los fines
propuestos en su importante tarea.
Así, sin medias tintas y haciendo
acopio de una extrema sinceridad, 
la autora, ya en el primer párrafo,
explicita las características inmanentes
a este tipo de especialistas. Se
dibujan las pautas, desde variadas
ópticas, del marco conceptual que en
un mentor tienen que aunarse, y se
deja meridianamente claro que 
no todos los buenos profesionales
podrían dedicarse a tan compleja
actividad.
Para empezar a realizar un diagnóstico
acertado en la valoración de las

cualidades de un mentor, la
fundamental de ellas parte del
autoconocimiento personal, que
fundamenta el resto de pilares que
deben sustentar la equilibrada balanza
entre las capacidades profesionales y
los valores personales. Sólo desde la
asunción de las propias limitaciones 
y fortalezas, el mentor podrá corregir
las deficiencias, que llevan al fracaso
en su labor, e incrementar las virtudes
que auspicien su éxito. Este intenso
tercer capítulo desgrana los
arquetipos mentales que el ser
humano incorpora inconscientemente
y que, en múltiples ocasiones,
provocan graves distorsiones en 
el enfoque que puede hacer de la
realidad, complicando de este modo
la apreciación que de los demás y 
de uno mismo realiza el individuo.
Siguiendo el hilo argumental
establecido, la cuarta sección
acomete uno de los aspectos más
innegables que definen al sujeto
capacitado para ser mentor. En
consecuencia, se aborda la
importancia que desempeña la
conocida como inteligencia emocional,
conjunto de habilidades que se
pueden y deben desarrollar como 
un proceso continuado de mejora,
desaprendiendo y reaprendiendo a
pensar, de modo que se genere un
bucle que se retroalimente, en el que
los logros adquiridos primen más que
la hipotética meta a alcanzar.
Una vez avanzada, que no superada,
esta fase de autoconocimiento, hay
que incorporar las herramientas
encaminadas al conocimiento de los
demás. El quinto capítulo ofrece las
líneas básicas para paliar o superar los
sesgos en la percepción y valoración
de las personas, causa en tantas
ocasiones de traslaciones al otro de
las propias carencias o deficiencias.
Continuando dentro del segundo
conjunto de capítulos, agrupados bajo
el título de los valores y cualidades 
del mentor, la sexta sección infiere 
en la importancia de ser capaces de
proyectar expectativas positivas,
poniendo como ejemplo el
denominado efecto Pigmalión, 
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competencias de
mentoring y coaching
Beatriz Valderrama.
Ed. Prentice Hall, Madrid, 2009. 184 páginas

Economistas Num 122.qxd  18/11/09  16:26  Página 117



L  I  B  R  O  S

118

que es la influencia positiva 
que las expectativas del mentor 
ejercen en el aprendizaje y mejora 
del tutelado.
Desde el siguiente capítulo 
séptimo hasta el último del libro, 
se organizan todos ellos siguiendo 
el denominador común de las
explicaciones necesarias para
comprender, convenientemente, 
las fases del proceso de mentoring.
Lo primero que se afirma es la
necesidad de que el mentor esté
cerca del mentorando. Para ello, 
la escritora expone su propia
metodología utilizada en la
implantación del mentoring,
estructurando mentalmente las
actividades y habilidades que se
pueden poner en práctica. El proceso
lo engloba bajo las siglas CERCA, 
que inteligentemente utilizada 
para ahondar en la trascendencia 
de la necesaria cercanía, implica el
establecimiento de un Clima proclive,
una capacidad de Escuchar con
empatía, ser capaz de estimular 
para establecer Retos asumibles 
y superables, Construir con
comprensión y reforzar la acción
impulsadora de la mayor Autonomía.
En la octava parte se determina la
exigencia de crear una relación
empática, basada en la confianza 
y en el compromiso. Para que 
en esta etapa la conexión entre los
protagonistas no se cortocircuite, hay
que indagar en los procesos mentales
que, en ocasiones de manera 
no consciente, interfieren en el
correcto desarrollo de la interacción,
consiguiendo una efectiva sintonía
emocional, mejorando la
comunicación tanto verbal como 
no verbal. Todo ello está encaminado
a construir una relación de confianza,
mediante lo que se define como el
original triple filtro de Sócrates.
El trabajo del mentor no es algo
independiente del propio proceso 
de mentoring ni del mentorando 
o tutelado. Es por este motivo por 
el que, en el noveno capítulo, se
afronta la implantación del arte
mayéutico, método socrático por 

el que el maestro, mediante
preguntas, va haciendo que el
discípulo descubra nociones que 
en él estaban latentes. Estas técnicas
no están exentas de dificultades
naturales ni de obstáculos que hay
que conseguir superar. Establecer
filtros escuchando parcialmente,
adivinar lo que se va a decir, juzgar
posicionándose en un nivel superior,
aconsejar adelantándose a la
finalización de la explicación,
apaciguar sin una implicación real
manifestando acuerdo con todo, 
son algunas de las situaciones
incompatibles con el logro 
de la deseada empatía.
Al leer a continuación el apartado
décimo del libro, el comprensivo estilo
literario utilizado en el que se narran
los enunciados, hace que lo que en
ellos se descifra parezca un ejercicio
factible de llevar a cabo sin mayores
complicaciones. Ese es el modo 
en el que se transmiten ideas tan
cardinales como la necesaria
búsqueda de mecanismos capaces 
de corregir aquellos condicionantes,
precisos para transformar problemas
actuales en nuevas oportunidades
futuras. La facilidad gráfica de los
últimos enunciados, mediante el
modelo MAPA, ayuda a clarificar
suficientemente las explicaciones
anteriores.
El penúltimo capítulo está 
dedicado a las potencialidades 
que el mentorando debe desarrollar
gracias al esfuerzo realizado por 
el mentor, encaminándose a impactar
positivamente al primero, con su
actitud y su capacidad de transmitir
entusiasmo, optimismo y
autoconfianza, amén de disponer de
una completa experiencia que sirva 
de verdadero ejemplo a imitar.
Además del propio arquetipo, el
mentor puede ofrecer su apoyo
mediante el ensayo de ciertas
habilidades, ofreciendo recursos y
realizando sugerencias, sustituyendo
el feedback por el feedforward.
Finalmente, se llega al apartado
duodécimo, en el que lo señalado
anteriormente impulsa la emoción

inherente al ser humano, clave para
alcanzar los objetivos propuestos,
fomentando la autonomía y la
autoconfianza, valorando
positivamente y animando a la
asunción de riesgos.
Resulta concluyente que tras 
la atenta lectura de la obra, tan
magistralmente diseñada, el lector,
especialista o no en los temas
tratados, se encontrará en una mejor
disposición comprensiva, con una
importante ampliación en su
conocimiento acerca del mentoring
y del coaching, potentes y útiles
herramientas para asegurar, entre
otras cosas, una adecuada
transmisión del conocimiento dentro
de las organizaciones, minimizando
los temidos costes, si se compara con
los planes expansivos de formación.

Jesús Domínguez Rojas
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